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PREÁMBULO 

 
 
 

I 
 
 
La ordenación y utilización del suelo así como su transformación y, con ello, la generación 
y obtención de las plusvalías derivadas de la actuación urbanística obedecen, sin lugar a 
dudas, al devenir natural de los pueblos y comunidades de acuerdo con los asentamientos 
históricamente elegidos por los mismos para la actividad humana. Se trata, por lo tanto, 
de un hecho colectivo que justifica por tal motivo que el Urbanismo constituya 
efectivamente una función pública irrenunciable por y para la Sociedad, cuyas potestades 
se hallan reservadas a los poderes públicos que, en la medida de lo posible, recabarán y 
fomentarán la participación y colaboración vecinal especialmente en lo que se deba a la 
ejecución de la ordenación urbanística. Éste es precisamente el marco legal de actuación 
que inspira y plantea el presente reglamento. 
 
 
El Urbanismo además, se presenta como la técnica necesaria para la transformación de 
las ciudades y pueblos, su regeneración, rehabilitación y reforma así como su expansión o 
ensanche, precisando de los mecanismos legales y reglamentarios que constituyen 
verdaderamente el preciso objeto de este reglamento. Nadie discute ya en la actualidad la 
preeminencia que hay que otorgar a las políticas públicas de rehabilitación, reforma y 
regeneración urbana en nuestra Comunidad Autónoma, con un importante número de 
viviendas y edificaciones necesitadas de actuaciones de mejora de su eficiencia 
energética, accesibilidad universal, reurbanización y regeneración de su entorno. Junto 
con este patrimonio edificado, el planeamiento urbanístico general vigente ya en la 
totalidad de nuestros municipios clasifica y califica amplias superficies de suelo para usos 
residenciales, terciarios y equipamentales, entre otros, además de un amplio y valioso 
suelo rural también objeto del mencionado planeamiento y cuya preservación, para el 
destino natural propio del mismo, constituye en la actualidad un hecho insoslayable para 
el legislador. 
 
 
El marco legal de referencia obligatoria para este reglamento viene referido especialmente 
a la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo del País Vasco y sus cuatro modificaciones 
puntuales producidas desde su entrada en vigor en el mes de septiembre del mencionado 
año. Sin embargo, el posterior escenario de aguda crisis económica que padecemos, 
especialmente virulenta para el sector inmobiliario y la actividad constructiva, así como la 
normativa básica compuesta por el Real Decreto Legislativo 2/2008 de 20 de junio de 
Texto Refundido de la Ley del Suelo y la ley 8/2013 de 26 de junio de Rehabilitación, 
Regeneración y Renovación Urbanas, hacen necesaria la debida implementación 
reglamentaria de las políticas de suelo de modo que puedan adaptarse a los nuevos 
objetivos y circunstancias sin menoscabo de la vinculación y respeto de las normas 
reglamentarias respecto de la citada legislación, así como de la infinidad de disposiciones 
sectoriales que inciden también en el Urbanismo. 
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En el citado contexto, este reglamento, según se ha expuesto, se concentra en las 
técnicas de intervención urbanística precisas para la mayor y mejor garantía del interés 
general colectivo y el respeto a la equidistribución de cargas y beneficios derivados de la 
acción urbanística, la efectiva participación de la comunidad en las plusvalías que se 
generen y la real garantía de la protección de los suelos y espacios propios e 
irrenunciables y que han de preservarse del proceso de urbanización por causa de sus 
valores naturales y su contribución al ser humano. 
 
 
La mencionada regulación se estructura en tres partes, libros o títulos diferenciados y que 
atienden, cada uno de ellos, a la ordenación urbanística (planeamiento), a la gestión 
urbanística y a la disciplina, enlazando con una ya larga tradición y haciendo más sencillo 
su empleo al ofrecerse en un único texto legal cuyas partes pueden ser consultadas e 
interrelacionadas simultáneamente. 
 
 

II 
 
 
Bajo la denominación general de Planeamiento, en el título I se abordan, por este orden, 
la clasificación y calificación urbanística, la ordenación urbanística ya estructural o 
pormenorizada y su contenido, las reservas y estándares urbanísticos y el planeamiento 
urbanístico con indicación de las clases y tipología de planes, sus determinaciones, su 
contenido documental, los procedimientos de aprobación, las normas sobre su vigencia, 
revisión y modificación y los efectos de los mismos sobre las construcciones y usos 
preexistentes, incluyendo igualmente los mecanismos o herramientas de intervención 
administrativa en el mercado del suelo a través de los patrimonios municipales de suelo.  
 
 
En cuanto a las tres tradicionales clases del suelo (urbano, urbanizable y no urbanizable), 
el reglamento parte de la premisa de que ninguno de ellos resulta residual y, por lo tanto, 
destino de las actuaciones cuya implantación no se estimen deseables para las demás 
clasificaciones. Por el contrario, cada clase de suelo tiene su propia naturaleza y vocación 
con un estatuto jurídico que realza sus valores. Sólo se clasifican como suelo urbano los 
terrenos que cuenten con los servicios, infraestructuras, conexión con la trama urbana o 
consolidación edificatoria que detalladamente se concretan en el reglamento. El 
urbanizable del que podrá prescindirse en municipios que así lo aconsejen en atención a 
sus peculiaridades físicas, será el estrictamente necesario en atención al modelo de 
evolución urbana y ocupación del territorio, de modo que el plan general establecerá su 
programación en dos etapas cuatrienales estableciendo que la transformación urbanística 
de la segunda de las mismas sólo se autorice tras completarse la ejecución de la primera 
o cuando se hubiera agotado alguno de sus usos globales siempre que se garantice la 
continuidad de los servicios urbanísticos necesarios. El “suelo no urbanizable” o de 
naturaleza rústica o rural disfruta también de su propio perfil desde el punto de vista de la 
legalidad y del planeamiento urbanístico. Los informes elaborados en el análisis del 
cumplimiento de las determinaciones de las Directrices de Ordenación del Territorio del 
País Vasco de febrero de 1997, y la propia intervención de la Comisión de Ordenación 
Territorio del País Vasco a lo largo de los últimos años, avalan el acierto de definir y 
proteger este suelo en positivo acudiendo para ello a las categorías previstas en el citado 
instrumento de ordenación territorial (Especial Protección; Mejora Ambiental; Forestal; 
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Agro-ganadera y Campiña; Pastos montanos y Protección de Aguas superficiales) con la 
adición de la categoría legal de núcleo rural. 
 
 
Precisamente, los parámetros urbanísticos básicos de esta categoría de “núcleo rural” 
(agrupación entre seis y veinticinco caseríos entorno a un espacio público que los aglutina 
y confiere su carácter rural, con posibilidades edificatorias limitadas a un incremento de 
veinticinco unidades y máximo del cincuenta por ciento de superficie construida) se hallan 
ya fijados en la Ley, que implícitamente además destaca su naturaleza rústica y su 
vertiente o uso global característico de residencial. Por ello, y tras analizar la evolución de 
nuestros núcleos rurales a lo largo de los últimos años, este reglamento opta por 
mantener la definición de caseríos por referencia, entre otras, a construcciones 
residenciales anteriores al uno de enero de 1950, lo que incide especialmente en la 
consideración de las seis edificaciones mínimas necesarias para el reconocimiento de tal 
núcleo rural apostando igualmente porque sea el inventario de núcleos rurales de las 
diputaciones forales el que concrete cuáles son los núcleos que merecen tal 
categorización sin perjuicio de que en una escala comarcal o de área funcional, tal 
previsión se establezca en los planes territoriales correspondientes.  
 
 
Avanzando aún más  en el perfil del núcleo rural  este reglamento postula que el uso 
global del mismo sea el de vivienda vinculada a actividad hortícola o agropecuaria 
permitiéndose la vivienda libre exclusivamente en el caso de su necesidad para residencia 
habitual y permanente. Por otra parte, el llamamiento legal a un procedimiento a 
determinar reglamentariamente para la delimitación y regularización de fincas así como 
para la obtención de los servicios urbanísticos se concreta en este reglamento en un 
procedimiento de gestión simplificado que hace posible, incluso, la obtención gratuita de 
los terrenos precisos para ello. Las dudas que se suscitan desde el plano de la legalidad 
al posibilitarse la implantación de dotaciones, equipamientos y actividades declarados de 
interés social en el suelo no urbanizable y no, sin embargo, en la categoría de “núcleo 
rural”, han de ser interpretados a favor de aquéllos de interés social que también podrían 
implantarse en el núcleo rural. 
 
 
Por otra parte, junto a las condiciones para la reconstrucción de caseríos existentes, el 
reglamento se replantea la posibilidad de sustitución de las edificaciones residenciales 
que resulten inservibles por caso fortuito, fuerza mayor o expropiación forzosa, en la 
medida  en que tal sustitución pueda producirse en una edificación deshabitada ya 
existente que evite la necesidad de ocupar otros suelos rústicos para tal finalidad. Esta 
consideración de edificación inservible alcanza también a las construcciones residenciales 
habitadas afectadas por la legislación sectorial o el planeamiento territorial en más del 
cincuenta por ciento de su superficie, y que podrán ser sustituidas por otras a ubicar y 
construir en diferente localización o emplazamiento que no sea de especial protección. 
 
 
En capítulo correspondiente a la ordenación urbanística a través del planeamiento de tal 
naturaleza, se desarrollan las determinaciones propias de la ordenación estructural, 
definiendo además y entre otros, lo que ha de entenderse como “estrategia de la 
evolución urbana y de ocupación del territorio” con el señalamiento de las oportunidades, 
el diagnóstico de los principales problemas y la formulación de los objetivos prioritarios de 
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la ordenación urbanística y la territorial todo lo cual se adecuará a las características del 
municipio. Del mismo modo, y entre otras muchas determinaciones de rango estructural, 
habrá de definirse la estructura general y orgánica del territorio con la red de sistemas 
generales que asegure la racionalidad y coherencia del desarrollo o transformación 
urbanística y que forzosamente habrá de determinarse de acuerdo a las necesidades del 
conjunto de la población afectada. La ordenación pormenorizada, por su parte, llamada al 
desarrollo y complemento de la ordenación estructural a la que se debe, va a recoger la 
posibilidad ya reconocida en la práctica de que a través de la misma se modifique el 
número de viviendas permitido en un área, sector o unidad de ejecución siempre que se 
respete la edificabilidad máxima y el envolvente físico y se garantice el cumplimiento de 
los estándares de sistemas locales en la nueva situación planteada. 
 
 
Los estándares urbanísticos que este reglamento considera pieza ineludible de la 
ordenación urbanística por más que su materialización se produzca, obviamente, en la 
fase de gestión y ejecución, son objeto de ciertas matizaciones acordes con la experiencia 
en su aplicación desde la entrada en vigor del decreto 123/2012. Nos referimos, en 
concreto, al nuevo tratamiento que se dispensa a las actuaciones de dotación o en suelo 
urbano que se categoriza como no consolidado precisamente porque el planeamiento le 
concede una mayor edificabilidad ponderada respecto de la previamente materializada. 
Estas actuaciones de dotación cederán respecto de su incremento, el porcentaje de 
edificabilidad correspondiente al ayuntamiento al que proceda (actualmente fijado en el 
quince por ciento) liberándose, no obstante, de las cesiones de espacios libres, reservas 
de vivienda protegida y otros estándares o equipamientos cuya exigencia complica la 
actuación llegando, en muchos casos, a hacerla inviable. Del mismo modo, y en el suelo 
urbano no consolidado, en el que conforme a la legislación incide especialmente la norma 
reglamentaria, se aclara y permite que los cinco metros cuadrados de suelo de cesión de 
espacios libres por cada veinticinco metros cuadrados de superficie de techo sobre 
rasante de edificabilidad urbanística, puedan, parcial o totalmente, hallarse ubicados 
dentro de la superficie que, como mínimo, alcance el quince por ciento de la superficie 
total del área excluidos los sistemas generales y que se prevé en el apartado inicial del 
mismo precepto. 
 
 
El capítulo tercero de este título inicial contempla y regula las diferentes clases de planes 
en sus dos niveles de ordenación estructural y pormenorizada, junto con los documentos 
complementarios de ordenación como son los estudios de detalle, ordenanzas y 
catálogos. El plan general de ordenación urbana municipal es, sin lugar a dudas, el 
instrumento clave o esencial en lo que respecta a la ordenación urbanística, 
desglosándose sus determinaciones en función de cada clase de suelo y abarcando 
siempre la totalidad del término municipal. El planeamiento de ordenación pormenorizada 
(planes especiales incluyendo los propios de las competencias sectoriales y de desarrollo 
del planeamiento territorial y los planes parciales) representa el segundo escalón en la 
ordenación urbanística de las áreas y sectores, sin perjuicio, naturalmente, del mayor 
rango (general) que puedan ostentar los planes de compatibilización y los de sectorización 
llamados a la ordenación de los suelos que se clasifiquen de urbanizables no sectorizados 
que, realmente, constituyen contadas excepciones en nuestra Comunidad. 
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La incidencia de la normativa vigente en materia de evaluación ambiental estratégica en la 
elaboración y aprobación del planeamiento urbanístico y las recientes normas que regulan 
la misma, tiene igualmente reflejo en la documentación propia del citado planeamiento y 
en el procedimiento mismo de evaluación en paralelo con el del propio plan urbanístico. 
Asimismo, y por destacar algunos aspectos regulados en lo que concierne al 
procedimiento de elaboración y aprobación de los planes y otros instrumentos de 
ordenación, se incorpora la posibilidad del silencio administrativo positivo en la aprobación 
definitiva del plan general y también de la ordenación pormenorizada impulsada de oficio 
cuando su aprobación definitiva correspondiera a una Administración diferente de la 
Municipal lo que se hace extensivo también a los textos refundidos que, en su caso, 
hubieren de formularse. Se contempla igualmente y entre otras, la normativa propia de la 
suspensión de licencias, potestativa en el avance de planeamiento y automática en la 
aprobación inicial, con los plazos legales máximos correspondientes (uno o dos años 
respectivamente) y la prohibición de nuevas suspensiones en el de cinco años cuando se 
deba a idéntica finalidad. Los registros de planeamiento que también se contemplan en 
desarrollo de la Ley 2/2006 en sus dos vertientes autonómica y foral, recogen 
básicamente el intenso y largo proceso desarrollado a lo largo de varios daños que 
tomamos como referencia en atención a sus valores y a su reflejo también en internet y 
las nuevas tecnologías. Los procedimientos de revisión y de modificación puntual tanto de 
la ordenación estructural como de la pormenorizada y su relación con otras disciplinas 
(especialmente la evaluación estratégica de impacto) dan paso a los efectos de la entrada 
en vigor del planeamiento con la sujeción de los edificios, construcciones, instalaciones y 
usos preexistentes a las categorías o situaciones de “fuera de ordenación” “disconformes 
con el planeamiento” o preexistentes en áreas o sectores pendientes de ordenación 
pormenorizada. En relación a estas situaciones, el reglamento aboga en todos ellos, por la 
flexibilidad y realismo exigible permitiendo las obras de seguridad, salubridad y ornato, así 
como las necesarias para la prevención de incendios, la supresión de barreras 
arquitectónicas y de mejora de su eficiencia energética siempre teniendo como uso 
admisible el preexistente acorde al plan precedente. 
 
 
A continuación se regulan los patrimonios municipales del suelo, cuyos orígenes se 
remontan a la normativa propia de los bienes municipales del año 1955, con una historia 
ciertamente de poca utilidad y que, en los últimos años ha renacido especialmente a 
través de los informes de los órganos de fiscalización de las cuentas públicas, los propios 
tribunales e incluso las apuestas renovadas por las disposiciones recientes como el caso 
de nuestro Decreto 123/2012 de estándares urbanísticos que instituye los mismos como 
una herramienta verdaderamente útil para el devenir urbanístico municipal. Los créditos 
que se obtienen por causa de la actividad urbanística, en cuanto afectos a las finalidades 
de los patrimonios municipales del suelo, aparecen así contabilizados como tales créditos 
vinculados con arreglo a la normativa de contabilidad, y la gestión diferenciada o separada 
de estos patrimonios conllevará los pertinentes registros de explotación que se recogen 
en este reglamento en el convencimiento de que los patrimonios municipales de suelo, 
aun con las tareas burocráticas que conllevan, no son inútiles instrumentos formales sino 
que, por el contrario, se convierten en medios de gestión del patrimonio inmobiliario 
municipal afecto al Urbanismo que, en las ciudades y pueblos del siglo XXI van a 
coadyuvar en la apertura de espacios urbanos cerrados intramuros; en la regeneración y 
mejora de nuestros pueblos y ciudades y, sobre todo, en la satisfacción de las 
necesidades sociales de vivienda. 
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III 

 
 
La gestión urbanística o el modo de ejecución misma de las determinaciones de los 
planes urbanísticos para hacer efectivo el interés general, en concordancia con la justicia 
o equidad distributiva de los beneficios y cargas generados por la transformación del 
suelo, constituye el contenido del segundo título de este reglamento. 
 
 
Tras destacarse la función legitimadora ineludible del planeamiento urbanístico, sin olvidar 
también la ejecución del planeamiento territorial, esta normativa se adentra en el complejo 
técnico jurídico de la gestión. Así la delimitación de las unidades de ejecución, los 
requisitos y el procedimiento para la misma ya a través del planeamiento o de manera 
independiente, viene seguida de la definición propia del estatuto urbanístico de la 
propiedad del suelo centrada en las condiciones para el ejercicio de la facultad de edificar 
previo (o simultáneo en el suelo urbano) aseguramiento de la ejecución simultánea de la 
urbanización y de la edificación hasta el punto que el incumplimiento de estos deberes 
comporta la caducidad de la licencia y la pérdida de la fianza o aval correspondiente. A 
renglón seguido se concretan igualmente las cesiones obligatorias en suelo urbano no 
consolidado y urbanizable, como obligación de las propietarias de suelo en cuanto a 
superficies necesarias para viales, parques, jardines públicos y demás espacios y 
equipamientos en general y también el correspondiente al quince por ciento de la 
edificabilidad media ponderada libre de cargas de urbanización que se desprende de la 
exigencia legal vigente. En el suelo no urbanizable y en coherencia con la normativa 
básica aplicable, para el caso en que sobre el mismo se autoricen actos particulares de 
uso y/o construcción, se recogen también las obligaciones de conexión de servicios e 
infraestructuras respecto de las redes generales y su entrega a la Administración 
competente. En otro orden de cosas, la ocupación anticipada de terrenos que el 
planeamiento destina a sistemas generales o locales se contempla igualmente al detalle 
con el procedimiento a seguir para ello, el contenido del acta de ocupación para su acceso 
al registro de la propiedad, la conducta respecto de las cargas reales existentes y su 
liberación cara a que la ocupación municipal se produzca con claridad y sin menoscabo 
alguno de los derechos particulares. Los costes y cargas de urbanización se concretan en 
el capítulo siguiente (tercero) reseñando la obligación de los titulares de la actuación, 
definiendo con precisión cuáles han de entenderse como tales cargas de urbanización, la 
posibilidad de abonos en especie (en terrenos) previo acuerdo con el ayuntamiento 
correspondiente, e incluso, y entre otras, el modo de proceder en el caso de unidades de 
ejecución no rentables por cargas excesivas en relación con la edificabilidad, la exacción 
ejecutiva o la expropiación en caso de incumplimiento y, por supuesto, la posibilidad de 
que el planeamiento atribuya a la propiedad la carga del mantenimiento y conservación 
posterior de la urbanización. Seguidamente se aborda todo lo relativo a los sujetos, modos 
y formas de gestión urbanística indisociablemente unida a su dirección y control por parte 
de los poderes públicos intervinientes, los presupuestos jurídicos precisos para la 
ejecución, con la particularidad de que los programas de actuación urbanizadora sólo 
resulten indispensables cuando, por resultar efectivamente de utilidad, así lo resuelva el 
Ayuntamiento. Los tipos de actuación ya conocidos (actuaciones aisladas, de dotación, 
integradas y de ejecución de sistemas generales y/o locales) dan paso a los 
imprescindibles sistemas de actuación de concertación, cooperación y expropiación 
forzosa, que sin perjuicio del empleo de otros modos complementarios (como el caso del 
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agente o agencia urbanizadora y/o edificadora) legalmente previstos, la práctica real 
aconseja centrar en los citados tres sistemas. En el sistema de concertación en el que los 
protagonistas de la gestión son las propias titulares de los terrenos, se retoman y refunden 
los documentos de convenio, bases y estatutos al igual que el modo de constitución de la 
junta de concertación, su formalización y la incorporación posterior de afectados e incluso 
de empresas urbanizadoras, su naturaleza jurídica, con su capacidad para formular y 
aprobar inicialmente el proyecto reparcelatorio, los efectos jurídicos de su constitución; la 
ejecución por cargo de la misma de las obras de urbanización; la recepción municipal de 
esta urbanización y todo un conjunto de disposiciones que resultaría prolijo describir en 
esta presentación o exposición de motivos. Otro tanto acaece con el sistema de 
cooperación en el que los titulares aportan los suelos y la administración procede a la 
gestión con la ejecución de las obras de urbanización, y el sistema de expropiación 
forzosa incorporando, entre otras, la liberación de expropiaciones concretas a instancia de 
sus propietarias siempre que se garantice su participación activa en la gestión y así lo 
admita el ayuntamiento. Los procedimientos individualizados y por tasación conjunta, la 
declaración de urgencia de la ocupación a decidir motivadamente por la administración 
pública actuante normalmente referida al ayuntamiento correspondiente, el pago o la 
consignación del justiprecio e incluso, el pago en efectivo, mediante permuta o en 
parcelas resultantes de la propia urbanización, en estos últimos casos con la conformidad 
de la persona o entidad expropiada, se regulan pormenorizadamente para evitar dudas 
que puedan paralizar el procedimiento de gestión en el que siempre ha de primar el 
interés general y, por lo tanto, su ejecutividad.  
 
 
En este título correspondiente a la gestión urbanística merece especial atención la 
reparcelación que se concreta en el proyecto de tal denominación constituyendo la clave 
principal de la ejecución urbanística con la agrupación de las fincas brutas iniciales 
contenidas o delimitadas dentro de la unidad de ejecución, que en suelo urbano puede ser 
continua o discontinua, para su posterior división en fincas edificables una vez deducidos, 
identificados y adjudicados los terrenos de cesión para espacios libres, dotaciones y 
equipamientos. La reparcelación podrá ser voluntaria cuando la realicen, de común 
acuerdo, las personas y/o entidades propietarias de las fincas afectadas, que formalizarán 
su acuerdo en documento público notarial siendo preferente a la reparcelación forzosa. La 
reparcelación sea voluntaria o forzosa podrá ser, además, económica cuando concurran 
circunstancias que hagan difícil o impracticable la reparcelación material, o limitarse a una 
simple normalización o regularización de fincas con la finalidad de adaptar su 
configuración a las exigencias del planeamiento. En cualquier caso, la reparcelación 
resultará innecesaria cuando se trate de unidades de ejecución de propiedad única, se 
actúe por el sistema de expropiación forzosa o se trate de la ejecución de un plan que 
afecte a una superficie anteriormente reparcelada en la que no se altera el equilibrio 
económico entre las personas adjudicatarias. Este reglamento, consciente de la 
importancia del proyecto reparcelatorio, lo regula minuciosamente en cuanto a su 
formalización documental, su memoria justificativa, su memoria económica con expresión 
de las indemnizaciones procedentes y la cuenta de liquidación provisional, la 
documentación gráfica precisa, y el derecho que asiste a las personas afectadas, titulares 
o propietarias de los terrenos, a declinar su participación en la actuación. Esta última 
previsión de desistimiento o renuncia adquiere una notable importancia en este contexto 
económico puesto que son muchas las pequeñas propietarias que, no siendo 
conocedoras de la disciplina, se ven incursas en un procedimiento de gestión urbanística, 
en el que han de adelantarse importantes desembolsos para la financiación de las cargas 
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de urbanización sin la capacidad financiera necesaria ni la garantía del próximo retorno de 
los citados costes. En tales supuestos el reglamento opta por no dejar a las citadas 
personas al albur de las empresas urbanizadoras, ni generar insolvencias que conlleven 
posteriores procedimientos ejecutivos o expropiatorios en perjuicio de los propios 
afectados y de la propia actuación urbanística. El desistimiento o renuncia a la 
participación, una vez formalizada, implicará la incoación de un procedimiento público de 
determinación del justiprecio cuya indemnización se contemplará en el proyecto de 
reparcelación pudiendo el ayuntamiento, auto-adjudicarse la edificabilidad que le 
correspondería por la parcela objeto del desistimiento o adjudicársela total o parcialmente 
a la agencia urbanizadora o a otras personas intervinientes en el proceso reparcelatorio.  
 
 
El capítulo siguiente se ocupa de concretar el procedimiento para la aprobación del 
proyecto de reparcelación, con la previsión, entre otras, de la suspensión del otorgamiento 
de licencias y la revisión de las concedidas con anterioridad al inicio del proceso 
reparcelatorio. Su tramitación y aprobación distinguen entre el procedimiento ordinario y el 
simplificado, este último reservado para los casos típicos de reparcelación voluntaria para 
la normalización de fincas o reparcelación simplemente económica. Las reglas de la 
reparcelación, con los criterios de adjudicación de las parcelas resultantes y los criterios 
de valoración de bienes y derechos afectados dan entrada a la minuciosa regulación de 
los efectos jurídicos, reales, económicos y fiscales dimanantes del proceso reparcelatorio 
hasta su liquidación definitiva, su redacción de oficio o a instancia, y su aprobación dando 
lugar a la terminación del proceso de gestión urbanística de la unidad correspondiente. 
 
 
 

IV 
 
En el tercero de los títulos del reglamento se regula todo lo concerniente a la disciplina 
urbanística iniciando por el deber de mantenimiento y conservación de las obras de 
urbanización de titularidad pública que, ya contempladas inicialmente en el título 
correspondiente a la gestión, pueden ser impuestas a las personas propietarias de los 
terrenos objeto de la gestión, constituidos en Junta de Conservación con todo lo que 
comporta en cuanto a la regulación de su constitución, actividad, supuestos de 
incumplimiento y disolución. El deber de conservación y de rehabilitación de los edificios 
con el establecimiento del límite legal que constituye la obligación de financiación por la 
propiedad, es seguido de la regulación de la situación legal de ruina económica o 
urbanística, el procedimiento de declaración, especialmente en el caso de peligro 
inminente y el contenido de la resolución definitiva de declaración.  
 
En el capítulo segundo se regulan los actos sujetos a licencia completando los ya 
previstos en la propia Ley 2/2006 y atendiendo a la experiencia de diversos planes 
generales, y se contemplan igualmente los supuestos de relación entre diversas licencias 
que en el caso de las de demolición de edificios o medianeras se condicionarán 
expresamente a la simultánea edificación en garantía de la debida seguridad. 
Transmisiones de licencias, procedimiento de concesión y actos de comunicación previa 
que puedan sustituir a la necesidad de obtención conforme a la normativa de servicios 
que condujo a una de las modificaciones de la Ley 2/2006, se regulan también con 
claridad y concisión con absoluto respeto a las ordenanzas locales si bien con el 
establecimiento de aspectos básicos de consideración común. 
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La inspección urbanística con las actuaciones instructoras imprescindibles tanto en el 
control de los actos de uso del suelo y de construcción como en la previsión y prevención 
de actividades perjudiciales para el interés urbanístico general, se regulan reconociendo la 
naturaleza pública de la función inspectora y de las personas agentes de la inspección, 
sus funciones, la formalización de actas, los informes de inspección y la incoación de 
diligencias. Como corolario imprescindible a la inspección, se regula todo lo concerniente 
a la protección de la legalidad urbanística que puede conllevar la iniciación de actuaciones 
previas de comprobación, previéndose la suspensión previa de las obras o usos del suelo 
disconformes con la legalidad y el planeamiento urbanístico, la adopción, en su caso, de 
otras medidas cautelares, el requerimiento de legalización y las resoluciones públicas de 
legalización en caso de que ello resulte posible o proceda en aplicación del principio de 
proporcionalidad o, por el contrario, la demolición, eliminación, desmontaje con reposición 
o reconstrucción en su caso, y demás resoluciones procedentes en caso de que tal 
legalización no resulte procedente. 
 
 
Todas las actuaciones que supongan una vulneración de la legalidad urbanística o del 
planeamiento suponen una infracción tipificada también en el reglamento, con la 
pormenorización de las personas responsables, la situación de concurso de infracciones o 
de normas, o el supuesto de prejudicialidad penal que comportará la suspensión del 
procedimiento administrativo. Las diferentes infracciones, tipificadas conforme a la Ley 
2/2006 según se deban a actuaciones en materia de urbanización y ejecución; en materia 
de parcelación; en cuanto a la edificación, el medio ambiente, el patrimonio cultural y 
natural, los patrimonios municipales de suelo o el suelo no urbanizable van a encontrar 
unas sanciones, actualizadas a la fecha por el reglamento y debidas a sus propias 
especificidades junto con las que conviven las infracciones urbanísticas generales que se 
clasifican en muy graves, graves y leves. La aplicación de las sanciones se realiza a 
través de la consideración de las circunstancias modificativas, en su caso, concurrentes, 
previéndose igualmente la posibilidad de las sanciones por reconocimiento y cumplimiento 
voluntario; la imposición, por el contrario, de medidas sancionadoras accesorias, la 
incautación del beneficio obtenido con la infracción y la inhabilitación para la participación 
en procedimiento de licitación para la ejecución de actuaciones urbanizadoras o 
edificatorias. La depuración de estas situaciones, con la imposición de las sanciones 
habrá de seguir un procedimiento regulado con el máximo de garantías en este 
reglamento bajo el amparo de la Ley 2/1998 del Parlamento Vasco de Potestad 
Sancionadora de las Administraciones Públicas. 
 
 

V 
 
 
En la primera disposición adicional y por referencia a los núcleos rurales, este reglamento 
apuesta porque en los mismos, dentro del suelo no urbanizable, puedan desarrollarse los 
usos de interés público o social permitidos por la Ley 2/2006 del Suelo y Urbanismo de 
Euskadi para el suelo no urbanizable en general, entendiéndose implícito tal interés 
público o social en los actos de uso y de construcción que se prevean en los planes 
forales de obras y servicios, extraordinarios de inversión o programas de financiación 
foral. En otros términos, y por referencia propia del Territorio Histórico de Álava, la 
existencia de los inmemoriales concejos, en cuanto entidades territoriales públicas de 
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base local, y sus tradicionales actividades en la prestación, gestión y mantenimiento de 
los servicios esenciales, en modo alguno resulta incompatible con la incorporación de sus 
núcleos de población dentro de la categoría urbanística de núcleos rurales. 
 
 
La disposición adicional segunda establece los criterios de cómputo de población 
municipal a efectos del cumplimiento de las diversas obligaciones legales como la 
competencia para la aprobación del planeamiento o el cumplimiento de los estándares 
urbanísticos. 
 
 
La siguiente disposición (tercera) recoge los modos de adaptación a la Ley 2/2006 de las 
edificaciones previstas en el planeamiento, ya sea de manera automática o a través e un 
documento de adaptación específica, y la disposición adicional cuarta establece el modo 
del cálculo de edificabilidad o, quizás mejor expresado, el cómputo de la edificabilidad en 
el caso de obras que tengan por objeto la reducción de la demanda energética, 
excluyendo de tal cómputo los aislamientos térmicos, fachadas ventiladas, cerramientos, 
instalación de dispositivos bioclimáticos adosados y otros asimilables que realmente 
ocupan un volumen y un espacio pero que resulta impracticable desde el punto de vista 
de su utilización urbanística. La disposición adicional quinta, por último, reitera la previsión 
de la reserva de suelo para equipamiento público escolar que se contenía en el 
precedente Decreto 132/2012 de estándares urbanísticos entendiendo relevante que las 
políticas sectoriales con incidencia en el territorio conecten y coordinen con el Urbanismo 
y la Ordenación Territorial en todos los niveles de equipamiento y calidad que redunden 
en el beneficio de nuestra sociedad. 
 
 
Por su parte, las disposiciones transitorias se inician con la transitoriedad necesaria para 
la aplicación de los estándares legales ya de sistemas locales como de sistemas 
generales, ya sea por la adaptación de la ordenación pormenorizada o estructural 
respectivamente, siguiendo con la necesaria norma de aplicación del nuevo reglamento 
sólo a los procedimientos que se incoen con posterioridad a su entrada en vigor, lo que en 
el caso del planeamiento, ha de entenderse que no se hallen inicialmente aprobados a la 
fecha de la entrada en vigor de este reglamento. 
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TÍTULO I 
 

PLANEAMIENTO 
 

CAPÍTULO I 
Clasificación y calificación del suelo 

 
SECCIÓN 1ª. CLASIFICACIÓN  

 
 
 

Artículo 1. Clasificación urbanística. 
 
1. El plan general de ordenación urbana, clasificará la totalidad del suelo, incluidos los 
sistemas generales de la ordenación, en urbano, urbanizable y no urbanizable. A su vez 
subdividirá cada una de las clases anteriores en las categorías correspondientes de 
conformidad con lo especificado en este capítulo. 
 
2. Si la peculiar realidad física del Municipio que constituye el ámbito del plan así lo 
exigiese, podrá prescindirse de la clasificación de suelo urbanizable, acreditando en la 
Memoria, el cumplimiento de los criterios y motivos objetivos establecidos para ello.  
 
 
Artículo 2. Suelo urbano. Trama o malla urbana. 
 
Tendrán la condición de suelo urbano los terrenos integrados en la trama urbana existente 
y asumida por el plan general, que se encuentren en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Cuenten con servicios urbanísticos suficientes, entendiendo por tales: red viaria que 
tenga un nivel de consolidación suficiente para permitir la conectividad con la trama viaria 
básica municipal, servicios de abastecimiento y evacuación de agua, así como suministro 
de energía eléctrica, servicios de telecomunicaciones y gestión de residuos de 
características adecuadas para servir a la edificación que sobre ellos exista o se haya de 
construir. 
b) Carezcan de alguna de las infraestructuras y servicios mencionados en el apartado 
anterior, pero puedan llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión con las 
instalaciones preexistentes. Con carácter general, no podrán considerarse, a estos 
efectos, las carreteras de circunvalación ni las vías de comunicación interurbanas. 
c) Los terrenos que el plan general incluya en áreas consolidadas por la edificación, al 
menos, en las dos terceras partes de su superficie edificable, siempre que la parte 
edificada reúna o vaya a reunir, en ejecución del plan, los requisitos establecidos en el 
apartado a) y se trate de espacios homogéneos en cuanto a su uso y tipología que se 
encuentren integrados en la trama o malla urbana propia del núcleo o asentamiento de 
población del que formen parte. 
d) Los terrenos que, en ejecución del planeamiento, hayan sido urbanizados de acuerdo 
con el mismo. 
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Artículo 3. Servicios urbanísticos requeridos para el suelo urbano. 
 
Los requisitos que, en todo caso y con carácter mínimo, han de reunir los servicios 
urbanísticos básicos para que un terreno pueda ser clasificado como suelo urbano son los 
siguientes: 
 
A) Acceso rodado: 
Se entenderá que un terreno cuenta con acceso rodado cuando sea accesible para 
vehículos automóviles de turismo a través de vías de titularidad pública y con un firme en 
condiciones idóneas para el tráfico de tales vehículos. 
Asimismo, se entenderá que un terreno cuenta con acceso rodado cuando linde con suelo 
urbano y cuente con autorización de la autoridad competente en la materia para ejecutar 
el acceso rodado. 
Los terrenos que no reúnan los requisitos indicados no se considerarán dotados de 
acceso rodado aunque linden con el margen exterior de una ronda perimetral del núcleo 
urbano o de una vía de comunicación entre dos núcleos urbanos. 
 
B) Abastecimiento de agua: 
 
Se entenderá que un terreno tiene el servicio de abastecimiento de agua con 
características suficientes, cuando se cumplan las siguientes condiciones: 
 
 Exista conducción por el borde del citado terreno o vial al que da frente. 
 Tenga la garantía de suministro suficiente en todo su recorrido, tanto para la edificación 
existente como para la que pudiera llegar a construirse y, en su caso, para el riego de las 
zonas verdes y huertas previstas, todo ello con los necesarios coeficientes de punta y en 
las condiciones técnicas adecuadas de presión de servicio. 
 
C) Evacuación de aguas: 
 
1) Se entenderá que un terreno tiene el servicio de evacuación de aguas con 
características suficientes cuando cumpla las siguientes condiciones: 
 
 Exista colector de aguas residuales, perteneciente a la red general o a red autorizada 
por la Administración competente, por el borde del citado terreno. 
 La canalización tenga capacidad de transporte suficiente en todo su recorrido, tanto 
para la edificación existente como para la que pudiera llegar a construirse, con los 
adecuados coeficientes de punta y para los caudales derivados de la recogida de aguas 
pluviales. 
 
2) Cuando se trate de parcelas consolidadas por la edificación en las que las 
construcciones existentes cuenten con instalaciones individuales de saneamiento, éstas 
podrán considerarse como servicio de evacuación de aguas, a los efectos previstos de 
este número, siempre que sus características técnicas se ajusten a la normativa vigente y 
que la edificación no se halle declarada o se declare fuera de ordenación. 
 
D) Suministro de energía eléctrica: 
 
Se entenderá que un terreno tiene suministro de energía eléctrica en condiciones 
suficientes cuando cumpla las siguientes condiciones: 
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 Exista red de suministro de energía eléctrica en baja tensión por el borde del terreno o 
vial al que dé frente. 
 La red tenga potencia suficiente para los usos existentes y aquéllos que puedan llegar 
a construirse. 
 
 
Artículo 4. Reglas para la clasificación como suelo urbano. 
 
Para la clasificación del suelo como urbano, además de lo establecido en el artículo 
precedente, deberán tenerse en cuenta las siguientes reglas: 
 
1. Los servicios de abastecimiento de agua, evacuación de aguas residuales y suministro 
de energía eléctrica, deberán estar ubicados en proximidad a la parcela o unidad de 
ejecución teniendo además capacidad suficiente para dar servicio en todo su recorrido 
tanto a las construcciones existentes como a las previstas por el planeamiento. La 
distancia de separación no será superior a cincuenta metros contados en línea recta 
desde el límite de la mencionada parcela o de la unidad de ejecución. 
 
2. En los terrenos que linden con una vía que cuente con todos los servicios antes 
señalados, se considerará suelo urbano la superficie correspondiente a un fondo 
edificable suficiente, que se justificará en relación con la tipología edificatoria del entorno 
próximo y, en cualquier caso, con la capacidad de los servicios conforme a lo establecido 
en el artículo 3 de este Reglamento. 
 
3. No se considerará suficiente para clasificar un terreno como urbano el hecho de ser 
colindante con carreteras, caminos u otras vías del núcleo urbano por cuyas márgenes 
discurran conducciones generales de servicios de abastecimiento, evacuación de aguas y 
suministro de energía eléctrica. 
 
 
Artículo 5. Suelo urbano. Categorías. 
 
1. Los terrenos clasificados como suelo urbano, deberán ser adscritos a las siguientes 
categorías:  
 
a) Suelo urbano consolidado. 
b) Suelo urbano no consolidado. 
 
2. Se adscribirán a la categoría de suelo urbano consolidado los terrenos clasificados 
como suelo urbano por el Plan General, que estén urbanizados por contar con los 
servicios mínimos definidos en los artículos anteriores, o tengan la condición de solares. 
 
3. Se adscribirán a la categoría de suelo urbano no consolidado los terrenos, clasificados 
como suelo urbano por el plan general por alguna o varias de las siguientes causas: 
 
a) Carecer de urbanización consolidada por no comprender la urbanización existente, las 
dotaciones, servicios e infraestructuras precisos, exigidos por la ordenación urbanística o 
carecer unos y otros de la proporción, las dimensiones o las características exigidas por la 
misma para servir a la edificación que sobre ellos exista y/o se hubiera de construir.  
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b) Carecer de urbanización consolidada por precisar la urbanización existente de 
renovación, mejora o rehabilitación que deba ser realizada, mediante la transformación 
urbanística, derivada de la reordenación o renovación urbana, incluidas las dirigidas a 
establecimiento de dotaciones.  
c) Atribuirles un incremento de su edificabilidad urbanística ponderada respecto de la 
previamente materializada. 
 
 
Artículo 6. Condición de solar. 
 
1. Tendrán la consideración de solar las superficies de suelo urbano aptas para su uso 
inmediato conforme al plan urbanístico aplicable, y que reúnan los siguientes requisitos: 
 
a) Que estén urbanizados de acuerdo con las determinaciones y normas técnicas 
establecidas por el planeamiento urbanístico, o en todo caso, si éste no las especifica, 
que dispongan de los servicios urbanísticos básicos señalados por el artículo 3 en 
condiciones de caudal y potencia adecuadas a los usos permitidos, así como de 
alumbrado público, y confronten con una vía pavimentada y adecuada para el tránsito de 
peatones y vehículos rodados. 
b) Que tengan señaladas alineaciones y rasantes, si el planeamiento urbanístico las 
define. 
c) Que, para edificarlos, no se deban ceder terrenos para destinarlos a calles o a vías con 
vistas a regularizar alineaciones o a completar la red viaria. 
 
2. Los terrenos incluidos en suelo urbano no consolidado y urbanizable sólo podrán 
alcanzar la condición de solar cuando se hayan ejecutado y recibido las obras de 
urbanización exigidas, con inclusión, en su caso, de las necesarias para la conexión con 
los sistemas generales existentes, y para la ampliación o el refuerzo de éstos. 
 
3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 4 del artículo 12 de la Ley 2/2006, de 30 de 
Junio de Suelo y Urbanismo, se considera que un terreno pierde la condición de solar, por 
obsolescencia o inadecuación sobrevenida de su urbanización, cuando atendiendo a la 
edificación materializada o a la permitida por el planeamiento, la urbanización existente 
haya dejado de ser adecuada, por no cumplir los servicios mínimos en los términos 
exigidos en este reglamento. 
 
En el supuesto previsto en el párrafo anterior de pérdida de la condición de solar por 
obsolescencia o inadecuación sobrevenida de la urbanización, el planeamiento concretará 
las obras de urbanización que necesariamente habrá de acometer su titular para la 
recuperación de la condición de solar. 
 
 
Artículo 7. Suelo urbanizable. Categorías. 
 
1. Tendrán la consideración de suelo urbanizable los terrenos que de conformidad con el 
modelo de evolución urbana y ocupación del territorio resultante de la ordenación 
estructural, sean clasificados como tales en el planeamiento, por prever su posible 
transformación, a través de la dotación de servicios urbanísticos suficientes, y en las 
condiciones establecidas en el mismo. 
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2. Los terrenos clasificados como suelo urbanizable, deberán ser adscritos a las 
siguientes categorías: 
 
a) Sectorizado. 
b) No sectorizado. 
 
3. Se adscribirán al  suelo urbanizable sectorizado, los terrenos, que estando clasificados 
como suelo urbanizable, configuran los sectores de intervención prioritaria por 
considerarse necesaria su transformación e incorporación a la trama urbana, a través de 
su urbanización. Se incluirán en esta categoría de suelo las superficies necesarias para: 
 
a) Los nuevos asentamientos de población y de actividades productivas cuya implantación 
se prevea. 
b) El establecimiento de sistemas generales, tanto de los necesarios para el desarrollo de 
las previsiones sobre población y actividades a las que se refiere el punto anterior, como 
de los restantes que pudieran preverse en el plan, cuando tales superficies se ubiquen en 
esta clase de suelo. 
 
4. Se adscribirán a suelo urbanizable no sectorizado, los terrenos clasificados como suelo 
urbanizable, que no se encuentren incluidos en ningún sector, por el plan general, o en su 
caso por el plan de sectorización.  
 
4. El plan general establecerá como elemento de ordenación estructural, en el suelo 
urbanizable no sectorizado, los correspondientes usos globales cuya implantación se 
prevea. 
 
 
Artículo 8. Programación del suelo urbanizable sectorizado. 
 
1. El plan general incluirá, como determinación de carácter estructural, en los terrenos 
clasificados como suelo urbanizable sectorizado, dos etapas o cuatrienios, concretando, 
qué terrenos deben quedar incluidos en la primera y cuáles han de desarrollarse en la 
segunda. 
 
2. El suelo incluido en la segunda etapa o cuatrienio, sólo podrá ser desarrollado una vez 
en ejecución o ejecutado el suelo de la primera. No obstante, también se podrá autorizar 
el desarrollo de la segunda etapa, aun cuando no se haya completado la ejecución de la 
primera, si se halla ya agotado alguno de los usos globales de ésta, y la continuidad de 
los servicios urbanísticos lo hace necesario. 
 
 
Artículo 9. Suelo no urbanizable.  
 
1. Tendrán la clasificación urbanística de suelo no urbanizable o rústico los terrenos que 
por causa de sus valores naturales, se utilicen conforme a los citados valores en los 
términos que se contemplen en los instrumentos de ordenación del territorio y en el 
planeamiento urbanístico. 
 
2. La reclasificación por el planeamiento de suelos clasificados como no urbanizables a 
las clasificaciones de urbanizable y, muy excepcionalmente, a urbano, sólo se producirá 
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cuando resulte imprescindible para el desarrollo urbano del municipio y afecte a terrenos 
no pertenecientes a la categoría de Especial Protección. 
 
3. Además de la inclusión de la categoría de núcleo rural la ordenación estructural 
calificará el suelo no urbanizable del término municipal en las categorías previstas para el 
mismo en las Directrices de Ordenación del Territorio del País Vasco y que se concretan 
en las siguientes: 
 

 Especial Protección. 
 Mejora Ambiental. 
 Forestal. 
 Agro-ganadera y Campiña. 
 Pastos montanos. 
 Protección de Aguas Superficiales. 

 
4. Asimismo, los instrumentos de ordenación territorial, la ordenación estructural a nivel 
municipal y, en su caso, la pormenorizada, podrán incorporar sub-categorías adicionales 
así como una regulación más específica de usos y actividades en cada una de las 
categorías de ordenación previstas en el número anterior de este artículo. 
 
5. Igualmente, la ordenación estructural establecerá sobre el suelo no urbanizable y como 
condicionantes superpuestos a las referidas categorías, las limitaciones y servidumbres 
legales derivadas de la legislación sectorial correspondiente así como las debidas a la 
producción o concurrencia de riesgos naturales para las personas o los bienes. 
 
6. No obstante, la ordenación de los espacios declarados como parques naturales, 
biotopos protegidos y la propia Reserva de la Biosfera de Urdaibai y cualesquiera otras 
que pudieran declararse en el futuro, se realizará en base a los instrumentos recogidos en 
la legislación sectorial correspondiente a los mismos y que se recibirá en el planeamiento 
urbanístico. 
 
 

SECCIÓN 2ª. RÉGIMEN DEL SUELO NO URBANIZABLE 
 
 
Artículo 10. Régimen de ordenación y autorización de usos y actividades en el suelo no 
urbanizable. 
 
1. Los instrumentos de ordenación territorial y urbanística que ordenen el suelo clasificado 
como rústico o no urbanizable, establecerán el régimen de uso del mismo distinguiendo 
entre: 
 
 Usos y actividades propiciados. 
 Usos y actividades admisibles. 
 Usos y actividades prohibidos. 
 
2. Los usos y actividades propiciados, admisibles y prohibidos en cada una de las 
categorías del suelo no urbanizable serán los previstos con tal régimen de autorización o 
prohibición en la Matriz de Ordenación del Medio Físico prevista en las Directrices de 
Ordenación del Territorio del País Vasco o documento que, en su caso, pudiera sustituirla, 
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todo ello sin perjuicio de las peculiaridades, matizaciones y desarrollos incorporados o que 
se incorporen por los planes de ordenación territorial y urbanísticos. 
 
3. En cualquier caso y sin perjuicio del régimen previsto para los usos que se declaren de 
interés público, los terrenos que se encuentren en el suelo no urbanizable, se utilizarán de 
conformidad con su naturaleza, debiendo dedicarse, dentro de los límites que dispongan 
las leyes y la ordenación territorial y urbanística, al uso agrícola, ganadero, forestal, 
cinegético o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos naturales, que 
no impliquen la transformación urbanística del suelo, ni supongan su utilización para fines 
urbanísticos. 
 
4. Se permite la división en propiedad horizontal de los caseríos preexistentes, con 
sujeción a los requisitos y limitaciones establecidos en la ordenación urbanística, y 
siempre que se respeten las condiciones de habitabilidad legalmente exigibles, tanto en 
núcleo rural, como en el resto de  suelo no urbanizable. La división en propiedad 
horizontal, no tendrá la consideración de aumento de número de viviendas, a efectos de lo 
dispuesto en el artículo 29.5 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo. 
 
5. El planeamiento urbanístico posibilitará y permitirá la realización de obras y actividades 
que, respetando el entorno rural en que han de realizarse, hagan posible su habitabilidad, 
el mantenimiento, conservación y mejora de su eficiencia energética y la accesibilidad 
universal en los edificios existentes, destinados a vivienda no ligada a una explotación 
agropecuaria, que se construyeron, fuera de los núcleos rurales, de conformidad a 
licencias concedidas con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 2/2006. 
 
 
Artículo 11. Tipos de usos y actividades en el suelo no urbanizable. 
 
1. En coherencia con lo previsto en el artículo anterior los tipos de uso y actividades 
autorizables, admisibles o prohibidas en el suelo no urbanizable se clasifican en los 
siguientes: 
 

A) Protección Ambiental. 
B) Ocio y Esparcimiento. 
C) Explotación de recursos primarios. 
D) Infraestructuras. 
 

 
2. Dentro de cada tipo de usos y actividades previstos en el número anterior de este 
artículo, se distinguirán igualmente los mismos de acuerdo con lo previsto al efecto en las 
Directrices de Ordenación del Territorio del País Vasco o norma que pueda sustituirlas, 
así como según lo previsto o que se prevea en su desarrollo, por los planes de ordenación 
territorial y urbanística. 
 
 
Artículo 12. Usos declarados de interés público, en suelo no urbanizable. Requisitos y 
condiciones. 
 
1. Las actuaciones contempladas en el artículo 28.5 a) de la Ley 2/2006 de 30 de junio, 
de Suelo y Urbanismo, deberán ser declaradas en cada caso concreto de interés público, 
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por resolución de la diputación foral correspondiente, previo expediente administrativo, 
con trámite de información pública de 20 días, mediante la publicación de un anuncio en el 
boletín oficial del territorio histórico correspondiente. 
 
En el expediente deberá acreditarse que las actuaciones están dirigidas específicamente 
y con carácter exclusivo al establecimiento de dotaciones, equipamientos y actividades, 
que precisan ubicarse en el medio rural, bien por su contribución a la ordenación y al 
desarrollo rural de conformidad con el planeamiento urbanístico, o bien por ser los mismos 
declarados de interés público, por la legislación sectorial aplicable o por el planeamiento 
territorial. Deberá justificarse, además, la imposibilidad de ubicación en suelo urbano o 
urbanizable.  
 
2. Se presumirá que contribuyen al desarrollo rural o que han de emplazarse en suelo no 
urbanizable, las siguientes dotaciones, equipamientos y actividades:  
 
a) Industrias agroalimentarias o forestales de primera transformación que por motivos 
funcionales, dimensionales, de relación con una denominación de origen o producción 
zonal, sanitarios u otros, deban implantarse en suelo rural y no sean consideradas como 
usos auxiliares de una explotación agraria. 
b) Equipamientos y servicios comunitarios no compatibles con los usos urbanos y 
actividades colectivas de carácter deportivo, cultural, de educación en el tiempo libre y de 
recreo que se desarrollen al aire libre, siempre que vayan a realizar las obras e 
instalaciones mínimas e imprescindibles para el uso de que se trate. 
c) Infraestructuras o medios precisos para la accesibilidad universal de los edificios e 
instalaciones existentes en el suelo no urbanizable y que precisen de tales elementos. 
d) Instalaciones y obras necesarias para servicios técnicos como las telecomunicaciones, 
la infraestructura hidráulica, redes de suministro de energía eléctrica, abastecimiento de 
agua y saneamiento, tratamiento de residuos, producción de energía a partir de fuentes 
renovables, y otras instalaciones ambientales. 
e) Actividades extractivas y mineras, que precisen instalarse en suelo no urbanizable. 
 
3. En ningún caso se autorizará la construcción de edificios de nueva planta, con destino a 
actividades industriales, productivas, de turismo rural y otras actividades terciarias salvo 
que los mencionados usos se planteen en edificios preexistentes y acordes con la 
legalidad urbanística.  
 
 
Artículo 13. Procedimiento para la declaración de utilidad pública. 
 
1. El procedimiento podrá iniciarse de oficio, o a instancia de parte. 
 
2. En el supuesto de solicitud a instancia de parte, el procedimiento se iniciará con la 
presentación, en el ayuntamiento respectivo, de una solicitud de licencia y declaración de 
interés público, a la que se acompañará: 
 
a) Una memoria en la que se justifique la propiedad o disponibilidad del terreno, con 
compromiso de mantenimiento de la parte del terreno que quede libre de edificación, a un 
destino agrícola, ganadero, forestal, cinegético o cualquier otro vinculado a la utilización 
racional de los recursos naturales. 
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b) Un documento técnico, con el contenido mínimo de anteproyecto, acreditativo del 
cumplimiento de los parámetros urbanísticos exigidos por el planeamiento municipal. En 
este documento se justificará la posibilidad de conexión con los servicios públicos 
mínimos, se incluirá un compromiso de costeamiento de las obras necesarias para la 
citada conexión, y se describirá el impacto que la actividad pueda tener sobre el medio 
físico. 
 
3. El ayuntamiento una vez emitido el oportuno informe urbanístico remitirá el expediente 
a la Diputación Foral, para la tramitación del expediente de declaración de interés público. 
 
La Diputación Foral dictará la resolución por la que se declare, en su caso, el interés 
público, previo sometimiento a información pública por término de veinte días hábiles, y la 
notificará a la persona interesada y al ayuntamiento respectivo al que corresponderá 
otorgar o denegar la licencia municipal, y en su caso, la fijación de plazos para 
presentación del proyecto de ejecución y realización de los trabajos precisos para la 
implantación de los usos declarados de interés público conforme a este artículo. 
 
4. Para autorizar actuaciones contempladas en el artículo anterior de este reglamento, 
cuando los mismos afecten a una superficie de suelo superior a 5.000 metros cuadrados, 
se deberá redactar y aprobar un plan especial, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 59.2.c.7 de la Ley. Si la aprobación definitiva del plan correspondiera a la 
Diputación Foral, se entenderá implícita la declaración concreta de interés público, 
siempre que el mismo se hubiera sometido a información pública. 
 
 
Artículo 14. Régimen específico de los núcleos rurales. 
 
1. A los efectos de la normativa urbanística se entiende por núcleo rural la agrupación 
tradicional ya existente, de entre seis y veinticinco caseríos, de uso predominante 
residencial, clasificación urbanística de suelo no urbanizable, y conformada en torno a un 
espacio público que aglutina los citados caseríos confiriendo al conjunto su carácter o 
naturaleza de asentamiento rural. 
 
2. Los núcleos rurales serán exclusivamente los que figuren descritos y grafiados con tal 
categoría en el inventario de núcleos rurales aprobado por la Diputación Foral previa 
audiencia de las entidades locales afectadas ó, en su defecto, por los planes territoriales 
parciales en cada una de sus correspondientes áreas funcionales. 
 
3. Corresponderá a la ordenación estructural y, en su caso, a la pormenorizada, 
establecer la delimitación y la ordenación detallada de cada uno de los núcleos rurales así 
declarados con arreglo a lo previsto en el número anterior de este artículo. 
 
4. Los usos y actividades que se pueden implantar en los núcleos rurales habrán de ser 
acordes con su naturaleza rústica y no se permitirá que la situación, masa, altura de los 
edificios, muros y cierres o la instalación de otros elementos desfigure la perspectiva 
propia de cada uno de ellos. 
 
5. Los usos y construcciones admisibles en el núcleo rural se corresponderán a los 
siguientes: 
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a) El uso predominante será el de edificios y viviendas vinculadas a la actividad hortícola 
o agropecuaria en cuyo caso, al producirse dentro de la delimitación del núcleo rural sólo 
precisarán de la pertinente licencia municipal. 
b) El planeamiento además podrá establecer el uso de vivienda de protección pública 
sobre parcelas edificables en el núcleo rural. 
c) La vivienda libre de nueva construcción sólo se autorizará en el caso de que se 
realice para la residencia habitual y permanente de su propietaria y posteriores 
adquirentes, constando como condición expresa de la licencia de obras y su 
incumplimiento podrá dar lugar a las actuaciones de intervención pública previstas en la 
normativa aplicable.  
d) Serán autorizables los usos, instalaciones y construcciones declaradas de interés 
público de conformidad con lo previsto en el artículo 20 de este Reglamento. 
 
 
Artículo 15. Definición de los caracteres del núcleo rural.  
 
1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, para la definición y caracterización 
del núcleo rural así como para autorizar su reconstrucción, se entenderá por caserío el 
edificio que cumpla acumulativamente las siguientes condiciones: 
 
a) Constituir tipo edificatorio aislado, con uso predominante de vivienda. 
b) Disponer por lo menos, de una vivienda ya existente, descrita con ese uso, en el 
Registro de la Propiedad. 
c) Disponer de licencia de primera ocupación o de documento que deje constancia de 
modo fehaciente su efectiva ocupación residencial con anterioridad a 1 de enero de 1950. 
d) Reunir aquellas características adicionales que establezca el ayuntamiento en su 
planeamiento urbanístico o en la correspondiente ordenanza municipal. 
 
2. Tendrá la condición de espacio público que aglutina a los caseríos y les confiere su 
carácter, aquel terreno o equipamiento de uso público efectivo, que tradicionalmente haya 
servido de punto de encuentro o reunión a los habitantes del núcleo. 
 
 
Artículo 16. Núcleos rurales que no hubieran completado su desarrollo.  
 
1. Los núcleos rurales sólo podrán completar su desarrollo al amparo de esta categoría de 
suelo, con sujeción y con los limites señalados en el artículo 29 de la Ley 2/2006 de 30 de 
junio, de Suelo y Urbanismo, sin que se permita, por ello, un incremento respecto a la 
superficie construida y número de viviendas superior al 50% de la superficie construida y 
número de viviendas ya existente, y sin que el número total de viviendas existentes y 
previstas pueda superar las veinticinco unidades. Los núcleos rurales que a la entrada en 
vigor de la Ley 2/2006 disponían o superaban el número máximo de veinticinco viviendas, 
se entenderán consolidados y no podrán dar lugar a más crecimientos aun cuando 
seguirán siendo considerados como núcleo rural. 
 
Para el cómputo del número máximo de veinticinco viviendas previsto en el párrafo 
anterior, se tendrán en cuenta todos los edificios preexistentes, en el momento de entrada 
en vigor de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo, que tengan un uso predominante de 
vivienda, tanto los que cumplan con los requisitos exigidos para tener la consideración de 
caserío, como los que no lo cumplan. 
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2. Los terrenos categorizados por el planeamiento general municipal como núcleo rural, y 
que sin embargo no cumplan los requisitos de la Ley 2/2006, para mantener esa categoría 
de suelo, deberán ser incluidos por el nuevo planeamiento general adaptado a la vigente 
Ley, en la categoría o categorías correspondientes del suelo no urbanizable distintas a la 
de núcleo rural. 
 
 
Artículo 17. Deberes y cargas en núcleo rural. 
 
1. El planeamiento urbanístico municipal recogerá la información del estado actual del 
núcleo rural, y regulará, en el plan general o en un plan especial redactado al efecto, la 
ordenación de la edificación permitida que deberá contar al menos con acceso directo 
desde una vía pública previamente existente, así como el resto de determinaciones 
referidas a núcleo rural. 
 
2. En los terrenos categorizados como núcleo rural, el planeamiento municipal, delimitará 
los terrenos de cesión urbanística obligatoria, que están destinados por la ordenación 
pormenorizada, a la regularización o ampliación de dotaciones públicas preexistentes, así 
como para la adecuación de los límites y alineaciones, de viales, aceras y espacios libres. 
El planeamiento preverá igualmente la obligación de costear y en su caso ejecutar, las 
infraestructuras de conexión de las instalaciones y construcciones autorizables, con las 
redes generales de servicios y entregarlas a la administración competente, para su 
incorporación al dominio público, cuando deban formar parte del mismo. 
 
3. Conforme a lo previsto en la normativa propia de las haciendas locales, las labores de 
reparación y mantenimiento de los espacios públicos existentes en un núcleo rural podrán 
ser realizadas por el sistema de prestación obligatoria o auzolan de sus vecinas y vecinos 
y que en el Territorio Histórico de Álava reciben la denominación de veredas. 
 
 
Artículo 18. Delimitación, regularización de la configuración física de las fincas y 
obtención de los servicios urbanísticos. 
 
1. El Ayuntamiento podrá obtener mediante un procedimiento de gestión simplificado de 
reorganización del equipamiento y espacios libres, y atendiendo a la edificabilidad 
ponderada permitida por el planeamiento en el correspondiente núcleo rural: 
 
a) La cesión  gratuita, de los terrenos previstos en el planeamiento como dotaciones, 
equipamientos, espacios libres y vías públicas, preexistentes, con objeto de la 
regularización o ampliación de sus límites y alineaciones. 
b) La definición de los nuevos linderos de las fincas afectadas de conformidad con el 
planeamiento, siempre que no afecte en más del quince por ciento de la superficie de 
cada una de ellas, y que no dé como resultado ninguna parcela inedificable. 
 
Será de aplicación supletoria, el régimen de la reparcelación, en cuanto no resulte 
contradictorio con lo dispuesto en este artículo. 
 
2. El procedimiento de delimitación, regularización de la configuración física de las fincas y 
obtención de los servicios urbanísticos, podrá tramitarse de oficio o a instancia de parte 
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interesada, y exigirá su sometimiento a información pública, mediante su publicación en el 
Boletín Oficial del Territorio Histórico y un diario de máxima difusión, y audiencia a las 
demás personas interesadas por plazo de 15 días.  
 
3. El proyecto de gestión simplificado contendrá los siguientes documentos: 
 
a) Memoria justificativa, con referencia catastral expresa de las parcelas afectadas. 
b) Relación de personas propietarias e interesadas afectadas, a la que habrá que 
acompañar las oportunas certificaciones registrales de titularidad y cargas, y en caso de 
fincas no inmatriculadas, el testimonio de los títulos justificativos de las respectivas 
titularidades. 
c) Plano parcelario de información. 
d) Plano de fincas resultantes. 
e) Cuantía de compensaciones económicas, cuando proceda. 
 
4. Las superficies de cesión obligatoria delimitadas por los instrumentos de planeamiento, 
para la regularización y ampliación de espacios libres públicos preexistentes, en núcleos 
rurales en los que la edificación permitida esté totalmente consolidada, podrán inscribirse, 
mediante certificación administrativa, en el Registro de la Propiedad, a favor del 
ayuntamiento o, en su caso, del concejo, sin que medie para ello el consentimiento de la 
persona titular registral. 
 
5. En la certificación administrativa, que se expida para la inscripción en el Registro de la 
Propiedad, se hará constar: 
 
a) La resolución en la que se acordó la ocupación de las fincas que han de ser objeto de 
cesión a favor de la administración actuante, con especificación de su destino a cesión 
conforme a las previsiones del plan. 
b) Que el expediente, previamente a la resolución, ha sido notificado a las personas 
titulares registrales de las fincas objeto de cesión, y se les ha concedido un plazo de 
audiencia de 15 días.  
c) Que la resolución administrativa en la que se acordó la ocupación de las fincas que 
han de ser objeto de cesión, no es susceptible de recurso alguno, administrativo o 
jurisdiccional, salvo el posible recurso extraordinario de revisión. 
 
 
Artículo 19. Reconstrucción de caseríos. Limites.  
 
1. Sólo será autorizable la reconstrucción de los caseríos que mantengan una estructura 
edificada que permita identificarlos como tales. En ningún caso, podrán ser objeto de 
reconstrucción los restos de muros de edificaciones que no alcancen a definir la posición 
original de la cumbrera de las primitivas, y en general, cuantos restos no permitan conocer 
la planta general del inmueble original ni permitan reconocer su volumetría original. 
 
2. Se permitirá, la demolición de la estructura edificada preexistente del inmueble, para su 
inmediata reconstrucción, únicamente cuando en el oportuno proyecto de reconstrucción, 
se acrediten los siguientes aspectos: 
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a) Las características de la estructura edificada que permita identificar el caserío y la 
planta general del inmueble original, en los términos del artículo 30.1 de la Ley 2/2006 de 
30 de junio de Suelo y Urbanismo, 
b) Se justifique que la reconstrucción respetará su volumetría original. 
 
 
Artículo 20. Edificaciones residenciales inservibles por caso fortuito, fuerza mayor o 
expropiación forzosa. 
 
1. Ante los supuestos de caseríos y/o edificaciones residenciales en suelo no urbanizable 
y que resultaren inservibles por causa de caso fortuito, fuerza mayor o expropiación 
forzosa, la administración interviniente o, en su caso, el propio ayuntamiento podrá 
proceder a la expropiación forzosa de otras parcelas o edificaciones residenciales 
deshabitadas y deterioradas, ubicadas en suelo no urbanizable, al objeto del realojo de las 
personas o familias afectadas por las citadas causas cuando hubieran perdido su 
domicilio habitual y permanente. En tal caso, las citadas personas afectadas tendrán la 
condición legal de beneficiarias de la expropiación sin que puedan optar por la 
reconstrucción de su edificación inutilizada o demolida y sí por la reconstrucción o reforma 
de la adquirida por expropiación. 
 
2. Cuando por los motivos que fueren la administración actuante o, en su caso, el 
ayuntamiento no optare por la expropiación forzosa para el realojo debido a las causas del 
presente artículo, podrá autorizar la reconstrucción o sustitución de los caseríos y 
edificaciones residenciales ubicadas en suelo no urbanizable y afectadas por las citadas 
causas de caso fortuito, fuerza mayor o expropiación forzosa aun cuando tal 
reconstrucción se proyecte sobre suelo de protección especial. 
 
3. No obstante, con el debido respeto a las personas y familias afectadas conforme al 
presente artículo, y al objeto de minimizar el perjuicio que causa una nueva construcción 
residencial en el suelo no urbanizable, el ayuntamiento correspondiente podrá interesar 
del Gobierno Vasco, la Diputación Foral u otras entidades locales de su territorio histórico, 
para la actuación por las mismas de las previsiones contenidas en los dos números 
anteriores de este artículo y con el mismo destino y procedimiento ya se produzcan o 
ubiquen en otros términos municipales distintos del inicial afectado. 
 
4. En todo caso, la reconstrucción si se produce no superará los parámetros de altura, 
fondo y composición de la edificación inutilizada o demolida, y se evitará la posibilidad de 
formación de núcleo de población procurando, por el contrario, que la misma se realice 
dentro de núcleo rural o incluso sector urbanizable o área urbana si ello resultare factible. 
 
 
Artículo 21. Sustitución de edificaciones residenciales habitadas y afectadas por la 
legislación sectorial en suelo no urbanizable. 
 
1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo anterior sobre la reconstrucción de 
edificaciones inservibles u objeto de expropiación forzosa, podrá autorizarse la sustitución 
con modificación de emplazamiento en suelo no urbanizable que no sea de especial 
protección, de las edificaciones residenciales ubicadas en el suelo no urbanizable que 
cumplan todas y cada una de las siguientes condiciones: 
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a) Hallarse directamente afectadas por la legislación sectorial o el planeamiento 
territorial en más del cincuenta por ciento de su superficie construida residencial. 
b) Que la afección legal o de la ordenación territorial impida su reforma con la 
implantación o mejora de los servicios básicos, instalaciones de eficiencia energética o 
accesibilidad universal. 
c) Que constituya residencia habitual o permanente de la persona o familia residente en 
la misma y que residirá en la nueva edificación. 
d) Que la normativa sobre Patrimonio Cultural no impida su demolición y traslado para 
su sustitución. 
e) Que la sustitución no pueda realizarse en suelo urbano o urbanizable por causa de 
que los titulares no dispongan de suelo de tal clasificación. 
 
2. Quien promueva la sustitución de edificación en los términos del presente artículo, 
deberá costear el derribo, desescombro, traslado y depósito o vertido legal de los restos 
del edificio originario, así como el acondicionamiento del terreno que ocupaba el mismo. 
 
 
Artículo 22. Reconstrucción de caseríos y edificaciones. Procedimiento. 
 
1. La solicitud para la reconstrucción de la edificación residencial se presentará ante la 
misma administración municipal en cuyo término se halle ubicada, en cuyo acreditando la 
disponibilidad de terreno clasificado como suelo no urbanizable, para la reconstrucción del 
caserío, o edificación residencial, en su caso, y presentando proyecto, con el contenido 
mínimo de proyecto básico.  
 
2. Podrá autorizarse la reconstrucción de caseríos, aun cuando no se cumplan los 
parámetros urbanísticos del planeamiento municipal relativos a la exigencia de una 
extensión mínima de parcela vinculada. 
 
3. En los supuestos de reconstrucción o sustitución de caseríos o edificaciones 
residenciales, por motivo de expropiación forzosa debida a la implantación de sistemas 
generales, o  por causa de su afectación por la legislación sectorial según lo previsto en el 
artículo 21 de este reglamento, no serán de aplicación las normas de parcelación 
previstas en el planeamiento urbanístico. 
 
 

SECCIÓN 3ª. PARCELACIÓN Y SEGREGACIÓN 
 
 
Artículo 23. Definiciones de parcelación rústica y urbanística. 
 
1. Se considera parcelación rústica toda división o segregación simultánea o sucesiva de 
terrenos en dos o más lotes, siempre que tenga una finalidad exclusivamente vinculada a 
la explotación agraria de la tierra. 
 
2. Se considera parcelación urbanística toda división o segregación simultánea o sucesiva 
de terrenos en dos o más lotes, cuando tenga por finalidad permitir o facilitar la realización 
de actos de edificación o uso del suelo o del subsuelo sometidos a licencia urbanística. 
 
 



 
 

25 

 

25/03/2015 

 
3. Aun cuando se dividan fincas registrales para la creación de fincas nuevas o 
independientes, no se considerará parcelación la mera modificación del título registral, 
cuando los diferentes pertenecidos inscritos en una misma finca registral, clasificados 
como suelo no urbanizable, se encuentren físicamente separados entre sí. En estos 
supuestos, no se exigirá la concesión de licencia municipal, sino que bastará la emisión 
de declaración de innecesariedad de licencia.  
 
4. Las notarias y registros de la propiedad exigirán para autorizar e inscribir, 
respectivamente, escrituras de división de terrenos, que se acredite el otorgamiento de la 
licencia o la declaración municipal de su innecesariedad, que los primeros deberán 
testimoniar en el documento. 
 
 
Artículo 24. Parcelaciones ilegales. 
 
1. Se considera ilegal, a efectos urbanísticos, toda parcelación que sea contraria a lo 
establecido en la Ley 2/2006, en este reglamento, y en el planeamiento urbanístico, 
especialmente cuando pueda dar lugar a la constitución de un núcleo de población. 
 
2. En defecto de caracterización más estricta en el planeamiento, se considera núcleo de 
población la agrupación de edificaciones residenciales, susceptibles de necesitar servicios 
urbanísticos y dotaciones comunes. 
 
 
Artículo 25. Parcelas indivisibles. 
 
1. No podrá realizarse parcelación alguna que dé lugar a lotes de superficie o 
dimensiones inferiores a las determinadas como mínimas en el planeamiento o en la 
legislación sectorial, salvo que los citados lotes sean adquiridos simultáneamente por la 
propiedad de terrenos colindantes con el fin de agruparlos con sus fincas para constituir 
una nueva. 
 
2. Son indivisibles las parcelas edificables cuando se haya materializado toda la 
edificabilidad correspondiente a las mismas. En el caso de que la edificabilidad total no se 
consuma, la superficie de suelo a la que cabe atribuir el exceso de edificabilidad resultará 
igualmente indivisible si fuera inferior a la parcela mínima, con las salvedades indicadas 
en el apartado anterior. 
 
 
Artículo 26. Régimen. 
 
1. No se podrá efectuar ninguna parcelación urbanística sin que previamente haya sido 
aprobado el planeamiento urbanístico exigible según la clase de suelo de que se trate. 
 
2. En ningún caso se consideran solares, ni se permitirá edificar en ellos, los lotes 
resultantes de una parcelación ilegal. 
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Artículo 27. Licencia o declaración. 
 
1. Toda parcelación urbanística queda sujeta a licencia o a la aprobación del proyecto de 
reparcelación que la contenga. 
 
2. Toda parcelación rústica queda sujeta a la exigencia de la previa licencia o declaración 
de su innecesariedad, quedando exceptuadas de tal declaración las operaciones 
realizadas en los procedimientos de concentración parcelaria. 
 
 
Artículo 28. Procedimiento. 
 
Las licencias de parcelación y las declaraciones de su innecesariedad se someten al 
régimen de las licencias urbanísticas establecido en la Ley 2/2006 y este reglamento, con 
las especialidades siguientes:  
 
 Las solicitudes harán constar los objetivos de la parcelación y acompañarán un plano 
de situación con el emplazamiento de los terrenos que se pretenden fraccionar.  
 En las solicitudes de licencias de parcelación urbanística será necesario también 
presentar un plano a escala adecuada de las fincas resultantes de la parcelación. 
 Las licencias de parcelación, caso de que se concedan, se entenderán siempre 
otorgadas bajo la condición cuyo incumplimiento es causa de caducidad, de la 
presentación en el ayuntamiento, dentro del plazo máximo de tres meses a contar desde 
la concesión de la autorización, del documento público en que se haya formalizado la 
parcelación y que deberá incorporar la licencia y expresar, cuando proceda, el carácter 
indivisible de los solares, fincas, parcelas o lotes resultantes. 
 Corresponde a la alcaldía resolver sobre el otorgamiento de la licencia o la declaración 
de su innecesariedad, indicando en su caso la finalidad específica de la parcelación y las 
condiciones urbanísticas aplicables a las nuevas parcelas. 
 En estos casos, el silencio administrativo siempre se entenderá denegatorio de la 
solicitud de licencia de parcelación o de la declaración de su innecesariedad. 
 
 

SECCIÓN 4ª. DE LOS USOS PROVISIONALES 
 
 
Artículo 29. Determinación y régimen de autorización de los usos provisionales. 
 
1. Son usos provisionales los comprendidos en áreas, sectores o unidades de ejecución 
en los que aún no se ha aprobado la ordenación pormenorizada. Estos usos 
excepcionalmente son autorizables cuando no se hallen expresamente prohibidos por la 
legislación o el planeamiento territorial o urbanístico ni dificulten la ejecución del referido 
planeamiento, y pueden ser los siguientes: 
 
a) Los usos agrícola, ganadero o forestal, así como el comercial relacionado con alguno 
de los mismos. 
b) El mero almacenamiento o depósito, sin instalación alguna, de materias no inflamables, 
ni tóxicas ni peligrosas. 
c) La prestación de servicios particulares a ciudadanos. 
d) Los usos de ocio, deporte, recreo y cultura. 
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e) Los usos de oficina y comercial. en las construcciones, edificaciones e instalaciones 
preexistentes en áreas o sectores pendientes de ordenación pormenorizada cuando no 
alteren su régimen preexistente ni prolonguen su período de vida. 
 
2. En ningún caso pueden ser considerados como provisionales los usos residencial e 
industrial entendiendo dentro del industrial las actividades de producción o transformación 
de bienes y equipos, y no las actividades económicas de prestación de servicios y venta al 
por menor en pequeños locales o instalaciones. 
 
3. Los usos a que se refiere el número 1 de este artículo únicamente pueden desarrollarse 
mientras no se haya incoado procedimiento de reparcelación o de expropiación, y en 
suelo urbanizable, en suelo urbano no consolidado, o en suelo, cualquiera que sea su 
clasificación, destinado a servir de soporte a elementos de las redes de infraestructuras y 
dotaciones públicas. 
 
4. La autorización mediante licencia de usos provisionales únicamente puede comprender 
las obras y los trabajos que, siendo estrictamente indispensables para el establecimiento y 
desarrollo del uso correspondiente, den lugar a instalaciones fácilmente demolibles o 
desmontables. En todo caso, las obras, los trabajos y las instalaciones deberán reunir las 
condiciones legalmente exigibles, en especial las referidas a seguridad e higiene. 
 
La autorización legitima los actos a que refiera a título de precario, y bajo la condición 
legal del cese del uso o usos provisionales, la demolición, desescombro y retiro legal de 
las obras y el desmontaje de las instalaciones desde el requerimiento municipal en tal 
sentido y sin derecho a indemnización alguna. 
 
 
Artículo 30. Autorización de usos provisionales. 
 
1. El otorgamiento de licencia municipal para cualquier uso provisional previsto en esta 
sección requiere: 
 
a) La aportación, junto con la solicitud y el proyecto técnico que proceda, de compromiso 
escrito en que las personas propietarias del suelo y, en su caso, de las construcciones, 
edificaciones o instalaciones, así como los titulares de cualquier derecho real o de uso de 
todo o parte de éstas, asuman: 
1) El cese en los usos para los que se solicite licencia y demolición de las obras y 
desmontaje de las instalaciones cuya autorización se pretenda, a su costa y cuando lo 
requiera el ayuntamiento y sin derecho a percibir indemnización alguna. 
2) El traslado de los compromisos anteriores a los adquirientes, por cualquier título, de 
cualquier derecho sobre las obras, los trabajos y las instalaciones y actividades 
autorizadas. 
b) La prestación de garantía suficiente, como mínimo en las condiciones y la cuantía 
requerida para la ejecución de obras en la legislación de contratación administrativa, para 
asegurar la ejecución, en su momento, de las obras y los trabajos de demolición y 
desmontaje correspondientes. 
c) La verificación de  un trámite de información pública por plazo mínimo de veinte días. 
 
2. La licencia de usos provisionales se entenderá otorgada en precario, y perderá su 
eficacia, sin necesidad de trámite alguno ni audiencia previa, cuando el ayuntamiento 
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requiera el cese de los usos autorizados, la demolición de las obras y el desmontaje de 
las instalaciones. 
Igualmente, perderá su eficacia, previa audiencia de los interesados, cuando se produzca 
la declaración del incumplimiento de cualquiera de los compromisos a que se refiere la 
letra a) del número anterior. 
 
3. Los terceros adquirentes de cualquier derecho de los titulares de la licencia municipal 
no tendrán derecho a indemnización alguna por razón del requerimiento municipal o la 
declaración del incumplimiento de las condiciones de la licencia y sus efectos, ni podrán 
interrumpir ni dificultar la ejecución del planeamiento urbanístico, sin perjuicio del ejercicio 
de las acciones que pudiera proceder contra los transmitentes de la licencia o del 
inmueble. 
 
4. La licencia de usos provisionales se entenderá otorgada bajo la condición suspensiva 
de su eficacia hasta que se inscriban los compromisos a que se refiere la letra a) del 
número 1 de este artículo. 
 
La inscripción correrá a cargo de las personas titulares de la licencia de usos 
provisionales, que deberán solicitar del Ayuntamiento, la oportuna certificación 
administrativa, acreditativa de las condiciones y compromisos, asumidos, para la 
concesión de la licencia y deberán presentarla en el Registro de la Propiedad, junto con la 
solicitud de que se hagan constar, mediante nota marginal, en la finca registral 
correspondiente al inmueble, las condiciones especiales a que se sujeta la licencia de 
usos provisionales.  

 
 

CAPÍTULO II 
Ordenación urbanística 

 
Sección 1ª. ESTRUCTURAL Y PORMENORIZADA 

 
 
Artículo 31. Determinaciones de ordenación estructural. 
 
1. Son determinaciones de ordenación estructural, con carácter general: 
 
a) La estrategia de la evolución urbana y de la ocupación del suelo en todo el término 
municipal. 
Las determinaciones definitorias de la estrategia de evolución urbana y de la ocupación 
del suelo, tienen por objeto: 
1) Establecer criterios que justifiquen la adecuación de las determinaciones de los 
planes urbanísticos al planeamiento territorial, así como su coordinación con las distintas 
políticas sectoriales. 
2) Identificar y establecer los objetivos fundamentales del plan general en coherencia 
con la política urbanística municipal. 
El contenido de las determinaciones definitorias de la evolución urbana y de ocupación del 
territorio se adecuará a las características del municipio, y en todo caso deberá señalar 
las oportunidades, diagnosticar los principales problemas, y formular los objetivos 
prioritarios de la ordenación urbanística y territorial. En particular dejarán constancia de la 
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finalidad perseguida con la clasificación del suelo no urbanizable, urbanizable o urbano en 
sus distintas categorías y áreas territoriales. 
b) La clasificación del suelo en todo el término municipal en suelo urbano, urbanizable y 
no urbanizable, distinguiendo en el suelo urbanizable el suelo sectorizado del no 
sectorizado. 
c) La calificación global con la división de la totalidad del suelo en zonas, distinguiendo, 
además, entre zonas de uso público y zonas de uso privado. 
d) La fijación de plazos para la elaboración y aprobación del planeamiento de desarrollo 
y para la programación del suelo incluyendo las dos etapas o cuatrienios para el 
desarrollo del suelo urbanizable sectorizado. 
e) Las directrices de protección del medio ambiente, conservación de la naturaleza, 
defensa del paisaje y de los elementos naturales y artificiales, en especial los relativos al 
patrimonio cultural. 
f) La determinación de la red de sistemas generales que asegure la racionalidad y 
coherencia del desarrollo urbanístico, garantizando la calidad y funcionalidad de los 
espacios de uso colectivo, y su adscripción o inclusión en su caso, a las áreas, sectores o 
en unidades de  ejecución, a los efectos de su obtención, y en aquellos supuestos en que 
resulten funcionalmente necesarios para el desarrollo de uno o varios ámbitos de 
ordenación concretos, a los efectos también de su ejecución y asunción del coste.  
Sin perjuicio de los sistemas generales de carácter supramunicipal, la red de sistemas 
generales de la ordenación urbanística deberá determinarse siempre en función de las 
necesidades del conjunto de la población a la que ha de servir. 
g) Las determinaciones precisas para garantizar el cumplimiento tanto de los estándares y 
cuantías mínimas de viviendas sometidas a algún régimen de protección público como de 
las reservas para alojamientos dotacionales. 
h) Los criterios que permitan reconsiderar en detalle la delimitación de los ámbitos 
espaciales de la clasificación del suelo, de las áreas y de los sectores, sin que ello 
suponga modificación de la ordenación estructural, fijando parámetros y circunstancias 
objetivas de acomodación a la realidad física y de respeto de los objetivos del plan. 
 
2. En el suelo urbano y en  suelo urbanizable sectorizado, además: 
 
a) La delimitación de su perímetro. 
b) La determinación en suelo urbano de áreas cuya ordenación se remita a plan especial y 
en suelo urbanizable sectorizado de los sectores cuya ordenación se remita a plan parcial 
en cada uno de las dos etapas o cuatrienios que han de establecerse. 
c) La fijación de la edificabilidad urbanística, del uso característico y de los usos 
compatibles que se prevean, con indicación del porcentaje máximo de edificabilidad 
urbanística correspondiente a estos últimos. 
d) La determinación y definición, en su caso, de las superficies construidas que, como los 
huecos de escalera, ascensor, vuelos abiertos de fachada o superficies de uso común no 
computen a efectos de edificabilidad o lo hagan a un porcentaje inferior al resto de las 
edificabilidades. 
d) La definición de las características básicas de los sistemas locales y las condiciones 
mínimas de la urbanización, y que en el suelo urbanizable la conexión y el refuerzo de las 
infraestructuras existentes. 
 
Se entenderán como características básicas  
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- La definición de las infraestructuras para la prestación en red de toda clase de servicios, 
con especificación de las medidas de protección precisas para la garantía de su 
efectividad como soporte de los correspondientes servicios y de su funcionalidad. 
- Las previsiones generales de desarrollo de las mismas infraestructuras, y en particular 
de los servicios de acceso rodado y peatonal; de abastecimiento y suministro de agua y 
energía eléctrica; de saneamiento; de alumbrado y telecomunicaciones.  
Los servicios de acceso rodado y peatonal, garantizarán que comuniquen entre si todos 
los elementos de la red de dotaciones, y su funcionamiento como una única red. 
 
3. En suelo urbanizable no sectorizado: 
 
a) Los criterios mínimos para la delimitación de sectores, con indicación, en su caso, de 
las magnitudes máximas o mínimas de las actuaciones realizables. 
b) Las conexiones con las infraestructuras y con la red de sistemas generales existentes o 
previstos. 
c) La asignación de los usos incompatibles o prohibidos y de los usos autorizables o de 
posible implantación. 
d) La delimitación, cuando proceda, de reservas de suelo con destino al patrimonio 
público del suelo. 
 
4. en el suelo no urbanizable: 
 
a) La calificación del suelo, con la incorporación de las categorías previstas para el mismo 
en los instrumentos de ordenación territorial y con la adición, en su caso, de las 
subcategorías de ordenación que el planeamiento general considere adecuadas. 
b) La ordenación del suelo no urbanizable con la previsión de los usos y construcciones 
admitidas y prohibidas en cada una de las categorías propias del mismo. 
c) La delimitación de los núcleos rurales, estableciendo los criterios de su ordenación a 
través del planeamiento especial. 
d) La determinación de las dotaciones e infraestructuras públicas de necesaria 
implantación en el suelo no urbanizable, con indicación de sus parámetros básicos. 
e) La delimitación, cuando proceda, de reservas de suelo con destino al patrimonio 
público de suelo. 
 
 
Artículo 32. Determinaciones de ordenación pormenorizada.  
 
1. La ordenación pormenorizada que abarcará la totalidad de cada área o sector, 
contendrá, como mínimo, las siguientes determinaciones:  
 
a) La definición de los sistemas locales, así como de su conexión e integración en la red 
de sistemas generales definida por el plan general, respetando las dotaciones mínimas 
prescritas por esta ley para dicha red de sistemas locales. 
b) La delimitación de actuaciones integradas en las áreas en suelo urbano no consolidado 
y en los sectores en el suelo urbanizable sectorizado. 
c) La categorización del suelo en suelo urbano consolidado y en suelo urbano no 
consolidado. 
d) En suelo urbano, la determinación de los solares y las parcelas que pueden ser 
edificados en régimen de actuación aislada. 
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e) El establecimiento de las edificabilidades físicas pormenorizadas, disponiendo, en su 
caso, la relación de usos compatibles, así como los porcentajes máximos y mínimos de 
cada uso permitido. 
f) El establecimiento de los coeficientes de ponderación entre usos, tanto en suelo urbano 
como en suelo urbanizable sectorizado, que podrán ser actualizados por los instrumentos 
de equidistribución, en su caso. 
g) La precisión de todos los elementos de la construcción, y en especial los elementos 
básicos definitorios de las construcciones y edificaciones, tales como alturas, número de 
plantas, vuelos, aparcamientos para vehículos y otros análogos. 
h) La fijación de alineaciones y rasantes. 
i) La identificación individual de las construcciones y edificaciones que con carácter 
sobrevenido deban quedar en situación de fuera de ordenación y, por tanto, en el régimen 
transitorio definido al efecto por el plan general. 
j) Los criterios para la posterior redacción de estudios de detalle, y las condiciones y 
limitaciones a tener en cuenta en dicha redacción. 
k) La parcelación resultante de la ordenación del plan y las condiciones y limitaciones 
aplicables a su posterior modificación, con indicación de la parcela mínima de cada 
ámbito. 
l) Cualesquiera otras que se consideren necesarias para completar el marco general de la 
ordenación. 
 
2. El planeamiento de ordenación pormenorizada podrá modificar el número máximo de 
viviendas permitido en un área o sector siempre que se respete la edificabilidad máxima 
prevista en el planeamiento de ordenación estructural, y se garantice, como condición 
indispensable el cumplimiento de los estándares de sistemas locales en la nueva situación 
planteada con un mínimo de una plaza de aparcamiento para cada nueva vivienda. 
 
 

SECCIÓN 2ª. RESERVAS. ESTÁNDARES 
 
 
Artículo 33. Estándares urbanísticos. Conceptos. 
 
1. Estándar urbanístico: se entenderá por tal, la determinación legal o reglamentaria que 
referida a las dotaciones, equipamientos, límites de edificabilidad, edificabilidad protegida 
o alojamientos dotacionales, resulta vinculante e irreductible para el planeamiento 
urbanístico. El estándar legal una vez fijado en el plan no podrá ser objeto de minoración 
alguna salvo su traslado o compensación en los términos previstos en la legislación 
urbanística. 
 
2. Estándares mínimos de dotaciones públicas de la red de sistemas generales: son las 
superficies de suelo que se corresponden con los elementos dotacionales integrantes de 
la ordenación estructural establecida por el planeamiento general, y en particular, los 
espacios libres, los equipamientos colectivos públicos, y las infraestructuras y redes de 
comunicación, cuya funcionalidad y servicio abarcan más de un ámbito de planeamiento, 
y en su caso, la dotación residencial protegida. 
 
3. Estándares mínimos de dotaciones públicas de la red de sistemas locales: Son las 
superficies de suelo que se corresponden con los elementos dotacionales, en particular, 
espacios libres, equipamientos colectivos públicos, en cuyo caso pueden ser superficies 
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construidas, infraestructuras, redes de comunicación, y equipamientos colectivos, 
definidos por la ordenación pormenorizada, y cuya función se puede circunscribir al uso y 
servicio predominante de los residentes en un área o sector concreto.  
 
4. Edificabilidad previamente materializada: se entenderá por tal la edificabilidad física 
atribuida a las construcciones que se hallen en alguno de los siguientes supuestos. 
 
a) Haber sido construida con arreglo a la pertinente licencia por ser de conformidad con la 
ordenación urbanística que le hubiere resultado de aplicación en el momento de su 
edificación no hallándose, además, incursa en estado ruinoso. 
b) Edificación respecto de la que ya no proceda dictar medidas de restablecimiento de la 
legalidad urbanística que impliquen su demolición. 
 
5. Edificabilidad previamente atribuida por la ordenación urbanística: es la edificabilidad 
urbanística prevista para un ámbito de ordenación o de gestión, en la ordenación 
urbanística precedente. 
 
6. Actuación de dotación: prevista en el artículo 137 de la Ley 2/2006, de 30 de junio de 
Suelo y Urbanismo, es la actuación que se produce en parcela o solar urbano al que el 
nuevo planeamiento otorga incremento de su edificabilidad ponderada respecto de la 
previamente materializada. A tal efecto, se entenderá igualmente como actuación de 
dotación o suelo urbano no consolidado por incremento de la edificabilidad ponderada, el 
solar vacío de edificación en el que anteriormente existió una edificación construida que 
puede acreditarse documentalmente tanto en su existencia como en su uso y superficie 
edificada. 
 
7. Actuación integrada: prevista en el artículo 138 de la Ley 2/2006, es la actuación que se 
produce en suelo urbano no consolidado por la urbanización y en suelo urbanizable 
sectorizado, en los terrenos que precisan de un grado de urbanización superior al de las 
actuaciones aisladas para dar lugar a uno o varios solares y que habrán de acometerse a 
través de una o varias unidades de ejecución completas en régimen público o privado.  
 
 
Artículo 34. Los estándares urbanísticos legalmente previstos. 
 
La Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, regula los siguientes estándares 
urbanísticos: 
 
a) Límites a la edificabilidad urbanística 
b) Estándares dotacionales 
c) Estándar de viviendas de protección pública 
d) Estándar de alojamientos dotacionales 
 
 
Artículo 35. Cumplimiento de los estándares de edificabilidad máxima y mínima. 
 
1. El cumplimiento de los estándares de edificabilidad residencial máximos y mínimos 
establecidos en el artículo 77 de la Ley 2/2006 se realizará calculando la relación prevista 
entre la edificabilidad urbanística residencial atribuida por la ordenación y la superficie del 
área o sector.  
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En el cómputo de la citada superficie se restará la superficie de suelo destinado a 
dotaciones públicas de la red de sistemas generales. 
 
El planeamiento urbanístico o las ordenanzas de edificación, podrán establecer las 
superficies construidas que, como los huecos de escalera y ascensor, vuelos abiertos de 
fachada o aquellas superficies de uso común de la edificación necesarias para garantizar 
la accesibilidad, no computen o lo hagan en un porcentaje inferior en atención a su menor 
grado de uso. 
 
2. En el supuesto de áreas o sectores con uso predominantemente industrial, terciario o 
de actividades económicas, el cumplimiento del estándar previsto en el artículo 77.5 de la 
Ley 2/2006 podrá ser acreditado mediante la relación existente entre la suma de la 
superficie de las parcelas privativas respecto a la superficie total del área o del sector. 
 
3. En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores de este artículo, para el 
cálculo de las superficies se podrán deducir las superficies de suelo incluidas en el área o 
sector y que no puedan ser objeto de edificación por aplicación de la normativa sectorial. 
 
 
Artículo 36. Autorización de variaciones en los estándares de edificabilidad. 
 
El Consejo de Gobierno, previo dictamen favorable de la Comisión de Ordenación del 
Territorio del País Vasco podrá autorizar, las siguientes variaciones en las edificabilidades 
máximas o mínimas: 
 
a) El incremento de la edificabilidad urbanística máxima prevista en los apartados 2 y 3 
del artículo 77 de la Ley 2/2006 para los suelos urbanos no consolidados en operaciones 
de reforma o renovación urbana, y sectores de suelo urbanizable con uso predominante 
residencial. 
b) La reducción o disminución de la edificabilidad urbanística mínima prevista en el 
artículo 77.4 de la Ley 2/2006 en áreas de suelo urbano no consolidado cuya ejecución se 
realice mediante actuaciones integradas, y en cada uno de los sectores de suelo 
urbanizable con uso predominantemente residencial, así como en desarrollos urbanísticos 
en superficies con pendiente media igual o superior al 15%, y en los municipios no 
obligados a realizar reserva de suelo para vivienda protegida. 
c) La disminución hasta una cuantía máxima del 20% de la edificabilidad urbanística 
mínima prevista en el artículo 77.6 de la Ley 2/2006 en núcleos de población del Territorio 
Histórico de Álava y término municipal de Orduña distintos de aquéllos en que se ubique 
la casa consistorial. 
d) Esta misma posibilidad de disminución prevista en el apartado c) de este artículo, regirá 
en los municipios legalmente obligados a establecer reservas de vivienda protegida, para 
aquellos núcleos urbanos de menos número de habitantes que el núcleo principal, 
entendiendo por tal aquél en que tenga su sede el ayuntamiento, cuando el citado núcleo 
menor además no alcance los dos mil habitantes. 
 
 
Artículo 37. Estándares mínimos para reserva de terrenos destinados a dotaciones 
públicas de la red de sistemas generales. 
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1. Dentro de la red dotacional de sistemas generales, y sin perjuicio de los demás 
elementos previstos en el artículo 54 de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y 
Urbanismo, la ordenación estructural deberá contemplar, como mínimo y para el conjunto 
del término municipal, los siguientes estándares: 
 
a) 5 metros cuadrados de superficie por habitante o por cada 25 m2 construidos de uso 
residencial, con destino a espacios libres y parques urbanos, en ambos casos, de 
titularidad pública. Dentro de los mismos, podrán establecerse usos como los de áreas 
ajardinadas, de juegos infantiles, de deportes al aire libre, zonas verdes especiales como 
huertas colectivas, viveros, parques lineales y otros espacios asimilables de uso y/o 
servicio público. 
b) Además en los municipios con población igual o superior a 20.000 habitantes, entre 1,5 
y 2,5 metros cuadrados de suelo con destino a alojamientos dotacionales, por cada 
incremento de 100 m2 construidos de uso residencial o, en defecto de su determinación, 
por cada nueva vivienda prevista en el planeamiento. La localización de estos 
alojamientos se realizará por la ordenación urbanística pormenorizada. 
 
2. Dentro de la red dotacional de sistemas generales la ordenación estructural podrá 
aumentar los mínimos previstos en el presente reglamento, así como establecer otros 
vinculados a la promoción de vivienda de protección pública preferentemente de alquiler y 
de titularidad municipal. 
 
3. En las modificaciones puntuales de la ordenación estructural, se concretarán, ubicarán 
y calificarán con exactitud, las superficies de terreno precisas para el cumplimiento de los 
estándares contemplados en el presente artículo por aplicación sobre el incremento de 
edificabilidad residencial prevista en las mismas. No obstante, cuando no pudieren 
obtenerse de manera directa por cuenta de la citada modificación ni pudieren resolverse 
con los excesos existentes en los términos previstos en el artículo 43.4 de este 
reglamento, el importe estimado para su adquisición se financiará con cargo a la 
actuación o actuaciones derivadas de la misma. 
 
4. En este último supuesto, la modificación puntual identificará con precisión las 
actuaciones deudoras así como la proporción de cada una de ellas en cuanto a su 
participación financiera, y la obtención de las mencionadas superficies se llevará a efecto 
por parte de la Administración Municipal, de forma anticipada o simultánea a la ejecución 
de las actuaciones urbanísticas en las que traen causa. Si ello no resultare posible, el 
importe económico percibido para su obtención se integrará en la cuenta y programa 
correspondiente del Patrimonio Municipal del Suelo, vinculado por tiempo indefinido a la 
citada finalidad o a la de actualización y/o mejora de las dotaciones existentes, si bien con 
la obligación de su adquisición y puesta en servicio en un plazo en ningún caso superior al 
de cinco años desde que se hubiere recibido el ingreso. 
 
5. El importe económico previsto en el apartado anterior de este artículo, será 
proporcional al valor del suelo urbanizado de la propia unidad de ejecución o ámbito de 
actuación que hace precisa su obtención, y habrá de ingresarse en el momento en que se 
proceda a la concesión de la licencia, o a la aprobación definitiva, en su caso, del proyecto 
de reparcelación o trámite equiparable. 
 
 



 
 

35 

 

25/03/2015 

Artículo 38. Estándares mínimos para reserva de terrenos destinados a dotaciones, 
equipamiento de la red de sistemas locales en suelo urbano no consolidado de 
actuaciones integradas. 
 
1. En las actuaciones integradas en el suelo urbano no consolidado de uso 
predominantemente residencial el planeamiento urbanístico habrá de establecer, con el 
carácter de mínimos, los siguientes estándares: 
 
a) Para zonas verdes y espacios libres, tales como parques, jardines, espacios peatonales 
y plazas: mínimo 15% de la superficie total del área, excluidos los sistemas generales. 
Excepcionalmente, en la citada superficie de zonas verdes y espacios libres, podrá 
incluirse un número de plazas públicas de aparcamiento en superficie ocupando una 
extensión máxima equivalente al 1,5% de la superficie total del área o actuación de 
dotación excluidos, igualmente los sistemas generales. 
b) Para otras dotaciones públicas locales, la administración municipal decidirá 
motivadamente entre las siguientes alternativas:  
1) 5 metros cuadrados de suelo por cada 25 metros cuadrados de superficie de techo 
sobre rasante de edificabilidad urbanística y que podrán ubicarse dentro del mínimo de 
15% de la superficie total prevista para zonas verdes y espacios libres  en el apartado 
anterior de este artículo. 
2) 5 metros cuadrados de techo por cada 25 metros cuadrados de superficie de techo 
sobre rasante de edificabilidad urbanística, totalmente libre de costes de edificación y de 
urbanización, que no computará como tal edificabilidad urbanística y que se entregarán en 
una unidad edificatoria o estancia construida, de carácter privativo, funcionalmente 
independiente, cerrada, útil y aprovechable. A tal efecto, el proyecto de reparcelación 
correspondiente realizará y formalizará está adjudicación así como la carga de la 
edificación, sobre la parcela o parcelas de resultado que procedan y que tendrá, en todo 
caso, naturaleza de carga real inscrita como tal en el Registro de la Propiedad 
correspondiente. 
c) Para aparcamiento de vehículos: 0,35 plazas de aparcamiento por cada 25 metros 
cuadrados de superficie de techo sobre rasante de uso residencial, en parcelas de 
titularidad privada. 
d) Para vegetación: plantación o conservación de un árbol por cada nueva vivienda en 
suelo de uso residencial o por cada cien metros de construcción. 
 
2. En las actuaciones integradas que se lleven a efecto en el suelo urbano no 
consolidado, en el que el uso predominante sea distinto del residencial, el planeamiento 
urbanístico establecerá, como mínimo, los siguientes estándares: 
 
a) Una reserva de suelo para zonas verdes y espacios libres equivalente al 6% de la 
superficie total del área pudiendo destinarse la mitad de ella a aparcamientos públicos. 
b) Cuando el uso predominante sea el terciario, se reservarán, como mínimo, 0,35 plazas 
de aparcamiento por cada 25 metros cuadrados de superficie de techo sobre rasante 
destinada a usos distintos de los de las dotaciones públicas, en parcelas de titularidad 
privada. 
c) Para vegetación, habrá de preverse la plantación o conservación de un árbol y por cada 
incremento de 100 metros cuadrados de construcción. 
 
3. Los estándares de dotaciones locales en suelo urbano no consolidado, se calcularán 
sobre el incremento de la edificabilidad respecto de la previamente materializada. 
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4. Podrán ser computables a los efectos del estándar previsto en los puntos 1.a) y 1.b.1) 
del apartado primero de este artículo, las superficies dotacionales públicas en que el 
planeamiento urbanístico establezca en su subsuelo usos de aparcamiento público, 
infraestructuras de servicio público como redes viarias y ferroviarias, y otras asimilables 
de dominio público. En tal caso, el citado aparcamiento así como las mencionadas 
infraestructuras mantendrán permanentemente su carácter demanial. 
 
5. Asimismo, justificadamente por el planeamiento, podrán computar como superficies de 
suelo debidas a los estándares de dotaciones locales, las cubiertas transitables de las 
edificaciones de titularidad pública siempre que las mismas puedan ser de uso y acceso 
públicos cumpliendo con ello la finalidad propia del estándar legal. 
 
 
Artículo 39. Imposibilidad de cumplimiento total o parcial de los estándares de dotaciones 
de equipamientos de la red de sistemas locales en suelo urbano no consolidado. 
 
1. En el suelo urbano no consolidado, cuando la dimensión o grado de ocupación o 
características urbanísticas del área o de la unidad de ejecución no permita o dificulte 
gravemente el exacto cumplimiento de los estándares previstos en el artículo anterior, la 
ordenación urbanística estructural o pormenorizada, podrá establecer motivadamente su 
traslado o compensación. 
 
2. La ubicación de los suelos precisos para el cumplimiento, por traslado, de los 
estándares de sistemas locales, se fijará en el lugar más próximo posible a las 
actuaciones a las que las mismas se deben, y que tendrán la obligación de su obtención y 
cesión gratuita a la Administración Municipal. 
 
3. Cuando tal adquisición y cesión no resulten posibles, el importe económico 
correspondiente a las citadas superficies, se calculará e ingresará del mismo modo 
previsto en el artículo 37 de este reglamento, en cuenta y programa específico del 
Patrimonio Municipal del Suelo, como fondo indefinidamente vinculado a tal finalidad, y/o 
a la de la renovación y mejora de las dotaciones existentes. La administración municipal 
deberá proceder a su adquisición o compensación en el plazo máximo de cinco años. 
 
 
Artículo 40. Cumplimiento de los estándares dotacionales de sistemas generales y 
locales en suelo urbano con dimensiones adecuadas y al servicio de un área homogénea 
más amplia. 
 
1. Con independencia de lo previsto en el artículo anterior, la ordenación estructural y, en 
su caso la pormenorizada podrá prever, calificar y agrupar suelos y superficies 
construidas dotacionales o de equipamiento en áreas de suelo urbano consolidado o no 
consolidado, cuya obtención se realizará: 
 
a) Por cesión gratuita de las unidades de ejecución a que los mismos se deban. 
b) Subsidiariamente, por la administración municipal, proporcionalmente, con cargo a las 
unidades de ejecución previstas dentro de cada una de las citadas áreas. 
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2. Las citadas agrupaciones dotacionales y/o de equipamiento, podrán deberse tanto a la 
red dotacional de sistemas generales como a la de sistemas locales, y tendrán por objeto 
la recualificación o regeneración urbanística de los tejidos urbanos, así como el 
dimensionamiento óptimo de los citados espacios dotacionales y de equipamiento para el 
servicio de las unidades de ejecución correspondientes, que deberán hallarse 
necesariamente en su proximidad. A efectos de su obtención y contribución la ordenación 
estructural preverá la proporción de suelo dotacional que corresponde a cada una de las 
citadas unidades o actuaciones. 
 
3. Será el Patrimonio Municipal del Suelo el instrumento jurídico y financiero a disposición 
del ayuntamiento correspondiente, al objeto de la programación y adquisición, en su caso, 
de los suelos precisos, con arreglo a lo previsto en los apartados anteriores de este 
artículo. 
 
4. La obtención de estos suelos y/o superficies construidas dotacionales será previa o 
simultánea a la gestión de las unidades de ejecución que hayan de proceder a su cesión 
gratuita. No obstante, cuando su adquisición hubiera de llevarse a cabo por parte de la 
administración municipal con cargo a las citadas unidades de ejecución la mencionada 
adquisición deberá producirse en el plazo máximo de cinco años desde que se hubiere 
verificado el correspondiente ingreso económico en las arcas públicas lo que se verificará 
en el modo previsto en el artículo 37 de este Reglamento. 
 
5. El ayuntamiento podrá vincular o calificar terrenos propios y/o superficies construidas 
de su titularidad, para tal finalidad en cuyo supuesto se entenderá cumplida su obligación 
de adquisición cuando las superficies resultaren iguales y se adecuaren a las previsiones 
del presente artículo y disposiciones concordantes del mismo. Si la extensión superficial 
de los terrenos y/o superficies construidas vinculadas al efecto fuere inferior a la que es 
objeto del traslado, la administración municipal seguirá obligada a la adquisición del resto 
en las condiciones y plazo establecidos en este artículo. 
 
 
Artículo 41. Estándares de dotaciones locales en suelo urbanizable. 
 
1. En sectores de suelo urbanizable cuyo uso predominante sea el residencial, la 
ordenación pormenorizada deberá establecer, con el carácter de mínimas, las siguientes 
reservas de terreno: 
 
a) Para dotaciones públicas de la red de sistemas locales: 10 metros cuadrados de suelo 
por cada 25 metros cuadrados de superficie de techo sobre rasante destinada a usos 
distintos de los de las dotaciones públicas. La superficie de la reserva destinada a zonas 
verdes y espacios libres no será, en ningún caso, inferior al 15% de la superficie total del 
sector, sin computar en dicha superficie los sistemas generales incluidos en el sector. 
Las mencionadas zonas verdes y espacios libres podrán comprender parques urbanos, 
jardines, plazas, áreas ajardinadas, itinerarios peatonales, juegos infantiles, áreas 
deportivas al aire libre, zonas verdes especiales como huertas, viveros y similares, zonas 
verdes de protección como espacios arbolados y de vegetación arbustiva, parques 
lineales y otras que la ordenación pormenorizada establezca. 
b) Para aparcamiento de vehículos: 0,35 plazas por cada 25 metros cuadrados de 
superficie de techo sobre rasante destinada a usos distintos de los de las dotaciones 
públicas en parcelas de titularidad privada, y 0,15 plazas por cada 25 metros cuadrados 
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de superficie de techo, computado de igual modo, en terrenos destinados a dotaciones 
públicas y, por ello, de acceso público y libre. 
c) Para equipamientos privados de la red de sistemas locales 1 metro cuadrado de 
superficie de techo dentro de cada 25 metros cuadrados de superficie de techo sobre 
rasante destinado a usos distintos de los de las dotaciones públicas. 
 
Estos equipamientos privados podrán ser, entre otros, los siguientes: 
 
a) Comerciales. 
b) Religiosos. 
c) Culturales. 
d) Educativos. 
e) Deportivos. 
f) Sanitarios. 
g) De transporte. 
 
El estándar correspondiente a los citados equipamientos privados podrá ser cumplido 
también destinando su superficie a equipamientos públicos. 
 
2. Para vegetación: plantación o conservación de 1 árbol por cada nueva vivienda en 
suelo de uso residencial y por cada incremento de 100 metros cuadrados de construcción 
en suelo industrial o terciario dentro del correspondiente ámbito objeto de incremento de 
edificabilidad urbanística. 
 
3. La ordenación pormenorizada de sectores de suelo urbanizable cuyo uso predominante 
sea el industrial o el terciario deberá establecer, con el carácter de mínima, una reserva 
de terrenos para dotaciones públicas de la red de sistemas locales en cuantía no inferior 
al 12% de la superficie total del sector, deducidos los terrenos destinados a dotaciones 
públicas de la red de sistemas generales, destinándose la mitad de dicha reserva a zonas 
verdes. 
Dentro de la mitad destinada a zonas verdes, podrán desarrollarse usos tales como 
jardines, áreas ajardinadas, itinerarios peatonales, estanques, áreas deportivas al aire 
libre, zonas verdes especiales como huertas, viveros y similares, zonas verdes de 
protección como espacios arbolados y de vegetación arbustiva, parques lineales y otras 
que la ordenación pormenorizada establezca justificadamente, con especial consideración 
al uso productivo del sector y al cumplimiento de la finalidad del citado estándar legal. La 
mitad restante, podrá comprender usos de equipamiento colectivo u otros como el de 
aparcamiento y similares. 
 
4. De conformidad con lo previsto en el artículo 79.5 de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de 
Suelo y Urbanismo, queda prohibida toda dispensa, minoración o transferencia a otro 
sector o ámbito de actuación de los estándares previstos en este artículo. 
 
5. La distribución por usos concretos de las reservas para dotaciones públicas y 
equipamientos privados a que se refiere el presente artículo así como su concreta 
ubicación, se realizará motivadamente por la ordenación pormenorizada atendiendo a: 
 
a) Las dotaciones y equipamientos ya existentes o previstos en el planeamiento vigente. 
b) Las necesidades estimadas de determinadas dotaciones y/o equipamientos. 
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c) La planificación de las administraciones sectoriales respecto a la implantación de 
dotaciones de su competencia. 
 
 
Artículo 42. Estándares y cuantías mínimas de viviendas sometidas a algún régimen de 
protección pública.  
 
1. El planeamiento urbanístico municipal determinará la reserva de terrenos calificados 
con destino a viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, que, como 
mínimo, atenderá a los estándares y cuantías que se señalan en los apartados siguientes. 
 
2. En aquellas áreas de suelo urbano no consolidado cuya ejecución se prevea mediante 
actuaciones integradas de uso predominantemente residencial, la ordenación urbanística 
de los planes generales y, en su caso, de los planes especiales deberá calificar con 
destino a viviendas sometidas a algún régimen de protección pública los terrenos precisos 
para materializar como mínimo el 40% del incremento de la edificabilidad urbanística de 
uso residencial, respecto de la previamente materializada, que se establezca en cada 
área. Este porcentaje se desglosa en un mínimo del 20% de la edificabilidad urbanística 
de uso residencial para la construcción de viviendas de protección oficial de régimen 
general y especial, y el restante porcentaje hasta alcanzar el 40% con destino a viviendas 
de protección oficial de régimen tasado. La edificabilidad urbanística admitida para las 
viviendas de protección oficial de régimen tasado podrá ser sustituida por viviendas 
tasadas municipales en los términos establecidos en la disposición adicional octava de la 
Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo. 
 
3. En cada sector de suelo urbanizable de uso preferentemente residencial, la ordenación 
urbanística de los planes generales, de los planes de sectorización y, en su caso, de los 
planes parciales deberá calificar con destino a viviendas sometidas a algún régimen de 
protección pública los terrenos precisos para materializar como mínimo el 75% del 
incremento de la edificabilidad urbanística de uso residencial, respecto de la previamente 
materializada, que se establezca en cada sector. Este porcentaje se desglosa en un 
mínimo del 55% de la edificabilidad urbanística de uso residencial para la construcción de 
viviendas de protección oficial de régimen general y especial, y el restante porcentaje 
hasta el 75%, con destino a viviendas de protección oficial de régimen tasado. La 
edificabilidad urbanística admitida para las viviendas de protección oficial de régimen 
tasado podrá ser sustituida por viviendas tasadas municipales en los términos 
establecidos en la disposición adicional octava de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo 
y Urbanismo. 
 
4. La distribución espacial de la edificabilidad urbanística residencial destinada a las 
viviendas de protección pública a que se refieren los párrafos anteriores de este artículo, 
podrá materializarse en el conjunto de la edificabilidad urbanística residencial protegida 
que resulte en cada área, sector o unidad de ejecución de forma que se contribuya a la 
cohesión social con la mezcla de usos y/o tipologías diferentes en las unidades 
edificatorias colectivas resultantes. 
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Artículo 43. Modo de cumplimiento de los estándares de vivienda de protección pública. 
 
1. El cumplimiento de la edificabilidad urbanística mínima de viviendas sometidas a algún 
régimen de protección pública se realizará individualmente por cada sector, área o unidad 
de ejecución, salvo que el planeamiento general establezca en su revisión las 
determinaciones para cumplir de forma diferente los estándares fijados en esta ley, bien 
en el conjunto del suelo urbano no consolidado y urbanizable o bien entre ambas clases 
de suelo, o entre distintos sectores, áreas o unidades de ejecución. En este último 
supuesto será necesario que el departamento competente en materia de vivienda del 
Gobierno Vasco autorice la opción elegida en el planeamiento para garantizar una 
calificación equilibrada de las reservas que evite los riesgos de la segregación socio 
espacial. 
 
2. El estándar de viviendas sometidas a régimen de protección pública se aplicará en 
base a los metros cuadrados de techo de uso residencial que se prevean por el 
planeamiento. 
 
3. Cuando dicho estándar deba ser aplicado por existir incrementos de la edificabilidad 
urbanística residencial el citado incremento se calculará por la diferencia entre la atribuida 
por la nueva ordenación y la previamente materializada, incluyendo en esta y a estos 
exclusivos efectos, la vivienda en construcción que dispusiere de calificación provisional 
concedida. 
 
4. No obstante lo anterior, en las modificaciones puntuales de la ordenación estructural de 
planes adaptados a la Ley 17/1994, de 30 de junio (LPV 1994, 335), de Medidas Urgentes 
en Materia de Vivienda y de Tramitación de los Instrumentos de Planeamiento y Gestión 
Urbanística, en las que se proponga incrementar la edificabilidad residencial, se aplicarán 
los estándares de edificabilidad residencial protegida previstos en la Ley 2/2006 
exclusivamente en cuanto al mencionado incremento que se calculará respecto del 
previamente atribuido por la ordenación urbanística. Este incremento se computará, 
además, sobre la edificabilidad y no sobre el número de viviendas en que se cifre el 
mismo. 
 
 
Artículo 44. Unidades de ejecución exentas de la obligación de reserva de suelo para 
viviendas sometidas a algún régimen de protección pública. 
 
1. A efectos de lo dispuesto en el artículo 80.5 de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo 
y Urbanismo, en municipios legalmente obligados a reservar suelo para viviendas de 
protección pública, podrán considerarse exentas de tal obligación de reserva de suelo 
para viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, las actuaciones 
integradas en suelo urbano, que comprendan una o varias unidades de ejecución de uso 
predominante residencial en las que se prevea un número de viviendas menor o igual a 20 
viviendas o a 2.000 m2 construidos.  
 
2. La totalidad de las viviendas resultantes de las citadas unidades de ejecución se deberá 
destinar a viviendas de régimen tasado municipal. En el caso de que no haya sido 
promulgada la correspondiente ordenanza municipal reguladora de su régimen jurídico y 
económico, se deberá aplicar la normativa autonómica relativa a las viviendas de 
protección oficial de régimen tasado. 
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3. No obstante, las personas o entidades, públicas o privadas, beneficiarias de la exención 
contemplada en el presente artículo, podrán renunciar voluntariamente a la misma, 
siempre que lo realicen por escrito ante el ayuntamiento, acreditando sus titularidades. En 
caso de que se trate de propiedades que correspondan a diversos titulares, la renuncia 
exigirá el acuerdo de los que representen a más de la mitad de la propiedad de la 
superficie de suelo del ámbito. 
 
4. En el supuesto del ejercicio de la renuncia prevista en el apartado anterior, la unidad o 
unidades respecto de las que se produzca, cumplirán los estándares legales de vivienda 
protegida del mismo modo que las no exentas, incluyendo las posibilidades de 
transferencia de edificabilidad protegida previstas en la normativa urbanística. 
 
 
Artículo 45. Cumplimiento en municipios no obligados. 
 
1. Los municipios no obligados a aplicar las reservas de suelo para viviendas protegidas 
según lo dispuesto por la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo, en ámbitos 
de ordenación de uso predominante residencial deberán destinar a vivienda de protección 
pública la edificabilidad urbanística residencial atribuida a los terrenos obtenidos por 
aplicación de lo dispuesto en su artículo 27.4. 
 
2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la reparcelación en el ámbito 
correspondiente no dé lugar a derecho en pleno dominio a favor de la administración local 
de, al menos, un solar o parcela edificable, parte o toda la cesión de edificabilidad 
urbanística prevista en el artículo 27 de la Ley 2/2006 podrá sustituirse por el abono en 
metálico de su valor, importe que en todo caso quedará adscrito al patrimonio municipal 
de suelo. 
 
3. Igualmente, el citado cumplimiento podrá ser acreditado mediante transferencias de la 
mencionada edificabilidad urbanística a otros ámbitos de ordenación previa autorización 
del departamento competente en materia de vivienda del Gobierno Vasco, según lo 
dispuesto en las disposiciones sobre transferencia de edificabilidad contenidas en el 
presente reglamento. 
 
 
Artículo 46. Condiciones legales mínimas para la autorización de transferencias de 
edificabilidad residencial protegida así como de su cumplimiento global. 
 
1. En los términos previstos en el artículo 80 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y 
Urbanismo, y cuando proceda conforme al mismo, el cumplimiento de los estándares de 
viviendas de protección pública podrá realizarse a través de los siguientes modos: 
 
a) Por transferencia en el caso de los expedientes de modificación puntual o de revisión 
parcial de la ordenación estructural. 
b) Por cumplimiento global en los expedientes de revisión integral de la ordenación 
estructural. 
 
2. Las viviendas sometidas a algún régimen de protección pública que hubieran servido 
para acreditar el cumplimiento global o la transferencia y que no hubieran sido 
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efectivamente ejecutadas durante la vigencia del documento de planeamiento general, 
deberán ser tenidas en cuenta para ser adicionadas a los estándares legales que deban 
ser cumplidos por el expediente de revisión integral del citado planeamiento general. 
 
3. En las revisiones parciales y en las modificaciones puntuales de la ordenación 
estructural, se establece para el suelo urbanizable un límite máximo para la transferencia, 
equivalente al veinticinco por ciento del incremento de la edificabilidad urbanística de uso 
residencial de cada sector. No obstante en los sectores urbanizables de densidad igual o 
inferior a 0,4 metros cuadrados de techo por metro cuadrado de suelo, sin computar al 
efecto el suelo destinado a sistemas generales, podrá autorizarse la transferencia, como 
máximo, del equivalente al cincuenta por ciento del incremento de la edificabilidad 
urbanística residencial. 
 
4. En las modificaciones puntuales de la ordenación estructural, la citada transferencia 
exigirá que se garantice la ejecución previa o simultánea del estándar objeto de la misma, 
o, en su defecto, que la administración municipal a instancia de los interesados, apruebe 
su incorporación al Patrimonio Municipal del Suelo, para su cumplimiento, recibiendo al 
efecto la pertinente compensación a su favor con la participación en edificabilidad en el 
ámbito total o parcialmente exonerado o con su equivalente económico en el modo 
previsto en el artículo 37 de este Reglamento. 
 
5. En las áreas de regeneración o renovación urbana, a instancia del ayuntamiento 
correspondiente y a petición de los afectados, el órgano competente en materia de 
vivienda del Gobierno Vasco podrá autorizar la transferencia de la edificabilidad protegida 
al Patrimonio Municipal del Suelo, con la exigencia del cumplimiento de las condiciones 
previstas en este artículo y con la salvedad de que podrá eximir o reducir la cuantía de la 
compensación que hubiere de acompañar a la mencionada transferencia. 
 
 
Artículo 47. Autorización de las transferencias o del cumplimiento global de la 
edificabilidad residencial protegida. 
 
1. La autorización de la transferencia o transferencias de edificabilidad residencial 
protegida, o del cumplimiento global de los estándares de vivienda protegida, por parte del 
órgano competente en materia de vivienda del Gobierno Vasco, podrá ser otorgada por el 
mismo con posterioridad al acto por el que la Comisión de Ordenación del Territorio del 
País Vasco dictamine el proyecto de ordenación estructural provisionalmente aprobado en 
el que se propugne la transferencia o el cumplimiento global. 
 
2. A tal objeto, el documento de ordenación estructural provisionalmente aprobado 
contendrá, en las fichas urbanísticas o normas particulares de las áreas o sectores 
afectados, la expresa indicación de las transferencias previstas y el modo y 
emplazamiento en que habrán de cumplirse todo lo cual se mantendrá inalterable en el 
documento definitivo. 
 
3. A los efectos previstos en el artículo 46.2 de este Reglamentoel documento de revisión 
de la ordenación estructural en el que se pretenda la autorización de la transferencia de 
edificabilidad residencial protegida, incorporará un informe-liquidación detallado del 
cumplimiento de las transferencias de tal edificabilidad, autorizadas en expedientes de 
revisión o modificación precedentes. 
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Artículo 48. Definición de alojamiento dotacional. 
 
1. A los efectos del presente reglamento, se entenderá por alojamiento dotacional, la 
edificación residencial apta para ser habitada, que se configura como equipamiento 
público o dotación pública, destinada a resolver necesidades de habitación, tanto 
transitorias como de colectivos o personas especialmente necesitadas, mediante abono 
de renta o canon. 
 
2. Los alojamientos dotacionales podrán situarse sobre suelos y edificaciones, o partes de 
éstas, destinadas a equipamientos comunitarios o dotaciones del municipio, de titularidad 
pública, y tendrán como destinatarias a las personas con dificultades de acceso a la 
ocupación legal de una vivienda. 
 
 
Artículo 49. Estándar legal de suelo para alojamientos dotacionales. 
 
1. Con la calificación de sistema general, en municipios con población igual o superior a 
veinte mil habitantes, en los ámbitos de ordenación de uso predominantemente 
residencial, la ordenación estructural habrá de calificar, con destino a alojamientos 
dotacionales, una superficie de suelo no inferior a 1,5 metros cuadrados ni superior a 2,5 
metros cuadrados por cada incremento de 100 metros cuadrados de techo de uso 
residencial o, en defecto de su determinación, por cada nueva vivienda prevista. Este 
incremento se calculará sobre la edificabilidad previamente materializada. 
 
2. En el resto de los municipios, la ordenación estructural podrá fijar, igualmente, el 
mencionado estándar de suelo con destino a alojamientos dotacionales con el límite 
máximo previsto en el párrafo anterior, vinculando su obtención a las áreas o sectores 
correspondientes ya sea por inclusión o por adscripción a los mismos. 
 
3. Los límites en cuanto a la cuantificación de suelo con destino a los estándares previstos 
en los apartados anteriores de este artículo, no resultarán de aplicación a las parcelas o 
terrenos de titularidad pública que, a libre decisión de la administración municipal 
correspondiente, podrán calificarse total o parcialmente para uso de alojamiento 
dotacional. 
 
4. En atención a su propia naturaleza dotacional pública, a los alojamientos dotacionales 
no les serán de aplicación ni los límites de edificabilidad ni los estándares mínimos de 
reserva de terrenos y de vivienda protegida previstos en la legislación urbanística, aun 
cuando tendrán la condición de uso residencial al objeto de la aplicación a los mismos de 
la normativa técnica correspondiente. 
 
 
Artículo 50. Cómputo y cumplimiento del estándar de alojamientos dotacionales. 
 
1. La calificación y obtención gratuita del suelo para alojamientos dotacionales previstos 
en el artículo anterior, se realizará libre de toda carga de urbanización con la única 
excepción de la urbanización interior de la propia parcela. 
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2. El cumplimiento del estándar puede realizarse de alguna de las siguientes maneras: 
 
a) Individualmente en cada ámbito o bien dentro de cada clase de suelo. 
b) Globalmente en el municipio, de acuerdo a lo que señale a tal efecto la ordenación 
estructural incluyendo la posibilidad de su agrupación prevista en el artículo 31  de este 
Reglamento. 
 
3. No obstante, las modificaciones puntuales de la ordenación estructural, con incremento 
de la edificabilidad residencial, podrán justificar, en la memoria, la suficiencia de las 
reservas de alojamientos dotacionales preexistentes en el planeamiento que revisan y/o 
modifican, lo que podrá autorizarse por el órgano competente en materia de vivienda del 
Gobierno Vasco. 
 
 
Artículo 51. Revisión total o parcial de la ordenación estructural y los estándares 
urbanísticos. 
 
1. Los expedientes de revisión total y parcial de la ordenación estructural, cumplirán los 
estándares urbanísticos propios de la red dotacional de sistemas generales previstos en el 
presente Reglamento y de acuerdo con las disposiciones contenidas en el mismo. 
 
2. Sin perjuicio de lo anterior, los expedientes de revisión, ya sea total o parcial, deberán 
asegurar, como mínimo, los siguientes objetivos: 
 
a) Que con la misma se mejora la calidad de los espacios urbanos y urbanizables en 
cuanto a las redes dotacionales públicas y privadas. 
b) Que se dispone o se dispondrá durante su vigencia, de las viviendas de protección 
pública y alojamientos dotacionales necesarios conforme a la demanda prevista para los 
mismos. 
c) Que los estándares urbanísticos contemplados en la misma resultan realizables y 
pueden obtenerse conforme a las disposiciones urbanísticas en vigor. 
d) Que el Patrimonio Municipal del Suelo constituye una realidad jurídica y práctica en el 
cumplimiento efectivo de sus obligaciones legales y reglamentarias. 
 
 
Artículo 52. La modificación puntual de la ordenación estructural y el cumplimiento de los 
estándares urbanísticos. 
 
1. Los terrenos que, mediante la figura de la modificación puntual, se reclasifiquen a 
urbanos por ejecución del planeamiento vendrán obligados a mantener los estándares 
propios del suelo urbanizable en cuanto a edificabilidades urbanísticas mínimas y 
máximas, superficies de reserva de terrenos para dotaciones públicas de la red de 
sistemas locales así como para vivienda de protección pública, todo ello sin perjuicio de 
las variaciones o modulaciones previstas para los mismos en la Ley 2/2006 y en el 
presente Reglamento. 
 
2. Las modificaciones de los planes de ordenación urbanística mantendrán el uso 
dotacional público de las parcelas y solares cuyo destino precedente haya sido ya este, 
salvo que, previo informe de la administración competente por razón de la materia, para la 
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implantación del uso de que se trate, se justifique la no necesidad del destino del suelo al 
referido destino precedente. 
 
3. Cuando la o las modificaciones señaladas en el apartado anterior de este artículo, en el 
caso de las actuaciones integradas, opten, motivadamente por destinar las referidas 
parcelas dotacionales, a vivienda de protección pública o a otros usos urbanísticos de 
carácter lucrativo, se considerará que producen un incremento de edificabilidad 
ponderada al que le resultarán aplicables y exigibles la participación de la comunidad en 
las plusvalías urbanísticas así como los estándares legales de sistemas generales y 
locales correspondientes. 
 
4. Asimismo, cuando la modificación de la ordenación estructural haya de adecuar la 
dotación de sistema general de zonas verdes y espacios libres al incremento de 
edificabilidad urbanística propuesta en la misma, de conformidad con lo prevenido en el 
artículo 105.3 de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo, podrá considerar y 
computar, al efecto, los excesos contemplados en el planeamiento general respecto de los 
mínimos legales exigidos para tales dotaciones. Para ello, será preciso que el 
planeamiento general prevea una localización adecuada y un modo preciso de gestión y 
obtención de los mencionados excesos, y la referida modificación deberá justificar de 
manera expresa el citado cómputo. 
 
 
Artículo 53. Cumplimiento de los estándares de vivienda de protección pública en 
reclasificaciones de terrenos a suelo urbano. 
 
Las alteraciones de planeamiento urbanístico, cualquiera que fuera su forma de 
instrumentación, que tengan por objeto la reclasificación de terrenos a la clase de urbanos 
con uso predominante residencial deberán respetar las siguientes reglas: 
 
a) Los terrenos clasificados como no urbanizables que pasen a reclasificarse como suelos 
urbanos cumplirán, en todo caso, los estándares de vivienda de protección pública 
correspondientes al suelo urbanizable. 
b) Los terrenos clasificados como suelo urbanizable que no hayan sido transformados 
urbanísticamente en ejecución del planeamiento, cumplirán igualmente los estándares de 
vivienda de protección pública correspondientes al suelo urbanizable. 
 
 
 

CAPÍTULO III 
Planeamiento urbanístico 

 
SECCIÓN 1ª. DISPOSICIONES GENERALES 

 
 
Artículo 54. Tipología. Clases de planes. 
 
Los planes establecen la ordenación urbanística, en sus dos niveles de ordenación 
estructural y pormenorizada. 
 
1. Planes de ordenación estructural: 
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a) Plan general de ordenación urbana. 
b) Plan de compatibilización de planeamiento general. 
c) Plan de sectorización. 
 
2. Planes de ordenación pormenorizada: 
 
a) Planes parciales. 
b) Planes especiales: 
 
1) De ordenación urbana,  
2) De desarrollo del planeamiento territorial o, autónomos debidos a las competencias 

sectoriales. 
3) De desarrollo de la ordenación estructural de los planes generales o autónomos 

respecto a los mismos, que tengan por objeto cualquiera de los recogidos en el artículo 
59.2 c) de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo y otros análogos, como 
ejecución de infraestructuras en suelo no urbanizable, aunque no sean planes 
especiales de protección. 

 
 
Artículo 55. Restantes instrumentos de ordenación urbanística e instrumentos 
complementarios: 
 
1. Los estudios de detalle, desarrollan la ordenación urbanística pormenorizada. 
 
2. Las ordenanzas y los catálogos son instrumentos complementarios de ordenación 
urbanística. 
 
 

SECCIÓN 2ª. PLANES Y RESTANTES INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN 
URBANÍSTICA. DETERMINACIONES 

 
 
Artículo 56. Plan general de ordenación. Objeto y determinaciones. 
 
1. El plan general de ordenación urbana es el instrumento de ordenación urbanística 
integral del territorio y tiene por objeto la clasificación del suelo, la definición del modelo de 
implantación urbana y la definición de la estructura general. 
 
2. Los planes generales, contendrán las siguientes determinaciones: 
 
a) Fines, y objetivos.  
 
Se establecerán los plazos para la aprobación del planeamiento de desarrollo, y las 
prioridades y las previsiones temporales de su ejecución. Y se señalará el periodo de 
vigencia previsto, y de las circunstancias con arreglo a las cuales sea procedente, en su 
momento, su revisión. 
 
b) Clasificación del suelo. Delimitación del suelo urbano, urbanizable y no urbanizable, y 
calificación global de los usos en las correspondientes áreas o sectores. 
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c) La ordenación estructural del término municipal completo y la ordenación 
pormenorizada del suelo urbano, salvo que se remita a desarrollo por plan especial. 
 
d) Determinación de la red de sistemas generales, y su adscripción o inclusión, en su 
caso, en ámbitos de ejecución .que deben respetar las reservas mínimas legalmente 
exigibles. 
 
e) Determinaciones  para garantizar el cumplimiento de los estándares y cuantías 
mínimas de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública y las de reservas 
para alojamientos dotacionales. 
 
f) Medidas para la protección del medio ambiente, conservación de la naturaleza y 
defensa del paisaje, elementos naturales y conjuntos urbanos e histórico-artísticos, de 
conformidad, en su caso con la legislación específica que sea de aplicación en cada 
supuesto, garantizando los principios de sostenibilidad, y la integración paisajística. 
 
g) Determinaciones necesarias para alcanzar una movilidad sostenible en el municipio y 
garantizar el respeto de la normativa de accesibilidad. 
 
h) Determinaciones necesarias para garantizar que en el diseño del planeamiento se ha 
tenido en cuenta la perspectiva de género, utilizando mecanismos que fomenten la 
participación ciudadana y tomando en consideración las necesidades de los distintos 
grupos sociales y de los diversos tipos de estructuras familiares, favoreciendo el acceso 
en condiciones de igualdad a los distintos servicios e infraestructuras urbanas. 
 
i) La definición del régimen transitorio, correspondiente a las edificaciones, 
construcciones y usos que se encuentren en la categoría de fuera de ordenación y de 
disconforme con el planeamiento, salvo en ámbitos remitidos a ordenación 
pormenorizada. 
 
3. Determinaciones específicas en suelo urbano: 
 
a) La delimitación de su perímetro y la fijación de áreas de suelo urbano cuya ordenación 
se remita a plan especial. 
 
b) La fijación de la edificabilidad urbanística, del uso característico y de los usos 
compatibles que se prevean, con indicación del porcentaje máximo de edificabilidad 
urbanística correspondiente a estos últimos. 
 
c) La definición de las características básicas de los sistemas locales y las condiciones 
mínimas de la urbanización. Así como la previsión de aparcamientos públicos, justificando 
la elección de su localización en relación con la planificación adecuada del transporte 
público, y demás condicionantes urbanísticos. 
 
d) La regulación del uso del subsuelo, para hacer factibles la prestación de los servicios y 
la implantación de las infraestructuras necesarias para la colectividad, respetando siempre 
los aprovechamientos privados que sean compatibles. 
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e) La identificación individual de las construcciones y edificaciones que con carácter 
sobrevenido deban quedar en situación de fuera de ordenación o disconformidad con el 
planeamiento. Y la concreción de los actos y usos autorizables y los prohibidos  con la 
nueva ordenación urbanística, en atención a su compatibilidad con las previsiones de su 
actuación.  
 
f) La evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las 
obras de urbanización. 
 
4. El plan general recogerá las siguientes determinaciones en suelo urbanizable.: 
 
a) La delimitación continua o discontinua de cada sector o la fijación de los criterios para 
su delimitación por los instrumentos de ordenación pormenorizada. 
 
b) La fijación de la edificabilidad urbanística que corresponda al uso característico que es 
el predominante o mayoritario en el sector, y de los usos compatibles con el mismo, con 
indicación del porcentaje máximo de edificabilidad urbanística correspondiente a los 
citados usos. 
 
c) Las características básicas de los sistemas locales y las condiciones mínimas de la 
urbanización, incluida la conexión y el refuerzo de infraestructuras existentes. 
 
d) En el suelo urbanizable sectorizado la determinación de dos etapas o cuatrienios 
consecutivos, concretando qué terrenos deben quedar incluidas en la primera y cuáles 
han de desarrollarse en la segunda. 
 
e) Y en suelo urbanizable no sectorizado, la asignación de usos incompatibles o 
prohibidos y de los usos autorizables o de posible implantación, y la delimitación, cuando 
proceda de reservas de suelo con destino al patrimonio municipal del suelo. 
 
5. Determinaciones específicas en suelo no urbanizable: 
 
a) Las posibles calificaciones, a tenor de la categorización y usos regulados en los 
instrumentos de ordenación territorial, y con la adición, en su caso de las subcategorías 
de ordenación que el planeamiento general considere adecuadas, en coherencia con el 
grado de  protección y conservación pretendidos. 
 
b) La ordenación del suelo no urbanizable con la previsión de los usos y construcciones 
admitidas y prohibidas en cada una de las categorías propias del mismo. 
 
c) La delimitación de los núcleos rurales, estableciendo los criterios de su ordenación a 
través del planeamiento especial. 
 
d) La delimitación de las dotaciones e infraestructuras públicas de necesaria implantación 
en suelo no urbanizable, con indicación de sus parámetros básicos. 
 
e) La delimitación, cuando proceda, de reservas de suelo con destino a patrimonio público 
del suelo.  
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Artículo 57. Plan de compatibilización de planeamiento general. Objeto y 
determinaciones. 
 
1. El Plan de Compatibilización es un instrumento de ordenación urbanística estructural, 
que se tramitará como modificación del plan general teniendo por objeto coordinar y 
armonizar la ordenación estructural de dos o más términos municipales en sus zonas 
limítrofes cuando ello resulte necesario y tal armonización o coordinación no venga 
establecida en el plan territorial parcial o sectorial correspondiente. En los suelos 
clasificados como urbanos los planes de compatibilización podrán establecer también la 
ordenación pormenorizada. 
 
2. Cuando la coordinación o armonización de planeamientos venga ya prevista en el 
planeamiento territorial, por deberse a infraestructuras supramunicipales o propias de las 
competencias de las administraciones públicas sectoriales, su desarrollo podrá producirse 
a través de la figura de los planes especiales. 
 
3. Las determinaciones y documentos del Plan de Compatibilización, en lo que respecta a 
su ámbito de ordenación limítrofe, serán los propios del planeamiento general en lo que 
respecta al citado ámbito. 
 
 
Artículo 58. Plan de sectorización. Objeto y determinaciones. 
 
1. El objeto de los planes de sectorización, es establecer las determinaciones de la 
ordenación urbanística estructural para acometer la transformación urbanística de 
terrenos clasificados por el plan general como suelo urbanizable no sectorizado. 
 
2. Los planes de sectorización tendrán el contenido mínimo previsto en el artículo 65 de la 
Ley 2/2006  de Suelo y Urbanismo. 
 
 
Artículo 59. Planes parciales. Objeto y determinaciones. 
 
1. Los planes parciales, tienen por objeto desarrollar las determinaciones  previstas en los 
planes generales, o en los planes de sectorización. 
 
2. No podrán aprobarse planes parciales, sin que previa o simultáneamente, se haya 
aprobado definitivamente el plan general o el correspondiente plan de sectorización. 
 
3. Los planes parciales contendrán las siguientes determinaciones: 
 
a) Delimitación continua o discontinua de un sector definido en el plan general o en el 
plan de sectorización. 
 
b) Calificación del suelo con el establecimiento de edificabilidades físicas 
pormenorizadas, y en su caso, la relación de usos compatibles, así como los porcentajes 
máximos y mínimos de cada uso permitido. 
 
c) Establecimiento de las condiciones de gestión, en su caso, la división en unidades de 
ejecución, el sistema de actuación que corresponda a cada una de ellas, la parcela 
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mínima de cada ámbito definido así como los criterios para la posterior redacción de 
estudios de detalle, y las condiciones y limitaciones para ello. 
 
d) El establecimiento de los coeficientes de ponderación entre usos, que podrán ser 
actualizados por los proyectos de reparcelación. 
 
e) La identificación individual de las construcciones y edificaciones que con carácter 
sobrevenido deban quedar en situación de fuera de ordenación, o disconformidad con el 
planeamiento y, por tanto, en el régimen transitorio definido al efecto por el plan general. 
El plan parcial incluirá los actos y usos autorizables y prohibidos, en atención a la 
compatibilidad con la ordenación urbanística y las previsiones de actuación. 
 
f) La fijación de alineaciones y rasantes así como la  precisión de los elementos de la 
construcción y en especial los elementos básicos de las construcciones y edificaciones, 
tales como alturas, número de plantas, vuelos, aparcamientos para vehículos y otros 
análogos. 
 
g) La definición y localización de los sistemas locales, así como de su conexión e 
integración en la red de sistemas generales definida por el plan general, respetando las 
dotaciones mínimas exigidas por la legislación vigente para la red de sistemas locales, así 
como los estándares de arbolado. Deberá justificarse que constituye un sistema 
coherente, y garantizar el cumplimiento de la normativa de accesibilidad.  
 
h) Esquema o previsión mínima de las redes de abastecimiento de agua, riego e 
hidrantes contra incendios, alcantarillado, energía eléctrica y alumbrado público. 
Establecerá asimismo, salvo que se justifique debidamente su innecesariedad, el trazado 
de las redes de canalización telefónica, conducción de gas, de telecomunicaciones, como 
fibra óptica, la red de tratamiento de residuos urbanos, y  otras análogas, acreditando que 
se cumplen las exigencias legales de eficiencia energética.  
El plan parcial definirá las fuentes, caudal y área de protección de la red de 
abastecimiento de agua y la disposición de recursos hídricos. La red de evacuación, 
contendrá una especial referencia al vertido a la red general, capacidad de la misma y si 
procediere, al sistema de depuración.  
En los casos de vertido a cauce público, río o mar, se precisará autorización de URA UR 
Agentzia u organismo que resulte competente. 
 
i) Evaluación económica de la implantación de los servicios y de la ejecución de las 
obras de urbanización. 
 
3. Los planes parciales que se refieran a urbanizaciones de iniciativa particular, deberán 
contener además de las determinaciones establecidas en el apartado anterior, las 
siguientes: 
 
a) Modo de ejecución de las obras de urbanización, señalando el sistema de actuación. 
 
b) Compromisos que se hubieren de contraer con el el Ayuntamiento, y entre aquél y los 
futuros propietarios en orden a: 
 
1) Plazos de ejecución de las obras de urbanización e implantación de los servicios. 
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2) Construcción de edificios destinados a dotaciones comunitarias de la urbanización, no 
incluidas entre las obligaciones generales impuestas por la ley. 
3) Conservación de la urbanización, expresando si correrá a cargo del ayuntamiento, de 
los futuros propietarios de parcelas o de los promotores, con indicación en estos dos 
últimos supuestos del periodo de tiempo al que se extenderá la obligación de 
conservación. 
 
c) Medios económicos de toda índole con que cuente el promotor o promotores de la 
urbanización, indicando, los recursos propios y las fuentes de financiación.  
 
 
Artículo 60. Planes especiales .Objeto. 
 
Los planes especiales, pueden afectar a cualquier clase de suelo, y  tienen los siguientes 
objetos, en función de la tipología y finalidad de los mismos: 
 
a) Plan especial de ordenación urbana. 
Tiene por objeto el desarrollo de la ordenación estructural del plan general mediante el 
establecimiento de la ordenación pormenorizada de aquellas áreas de suelo urbano, para 
las que el plan general permite diferir su ordenación. Asimismo puede tener por objeto la 
modificación de la ordenación pormenorizada del suelo urbano contenida en la 
documentación del plan general. 
 
b) Planes especiales sectoriales autónomos o en de desarrollo del planeamiento 
territorial. 
Tienen por objeto la ordenación de las infraestructuras básicas, la protección del paisaje, 
vías de comunicación, suelo, o medio urbano, rural y natural, o cualesquiera otras 
finalidades análogas, en desarrollo de competencias sectoriales o de las previsiones 
contenidas en los planes territoriales parciales o en los sectoriales, así como la ejecución 
directa de las obras correspondientes previstas en el citado planeamiento territorial. 
 
c) Planes especiales en desarrollo de la ordenación estructural de los planes generales o 
que se realicen de manera autónoma o independiente cuando ello resulte legalmente 
procedente.  
Tienen por objeto el desarrollo de actuaciones concretas, que conservando la estructura 
fundamental de la ordenación anterior y sin producir incremento alguno en la edificabilidad 
urbanística, se encaminen a cualquiera de los fines recogidos en el artículo 59.2 c) de la 
Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, como la resolución de problemas de 
accesibilidad ó eficiencia energética, la eliminación de lugares inseguros por razón de 
género, la mejora acústica, el desarrollo de infraestructuras en suelo no urbanizable, la 
recuperación paisajística, y otros análogos. 
 
 
Artículo 61. Planes especiales. Determinaciones. 
 
Los planes especiales, en función de su objeto, tendrán las siguientes determinaciones 
mínimas: 
 
a) Plan especial de ordenación urbana. 
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Contendrá las determinaciones de ordenación pormenorizada de aquellas áreas de suelo 
urbano, para las que el plan general permite diferir la ordenación, y podrá modificar la 
ordenación pormenorizada del suelo urbano contenida en la documentación del plan 
general.  
 
b) Planes especiales de competencias sectoriales en desarrollo o no  del planeamiento 
territorial. 
Contendrán las determinaciones necesarias para el desarrollo del planeamiento territorial, 
exigidas por éste, o a falta de previsión expresa, las propias de su naturaleza y finalidad, 
debidamente justificadas y desarrolladas. Deberán contener el análisis de las diversas 
alternativas de emplazamiento planteadas y la justificación de la opción escogida, y del 
cumplimiento de los requisitos que legitiman la aprobación del plan. 
 
c) Planes especiales en desarrollo de la ordenación estructural de los planes generales o 
autónomos. 
Contendrán, como mínimo: 
1) El detalle de los elementos naturales o artificiales, terrenos, edificios o perímetros 
edificados, a ordenar, renovar o proteger. 
2) Normas de protección o limitaciones de acuerdo con la legislación vigente. 
3) En su caso, previsión de obras a realizar y determinación del sistema de actuación 
aplicable cuando se prevea su ejecución mediante actuaciones integradas y delimitación, 
en ese caso de la correspondiente unidad de ejecución.  
4) Las determinaciones de los planes parciales que sean adecuados a los fines que 
persigan, a las características de las operaciones previstas, y a los usos que se asignen al 
suelo, salvo que alguno de ellos fuera innecesario por no guardar relación con la reforma, 
y en general todas aquellas determinaciones que sean necesarias en función de la 
naturaleza de los distintos planes especiales. 
5) En los planes especiales de ordenación de núcleos rurales, se contemplarán las 
determinaciones acordes con su clasificación de no urbanizable incluyendo la ordenación 
y previsión de la mejora y ampliación de los servicios y equipamientos en los términos 
previstos en este reglamento. 
6) Resultado del trámite de participación pública en el proceso de elaboración del plan. 
 
 
Artículo 62. Estudios de detalle. 
 
1. Los estudios de detalle tienen por objeto completar o adaptar las determinaciones de la 
ordenación pormenorizada en cualquier clase de suelo pudiendo estar previstos en el 
planeamiento de mayor rango o ser independientes del mismo en cuyo caso deberá 
justificar y acreditar debidamente su carácter complementario. 
 
2. Los estudios de detalle atenderán a las siguientes determinaciones: 
 
a) El señalamiento, la rectificación o complementación de las alineaciones y rasantes 
establecidas por la ordenación pormenorizada. 
b) La ordenación de los volúmenes de acuerdo con las previsiones del planeamiento a 
cuyo desarrollo atiende el estudio de detalle. 
c) La regulación de determinados aspectos y características estéticas y compositivas de 
las obras de urbanización, construcciones, edificaciones, instalaciones y demás obras y 
elementos urbanos complementarios definidos en la ordenación pormenorizada. 
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3. Los estudios de detalle en ningún caso podrán alterar el destino del suelo, incrementar 
ni la edificabilidad física ni la ponderada,  ni suprimir o reducir superficie de viales o 
dotaciones públicas establecidas en el planeamiento. 
 
 
Artículo 63. Ordenanzas de urbanización y edificación. 
 
1. Las ordenanzas de urbanización y edificación previstas en el artículo 75 de la Ley 
2/2006 de Suelo y Urbanismo atenderán, como mínimo, a las siguientes determinaciones:  
 
a) Objeto y ámbito de aplicación. 
b) Características y calidades mínimas de la urbanización a incluir en los proyectos de 
urbanización como son las de justificación de las anchuras de aceras y calzadas, las 
condiciones de accesibilidad de personas con movilidad reducida, el fomento del 
transporte público y la seguridad vial, la geometría y soleamiento de las zonas verdes y 
parques públicos, así como jardinería, arbolado, mobiliario urbano y alumbrado público.  
c) Normas mínimas de diseño de vías, aparcamientos, zonas verdes y espacios públicos. 
d) Normas mínimas de seguridad en los parques infantiles. 
e) Contenido mínimo de los proyectos de urbanización y procedimiento de aprobación. 
f) Condiciones de ejecución, recepción y mantenimiento de las obras de urbanización, 
incluido el mobiliario urbano. 
 
2. Determinaciones mínimas de las ordenanzas de construcción y edificación.  
 
a) Objeto y ámbito de aplicación. 
b) Tipología de los edificios. 
Regularán el régimen pormenorizado de actividades susceptibles de autorización dentro 
de las construcciones y aspectos morfológicos y estéticos. 
c) Condiciones de emplazamiento, accesibilidad, garajes, ecoeficiencia en edificios y 
condiciones de uso. 
Distinguiendo entre condiciones comunes a todos los edificios y condiciones aplicables a 
los edificios de vivienda. 
d) Condiciones de habitabilidad y eficiencia energética ya se edificaciones de nueva 
planta como de edificaciones preexistentes. 
e) Requisitos mínimos para solicitar licencia con distinción entre otras mayores y 
menores, y los supuestos en que las licencias puedan sustituirse por el procedimiento de 
comunicación previa. 
f) Procedimiento para el otorgamiento de licencia, iniciación, instrucción y resolución. 
 
 
Artículo 64. Catálogos. Objeto y determinaciones. 
 
1. Los catálogos tienen por objeto inventariar e identificar los bienes naturales o artificiales 
objeto de protección por la ordenación urbanística, recogiendo sus características, 
precisando, en su caso, la categoría o calificación que les corresponde, de acuerdo con la 
legislación aplicable, y especificando el plan que contiene las determinaciones 
reguladoras de su protección. 
 
2. Los catálogos contendrán las siguientes determinaciones: 
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a) Relación de fincas, con expresión de datos relativos a la situación, linderos, superficie y 
características, del inmueble o del bien. 
b) La categoría o calificación que les corresponde. 
 
3. El catálogo distinguirá ente bienes protegidos por la legislación sectorial específica y 
los bienes protegidos únicamente por el municipio. En los primeros reflejará su régimen de 
protección a tenor de la resolución correspondiente del órgano competente en la materia, 
y en los segundos, recogerá el nivel de protección que les otorga el municipio, y el plan 
que contiene las determinaciones reguladoras de su protección. 
 
4. En los catálogos, se distinguirán: 
 
a) Los documentos sin eficacia normativa como son la memoria; los planos informativos 
y las fotografías. 
b) Los documentos con eficacia normativa; como el caso de la ficha de cada elemento, 
su normativa y nivel de protección, así como los planos de ordenación del elemento o 
elementos y su entorno protegido. 
 
 
 

SECCIÓN 3ª 
 CONTENIDO DE LOS PLANES. DOCUMENTACIÓN 

 
 
Artículo 65. Normas comunes.  
 
1. Cuando sea pertinente el sometimiento de un instrumento de ordenación urbanística al 
procedimiento de evaluación ambiental estratégica ordinaria, el documento del plan 
contendrá el estudio ambiental estratégico, cuyo contenido se ajustará a lo establecido en 
la normativa específica de evaluación ambiental. 
 
2. La documentación exigida por la legislación sectorial a los efectos de la normativa 
sobre evaluación ambiental estratégica para los planes urbanísticos será la que se 
contempla para los mismos en el presente reglamento sin perjuicio de la que proceda 
además y en su caso, para la tramitación de los planes especiales de ordenación del 
litoral, de los recintos y conjuntos históricos, protección y mejora del paisaje, implantación, 
definición y funcionalidad de las infraestructuras, conservación y mejora del medio urbano 
o rural y demás previstos en el epígrafe c) del artículo 59.2 de la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo de Euskadi.  
 
3. No será necesario duplicar la información de carácter ambiental cuando la misma 
venga exigida tanto en la normativa específica de evaluación ambiental como en el 
presente reglamento para lo cual, quienes tuvieren la responsabilidad de su elaboración 
atenderán a su debida coherencia facilitando su comprensión general y la labor de los 
órganos administrativos que hayan de pronunciarse sobre los mismos. 
 
 
 



 
 

55 

 

25/03/2015 

Artículo 66. Plan general. 
 
1. El plan general, en su primera formulación o en su revisión contendrá al menos la 
siguiente documentación: 
 
a) Memoria informativa. 
Recogerá toda la información que contenga los elementos de juicio para el ejercicio de la 
potestad de planeamiento. Contendrá al menos, los siguientes apartados: 
1) Información urbanística. 
Recogerá información sobre el medio físico, que incluya las características naturales del 
territorio como las geológicas, topográficas, climáticas y otras.También contendrá 
información socio-urbanística, que incorporará las características de la población 
asentada sobre el territorio, sus condiciones económicas y sociales y las previsiones de 
su evolución; información relacionada con el planeamiento supramunicipal con incidencia 
en el municipio y un análisis y diagnóstico del planeamiento vigente. 
2) Proceso de formulación del Plan. 
3) Alternativas estudiadas y proceso de selección. 
4) Proceso de participación ciudadana. En el que se facilitará o fomentará la presencia 
equilibrada de ambos sexos y se incluirá, en su caso el informe preceptivo del Consejo 
Asesor de Planeamiento. 
5) La memoria incorporará un mapa acústico, un mapa de lugares inseguros desde la 
perspectiva de género, y un mapa de riesgos naturales. Asimismo incorporará un mapa en 
el que se concrete la ubicación de las líneas de alta tensión y otras instalaciones 
eléctricas, e introducirá medidas de planificación urbana para mantener las líneas de alta 
tensión y las instalaciones eléctricas a una distancia segura de las viviendas. 
 
b) Memoria justificativa de la solución adoptada. 
Tras analizar las distintas alternativas posibles, justificará el modelo elegido, las 
determinaciones de carácter estructural y pormenorizado, así como las correspondientes 
a los distintos tipos y categorías de suelo. Contendrá los siguientes extremos: 
1) Conveniencia, procedencia y oportunidad de la formación del plan. 
2) Criterios y objetivos de la ordenación. 
3) Descripción y justificación del modelo elegido.  
4) Ordenación estructural del plan. 
5) Ordenación pormenorizada del plan en cuanto al suelo urbano consolidado así como de 
las áreas y sectores que el propio plan potestativamente ordene también 
pormenorizadamente. 
6) Justificación del cumplimiento de los estándares máximos y mínimos de edificabilidad 
urbanística así como del respeto a la cifra máxima de crecimiento residencial de la 
población expresada en número de viviendas conforme a los instrumentos de ordenación 
del territorio y, en general, de la adecuación del planeamiento urbanístico al planeamiento 
territorial. En su caso, incorporará, el informe acreditativo del cumplimiento de las 
transferencias de edificabilidad protegida previsto en el artículo 47.3 de este Reglamento. 
 
c) Estudio Ambiental Estratégico. 
 
d) Normas Urbanísticas. 
Distinguirá identificándolas, las reglas pertenecientes a la ordenación estructural y a la 
pormenorizada. 
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e) Planos. 
1) Planos de información. 
Plano de situación del término municipal; de estado inicial; de infraestructuras y redes 
existentes y previstas por planes de rango superior; de compatibilización con el 
planeamiento supramunicipal; de medio físico y mapa de ruidos. 
2) Planos de ordenación estructural. 
Plano de estructura general y orgánica del territorio; de categorías de ordenación y 
condicionantes superpuestos en suelo no urbanizable; de delimitación de áreas y sectores 
en este último caso por referencia a las dos etapas o cuatrienios de desarrollo; de 
clasificación del suelo; de calificación global en suelo urbano y urbanizable, y de 
regímenes de desarrollo y ejecución del suelo urbano y urbanizable. 
3) Planos de ordenación pormenorizada cuando procedan.  
Plano de calificación pormenorizada; de infraestructuras de la red dotacional de sistemas 
locales; y de condiciones de desarrollo y ejecución. 
 
f) Estudio de viabilidad económico-financiera. 
Se ponderará el impacto de la actuación en las haciendas públicas afectadas por la 
implantación y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha 
y la prestación de los servicios resultantes, tanto en cuanto a presupuesto de inversión 
como a gasto corriente, y la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos 
productivos. 
 
2. Los planes generales, podrán incluir potestativamente los catálogos y las ordenanzas 
de urbanización y edificación. 
 
 
Artículo 67. Planes de sectorización. 
 
Los planes de sectorización contendrán la documentación señalada en el artículo 66 de la 
Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo. 
 
 
Artículo 68. Planes parciales. 
 
1. Las determinaciones de los planes parciales se desarrollarán en los siguientes 
documentos: 
 
a) Memoria informativa y justificativa de la ordenación. 
1) Justificación de la procedencia de su formulación y de su adecuación a la ordenación 
del plan general. 
2) Información urbanística. Características naturales del territorio, Usos, edificaciones e 
infraestructuras existentes y estudio de la estructura de la propiedad. 
 
b) Planos de información. 
Se diferenciarán dos tipos de información gráfica: 
1) Información urbanística sintética, sobre la situación y calificación de los terrenos en el 
planeamiento de rango superior que desarrolla el plan parcial. De situación y de 
ordenación. 
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2) Información sobre el estado de los terrenos, en cuanto a su morfología, construcciones, 
vegetación y usos existentes, y estructura de la propiedad del suelo. Topográfico, catastral 
y de edificaciones, usos, infraestructuras y vegetación existentes.  
 
c) Planos de ordenación pormenorizada. 
 
Contendrá al menos los siguientes planos: 
1) Zonificación. Asignación de usos pormenorizados, sistema de espacios libres y zonas 
verdes y especificación de la situación de todas las reservas de suelo para dotaciones, 
entre ellos del estándar de sistemas locales 
2) Esquema de las redes de abastecimiento de agua, riego e hidrantes contra incendios, 
alcantarillado, distribución de energía eléctrica y alumbrado público así como de las redes 
de gas y de telecomunicaciones cuando procedan. 
3) Gestión con la definición gráfica, como mínimo de las unidades de ejecución y de los 
sistemas generales o locales adscritos o incluidos a efectos de su obtención. 
El plan parcial incluirá además todos aquellos planos que se consideren necesarios para 
su mejor definición. 
 
d) Normas urbanísticas. 
 
Normas reguladoras de los parámetros de uso y edificación del suelo, y características 
básicas de cada sector: 
1) Superficie total de cada sector, identificando, en su caso la correspondiente a los 
sistemas generales adscritos y/o incluidos,  el uso global y los compatibles, con precisión 
del porcentaje de vivienda protegida. así como la regulación de intensidades edificatorias 
y densidades máximas. 
2) Normas de protección de valores culturales y ambientales. 
3) Normas de gestión con la programación de plazos y, en su caso, la previsión de los 
sistemas de actuación urbanística.  
4) Normas de urbanización y edificación. 
 
e) Estudio de viabilidad económico-financiera. 
Se deberá recoger el carácter público o privado de las inversiones a realizar, con 
especificación de las obras y servicios que se atribuyen al sector público y privado e 
indicación, en el primer caso de los organismos o entidades públicas que asumen el 
importe de la inversión. A estos efectos, habrá de tenerse en cuenta que el coste de las 
obras de urbanización, de interés para el sector enunciadas en el artículo 147 de la Ley 
2/2006 de Suelo y Urbanismo, será a cargo de las personas o entidades propietarias del 
sector.  
Si para la ejecución del plan parcial se hubiera elegido el sistema de expropiación, el 
estudio económico financiero contendrá, además el cálculo estimativo del coste de la 
expropiación, puesto en relación con la etapa o momento en que se haya de realizar. 
 
2. Además de los documentos a que se refiere el apartado anterior, los planes parciales 
que tengan por objeto urbanizaciones de iniciativa particular deberán contener un anexo a 
la memoria del plan, con los siguientes datos: 
 
a) Justificación de la necesidad o conveniencia de la urbanización. 
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b) Relación de personas propietarias afectadas, con su nombre, apellidos y dirección, a 
efectos de notificaciones. 
 
c) Las determinaciones legalmente establecidas en relación al modo de ejecución de las 
obras de urbanización, señalamiento del sistema de actuación, y compromisos entre el 
ayuntamiento y las personas actuantes con señalamiento de los recursos económicos con 
los que cuente la promoción. 
 
 
Artículo 69. Planes especiales. 
 
1. Los planes especiales, contendrán los siguientes documentos: 
 
a) Memoria descriptiva y justificativa de la conveniencia y oportunidad del plan especial 
de que se trate con explicación, cuando proceda, de su debida coherencia con el 
planeamiento territorial o plan general que desarrolle, y su incidencia sobre el mismo. 
 
b) Estudios complementarios. 
 
c) Planos de información y de ordenación a escala adecuada. 
 
d) Normas urbanísticas. 
Contendrán las normas mínimas a las que hayan de ajustarse los proyectos técnicos 
cuando se trate de desarrollar obras de infraestructura y de saneamiento. 
Las normas urbanísticas que contengan los planes especiales de protección de bienes 
culturales calificados o inventariados, así como de espacios rurales, habrán de tener en 
cuenta la adaptación de las construcciones al ambiente en que estuvieran situadas. 
 
e) Cuando se trate de planes especiales de protección y conservación, incluirán las 
normas de protección correspondientes. 
 
f) Estudio de viabilidad económica. 
Cuando se trate de planes especiales de renovación urbana, contendrá al menos los 
siguientes elementos: 
1) La delimitación de los ámbitos de actuación, pudiendo determinar los sistemas de 
actuación, o la identificación de la actuación aislada, con la previsión de expropiación 
forzosa para la obtención de los terrenos necesarios, y en su caso, el plan de realojo 
temporal y definitivo, y de retorno a que dé lugar. 
2) Un estudio comparado de los parámetros urbanísticos existentes, y en su caso, de los 
propuestos, con identificación de las determinaciones urbanísticas básicas referidas a 
edificabilidad, usos y tipologías edificatorias y redes públicas que habría que modificar. Se 
analizarán las modificaciones sobre incremento de edificabilidad o densidad, o 
introducción de nuevos usos, así como la posible utilización del suelo, vuelo y subsuelo de 
forma diferenciada, para lograr un mayor acercamiento al equilibrio económico, a la 
rentabilidad de la operación y a la no superación de los límites del deber legal de 
conservación. 
3) Las determinaciones económicas básicas relativas a los valores de repercusión de 
cada uso urbanístico propuesto, estimación del importe de la inversión, incluyendo tanto 
las ayudas públicas, directas e indirectas, como las indemnizaciones correspondientes, 
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así como la identificación del sujeto o sujetos responsables del deber de costear las redes 
públicas. 
4) El análisis de la inversión que pueda atraer la actuación y la justificación de que la 
misma es capaz de generar ingresos suficientes para financiar la mayor parte del coste de 
la transformación física propuesta, garantizando el menor impacto posible en el patrimonio 
personal de los particulares, y teniendo en cuenta en cualquier caso el límite del deber 
legal de conservación. 
Se hará constar, en su caso, la posible participación de empresas de rehabilitación o 
prestadoras de servicios energéticos de abastecimiento de agua o de telecomunicaciones, 
cuando asuman el compromiso de integrarse en la gestión, mediante la financiación de 
parte de la misma, o de la red de infraestructuras que les competa, así como la 
financiación de la operación por medio de ahorros amortizables en el tiempo. 
5) El horizonte temporal, que en su caso, sea preciso para garantizar la amortización de 
las inversiones y la financiación de la operación. 
6) La evaluación de la capacidad pública necesaria para asegurar la financiación y el 
mantenimiento de las redes públicas que deban ser financiadas por la administración, así 
como su impacto en las correspondientes haciendas públicas. 
 
2. El contenido de la documentación de los planes especiales tendrán el grado de 
precisión adecuado a sus fines, y será igual a la de los planes parciales, salvo que alguno 
de los documentos de éste sean innecesarios por no guardar relación con el objeto del 
mismo. 
 
 
Artículo 70. Estudios de detalle. 
 
Los estudios de detalle contendrán los siguientes documentos: 
 
1. Memoria. 
 
Justificará el respeto de los límites legales establecidos en el artículo 73.2 de la Ley 
2/2006 de Suelo y Urbanismo, y en su caso, la necesidad o conveniencia de completar o 
adaptar las determinaciones del plan general o del planeamiento de desarrollo, y la 
procedencia de las soluciones adoptadas. 
 
Cuando se modifique la disposición de volúmenes se efectuará, además, un estudio 
comparativo de la edificabilidad resultante por aplicación de las determinaciones previstas 
en el plan y de las que se obtienen en el estudio de detalle, justificando que no se 
aumenta la ocupación del suelo, ni las alturas máximas de los volúmenes edificables 
previstos en el plan, ni se incrementa la densidad de población establecida en el mismo.  
 
2. Planos de información. 
 
3. Planos de ordenación. 
 
Planos, que expresen las determinaciones que se completan, adaptan o reajustan, con 
referencias precisas a la nueva ordenación y su relación con la anteriormente existente. 
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Artículo 71. Ordenanzas y catálogos. 
 
1. Las ordenanzas municipales de edificación, y urbanización contendrán los siguientes 
documentos: 
 
a) Memoria justificativa. 
Que incluirá un estudio de los condicionantes físicos y climáticos del territorio municipal a 
los efectos de lo dispuesto en el artículo 75.4 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de suelo y 
urbanismo del País Vasco. 
 
b) Normativa.  
 
2. Los catálogos contendrán la siguiente documentación: 
 
a) Listado o relación de bienes inmuebles naturales o artificiales objeto de protección. 
 
b) Ficha individualizada de cada elemento, en la que se recogerán, su nombre, 
características, localización, y se precisará, si se trata de un bien de protección municipal, 
exclusivamente, o en su caso, la categoría o calificación que les corresponde, de acuerdo 
con la legislación sectorial aplicable, especificando el plan que contiene las 
determinaciones reguladoras de su protección. En el supuesto de edificios, la ficha 
contendrá también un apartado relativo a la situación de ocupación o desocupación del 
mismo, y a su estado de conservación. 
 
c) Plano de situación y fotografía. 
 
 

SECCIÓN 4ª. PROCEDIMIENTO DE APROBACIÓN DE LOS PLANES Y OTROS 
INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN URBANÍSTICA. TRAMITACIÓN 

 
 
Artículo 72. Silencio administrativo positivo en la tramitación de planeamiento.  
 
1. Cuando la aprobación definitiva del plan general corresponda a las diputaciones 
forales, transcurridos seis meses desde la remisión del expediente al órgano foral, si éste 
no hubiera comunicado resolución alguna al ayuntamiento que otorgó la aprobación 
provisional, el plan se entenderá aprobado por silencio administrativo positivo. 
 
2. No obstante, en los supuestos regulados en el artículo 105.7 de la Ley 2/2006 de 30 
de junio de Suelo y Urbanismo, de aprobación definitiva de modificaciones de planes 
generales que afecten a suelos destinados a zonas verdes y espacios libres anteriormente 
incluidos en la ordenación estructural, el plazo máximo para la aprobación definitiva 
quedará suspendido desde que se requiera la autorización que al efecto haya de otorgar o 
denegar la Comisión de Ordenación del Territorio del País Vasco. Transcurridos tres 
meses desde el citado requerimiento de autorización de la Comisión de Ordenación del 
Territorio del País Vasco sin que se hubiere notificado resolución alguna podrá entenderse 
desestimada la aprobación definitiva de la modificación por silencio administrativo 
negativo sin perjuicio de la resolución tardía que pudiera producirse. 
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3. Cuando la aprobación definitiva del plan parcial o especial así como de su 
modificación corresponda a las diputaciones forales, si se ha tramitado de oficio por el 
ayuntamiento, se entenderá definitivamente aprobado por silencio administrativo positivo, 
si el órgano foral no hubiera comunicado su resolución transcurridos tres meses desde la 
remisión del expediente al órgano foral.  
 
4. El plazo para acordar la aprobación inicial del plan parcial o especial debidamente 
formulado a instancia de particulares, será de tres meses desde su presentación completo 
en el registro de documentos del ayuntamiento correspondiente. La aprobación provisional 
o definitiva del mencionado plan parcial o especial formulado a instancia de particulares, 
no podrá exceder de seis meses desde su aprobación inicial. El transcurso de los citados 
plazos sin notificación de resolución alguna al efecto, se entenderá que el plan ha sido 
desestimado por silencio administrativo negativo sin perjuicio de la obligación de resolver 
que asiste a las entidades públicas y de la resolución que pudiere comunicarse con 
posterioridad en cuyo caso la responsabilidad por el retraso se atemperará a tal 
circunstancia. 
 
5. En el supuesto de que en la tramitación de una figura de planeamiento urbanístico, se 
produzca un acuerdo que requiera la presentación de un texto refundido o de nueva 
documentación, la resolución subsiguiente del órgano competente, debe dictarse dentro 
del mismo plazo previsto legalmente para la aprobación definitiva del instrumento de 
planeamiento de que se trate. Si una vez transcurrido este plazo no se ha notificado 
ningún acto expreso, se entenderá que se ha producido la aprobación definitiva del texto 
refundido por silencio administrativo positivo, o que se ha completado definitivamente el 
expediente, con la documentación aportada. 
 
6. No habrá lugar a la aplicación del silencio administrativo positivo, si el plan no 
contuviere los documentos y determinaciones establecidas por los preceptos que sean 
directamente aplicables para el tipo de plan de que se trate y la aprobación definitiva 
obtenida por silencio administrativo será nula si el plan contuviere determinaciones 
contrarias a la ley o a planes de superior jerarquía, o cuando la aprobación del plan esté 
sometida a requisitos especiales legal o reglamentariamente establecidos. 
 
 
Artículo 73. Actos preparatorios. Suspensión del otorgamiento de  licencias. 
 
1. Las administraciones competentes para la ordenación urbanística cuando formulen, 
en su caso, un documento de avance de planeamiento podrán acordar, en cualquier 
momento, la suspensión facultativa de toda clase de aprobaciones, autorizaciones y 
licencias urbanísticas para ámbitos o usos determinados por el plazo máximo de un año 
desde la publicación del anuncio correspondiente en el boletín oficial del territorio 
histórico. 
 
2. La aprobación inicial de los planes urbanísticos conlleva y determina, por sí misma, la 
suspensión automática de toda clase de aprobaciones, autorizaciones y licencias 
urbanísticas que contradigan o no se ajusten al documento inicialmente aprobado. El 
plazo máximo de duración de esta suspensión automática será de dos años en el caso de 
la aprobación inicial de los planes generales o sus modificaciones, y de un año en los 
planes de ordenación pormenorizada, a contar desde la publicación del correspondiente 
anuncio en el boletín oficial del territorio histórico. La suspensión automática sustituirá a la 
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facultativa que se hubiere adoptado con arreglo a lo previsto en el número anterior de este 
artículo. 
 
3. Los anuncios del boletín y de, al menos, uno de los diarios de mayor difusión en el 
área de ordenación, deberán incluir necesariamente las áreas, ámbitos, sectores, barrios, 
unidades de ejecución y usos que quedan afectadas y que la administración actuante 
podrá variar a lo largo del plazo de duración cuando así proceda por causa de la 
adecuación del documento de ordenación durante su tramitación. 
 
4. Extinguidos los efectos de la suspensión en cualquiera de los supuestos previstos, no 
podrán acordarse nuevas suspensiones, en el mismo ámbito espacial y por idéntica 
finalidad, en el plazo de cinco años. 
 
5. Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, podrán concederse licencias 
basadas en el régimen vigente, siempre que se respeten las determinaciones del nuevo 
planeamiento en tramitación. 
 
6. La suspensión se extingue por el mero transcurso del plazo máximo para el que haya 
sido adoptada, y en todo caso, con la aprobación definitiva del plan en tramitación si ésta 
fuera anterior. 
 
 
Artículo 74. Efectos del acuerdo de suspensión de licencias. 
 
1. Acordada la suspensión de licencias o la aprobación inicial del plan que lleve consigo 
este efecto suspensivo, el órgano municipal competente ordenará la interrupción del 
procedimiento de otorgamiento y la notificación de aquel acuerdo a quienes tuvieran 
presentadas las solicitudes de licencia con anterioridad a la fecha de su adopción. 
 
No habrá derecho a la devolución del coste del proyecto cuando la petición no se ajuste a 
derecho por ser contraria a la normativa o a la ordenación territorial y urbanística vigentes 
a la fecha de la solicitud. 
 
2. Los peticionarios de licencias solicitadas en debida forma, con anterioridad a la 
publicación del acuerdo de suspensión o de sometimiento al trámite de información 
pública de un plan que lleve consigo efectos suspensivos del otorgamiento de licencias 
tendrán derecho a ser indemnizados del coste oficial de los proyectos o de la parte de los 
mismos que hubiere de ser rectificada. 
 
3. El derecho a exigir la devolución del coste del proyecto quedará en todo caso en 
suspenso hasta que, aprobado definitivamente el plan de que se trate, se demuestre la 
incompatibilidad del citado proyecto con sus determinaciones. 
 
 
Artículo 75. La evaluación ambiental estratégica en la formulación, tramitación y 
aprobación del planeamiento urbanístico. 
 
1. Las administraciones públicas competentes en la formulación y tramitación de los 
planes urbanísticos que hayan de someterse al procedimiento de evaluación ambiental 
estratégica conforme a la normativa propia de la misma, dispondrán lo necesario para que 
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las actuaciones ambientales previstas en la normativa específica de evaluación se 
incluyan en los citados procedimientos de aprobación del planeamiento urbanístico. 
 
2. Asimismo, todos los órganos administrativos intervinientes tanto en la referida 
elaboración y tramitación del planeamiento urbanístico como en su evaluación ambiental 
estratégica promoverán y garantizarán, en todo momento, la simultaneidad y no duplicidad 
de trámites y documentos. 
 
3. A tal efecto, y sin perjuicio de otras determinaciones sobre el particular, la elaboración 
así como el sometimiento a información pública y audiencia del avance de planeamiento 
podrá simultanearse con el trámite inicial de consultas de la evaluación ambiental 
estratégica siempre que se garantice el estricto cumplimiento de la normativa propia de la 
evaluación ambiental.  
 
4. Igualmente, el momento en el que la administración que promueve la aprobación del 
plan urbanístico sometido a evaluación ambiental estratégica haya de instar el análisis 
técnico y la declaración ambiental estratégica, será cuando el referido proyecto de plan 
urbanístico haya sido provisionalmente aprobado, remitiéndose el expediente 
simultáneamente a la Comisión de Ordenación del Territorio del País Vasco a efectos de 
la obtención de su informe preceptivo y, en algunos temas, vinculante según se contempla 
en el artículo 91.2 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo. 
 
 
Artículo 76. Planes urbanísticos que prevén intervenciones en suelos de alto valor 
agrológico. 
 
En la elaboración y aprobación de los planes urbanísticas que, con independencia de su 
rango, planteen actuaciones sobre suelos de alto valor agrológico, así definidos conforme 
a lo establecido en el marco de referencia vigente en cada momento para la ordenación 
del espacio rural vasco, deberá recabarse informe preceptivo del órgano foral competente 
en materia agraria que podrá ser emitido conjuntamente con el correspondiente a la 
Comisión de Ordenación del Territorio o cuando la intervención de esta última no resulte 
preceptiva, tras la aprobación inicial del citado plan urbanístico. 
 
 
Artículo 77. El Programa de Participación Ciudadana y Consejo Asesor de Planeamiento. 
 
1. El acuerdo de inicio de la formulación, modificación o revisión de cualquier figura de 
planeamiento de ordenación estructural deberá estar acompañado de un programa de 
participación ciudadana definido y aprobado por el ayuntamiento y que, orientativamente, 
podrá incluir las siguientes fases y contenidos: 
 
a) Fase de diagnóstico e información urbanísticay de propuestas para la redacción del 
avance. 
b) Información pública del avance. 
c) Análisis y respuestas a las sugerencias presentadas y resumen ejecutivo expresivo de 
la ordenación del Plan.  
d) Información pública posterior a la aprobación inicial. 
e) Análisis y respuestas a las alegaciones presentadas. 
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f) Reclamaciones y recursos presentados que tienen incidencia y resumen final del 
proceso participativo. 
 
2. Del mismo modo, previa o simultáneamente al acuerdo municipal de inicio de la 
formulación, modificación o revisión de cualquier figura de plan en el caso de los 
municipios con población superior a siete mil habitantes, se tramitará y aprobará el 
pertinente reglamento del Consejo Asesor del Planeamiento Municipal, que informará 
preceptivamente y como mínimo, los proyectos de planeamiento general que se sometan 
a aprobación inicial y provisional. 
 
 
Artículo 78. Formulación y tramitación del plan general. 
 
1. La formulación del plan general corresponde al ayuntamiento. Acordada su redacción, 
se solicitará de los órganos del Gobierno Vasco, de la diputación foral correspondiente 
con competencias sobre protección civil, el medio ambiente, el patrimonio cultural y el 
medio natural la información sobre riesgos existentes y los condicionantes 
medioambientales, de protección del patrimonio cultural y del medio natural que deban ser 
respetados por su ordenación, la cual se suministrará, acompañada de su justificación 
técnica y jurídica, en un plazo no superior a dos meses. 
 
2. Los ayuntamientos alaveses, en un plazo no superior a dos meses desde el acuerdo 
de redacción del plan general, solicitarán de las juntas administrativas de su término 
informe en relación con los criterios que deban ser tenidos en cuenta para la ordenación 
de los servicios y bienes de titularidad concejil y cualquier otro a considerar en la 
formulación del plan general. El citado informe se emitirá en un plazo no superior a dos 
meses, y la omisión de su requerimiento será causa suficiente para la suspensión del acto 
de aprobación definitiva del proyecto de plan general. 
 
3. Una vez elaborado el avance, el ayuntamiento acordará su exposición al público 
durante el plazo mínimo de dos meses, en el que se podrán presentar sugerencias y 
alternativas. La exposición pública será anunciada en el boletín del territorio histórico y en 
el diario o diarios de mayor difusión o de mayor circulación del territorio. El avance se 
remitirá a los ayuntamientos colindantes para su conocimiento, y en el caso de los 
municipios alaveses también a las juntas administrativas de su término, para su 
conocimiento e informe, en relación con los aspectos básicos de la ordenación estructural 
propuesta. 
 
4. A la vista del resultado de la exposición y participación pública e institucional, se 
adoptarán por el ayuntamiento los criterios y objetivos que servirán de base para redactar 
el plan general. 
 
5. El ayuntamiento aprobará inicialmente el plan general, y lo someterá a información 
pública por medio de su publicación en el boletín del territorio histórico al que pertenezca 
el municipio y en el diario o diarios de mayor difusión o de mayor circulación del territorio, 
por el plazo de un mes, como mínimo, a partir de la última publicación. Igualmente se 
notificará la aprobación inicial, para su conocimiento e informe, a las administraciones 
públicas con competencias sectoriales, y en el caso de los ayuntamientos alaveses 
también a las juntas administrativas del municipio. 
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6. El ayuntamiento, a la vista del resultado de la información pública, procederá a la 
aprobación provisional del plan general con las modificaciones que procedieran. No 
obstante, si las citadas modificaciones significasen un cambio sustancial en la ordenación 
estructural inicialmente prevista, el ayuntamiento acordará su nueva aprobación inicial y la 
apertura de un nuevo período de información pública previo a la aprobación provisional. 
 
7. En el caso de Álava, el ayuntamiento dará cuenta del acuerdo de aprobación 
provisional, con remisión completa del contenido de dicho acuerdo, a las juntas 
administrativas del municipio. 
 
8. Los expedientes de aprobación, del plan general, deberán incorporar, para su remisión 
a la Comisión de Ordenación del Territorio del País Vasco, junto con el acuerdo de 
aprobación provisional del citado expediente, una certificación municipal en la que se dé 
cuenta de la existencia, en su caso, del informe preceptivo del Consejo Asesor de 
Planeamiento Municipal, y de la consideración o contestación que el Ayuntamiento haya 
adoptado respecto a las sugerencias o recomendaciones formuladas por aquél, en 
aquellos supuestos en que sea exigible según lo dispuesto en el artículo 109 de la Ley 
2/2006 de 30 de junio de suelo y urbanismo del País Vasco.   
 
9. La no presentación por parte del Ayuntamiento, del informe del Consejo Asesor de 
Planeamiento, cuando sea legalmente exigible, junto con la certificación municipal de su 
toma o no en consideración podrá ser considerado como motivo de inadmisión del 
expediente en la Comisión, interrumpiendo el plazo de dicha Comisión para emisión del 
informe previsto en el art. 91.2 Ley 2/2006. 
 
La no presentación del certificado del padrón municipal, acreditativo del cómputo de la 
población, a efectos de cumplimiento de obligaciones, al igual que la omisión en la 
aportación de datos ya disponibles o de fácil acceso por parte de la Comisión de 
Ordenación del Territorio del País Vasco no será motivo de inadmisión de la solicitud de 
informe. 
 
 
Artículo 79. Aprobación definitiva del plan general. 
 
1. Los ayuntamientos con población superior a siete mil habitantes, las diputaciones 
forales en los que no alcancen el citado umbral de población o las entidades locales o 
supramunicipales que obtengan al efecto la debida delegación, cuando hayan de proceder 
a la aprobación definitiva del plan general podrán adoptar alguna de las siguientes 
resoluciones: 
 
- Aprobación definitiva que podrá ser parcial si el informe de la Comisión de Ordenación 
del Territorio afecta a ámbitos o determinaciones concretas que no impiden una aplicación 
coherente del resto del plan. 
- Suspensión total o parcial de la aprobación definitiva bien por razones de estricta 
legalidad o bien de afectación a intereses supramunicipales debidamente contemplados 
en la legislación o en los instrumentos de ordenación del territorio que resulten aplicables. 
- Desestimación debidamente motivada ya sea total o parcial de la aprobación ya sea por 
razones de estricta legalidad o de afectación a intereses supramunicipales debidamente 
contemplados en la legislación o en los instrumentos de ordenación del territorio que 
resulten aplicables. 
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2. En el supuesto de suspensión de su aprobación, si las deficiencias señaladas obligaren 
a introducir modificaciones sustanciales en el plan, éste se someterá de nuevo a 
información pública, y en su caso, a audiencia de las entidades locales a cuyo territorio 
afecte, elevándose finalmente y previo acuerdo de la entidad, a la aprobación definitiva. 
 
Se considerarán modificaciones sustanciales, aquéllas que afecten a la estructura general 
orgánica, a la calificación global o al modelo estructural, sin que en ningún caso se 
consideren modificaciones sustanciales, las determinaciones de ordenación 
pormenorizada.  
 
3. Si las deficiencias no exigieren modificaciones sustanciales, el órgano competente para 
la aprobación definitiva señalará en su acuerdo si, una vez subsanadas por la entidad que 
hubiere otorgado la aprobación provisional, debe elevarse de nuevo a la aprobación 
definitiva, o si el plan entra en vigor directamente sin necesidad de este último trámite, una 
vez realizada la subsanación por la entidad citada, de la que se dará cuenta a la 
Administración competente. 
 
 
Artículo 80. Planes de compatibilización y planes de sectorización. 
 
1. Conforme a lo previsto en los artículos 63 y 92 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo 
del País Vasco, los ayuntamientos afectados podrán acordar la elaboración de un plan de 
compatibilización de zonas limítrofes de sus territorios y la competencia para su 
aprobación definitiva seguirá la misma regla que la correspondiente a la aprobación 
definitiva del plan general. 
 
2. En defecto de tal acuerdo, cualquiera de los ayuntamientos afectados podrá instar la 
intervención del órgano competente de la Diputación Foral o del Gobierno Vasco, en este 
último caso cuando la compatibilización afecte a varios territorios históricos. Transcurridos 
dos meses desde que le fuera requerido, el citado órgano foral o autonómico emitirá 
informe vinculante determinando, en su caso, que entidad habrá de tramitar el plan de 
compatibilización o decidiendo que será la propia administración foral o Autonómica la que 
lo verifique según los supuestos.  
 
3. Los planes especiales que se elaboren en desarrollo de las determinaciones de un 
instrumento de ordenación territorial se realizarán, aun en defecto de plan general que lo 
contemple, por el órgano sectorial competente conforme al procedimiento previsto para la 
aprobación del citado planeamiento. En caso de que el mencionado plan especial 
correspondiera realizarlo a las entidades locales afectadas se seguirá el mismo 
procedimiento previsto en el número anterior de este artículo.  
 
4. La formulación y tramitación del plan de sectorización respetará lo dispuesto en los 
artículos 93 y 94 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de suelo y urbanismo. 
 
 
Artículo 81. Tramitación de los planes parciales. 
 
1. La formulación del plan parcial corresponde en principio a los ayuntamientos, y puede 
realizarla también cualquier otra persona física o jurídica. Los planes parciales que tengan 
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por objeto urbanizaciones de iniciativa particular, se ajustarán a las mismas reglas de 
procedimiento, y además se citará personalmente para la información pública a las 
personas que figuren en el Catastro, como propietarias de terrenos comprendidos en el 
plan y asimismo se les notificará personalmente el acuerdo de aprobación definitiva. 
 
2. El ayuntamiento acordará, o denegará motivadamente, la aprobación inicial del plan 
parcial. Una vez aprobado inicialmente lo someterá a información pública, con publicación 
del acuerdo de aprobación inicial en el boletín oficial del territorio histórico al que 
pertenezca el municipio y en el diario o diarios de mayor tirada en el territorio, por el plazo 
mínimo de veinte días a partir de la última publicación. 
Si se trata de un municipio del territorio histórico de Álava, notificará el acuerdo de 
aprobación inicial a las juntas administrativas territorialmente afectadas, con remisión de 
una copia completa del expediente administrativo y técnico del plan en la parte del mismo 
que les afecte, para la emisión de informe en el plazo de veinte días, transcurrido el cual 
sin contestación o resolución se podrá proseguir el trámite. La omisión del requerimiento 
de este informe concejil será causa suficiente para la suspensión de la aprobación 
definitiva. 
 
3. A la vista de las alegaciones formuladas en el período de información pública, el 
ayuntamiento adoptará la aprobación provisional o definitiva con las modificaciones que 
procedieran. Si las modificaciones fuesen sustanciales, se redactará un nuevo texto 
refundido del plan parcial, que volverá a ser aprobado inicialmente y se abrirá un nuevo 
período de información pública. La resolución que haya de emitirse sobre la aprobación 
definitiva podrá ser efectivamente de aprobación, de suspensión o de denegación total o 
parcial de la misma en los mismos términos previstos para el acto de aprobación definitiva 
del planeamiento general. 
 
4. El plazo para acordar en sede municipal la aprobación provisional o definitiva, según 
corresponda, no podrá exceder de seis meses desde la aprobación inicial. Transcurrido 
este plazo sin comunicar la pertinente resolución, en el supuesto de que dicho plan parcial 
hubiera sido presentado a instancia de parte, el interesado podrá entenderlo desestimado. 
 
5. En el caso de municipios con población igual o inferior a tres mil habitantes, una vez 
adoptado el acuerdo de aprobación provisional, se remitirá, en un plazo no superior a diez 
días desde su adopción, a la diputación foral correspondiente para su aprobación 
definitiva. En el caso de municipios con población superior a tres mil habitantes, la 
segunda aprobación municipal tendrá el carácter de aprobación definitiva. 
 
6. Sin perjuicio de lo previsto en los párrafos anteriores de este artículo, la diputación 
foral podrá delegar la aprobación definitiva de los planes parciales en los ayuntamientos 
de municipios de población igual o inferior a tres mil habitantes  o en entidades públicas 
supramunicipales de las que sean miembros, siempre que dispongan de servicios 
técnicos suficientes para tal cometido y acepten la delegación. Igualmente, los 
ayuntamientos de municipios de más de 3.000 habitantes podrán delegar la aprobación 
definitiva de los planes parciales en entidades públicas supramunicipales con 
competencias estatutarias para ello, o en la diputación foral, siempre que acepten la 
delegación. 
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Artículo 82. Aprobación definitiva del plan parcial. 
 
1. La aprobación definitiva del plan parcial podrá ser denegada por ser contrario a las 
determinaciones de la legislación urbanística aplicable, de los instrumentos de ordenación 
del territorio o del plan general, o a las disposiciones de la legislación sectorial, o por 
incumplimiento de exigencias procedimentales, documentales y materiales establecidas 
por el ordenamiento jurídico. 
 
2. El acuerdo de aprobación definitiva podrá condicionarse a la inclusión de 
modificaciones en las determinaciones del plan parcial, siempre que no afecten 
sustancialmente a su contenido, y condicionar su publicación a la presentación del texto 
refundido que las recoja. En caso contrario, se denegará su aprobación. 
 
3. La aprobación definitiva se producirá, en el caso de municipios con población igual o 
inferior a tres mil habitantes, en un plazo no superior a dos meses desde la entrada del 
expediente en el registro del órgano foral correspondiente. En el supuesto de no haber 
recaído la aprobación definitiva en el citado plazo, el ayuntamiento o el promotor podrá 
entenderla desestimada. 
 
 
Artículo 83. Tramitación y aprobación de planes especiales. 
 
1. Los planes especiales se formularán, tramitarán y aprobarán de acuerdo con lo 
establecido al efecto para los planes parciales. En la tramitación de planes especiales de 
iniciativa particular, además se citará personalmente para la información pública a las 
personas que figuren en el Catastro, como propietarias de terrenos comprendidos en el 
plan y asimismo se les notificará personalmente el acuerdo de aprobación definitiva. 
 
2. Los planes especiales formulados en virtud de competencia sectorial que corresponda 
a algún departamento del Gobierno Vasco o de la administración foral serán formulados, 
tramitados y aprobados por el órgano del Gobierno Vasco o de la Administración foral 
competente al efecto, de conformidad con las reglas establecidas en el apartado anterior. 
Una vez producida su aprobación inicial, deberán ser sometidos a informe de la Comisión 
de Ordenación del Territorio del País Vasco y de los ayuntamientos y concejos afectados, 
que deberá ser evacuado en el plazo máximo de dos meses, transcurrido el cual se podrá 
proseguir el trámite. 
 
3. Los planes especiales de rehabilitación, renovación o regeneración urbana y los 
planes especiales de protección y conservación de conjuntos monumentales o inmuebles 
calificados deberán ser sometidos, una vez aprobados inicialmente, a informe del 
Departamento de Cultura del Gobierno Vasco, que será emitido en un plazo no superior a 
un mes, transcurrido el cual se podrá proseguir el trámite. El informe del Departamento de 
Cultura tendrá carácter vinculante en relación con el régimen de protección establecido en 
las resoluciones de incoación o calificación definitiva de los inmuebles de interés cultural. 
 
4. Los planes especiales regulados en este reglamento cuando afecten a suelo no 
urbanizable se someterán a informe de la Comisión de Ordenación del Territorio del País 
Vasco y los planes especiales de ordenación pormenorizada que se redacten sobre suelo 
urbano o urbanizable no precisarán ser informados por la mencionada Comisión de 
Ordenación del Territorio según dispone la disposición adicional primera de la Ley 2/2006. 
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5. En la tramitación de los planes especiales de renovación urbana, que afecten a barrios 
consolidados y que incidan sobre la población afectada, el acuerdo municipal de inicio de 
la formulación, deberá estar acompañado de un programa de participación ciudadana. 
 
 
Artículo 84. Otros instrumentos de ordenación urbanística. 
 
1. La aprobación de los estudios de detalle respetará los trámites previstos en el artículo 
98 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo, y su aprobación inicial, deberá ser además 
notificada personalmente a las personas que aparezcan en el Catastro como propietarias 
y demás interesadas directamente afectadas, comprendidas en el ámbito territorial del 
estudio de detalle. En el supuesto de ayuntamientos alaveses, se notificará asimismo a 
los concejos territorialmente afectados. 
 
2. La aprobación de las ordenanzas municipales de urbanización y edificación, se 
adaptará a la tramitación prevista en el artículo 99 de la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo. Si se trata de un municipio del Territorio Histórico de Álava, se notificará 
además, el acuerdo de aprobación inicial al concejo territorialmente afectado. 
 
3. La aprobación de los catálogos, se adaptará a la tramitación prevista en el artículo 100 
de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo. Dentro del trámite de información pública se 
solicitará informe a los departamentos competentes en materia de patrimonio cultural de la 
diputación foral correspondiente y del Gobierno Vasco y transcurrido el plazo de un mes 
sin que sea emitido, se podrá proseguir con el procedimiento.  
 
 

SECCIÓN 5ª. PUBLICIDAD DE LOS PLANES 
 
 
Artículo 85. Trámite de información pública. 
 
1. En los procedimientos de aprobación o modificación de planes y demás instrumentos 
de ordenación urbanística, además de la documentación comprensiva de los citados 
planes e instrumentos, deberá ser expuesto al público un resumen ejecutivo expresivo de 
los siguientes extremos: 
 
a) Delimitación de los ámbitos en los que la ordenación proyectada altera la vigente, con 
un plano de situación y alcance de la modificación. Se incluirá una referencia a la 
toponimia, e instrumentos de información gráfica que permitan comparar el estado actual 
y la imagen futura prevista por la mencionada ordenación. 
b) En su caso, los ámbitos en los que se suspendan la ordenación urbanística o los 
procedimientos de su ejecución, y la duración de la citada suspensión. 
 
2. En los anuncios que se publiquen en el plazo de información pública, deberán incluirse, 
referencias de localización, que permitan identificar el terreno afectado por el instrumento 
de planeamiento, concretando como mínimo, las localidades y las áreas, sectores o 
ámbitos objeto de ordenación. 
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3. Además de la publicación de anuncios en los boletines oficiales y en diarios de mayor 
difusión del territorio, los ayuntamientos, en la medida de sus posibilidades, deberán 
incluir los oportunos anuncios y la documentación que debe ser expuesta al público, en la 
página web municipal, durante los plazos de información pública legalmente previstos, 
manteniéndola hasta su aprobación definitiva. 
 
 
Artículo 86. Registro Vasco de Planeamiento.  
 
1. El Registro Vasco de Planeamiento, gestionado por el departamento competente en 
materia de urbanismo del Gobierno Vasco, constituye un sistema de información del 
planeamiento urbanístico de todos los municipios de la Comunidad Autónoma en el que 
se ofrecen los enlaces correspondientes con los tres registros forales de planeamiento así 
como los servicios de información urbanística propios del Gobierno Vasco. 
 
2. Conforme a lo previsto en el artículo 89 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo de 
Euskadi, las administraciones públicas que promuevan la aprobación de los planes 
urbanísticos, sus modificaciones y revisiones remitirán la pertinente información de su 
aprobación definitiva al registro foral correspondiente y a través de éste, la referida 
información accederá o enlazará con el Registro Vasco de Planeamiento. 
 
3. El departamento competente en materia de urbanismo del Gobierno Vasco que 
gestiona el Registro Vasco de Planeamiento podrá incorporar en el mismo la información 
correspondiente a los instrumentos de ordenación del territorio definitivamente aprobados, 
su relación con los planes urbanísticos, y sus servicios de Geoeuskadi, Udalplan, 
Inventario de planeamiento y cualesquiera se desarrollen sobre el particular. 
 
4. El Registro Vasco y los registros forales de planeamiento tienen naturaleza de registros 
informativos al objeto de ofrecer una información completa, coordinada, actualizada y 
medioambientalmente sostenible a través de las nuevas tecnologías de la información, 
todo ello sin perjuicio alguno de las facultades de certificación fehaciente que asisten en 
todo caso a las secretarías municipales. 
 
5. Al objeto de que los cuatro registros de planeamiento a que se refiere el presente 
artículo, puedan estructurarse de manera homogénea y normalizada, el departamento del 
Gobierno Vasco competente en materia de urbanismo dictará las normas técnicas 
correspondientes previa la correspondiente audiencia de las diputaciones forales y los 
ayuntamientos. 
 
 
Artículo 87. Registro y publicidad de los planes, en sede municipal. 
 
1. Los ayuntamientos podrán crear, en su caso, los registros propios de planeamiento que 
podrán también recoger los enlaces del Registro Vasco y del Registro Foral de 
Planeamiento correspondiente.  
 
2. Asimismo y en función de sus posibilidades económicas, los ayuntamientos facilitarán a 
través de internet y las nuevas tecnologías la consulta de los planes urbanísticos de sus 
municipios de modo que las personas usuarias puedan acceder sin dificultad a la 
información de los mismos.  
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Artículo 88. Solicitud de información urbanística. 
 
1. Los particulares podrán solicitar, la información del régimen urbanístico aplicable a una 
finca, polígono o sector, presentando su solicitud de cédula urbanística, en el registro 
general del ayuntamiento. En la solicitud deberá identificarse la finca con su 
correspondiente referencia catastral y las demás circunstancias de hecho que permitan su 
localización. 
 
2. Los ayuntamientos, deberán facilitar además de la información urbanística vigente, a 
tenor del planeamiento definitivamente aprobado, información sobre planes u otros 
instrumentos de ordenación urbanística, en tramitación, o las modificaciones en curso, 
que puedan afectar al suelo sobre el que se efectúa la consulta, siempre que al menos se 
disponga de su aprobación inicial. 
 
3. La publicidad que se realice por cualquier medio de difusión que se refiera a venta de 
parcelas, edificadas o sin edificar, solares, pisos y locales comerciales o industriales, 
deberá expresar, como mínimo, la fecha de aprobación definitiva de la ordenación 
pormenorizada correspondiente. 
 
 

SECCIÓN 6ª. VIGENCIA, REVISIÓN Y MODIFICACIÓN DE LOS PLANES 
 
 
Artículo 89. Vigencia. 
 
1. Los planes de ordenación urbanística, se revisarán en todo caso, en los plazos que 
ellos establezcan, cuando se produzcan los supuestos o circunstancias previstos 
conforme a este reglamento, o cuando lo requieran los instrumentos de ordenación del 
territorio cuyas determinaciones fueran vinculantes. 
 
2. En cualquier caso, las determinaciones de ordenación de los planes urbanísticos, 
mantendrán su vigencia hasta el momento de la entrada en vigor del instrumento 
urbanístico, por el que se alteren las mismas. 
 
 
Artículo 90. Alteración del contenido de los planes de ordenación urbanística. Revisión y 
modificación. 
 
1. La alteración del contenido de los planes de ordenación podrá llevarse a cabo mediante 
la revisión de los mismos, o su modificación en los términos regulados en los artículos 102 
a 107 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, y los siguientes artículos. 
 
2. Para la aprobación de versiones completas y actualizadas de los planes que hayan 
sufrido modificaciones, previstas en el artículo 107 de la Ley 2/2006, bastará la 
aprobación de las mismas por acuerdo plenario, sin más procedimiento. Una vez 
aprobadas, el ayuntamiento dispondrá de un ejemplar con la edición actualizada, que 
deberá ser debidamente diligenciado por la secretaria municipal y compulsada, con objeto 
de que esté a disposición de la ciudadanía a efectos de información. 
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Artículo 91. Revisión de la ordenación urbanística estructural. Revisión total o parcial. 
 
1. Procederá la revisión total de los planes generales en los siguientes supuestos: 
 
a) Cuando se proceda a la reconsideración total de la ordenación establecida en los 
mismos. 
b) Cuando se plantea la reconsideración de su estructura general y orgánica compuesta 
por la red viaria, y los equipamientos en su conjunto. 
c) Cuando así lo requiera para posibilitar nuevos desarrollos urbanos afectando 
sustancialmente a la ordenación estructural. 
 
2. La revisión del plan general podrá, no obstante, ser parcial cuando motivadamente se 
circunscriba a una parte del territorio ordenado o de sus determinaciones estructurales 
cuando, en ambos casos, afecte a un conjunto territorial o funcionalmente homogéneo 
entendiendo por tal, el compuesto por áreas o sectores colindantes entre sí o 
dependientes de una misma red de infraestructuras siempre que no impliquen una 
transformación relevante o sustancial para el resto de la ordenación estructural del 
municipio. 
 
 
Artículo 92. Revisión por reconsideración total de la ordenación. 
 
A los efectos previstos en el artículo anterior, procederá la revisión total del plan cuando la 
reconsideración de su ordenación plantee, proponga o produzca, por sí mismo o en unión 
de otras alteraciones anteriores o simultáneas, los siguientes efectos: 
 
a) El incremento del 20% o porcentaje superior del total de la superficie del suelo 
clasificado como urbano y urbanizable del término municipal. 
b) El incremento poblacional de un 20% o porcentaje superior de la población del 
municipio. 
c) El incremento de edificabilidad urbanística al menos en un 25% de la edificabilidad 
urbanística total del municipio otorgada por la ordenación urbanística anterior. 
d) La reclasificación de suelo urbanizable sectorizado de una superficie de terrenos que 
incremente en un 50% o porcentaje superior la superficie prevista como urbanizable 
sectorizado en la ordenación urbanística anterior, salvo que estuviese contemplada en el 
planeamiento territorial. 
 
 
Artículo 93. Modificación de la ordenación urbanística estructural y pormenorizada. 
 
1. Podrá formularse, tramitarse y aprobarse, con arreglo a la figura de la modificación 
puntual del plan general, el resto de supuestos de alteración de la ordenación urbanística 
estructural, no previstos en los artículos anteriores, así como  su simple adaptación legal 
conforme se prevé en la disposición transitoria segunda de la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo. 
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2. La ordenación pormenorizada integrada en el planeamiento general podrá modificarse 
siguiendo el procedimiento de plan parcial o plan especial, según corresponda, a tenor de 
los artículos 95, 96 y 97 de la Ley 2/2006 y de los correspondientes de este Reglamento. 
 
En estos casos, tanto en las resoluciones que se dicten a lo largo del  procedimiento de 
modificación de planeamiento, como en los anuncios que se publiquen, se deberá indicar 
que se está tramitando un planeamiento de ordenación pormenorizada, pero que su 
objeto es la modificación de determinaciones de ordenación pormenorizada que figuran en 
un plan de ordenación estructural, identificando éste. 
 
 
Artículo 94. Revisiones y modificaciones de planeamiento. Procedimiento y 
documentación. 
 
La revisión y modificación del planeamiento seguirá el mismo procedimiento que el de su 
aprobación, en los términos previstos en el artículo 104 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de 
Suelo y Urbanismo, y deberá ser expuesta al público la misma documentación, prevista en 
este reglamento, como documentación mínima para el trámite de información pública. 
 
Además, incorporará una memoria justificativa de la modificación adoptada, y el texto 
íntegro de los artículos de la normativa afectados, resaltando las partes de los artículos 
modificados. 
 
 
 

CAPÍTULO IV 
Efectos de la entrada en vigor del planeamiento urbanístico sobre las 
construcciones y usos preexistentes. 
 
 
Artículo 95. Edificaciones, construcciones, instalaciones y usos no conformes con el 
planeamiento. 
 
El planeamiento urbanístico, determinará las edificaciones, construcciones instalaciones y 
usos preexistentes que no sean conformes con la ordenación urbanística establecida en el 
mismo, y dispondrá la sujeción de éstos a alguna de las siguientes categorías: 
 
a) Fuera de ordenación: los edificios, construcciones instalaciones y usos  existentes con 
anterioridad al planeamiento urbanístico en vigor, cuyo mantenimiento impida la ejecución 
de las previsiones establecidas en éste, y para los que prevea su desaparición en un 
plazo determinado, por quedar incluidos en alguna de las actuaciones aisladas, integradas 
o de ejecución de sistemas generales y locales previstas en la normativa urbanística. 
b) Disconformes con el planeamiento urbanístico; los edificios, construcciones, 
instalaciones y usos cuyo mantenimiento impida la ejecución de las previsiones 
establecidas en el planeamiento urbanístico en vigor y para los que éste no prevea su 
desaparición o no fije un plazo para la misma. También se encontrarán en situación de 
disconformidad con el planeamiento, las plantas y/o partes de edificaciones existentes no 
acordes con los parámetros generales reguladores de la altura y del número de plantas 
autorizados para las mismas, siempre que no se prevea su eliminación en un plazo 
concreto. 
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c) Preexistentes en áreas o sectores pendientes de ordenación pormenorizada. En estos 
casos será el planeamiento de ordenación pormenorizada, el que concrete en cuál de las 
dos categorías anteriores se encuentran los edificios, construcciones e instalaciones, 
incluidos en el área o sector correspondiente. 
 
 
Artículo 96. Régimen jurídico de las edificaciones, construcciones e instalaciones en 
situaciones de fuera de ordenación y disconformes con el planeamiento. 
 
1. El planeamiento urbanístico incluirá dentro de sus determinaciones los actos y usos 
autorizables y prohibidos respecto de las edificaciones e instalaciones en situaciones de 
fuera de ordenación y de disconforme con el mismo, lo que realizará atendiendo a su 
grado de compatibilidad con la ordenación urbanística y a las previsiones del 
planeamiento para la actuación sobre los mismos. 
 
2. En los edificios, construcciones e instalaciones que queden en situación de fuera de 
ordenación y en los preexistentes en áreas o sectores pendientes de ordenación 
pormenorizada, serán autorizables, en todo caso, las siguientes obras: 
 
- de seguridad, salubridad y ornato, hasta donde alcance el deber legal de conservación.  
- las necesarias para el cumplimiento de la normativa de prevención de incendios. 
- las de supresión de barreras arquitectónicas para el cumplimiento de la normativa de 
accesibilidad universal, 
- las necesarias para la mejora de su eficiencia energética. 
 
3. En los edificios, construcciones e instalaciones previstos en el número anterior, el único 
uso admisible será el preexistente acorde al plan urbanístico precedente. 
 
4. En los edificios, construcciones e instalaciones disconformes con el planeamiento 
vigente, además de las obras y usos previstos en los números anteriores de este artículo, 
y en las condiciones reguladas en el mismo se podrán autorizar obras parciales y 
circunstanciales de consolidación, así como las de mejora, reforma, rehabilitación y en 
casos justificados de ampliación de la superficie construida, y los cambios de uso, siempre 
que la nueva obra o actividad no acentúe la inadecuación al planeamiento vigente ni 
suponga la completa reconstrucción de elementos disconformes con el planeamiento.  
 
5. Las licencias municipales que en su caso se concedan, en los supuestos previstos en 
los números 2 y 4 de este artículo, estarán sujetas al reconocimiento previo y expreso de 
sus titulares de que el incremento del valor patrimonial que pudiera haber resultado de las 
obras y actuaciones autorizadas no será tenido en cuenta cuando se proceda, en plazo, a 
la ejecución de la actuación urbanística que provoca la situación de fuera de ordenación o 
de disconformidad. 
 
 
Artículo 97. Limitación temporal de la situación fuera de ordenación o de disconformidad 
con el planeamiento. 
 
1. Si transcurre el plazo de ocho años, desde la entrada en vigor del nuevo 
planeamiento, sin que se hayan ejecutado sus previsiones, quedará sin efecto la sujeción 
de las edificaciones, construcciones e instalaciones, a las situaciones de fuera de 
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ordenación, disconformes con el planeamiento, o preexistentes en áreas o sectores 
pendientes de ordenación pormenorizada, y no les serán de aplicación las limitaciones a 
la ejecución de obras, previstas en el artículo 101.5 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de 
Suelo y Urbanismo, en este reglamento y en el planeamiento. 
 
El transcurso del plazo de 8 años, supondrá la consolidación de las edificaciones, 
construcciones e instalaciones, y de sus usos, pudiéndose realizar las obras necesarias 
para su  mantenimiento. 
 
2.- Si el planeamiento, se ejecuta una vez transcurrido el plazo de ocho años, previsto en 
el apartado anterior, al valorar las edificaciones, construcciones e instalaciones se tendrán 
en cuenta las obras de modernización, consolidación, aumento de volumen o mejoras 
útiles realizadas con posterioridad al citado plazo.  
 
3. Lo dispuesto en este artículo no es de aplicación a las edificaciones declaradas en 
situación de fuera de ordenación, a tenor del artículo 224.4 de la Ley 2/2006 de 30 de 
junio de Suelo y Urbanismo, que pese a haberse construido incurriendo en una infracción 
urbanística, no pueden demolerse, por haber transcurrido el plazo del que dispone el 
ayuntamiento, para ordenar la restauración urbanística. 
 
 

CAPÍTULO V 
Intervención administrativa en el mercado del suelo 

 
SECCIÓN 1ª. PATRIMONIOS MUNICIPALES DE SUELO 

 
 
Artículo 98. Concepto y naturaleza jurídica de los patrimonios municipales de suelo. 
 
1. Los patrimonios municipales de suelo, tendrán carácter de patrimonio independiente y 
separado del resto del patrimonio del ayuntamiento, vinculado a sus fines específicos 
regulados en la normativa urbanística y en este reglamento. 
 
2. Los bienes que integran los patrimonios municipales de suelo y los ingresos obtenidos 
mediante su enajenación o utilización, o mediante la sustitución en metálico del porcentaje 
de edificabilidad ponderada que corresponde al ayuntamiento, en concepto de plusvalía 
generada por la acción urbanística, se destinarán bien a la conservación, administración y 
ampliación de patrimonio municipal de suelo, o bien a los usos propios de su destino, 
permitidos por la normativa urbanística. 
 
Los ingresos, que se destinen a la conservación, administración y ampliación de 
patrimonio municipal de suelo, sólo financiarán gastos de capital entre los que se 
encuentran los de inversiones reales.  
 
3. La administración de los patrimonios municipales de suelo comprende las facultades 
precisas para el cumplimiento de sus finalidades legales, incluidas las de disposición y 
gasto, así como las de expropiación, sustitución y reparcelación forzosas en su beneficio. 
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Artículo 99. Bienes y recursos integrantes de los patrimonios municipales de suelo. 
 
1. Forman parte de los patrimonios municipales del suelo los siguientes bienes de 
titularidad del ayuntamiento o de las entidades institucionales del sector público, 
dependientes del mismo: 
 
a) Los bienes patrimoniales municipales situados en terrenos que el planeamiento 
urbanístico general clasifique como suelo urbano y urbanizable, excepto aquéllos, que en 
virtud del título de su adquisición, estén afectados o vinculados a un fin específico, distinto 
o incompatible, con los legales del patrimonio público del suelo, o aquéllos que el 
planeamiento destine a otras finalidades. 
b) Los terrenos y los derechos obtenidos en la ejecución del planeamiento urbanístico, 
así como los obtenidos en concepto de cesión gratuita de edificabilidad urbanística, en 
especial los correspondientes a la participación municipal en las plusvalías generadas por 
la acción urbanística. 
c) Los terrenos adquiridos cualquiera que fuese su clasificación urbanística, para 
constituir, mantener o incrementar el patrimonio municipal del suelo. 
d) Los terrenos adquiridos mediante expropiación, con destino al patrimonio municipal 
del suelo, no afectados al uso o servicio público. 
e) Los terrenos adquiridos por permuta con otros bienes del patrimonio público del 
suelo. 
f) Los bienes adquiridos mediante el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto 
regulados en la legislación urbanística.  
g) Las viviendas de titularidad municipal o de cualquier entidad del sector público 
dependiente del ayuntamiento.  
 
2. Son recursos afectos a los patrimonios municipales del suelo: 
 
a) La cantidad consignada en los presupuestos municipales anuales para el 
cumplimiento de las finalidades de los correspondientes patrimonios municipales de suelo 
y que, con arreglo a lo previsto en el artículo 114 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo 
no podrá ser inferior al diez por ciento de la suma total de los capítulos I y II de ingresos. 
b) Los ingresos derivados de la administración de los bienes o de la realización de actos 
de disposición de ellos conforme a la normativa urbanística, incluidos los de constitución 
onerosa de derechos de superficie.  
c) Las cantidades abonadas, en metálico, como sustitución de la obligación legal de 
cesión del suelo correspondiente a la participación municipal en las plusvalías generadas 
por la acción urbanística. 
d) Las cantidades obtenidas en concepto de compensación económica, por la 
imposibilidad de obtener de manera directa los estándares exigidos por la normativa 
urbanística. 
e) Las cantidades ingresadas en concepto de multas coercitivas, avales ejecutados y 
sanciones procedentes del ejercicio de la potestad tutelar, disciplinaria y sancionadora 
previstas en la normativa urbanística. 
f) Créditos que tengan como garantía hipotecaria los bienes incluidos en el patrimonio 
municipal del suelo.  
g) Las cantidades que sean donadas por cualquier persona física o jurídica, con destino 
a incrementar el patrimonio municipal del suelo. 
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Artículo 100. Tutela de los bienes y recursos integrantes de los patrimonios municipales 
de suelo. Registro de explotación y control contable. 
 
1. Los ayuntamientos estarán obligados a formar un registro de explotación que tendrá 
carácter público y naturaleza administrativa. 
 
2. El registro de explotación, reflejará en un inventario, los bienes y recursos generados 
por las transacciones realizadas por la entidad, su valoración, y las operaciones de 
administración y disposición relativas a dichos bienes y recursos. 
 
3. Los objetivos de la información suministrada por el Registro de Explotación, son los 
siguientes:  
 
a) Poner en conocimiento del órgano de gobierno del ayuntamiento, los fines o destino 
de los bienes y recursos del patrimonio municipal de suelo. 
b) Llevar la contabilidad con arreglo a los fines y reglas establecidos en la legislación 
general. 
c) Suministrar información económica financiera del conjunto de bienes y recursos 
integrantes del patrimonio municipal de suelo, mostrando una imagen fiable, en cada 
momento y poniéndolo en conocimiento público. 
d) Mostrar una información útil a la hora de la rendición de cuentas  que se realice a 
través de la gestión y en la toma de decisiones y actuación de los órganos municipales. 
e) Homogeneizar los distintos bienes integrantes, mediante una valoración económica 
de los mismos  en una misma unidad. 
f) Posibilitar una coordinación adecuada entre las diferentes políticas municipales, 
forales y autonómicas en materia de suelo.  
 
4. Para evitar la duplicidad de datos del  registro de explotación de los patrimonios 
municipales de suelo y el inventario general de bienes del ayuntamiento, e interrelacionar 
la información contenida en ambos, el inventario de bienes y recursos del patrimonio 
municipal del suelo, se integrará, con la suficiente diferenciación, en el inventario general 
de bienes en el que se indicará el carácter vinculado o finalista de los créditos del mismo y 
la separación del patrimonio municipal del suelo respecto del resto del patrimonio 
municipal. 
 
5. Los presupuestos generales de los ayuntamientos, diferenciarán todos los recursos 
económicos afectos al patrimonio municipal de suelo, manteniendo la correspondiente 
vinculación entre ingresos y gastos, de manera que se acredite que los recursos de este 
patrimonio previstos en el ejercicio, se van a utilizar para sus fines específicos. La gestión 
anual del registro de explotación se acompañará a la liquidación de las cuentas 
correspondientes a la ejecución de los presupuestos anuales y será objeto de control  en 
los mismos términos que la citada liquidación. 
 
 
Artículo 101. Régimen jurídico y contenido del registro de explotación del patrimonio 
municipal del suelo.  
 
1. El registro de explotación comprenderá un inventario de bienes y recursos integrantes 
del patrimonio municipal de suelo, que estará formado por fichas individuales por cada 
elemento que lo forma. 



 
 

78 

 

25/03/2015 

 
2. Las fichas, se agruparán en epígrafes siguiendo el mismo criterio que para la 
elaboración del inventario general de bienes y derechos del ayuntamiento, distinguiendo 
entre bienes inmuebles, derechos reales, bienes y derechos revertibles y otros bienes y 
derechos: 
 
a) En las fichas del epígrafe de bienes inmuebles, se incluirán las características físicas, 
técnicas, económicas, jurídicas y contables de los bienes, y tendrán como contenido 
mínimo, la situación, medidas, calificación urbanística, edificabilidad, naturaleza jurídica, 
titulo de adquisición, valor, destino y uso.  
b) En las fichas del epígrafe de derechos reales, se incluirá como mínimo, la naturaleza 
y contenido del derecho, la descripción del inmueble sobre el que recae, el titulo de 
adquisición, y su valor. 
c) En las fichas del epígrafe de derechos revertibles, se incluirán los bienes cuyo uso 
sea cedido condicionadamente o a plazo, a otras entidades bajo cualquier modalidad 
jurídica. Se reflejarán los datos de los títulos en virtud de los que se produce la cesión y se 
identificará el bien afectado por la cesión por referencia a su inscripción en el epígrafe de 
bienes inmuebles. En el caso de otorgamiento de derechos de superficie sobre inmuebles 
de propiedad de la Administración, todas las incidencias posteriores, como modificaciones 
subjetivas, de las condiciones económicas o plazos serán registradas bajo el mismo 
número de inscripción.  
d) En las fichas de otros bienes y derechos, se incluirán los depósitos y cualquier 
ingreso en metálico o derechos no incluidos en los epígrafes anteriores, como recursos 
financieros obtenidos por la enajenación de edificabilidades de naturaleza urbanística e 
inmuebles, por dotaciones presupuestarias o por otros ingresos específicos de carácter 
urbanístico, como sanciones o multas coercitivas. 
 
3. A cada ficha del inventario de bienes y recursos, correspondiente a cada uno de los 
elementos integrantes del patrimonio municipal de suelo, se unirá otra ficha en la que se 
anotarán las sucesivas operaciones de administración y disposición relativas a dichos 
bienes y recursos, con indicación de las formas de gestión de que sean objeto los 
respectivos bienes, y el destino final de los mismos. 
 
 
Artículo 102. Valoración de los bienes y actualización del registro de explotación. 
 
1. Todos los bienes que entren a formar parte del registro de explotación, serán valorados 
según su naturaleza, conforme a la normativa urbanística vigente,  cuantificándose en 
euros. 
 
2. El registro de explotación se actualizará con una periodicidad mínima anual, y se 
reflejarán en la respectiva ficha, todas las modificaciones producidas, por operaciones de 
administración y disposición de los bienes y recursos, altas y bajas, actos y negocios 
jurídicos, y cualquier otra modificación, así como el destino final de los mismos. 
 
 
Artículo 103. Gestión del patrimonio municipal de suelo.  
 
1. Los ayuntamientos podrán encomendar la gestión de los patrimonios municipales de 
suelo a organismos o entidades dependientes de ellos, y podrán optar por cualquier forma 
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de gestión, directa o indirecta, de las previstas en su legislación reguladora, y  en la de 
contratación del sector público. 
 
2. En los supuestos en que los ayuntamientos dispongan de entidades dependientes que 
gestionan en todo o en parte el patrimonio municipal de suelo, la contabilidad de éstas 
también deberá reflejar los bienes y derechos pertenecientes a este patrimonio y disponer 
de un inventario que soporte y justifique las cuentas de su inmovilizado, en los términos 
previstos en el artículo referente al régimen jurídico y contenido del registro de explotación 
del Patrimonio Municipal del Suelo. 
 
 
Artículo 104. Destino preferente de los bienes y recursos de los patrimonios municipales 
de suelo. 
 
1. Al menos la mitad de los bienes y los recursos integrantes de los patrimonios 
municipales de suelo, de los que se disponga anualmente, se destinarán a la promoción y 
construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública.  
 
2. Se entenderá englobado en el concepto de promoción y construcción de viviendas 
sometidas a algún régimen de protección pública: 
 
a) La adquisición de suelo donde el uso predominante sea el de vivienda de protección 
pública. 
b)  La construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública. 
c)  La adquisición de viviendas de protección pública ya construidas para su destino a 
alquiler. 
d) El costeamiento de obras de urbanización en áreas y sectores residenciales con 
presencia, en todo o en su mayoría de viviendas sometidas a algún régimen de protección 
pública para su desarrollo en régimen de ejecución pública. 
 
3. Siempre que se respete, como mínimo, la mitad prevista en el número uno de este 
artículo, los demás bienes y recursos integrantes del Patrimonio Municipal del Suelo 
podrán ser destinados a otros usos de interés social, de acuerdo con lo que dispongan los 
instrumentos de ordenación urbanística, que tengan algunos de los siguiente fines: 
 
a) Otras actuaciones públicas en el marco de la política municipal de vivienda incluida la 
gestión de la vivienda deshabitada y el fomento del alquiler. 
b) Adquisición de la propiedad de bienes y derechos sujetos a áreas de reserva 
municipal del suelo y áreas sometidas a los derechos de tanteo y retracto. 
c) Obras de construcción, rehabilitación, renovación o mejora de infraestructuras y 
dotaciones públicas municipales, y de sistemas generales en zonas degradadas o 
vulnerables delimitadas por la ordenación urbanística, a efectos de su rehabilitación o 
regeneración urbana. 
d) Adquisición y promoción pública de suelo para actividades económicas declaradas de 
fomento o interés público. 
e) Rehabilitación, recuperación y mejora del patrimonio histórico y cultural, cuando 
dichos bienes hubieran sido así declarados por los órganos competentes en materia de 
Patrimonio Cultural o bien hubieren sido incluidos en el catálogo municipal. 
f) Regeneración y resolución de los espacios y lugares de tránsito peatonal inseguro por 
motivos de género en particular, y por razones sociales en general. 
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g) Construcción, rehabilitación o mejora de equipamientos colectivos municipales. 
h) Actuaciones de iniciativa pública destinadas a operaciones de regeneración o 
renovación urbana,  reforma interior o rehabilitación de viviendas.  
 
 
Artículo 105. Actos de disposición de los bienes del patrimonio municipal de suelo. 
 
1. Los bienes inmuebles que integran los patrimonios municipales de suelo se 
considerarán, a los solos efectos del régimen aplicable a los actos de disposición como 
bienes patrimoniales, y podrán ser objeto de enajenación, en los términos previstos en la 
normativa urbanística y este Reglamento.  
 
2. Los terrenos adquiridos por el ayuntamiento, en virtud de la obligación legal de cesión 
de suelo que le corresponde por la participación de la comunidad en las plusvalías 
generadas por la acción urbanística, que estén destinados a la construcción de viviendas 
sujetas a algún régimen de protección pública que permita tasar su precio máximo de 
venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda, no podrán ser adjudicados, ni en la 
mencionada transmisión ni en las sucesivas, por un precio superior al valor máximo de 
repercusión del suelo sobre el tipo de vivienda de que se trate, conforme a su legislación 
reguladora. 
 
 
Artículo 106. Concurso público. Permuta. 
 
1. La disposición de los bienes de los patrimonios municipales de suelo que implique la 
transmisión de su propiedad o de derechos sobre los mismos, se realizará como regla 
general mediante concurso público a título oneroso. También podrá disponerse de estos 
bienes mediante permuta. 
 
2. El concurso y la permuta deben ajustarse a los requisitos y condiciones de tramitación 
establecidos por la legislación vigente en materia de patrimonio de las administraciones 
públicas, la normativa de régimen local y la de contratos del sector público. Será requisito 
indispensable que en el expediente conste un informe de tasación o valoración del 
inmueble. 
 
 
Artículo 107. Enajenación directa.  
 
1. Podrán enajenarse los bienes que integran el patrimonio municipal de suelo mediante 
enajenación directa, con los requisitos que en cada caso requiera la normativa, en los 
siguientes supuestos: 
 
a) Cuando la enajenación se derive de convenios entre administraciones públicas o entre 
el ayuntamiento y sus entes instrumentales. 
b) Cuando los peticionarios sean entidades de carácter asistencial o social sin ánimo de 
lucro tales como fundaciones, mutualidades, cooperativas y otras que promuevan la 
construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública. 
c) En el caso de edificios de viviendas de titularidad municipal o de organismos y 
empresas mercantiles dependientes, cuando los peticionarios sean sus ocupantes 
legales. 
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d) Cuando el concurso previsto en el artículo anterior quede desierto, en cuyo caso la 
enajenación se llevará a cabo dentro del plazo máximo de un año y con arreglo al mismo 
pliego de condiciones. En ningún caso el precio de la enajenación podrá ser inferior al que 
hubiera correspondido en la licitación mediante concurso. 
e) En el supuesto de construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección 
pública promovidas por organismos públicos o sus entes instrumentales, cuando la citada 
actividad constituya su objeto específico. 
f) En el caso de construcción de edificios públicos destinados a organismos oficiales que 
requieran un determinado emplazamiento sobre suelos calificados como dotacionales 
cuando el planeamiento lo permita. 
g) En el caso de construcción de edificios de servicio público de propiedad pública o de 
entidades sin ánimo de lucro que requieran un determinado emplazamiento, tales como 
centros asistenciales, culturales o sanitarios, o instalaciones deportivas y así estuvieran 
calificados por la ordenación urbanística. 
 
2. En el expediente administrativo deberá justificase la procedencia de la enajenación 
directa, por concurrir uno de los supuestos previstos en la normativa urbanística y deberá 
emitirse el oportuno informe de valoración del inmueble. 
 
3. El documento público en el que se formalice la enajenación directa, debe establecer el 
destino final de los terrenos o inmuebles transmitidos, en su caso, el plazo máximo de 
construcción y las demás limitaciones y condiciones que el ayuntamiento considere 
convenientes. 
 
 
Articulo 108. Enajenaciones gratuitas o por debajo del valor. 
 
1. Los bienes del patrimonio municipal de suelo podrán cederse gratuitamente o por 
debajo de su valor, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 
a) Que el cesionario sea una administración pública o sus entes instrumentales y el 
destino cualquiera de los contemplados en el artículo 103 de este reglamento. 
b) Que el peticionario sea una entidad privada de interés público y sin ánimo de lucro y el 
destino de los terrenos sea la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de 
protección pública o equipamientos de interés social y uso común o general. 
c) Que el cesionario sea ocupante legal de la vivienda afectada por acuerdo de realojo en 
forma de permuta total o parcial, justificado por acuerdo expreso con la administración 
actuante o incluido en la reparcelación. 
 
2. En el expediente administrativo deberá constar la solicitud presentada por los 
legítimos representantes de las entidades interesadas ante el ayuntamiento, a la que se 
adjuntará una memoria detallada en la que se concrete la identidad del solicitante y del 
destino que se va a dar al inmueble, justificando que concurre uno de los supuestos 
previstos en la normativa urbanística para la enajenación del patrimonio municipal del 
suelo de manera gratuita o por debajo del valor. 
 
3. El documento público en el que se formalice la enajenación gratuita o por debajo del 
valor, debe establecer el destino final de los terrenos o inmuebles transmitidos, el plazo 
máximo de construcción, en su caso, y las demás limitaciones y condiciones que el 
ayuntamiento considere convenientes. 
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4. El incumplimiento de la causa que motiva la enajenación gratuita consistente en la 
construcción y puesta en servicio de viviendas de protección pública o equipamientos de 
interés social y uso común o general será causa de reversión a favor de la ayuntamiento 
que hubiera procedido a la enajenación y el procedimiento será el previsto para la 
reversión en la legislación de expropiación forzosa. 
 
 

SECCIÓN 2ª. DERECHOS DE SUPERFICIE. 
 
 
Artículo 109. Régimen jurídico del derecho de superficie. Constitución. 
 
1. El derecho de superficie, atribuye al superficiario la facultad de realizar construcciones 
o edificaciones en la rasante y en el vuelo y el subsuelo de la finca, manteniendo la 
propiedad de las construcciones o edificaciones realizadas, durante el plazo de duración 
del derecho previsto en el titulo constitutivo. El derecho de superficie también puede 
constituirse sobre construcciones o edificaciones ya realizadas o sobre viviendas, locales 
o elementos privativos de construcciones o edificaciones, atribuyendo al superficiario la 
propiedad de las mismas, durante el plazo previsto en el título constitutivo, sin perjuicio de 
la propiedad separada del titular del suelo. 
 
2. La constitución del derecho deberá ser formalizada en escritura pública y como 
requisito constitutivo de su eficacia, inscribirse en el Registro de la Propiedad. En la 
escritura debe fijarse necesariamente el plazo de duración del derecho de superficie, que 
no podrá exceder de noventa y nueve años. 
 
3. En el supuesto de que el derecho de superficie se constituya a titulo oneroso, la 
contraprestación del superficiario podrá consistir en el pago de una suma alzada o de un 
canon periódico, o en la adjudicación de viviendas o locales o derechos de arrendamiento 
de unos u otros a favor del propietario o propietaria del suelo, o en varias de estas 
modalidades a la vez, sin perjuicio de la reversión total de lo edificado al finalizar el plazo 
pactado al constituir el derecho de superficie. 
 
 
Artículo 110. Extinción del derecho de superficie. 
 
1. El derecho de superficie se extinguirá si no se edifica de conformidad con la ordenación 
territorial y urbanística, y en los términos y condiciones establecidas en la constitución del 
derecho, y en todo caso por el transcurso del plazo de duración del derecho, que no podrá 
exceder del plazo previsto en el párrafo 2 del artículo anterior. 
 
2. La extinción del derecho de superficie por el transcurso de su plazo de duración 
determina la de toda clase de derechos reales o personales impuestos por el superficiario. 
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TÍTULO II 

 
GESTIÓN URBANÍSTICA 

 
CAPÍTULO I 

Requisitos generales para la ejecución 
 

SECCIÓN 1ª. 
FUNCIÓN LEGITIMADORA DEL PLANEAMIENTO 

 
 
Artículo 111. Gestión urbanística. 
 
Se denomina gestión urbanística a la ejecución de los planes urbanísticos 
correspondientes a un área o sector a través de los procedimientos y los instrumentos 
legalmente previstos para ello y tiene por objeto  
 
a) La reparcelación de los terrenos afectados con la equidistribución de las cargas y 
beneficios derivadas del planeamiento. 
b) La cesión gratuita al Ayuntamiento de los viales, espacios libres, zonas verdes y 
dotaciones previstas en la legislación vigente y en el planeamiento. 
c) El levantamiento de las demás cargas dotacionales que, en su caso, se prevén por el 
planeamiento conforme a lo previsto en el artículo 25 de la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo. 
d) La urbanización de las áreas, sectores y unidades de ejecución correspondientes. 
e) La conservación, cuando así se establezca en el planeamiento, de la urbanización por 
la propiedad a través de la entidad de conservación. 
f) La edificación de los solares resultantes. 
 
 
Artículo 112. Planeamiento y clase de suelo. 
 
1. Para la ejecución de los planes generales en suelo urbano consolidado será suficiente 
que los mismos establezcan su ordenación estructural y pormenorizada, conteniendo la 
totalidad de las determinaciones y documentos previstos al efecto en el artículo 66 de 
este reglamento y disposiciones concordantes con el mismo. 
 
2. Las actuaciones en suelo urbano no consolidado y urbanizable sectorizado requieren 
la previa aprobación del plan de ordenación pormenorizada correspondiente, salvo que, la 
misma se halle ya incluida en el plan general en cuyo caso, el ayuntamiento podrá 
prescindir o eximir de tal planeamiento pormenorizado. 
 
3. En el suelo urbanizable no sectorizado resultará precisa la previa aprobación del plan 
de sectorización correspondiente. 
 
4. La ejecución de los sistemas generales integrantes de la estructura general y orgánica 
del territorio se llevará a cabo, bien directamente, mediante la aprobación de planes 
especiales o proyectos de urbanización o de ejecución de infraestructuras, bien mediante 
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su inclusión o adscripción por el planeamiento correspondiente a las áreas, sectores, o 
unidades de ejecución de que se trate.  
 
5. La ejecución de los sistemas locales, caso de la ocupación anticipada prevista en el 
artículo 188 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo, podrá llevarse a efecto también 
directamente mediante la aprobación del proyecto pertinente siempre que se disponga de 
la ordenación pormenorizada. 
 
 
Artículo 113. Ejecución de planes territoriales parciales y planes territoriales sectoriales. 
 
La ejecución de las obras de infraestructura previstas, en su caso, en los planes 
territoriales parciales o en los planes territoriales sectoriales podrá llevarse a cabo 
mediante la aprobación de planes especiales y los proyectos pertinentes. 
 
 

SECCIÓN 2ª 
DELIMITACIÓN DE LAS UNIDADES DE EJECUCIÓN 

 
 
Artículo 114. Unidades de ejecución completas. 
 
La ejecución se realizará siempre por unidades de ejecución completas, salvo cuando se 
trate de la ejecución de sistemas generales o locales; o de alguno de sus elementos o de 
actuaciones aisladas en suelo urbano no consolidado. 
 
 
Artículo 115. Requisitos para la delimitación de unidades de ejecución. 
 
1. Las unidades de ejecución se delimitarán de forma que permitan el cumplimiento 
conjunto de los deberes de cesión, equidistribución y urbanización de toda su superficie.  
 
2. A tal efecto, habrán de cumplir los siguientes requisitos:  
 
a) Por sus dimensiones y las características de la ordenación y la urbanización, ser 
susceptibles de asumir las cesiones de suelo derivadas de la legislación urbanística, el 
planeamiento y los instrumentos de desarrollo del mismo. 
b) Hacer posible la distribución equitativa de los beneficios y cargas de la urbanización. 
c) Tener entidad suficiente para justificar técnica y económicamente la autonomía de la 
actuación. 
 
3. No podrán delimitarse unidades de ejecución inmediatas a terrenos de cesión 
obligatoria y gratuita sin incluir en ellas la parte correspondiente de los indicados terrenos. 
 
4. En suelo urbano no consolidado las unidades de ejecución podrán ser discontinuas al 
igual que las que se delimiten en el interior del mismo sector en suelo urbanizable. 
 
5. Para hacer posible la distribución equitativa de los beneficios y cargas de la 
urbanización, dentro de cada área en suelo urbano no consolidado, y de cada sector en 
suelo urbanizable, no se podrán delimitar unidades de ejecución cuya edificabilidad media 
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difiera en más de un cinco por ciento de la edificabilidad urbanística media del ámbito de 
ordenación, área o sector de que se trate deduciendo, a estos efectos, las superficies y 
edificabilidades correspondientes a las actuaciones aisladas y actuaciones de dotación. 
Cuando en el procedimiento de delimitación se aprecie la imposibilidad de respetar la 
mencionada diferencia, y el interés público así lo aconseje, el ayuntamiento podrá 
autorizar los acuerdos de compensación precisos entre las diferentes unidades de 
ejecución entre sí o entre los mismos y el ayuntamiento, logrando con ello el respeto del 
cinco por ciento máximo de diferencia. 
 
6. En las unidades de ejecución con exceso de edificabilidad media respecto de la media 
del área o sector, el referido exceso tendrá el carácter de gasto de urbanización y se 
entregará al ayuntamiento con destino a las obras de urbanización del ámbito de 
ordenación a que se deba. 
 
 
Artículo 116. Procedimiento de delimitación. 
 
1. La determinación y delimitación de las unidades de ejecución, cuando no estuviere 
contenida en los planes, o su modificación o re-delimitación cuando sí se hallare prevista 
en los mismos, se ajustará al siguiente procedimiento: 
 
a) Se iniciará de oficio por el ayuntamiento o a instancia de las personas interesadas, y su 
denominación deberá venir referida, como mínimo, a la dirección postal, toponimia o 
emplazamiento fácilmente reconocible para quienes pudieren resultar afectados, lo que se 
mantendrá o respetará en la totalidad de los anuncios y notificaciones del expediente. 
b) Aprobado inicialmente el expediente, se someterá por el ayuntamiento a información 
pública durante el plazo de veinte días hábiles, mediante anuncios que a tal efecto se 
inserten en el «Boletín Oficial» del Territorio Histórico y en un periódico de los de mayor 
circulación de la provincia. En todo caso será preceptiva la citación personal de los 
propietarios de terrenos incluidos en la unidad de ejecución, para los que el plazo 
empezará a contarse desde el día siguiente al de la recepción de la notificación. 
c) El expediente con las reclamaciones y observaciones que se hubieren formulado será 
resuelto definitivamente por el ayuntamiento. 
d) Para la efectividad de la delimitación se precisará la publicación de su aprobación 
definitiva en el «Boletín Oficial» del Territorio Histórico. 
 
2. Los mismos trámites se seguirán cuando hubiere de procederse a la modificación de  
unidades de ejecución ya delimitadas. 
 
3. Las reclamaciones o recursos contra el acto de aprobación definitiva fundados en 
errores u omisiones no denunciados en la fase de información pública no darán lugar en 
ningún caso a la retroacción de actuaciones, sin perjuicio de las indemnizaciones que 
pudieran corresponder a los reclamantes.  
 
4. Si, como consecuencia de las alegaciones producidas, el acuerdo de aprobación 
definitiva modificase los límites de la unidad de ejecución, no será preciso nuevo trámite 
de información, salvo que la superficie de la unidad de ejecución se aumentase o 
disminuyese en más de un 10%, respecto de la inicialmente prevista, en cuyo caso se 
dará audiencia a los afectados por el aumento o disminución. 
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CAPÍTULO II 

Estatuto urbanístico de la propiedad 
 

SECCIÓN 1ª. 
DERECHOS, OBLIGACIONES Y CARGAS DE LOS TITULARES 

 
 
Artículo 117. Facultad de edificar. 
 
1. En suelo urbano sólo podrá edificarse cuando los terrenos adquieran la condición de 
solar o cuando se asegure la ejecución simultánea de la urbanización y de la edificación. 
 
2. En el suelo urbano los propietarios de terrenos incluidos en unidades de ejecución 
podrán solicitar licencia de edificación antes de que adquieran la condición de solar, 
siempre que concurran los siguientes requisitos: 
 
a) Que hubiese ganado firmeza, en vía administrativa, el acto de aprobación del 
proyecto de reparcelación o el reconocimiento de su no necesidad al tratarse de una 
actuación de persona propietaria única. 
b) Que por el estado de realización de las obras de urbanización el ayuntamiento 
considere previsible que a la terminación de la edificación la parcela de que se trate 
contará con todos los servicios necesarios para tener la condición de solar, y se preste o 
se haya prestado el aval o garantía financiera correspondiente. 
c) Que en el escrito de solicitud de licencia se comprometa a no utilizar la construcción 
hasta tanto no esté concluida la obra de urbanización y a establecer tal condición en las 
cesiones de derecho de propiedad o de uso que se lleven a efecto para todo o parte del 
edificio. 
 
3. No se permitirá la ocupación de los edificios hasta que no esté realizada totalmente la 
urbanización que afecte a los citados edificios y estén en condiciones de funcionamiento 
todos los servicios urbanísticos inherentes a los mismos. 
 
4. El incumplimiento del deber de urbanización simultáneo a la edificación comportará la 
caducidad de la licencia y la pérdida de la fianza o la ejecución del aval correspondiente, 
sin derecho a indemnización, impidiéndose el uso de lo edificado, sin perjuicio del derecho 
de los terceros adquirentes al resarcimiento de los daños y perjuicios que se les hubiesen 
irrogado. 
 
 
Artículo 118.  Limitaciones a la facultad de edificar. 
 
1. En suelo urbanizable en tanto no se apruebe su ordenación pormenorizada y se 
ejecuten las correspondientes obras de urbanización, no se podrá edificar ni levantar 
obras ni instalaciones; salvo las correspondientes a las infraestructura del territorio o a los 
sistemas generales determinantes del desarrollo urbano o ejecutarse aquellas otras de 
carácter provisional a que se refiere el artículo 36 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo. 
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2. En suelo clasificado como no urbanizable se estará a las limitaciones previstas en los 
artículos 28 y 29 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo,  así como a lo establecido en los 
artículos 10 y siguientes, de este reglamento. 
 
 
 

SECCIÓN 2ª 
CESIONES OBLIGATORIAS Y EDIFICABILIDAD MEDIA 

 
 
Artículo 119. Cesiones obligatorias. 
 
1. Las personas o entidades propietarias de suelo afectado por una actuación urbanística 
están obligados a llevar a efecto las cesiones gratuitas de terrenos que establece la Ley 
2/2006 de Suelo y Urbanismo para cada uno de los tipos, clases y categorías de suelo en 
los términos que resulten del plan general y de cada uno de los planes que lo desarrollen. 
 
2. Las cesiones obligatorias y gratuitas en suelo urbano no consolidado y urbanizable se 
harán en favor del municipio y consistirán en la total superficie de terrenos destinados a 
viales, parques, jardines públicos, zonas públicas deportivas, de recreo y de expansión, 
instalaciones públicas culturales y docentes, dotación residencial protegida, en su caso y 
de los precisos para la instalación de las demás dotaciones y los servicios públicos 
previstos por el planeamiento, así como de todo el suelo preciso para la ejecución de los 
elementos de la red de sistemas generales adscritos o incluidos en la actuación a efectos 
de su obtención o ejecución. 
En las actuaciones cuyo uso sea predominantemente residencial, cuando de la memoria 
del planeamiento aplicable se derive la necesidad de contar con viviendas de protección 
pública o alojamientos dotacionales con destino exclusivo al alquiler o al uso temporal, de 
naturaleza rotatoria y cuya finalidad sea atender necesidades temporales de colectivos 
con especiales dificultades de acceso a la vivienda, en estos suelos de cesión se incluirán 
los precisos para tal destino. 
 
3. En todo caso, el suelo edificable correspondiente al 15% de la edificabilidad  media 
ponderada, libre de cargas de urbanización del ámbito de ejecución, o correspondiente al 
15% también libre de cargas de urbanización, del incremento de la edificabilidad 
ponderada en el caso de las actuaciones de dotación. 
 
 
Artículo 120. Obligaciones en el suelo no urbanizable. 
 
Conforme a lo previsto en los artículos 28 y 29 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo así 
como en los artículos 10 y siguientes, de este reglamento, cuando en el suelo no 
urbanizable vayan a autorizarse actos privados de uso y/o edificación sujetos a licencia 
urbanística, quienes soliciten la misma y en los términos que se establezcan en su 
otorgamiento, habrán de, ejecutar las infraestructuras de conexión de las instalaciones y 
construcciones autorizables, con las redes generales de servicios y entregarlas a la 
administración competente para su incorporación al dominio público, cuando deban formar 
parte del mismo. 
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Artículo 121. Suelo de dominio público conforme al plan. 
 
1. El suelo destinado, según el plan, a dominio y uso público y los terrenos sobre los que 
hayan de realizarse edificaciones o instalaciones de servicio público no podrán cambiarse 
de destino sino por modificaciones del plan. 
 
2. En todo caso deberá tenerse en cuenta que cuando las superficies de los bienes de 
dominio y uso público anteriormente existentes fueren de igual o inferior extensión y 
calidad a la que resulten como consecuencia de la ejecución del plan, se entenderán 
sustituidas unas por otras. Si, por el contrario, tales superficies originarias o anteriores 
fueren de superior extensión o calidad a las resultantes de la ejecución del plan, el 
ayuntamiento  o los concejos alaveses cuando sean éstos los titulares de las referidas 
superficies, percibirán el exceso, en la proporción que corresponda, en terrenos 
edificables. 
 
 
Artículo 122. La edificabilidad correspondiente a la propiedad. 
 
1. La edificabilidad  a que tiene derecho la persona o entidad propietaria de cada finca 
incluida en suelo urbano no consolidado o urbanizable será la resultante de aplicar a su 
superficie el 85% de la edificabilidad  media ponderada del área, sector o  , en su defecto, 
de  la unidad de ejecución en la que se encuentre. 
 
 2. El 15% restante, con su correspondiente suelo, será de cesión obligatoria y gratuita al 
ayuntamiento. 
 
 
Artículo 123. Monetarización del 15% de cesión. 
 
1. En los supuestos contemplados en el artículo 27 de la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo en los que la reparcelación, motivadamente, no pueda dar lugar a derecho del 
pleno dominio por el ayuntamiento de, al menos, un solar o parcela edificable,  se podrá 
sustituir toda o parte de la cesión del 15% de la edificabilidad  que corresponda a cada 
finca, por una contribución en metálico que abonará la propiedad al ayuntamiento en el 
momento en que cobre firmeza el proyecto reparcelatorio o, cuando éste resulte 
innecesario por causa de propiedad única de los terrenos afectados, cuando cobre 
firmeza administrativa la pertinente resolución declarativa de tal no necesidad.  
 
2. En el mismo supuesto previsto en el párrafo anterior, cuando el ayuntamiento, 
atendiendo al supuesto concreto, estimare procedente la sustitución de toda o parte de la 
cesión del 15% de edificabilidad media que le corresponde, podrá autorizar que la misma 
se realice con otro u otros inmuebles del mismo o similar valor económico. La diferencia 
de valor en ningún caso superará del cuarenta por ciento y se compensará 
económicamente al ayuntamiento cuando lo que perciba tenga un valor inferior al 
mencionado 15% de edificabilidad media. 
 
3. La compensación económica la fijará el ayuntamiento tasando, el suelo, que debería 
haberse cedido, con arreglo al valor urbanístico que le corresponda conforme a la 
normativa vigente en materia de valoraciones urbanísticas. 
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4 La demora en hacer efectivo el citado importe, además de generar los intereses 
moratorios correspondientes, conllevará su exacción por vía ejecutiva con los recargos 
previstos al efecto en la normativa recaudatoria. 
 
 
Artículo 124. Ocupación anticipada de terrenos. 
 
1. El ayuntamiento podrá ocupar, en todo o en parte, los terrenos destinados a la red de 
sistemas generales ó locales, incluidos o adscritos a las actuaciones urbanísticas, sin 
necesidad de acudir a su expropiación forzosa. 
 
2. A tal efecto, el ayuntamiento habrá de reconocer al titular de los terrenos objeto de la 
ocupación anticipada, la edificabilidad media de los suelos a ocupar conforme a las 
previsiones del planeamiento que califica los mismos como sistema general o local.  Esta 
edificabilidad media habrá de concretarse dentro del mismo área, sector o, en su defecto, 
unidad de ejecución a que se debe la ocupación, salvo que el ayuntamiento y los titulares 
de los suelos ocupados alcancen un acuerdo diferente o ello no resulte, total o 
parcialmente, posible.  
 
3.  Cuando el ayuntamiento anticipe también la financiación y la ejecución de obras de 
urbanización de los terrenos ocupados anticipadamente, se valorarán y anotarán 
igualmente en el acta de ocupación, los importes adelantados al objeto de su reintegro, en 
importe debidamente actualizado, cuando se produzca la gestión del ámbito en el que se 
sitúan las edificabilidades entregadas a cambio de la mencionada ocupación.  
4. En ningún caso podrán ocuparse los citados terrenos sin que simultáneamente el 
órgano actuante expida las certificaciones a que se refiere el artículo siguiente. 
 
5. Los propietarios del suelo que acrediten la existencia de una explotación rural efectiva 
de su propiedad y explotación, tendrán derecho a percibir un interés anual del 6% del 
valor en situación de suelo rural de los terrenos y bienes ocupados desde la fecha de la 
ocupación hasta la de aprobación definitiva del proyecto de reparcelación de la unidad de 
ejecución donde hayan de hacer efectivos sus derechos. La determinación del valor se 
realizará y decidirá a estos efectos, conforme a la normativa reguladora de las 
valoraciones urbanísticas y por el propio ayuntamiento, con audiencia del interesado. 
 
 
Artículo 125. Procedimiento para la ocupación anticipada. 
 
1. El procedimiento de ocupación directa deberá respetar las siguientes reglas: 
 
a) Será preceptiva la publicación de la relación de terrenos y propietarios afectados, con 
indicación individual de las edificabilidades urbanísticas correspondientes a éstos, además 
de la notificación personal a los propietarios, con un mes de antelación, de la ocupación 
prevista y las demás circunstancias relevantes que en ella concurran. 
b) En el momento de la ocupación deberá levantarse la pertinente acta de ocupación en 
los términos previstos al efecto por la normativa hipotecaria de inscripción registral de los 
actos de naturaleza urbanística y el presente reglamento. Las actuaciones deberán 
entenderse con el Ministerio Fiscal en cuanto hace a propietarios desconocidos, no 
comparecientes incapacitados sin representación y a propiedades litigiosas. 
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d) Los propietarios afectados por la ocupación tendrán derecho a la expedición de 
certificación administrativa acreditativa de todos los extremos del acta levantada. 
e) La certificación administrativa del acta de ocupación directa producirá los efectos 
propios de la reparcelación. 
f) La administración actuante remitirá al Registro de la Propiedad certificación del acta 
levantada acompañada del correspondiente plano a los efectos de la práctica de las 
inscripciones procedentes. 
 
2. Transcurridos cuatro años desde el levantamiento del acta de ocupación sin que se 
hubiera aprobado con carácter definitivo la reparcelación de la unidad de ejecución 
correspondiente, los interesados podrán efectuar la advertencia a la administración 
competente de su propósito de iniciar el expediente de justiprecio una vez transcurra el 
plazo de un año desde la formalización de la mencionada advertencia. 
 
 
Artículo 126. Contenido mínimo del acta de ocupación. 
 
1. En el acta de ocupación anticipada, que se levantará como mínimo por duplicado, se 
expresarán los siguientes datos: 
 
a) Lugar y fecha en la que se produce la ocupación así como del levantamiento de la 
propia acta de ocupación. 
b) Determinación de la administración actuante y transcripción del acuerdo de ocupación. 
c) Datos de identificación del propietario de los terrenos ocupados, haciendo constar el 
nombre, apellidos y estado civil, si fuera persona física, y la denominación con que fuere 
conocida si se tratara de persona jurídica, y domicilio, nombre y circunstancias de las 
personas que en su representación intervengan en el acta. 
d) Circunstancias de las notificaciones realizadas a los titulares de los suelos ocupados y 
especificación del transcurso del plazo de alegaciones. 
e) Descripción de las fincas o partes de fincas objeto de ocupación, junto con plano de las 
mismas, sus datos registrales, la superficie ocupada, las unidades de edificabilidad que 
les corresponden y la unidad de ejecución donde han de hacerse efectivas las citadas 
edificabilidades. 
f) Si la superficie ocupada correspondiera a parte de una finca registral,  deberá 
practicarse e incorporarse al acta la segregación correspondiente con especificación de la 
descripción de la finca matriz. 
g) Planeamiento urbanístico  cuya ejecución motiva la ocupación, con expresión de las 
fechas de su aprobación definitiva y publicación en el «Boletín Oficial» del Territorio 
Histórico. 
h) Nombre, apellidos y cargo de funcionarios que autoricen el acta en representación de 
la administración. 
 
2. Si no compareciese quien figure como titular dominical en los registros públicos, fuere 
persona desconocida o se planteare litigio sobre la propiedad de las fincas o derechos, el 
órgano actuante, al ocupar los terrenos, expedirá en todo caso el acta cuya certificación 
se entregará a los titulares cuando comparecieren y acreditaren su derecho. 
 
3. La certificación literal del acta será enviada por el ayuntamiento al Registro de la 
Propiedad al objeto de la inscripción de la ocupación y la apertura, en su caso, de folio 
independiente correspondiente a la edificabilidad dimanante de la finca o parte ocupada. 
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Artículo 127. Cargas reales existentes. 
 
1. Las cargas reales existentes sobre las fincas ocupadas podrán quedar liberadas, 
recibiendo sus titulares las unidades de edificabilidad urbanística en proporción al valor de 
su derecho, si en el momento de la ocupación el propietario de la finca y el titular o 
titulares de las cargas presentaren acuerdo de reparto de la edificabilidad que 
corresponda a la finca gravada. En este supuesto, el órgano actuante entregará a cada 
una de las personas interesadas una certificación declarativa de la proporción de 
edificabilidad que, con arreglo a lo convenido, le corresponda en relación con el de la 
totalidad de la finca, teniendo todos ellas la consideración de copropietarias a todos los 
efectos y pudiendo, en consecuencia, formar parte de las juntas de concertación. 
Agrupaciones de interés urbanístico o entidades correspondientes. 
 
2. Si en el momento de la ocupación las personas interesadas no presentaren convenio 
de reparto de las unidades de edificabilidad, el órgano actuante podrá suspender la 
ocupación de la finca gravada concediéndoles un plazo no superior a un mes para que lo 
obtengan. Si tampoco en este plazo presentaren convenio o si por razones de urgencia el 
plazo no pudiere ser concedido, el órgano actuante ocupará la finca gravada, expidiendo 
una certificación declarativa de la edificabilidad que corresponda a la finca, en la que 
también se hará constar la existencia de la carga o derecho no liberados y su titular. De la 
citada certificación se entregará un ejemplar a cada persona interesada. 
Los arrendamientos existentes sobre las fincas ocupadas seguirán el régimen establecido 
en la legislación de expropiación forzosa y las indemnizaciones que correspondan las 
abonará la Administración, reduciendo la edificabilidad que correspondería a la persona 
propietaria. 
 
3. Una vez obtenida la certificación y en base a ella, el titular del dominio o de un 
derecho o carga real transformado podrá otorgar escritura de declaración o especificación 
de las unidades de edificabilidad derivadas de su derecho, en la que se describirá la finca 
o derecho de que proceden y la unidad de ejecución donde hayan de hacerse efectivas, 
haciendo constar las cargas que, en su caso, subsistan. La citada escritura será 
inscribible en el Registro de la Propiedad en el mismo folio de la finca ocupada, y si 
declarase sólo parte de las unidades de edificabilidad correspondientes a la misma, se 
inscribirá como cuota pro indiviso del dominio. 
Si la ocupación no hubiese afectado a la totalidad de la finca, se segregará previamente la 
parte ocupada. 
 
4. Las transmisiones posteriores de todas o parte de las unidades de edificabilidad se 
efectuarán conforme a lo establecido para la transmisión de bienes inmuebles, haciendo 
constar en el título las circunstancias reseñadas en el párrafo anterior, y se inscribirán en 
el mismo folio registral de la finca ocupada, que no se cancelará hasta que se inscriba el 
acuerdo de reparcelación de la unidad de ejecución en que los titulares de las citadas 
unidades de edificabilidad hayan de hacer efectivos sus derechos, conforme a lo previsto 
en este Reglamento. 
 
5. Los titulares de cargas reales que no hubieren sido liberadas ni transformadas en 
unidades de edificabilidad conservarán todas sus acciones para la defensa o ejecución de 
su derecho, que seguirá vigente sobre la parcela o cuota pro indiviso que, en los acuerdos 
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de reparcelación, se adjudique al titular o titulares de las unidades de edificabilidad 
derivadas de la finca primitivamente gravada, por aplicación del principio de la 
subrogación real. 
 
6. Si las unidades de edificabilidad gravadas se hubieren enajenado parcialmente, el 
titular de la carga podrá repetir íntegramente su contenido contra cualquiera de los grupos 
de unidades de edificabilidad que pertenezcan a distinto titular o contra todas ellas a la 
vez, conforme a lo previsto al efecto en la normativa hipotecaria. 
Si la carga fuere declarada incompatible con el Planeamiento, la titular del Registro de la 
Propiedad lo hará constar en el correspondiente asiento y las partes interesadas podrán 
acudir al Juzgado competente para instar la declaración de compatibilidad o 
incompatibilidad de las cargas o gravámenes sobre las fincas nuevas, y, en este último 
supuesto, su transformación en un derecho de crédito con garantía hipotecaria sobre la 
finca nueva en la cuantía en que la carga fuera justipreciada. 
 
 
 

CAPÍTULO III 
Costes y cargas de urbanización 

 
 
Artículo 128. Deberes de costear y ejecutar la urbanización. 
 
1. Además de otros deberes y cargas previstos en esta normativa, las personas 
propietarias de suelo en actuaciones urbanísticas tienen el deber de costear y ejecutar 
todas las obras de urbanización previstas en la actuación correspondiente, así como las 
infraestructuras de conexión con las redes generales de servicios y las de ampliación y 
reforzamiento de las existentes fuera de la actuación que ésta demande por su dimensión 
y características específicas, sin perjuicio del derecho a reintegrarse de los gastos de 
instalación de las redes de servicios con cargo a sus empresas prestadoras, en los 
términos que se estipulen en los convenios que al efecto se suscriban y que deberán ser 
aprobados por el ayuntamiento. En defecto de acuerdo, el ayuntamiento decidirá lo 
procedente. 
 
2. Entre las obras e infraestructuras a que se refiere el párrafo anterior, se entenderán 
incluidas las de potabilización, suministro y depuración de agua que se requieran 
conforme a su legislación reguladora, y el planeamiento podrá incluir asimismo las 
infraestructuras de transporte público que se requieran para una movilidad sostenible. 
 
3 Los referidos costes de urbanización se abonarán por las personas obligadas a ello en 
proporción a la superficie de sus respectivos terrenos y las demoras en el pago 
conllevarán el interés de demora correspondiente y su exacción por vía de apremio que, 
en el caso del sistema de concertación el órgano colegiado de gestión habrá de 
solicitárselo formalmente al ayuntamiento. Ello no obstante, el ayuntamiento, al aprobar el 
conjunto de las cuotas de urbanización, podrá acordar el aplazamiento o el 
fraccionamiento del pago hasta la finalización de las obras de urbanización, atendiendo a 
las especiales circunstancias económicas de la persona propietaria solicitante y con 
arreglo a la normativa propia de las Haciendas Locales. 
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Artículo 129.  Definición de las cargas de urbanización. 
 
1. El importe de las obras de urbanización que corre a cargo de los propietarios de una 
unidad de ejecución comprenderá los siguientes conceptos: 
 
a) Obras de vialidad, que comprenden en todo caso las de explanación, afirmado y 
pavimentación de calzadas, las de construcción y encintado de aceras, incluyendo las 
obras precisas para facilitar su accesibilidad a las personas de movilidad reducida, y las 
de construcción de las canalizaciones para servicios en el subsuelo de las vías o de las 
aceras. 
b) Obras de saneamiento, que comprenden las de construcción de colectores generales y 
parciales, acometidas, alcantarillas, sumideros para aguas pluviales y estaciones 
depuradoras, en la proporción que corresponda a la unidad de ejecución 
c) Obras para la instalación y funcionamiento de los servicios públicos de suministro de 
agua, que incluyen las de distribución domiciliaria de agua potable y de riego e hidrantes 
contra incendios, y las de suministro de energía, que comprenden la conducción, la 
transformación para su distribución y la distribución, así como el alumbrado público, las 
telecomunicaciones y cualesquiera otras que estuvieran previstas por la ordenación. Se 
entenderán incluidas las de potabilización, suministro y depuración de agua que se 
requieran conforme a su legislación reguladora. 
d) Obras de ajardinamiento y arbolado, así como de amueblamiento urbano, de parques y 
jardines y vías públicas. 
e) Redacción de proyectos técnicos y publicación de anuncios preceptivos en la 
tramitación administrativa de los diferentes instrumentos de planeamiento de desarrollo 
precisos para la ordenación detallada y de los proyectos de urbanización y de 
reparcelación. 
f) Gastos de promoción y gestión de la actuación urbanizadora, incluido, en su caso, el 
beneficio empresarial del agente o agencia urbanizadora en la cuantía determinada en el 
artículo 150.a  de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo. 
g) Indemnizaciones y gastos de realojo de vivienda y reinstalación de actividades que 
procedan, conforme a esta ley, a favor de propietarios o titulares de derechos, incluidos 
los de arrendamiento, de edificios y construcciones que deban ser demolidos con motivo 
de la ejecución de la ordenación, así como de plantaciones, obras e instalaciones que 
deban desaparecer por resultar incompatibles con ésta. 
h) Cuando así se prevea expresamente en la ordenación urbanística a ejecutar o en el 
programa de actuación, además, las obras de infraestructura y servicios exteriores a  la 
unidad de ejecución que sean precisas tanto para la conexión adecuada de las redes de 
la unidad a las generales municipales o supramunicipales, como para el mantenimiento de 
la funcionalidad de éstas, así como cualesquiera otras cargas suplementarias que se 
impongan a los terrenos. 
i) Los gastos de conservación de la urbanización que corresponden al agente urbanizador 
y a las personas propietarias de los solares resultantes hasta la recepción por la 
administración de las obras realizadas, sin perjuicio de la posibilidad de que el 
planeamiento atribuya tal obligación de conservación con carácter temporal o indefinido a 
las citadas personas constituidas en entidad de conservación. 
j) En su caso, las correspondientes a las obras de infraestructura de transporte público 
que se requieran para una movilidad sostenible. 
 
2. Las personas propietarias de los solares resultantes y, en su caso, la entidad 
urbanizadora tendrán derecho a resarcirse, con cargo a las entidades concesionarias o 
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prestadoras de los servicios, de los gastos correspondientes a las obras precisas para el 
primer establecimiento y el mantenimiento de los servicios de abastecimiento de agua 
potable, suministro de energía eléctrica y gas y, en su caso, telefonía y 
telecomunicaciones, en la parte que, conforme a la reglamentación o las condiciones de 
prestación de éstos, no deba ser asumida por los usuarios. Los costes de establecimiento 
y de conservación se acreditan mediante certificación expedida por la administración 
actuante. 
 
3. Los gastos de recuperación y adecuación de los terrenos contaminados que deban 
formar parte de un proceso de reparcelación serán responsabilidad de las personas 
físicas o jurídicas causantes de la citada contaminación o alteración, en los términos 
establecidos en la Ley 1/2005, de Prevención y Corrección de la Contaminación del Suelo. 
No obstante, cuando el ayuntamiento así lo estime, podrá ordenar a la comunidad 
reparcelatoria, subsidiariamente y a costa de la persona obligada y responsable, la 
ejecución de la descontaminación citada y adecuación de los terrenos, considerando el 
coste como una carga de urbanización. Estos gastos serán repercutidos por la comunidad 
reparcelatoria a la persona obligada o, en su defecto, al titular de los terrenos objeto de la 
actuación, conforme dispone la legislación medioambiental en cuyo caso, su impago 
supondrá un incumplimiento que puede dar lugar a la expropiación forzosa de sus 
derechos o a su exacción por la vía ejecutiva. 
 
 
Artículo 130. Abonos en especie. 
 
Si existe acuerdo entre la administración municipal y las personas propietarias afectadas, 
el pago de todos o parte de las  cargas de urbanización previstas en el artículo 
precedente, podrá realizarse cediendo estas personas a la citada administración, 
gratuitamente y libres de cargas, terrenos edificables en la proporción que se estime 
suficiente para compensar tales gastos, cuyo importe quedará determinado en el propio 
acuerdo municipal. 
 
 
Artículo 131. Urbanización y sectorización. 
 
Los propietarios de suelo urbanizable no sectorizado que sea objeto de un plan de 
sectorización, además de abonar los costes de urbanización señalados en los artículos 
anteriores y cumplir las cargas suplementarias que el  citado plan les imponga, deberán 
costear la ejecución total o el suplemento necesario de las obras exteriores de 
infraestructura sobre las que se apoye la actuación urbanística, tales como redes varias 
de enlace con los núcleos urbanos instalación o ampliación de canalizaciones de servicios 
de abastecimiento de agua, alcantarillado y saneamiento, estaciones depuradoras, 
suministro de energía eléctrica, transporte público y cualesquiera otros servicios 
necesarios para que el suelo de la actuación urbanística quede debidamente enlazado a 
través de esos sistemas generales con la estructura del municipio.  
 
 
Artículo 132. Unidades de ejecución no rentables. 
 
Cuando la actuación en determinadas unidades de ejecución no sea presumiblemente 
rentable, por resultar excesivas las cargas en relación con la escasa edificabilidad prevista 
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en las mismas, el ayuntamiento previo dictamen favorable de sus servicios técnicos y 
jurídicos, podrá autorizar, sin modificar las determinaciones del plan, una reducción de la 
contribución de las propiedades a las mismas o una compensación económica a cargo de 
la administración, procurando equiparar los costes de la actuación a los de otras análogas 
que hayan resultado viables. 
 
 
Artículo 133. Incumplimiento de las obligaciones y cargas de urbanización. 
 
El incumplimiento por los propietarios de suelo de las obligaciones y cargas que se fijan 
en este Reglamento dará lugar: 
 
a) A la exacción de las cuotas de urbanización por la vía de premio o 
b) A la expropiación por el ayuntamiento de los terrenos afectados al cumplimiento de 
las cargas, siendo beneficiarios de la expropiación el propio ayuntamiento o la junta de 
concertación, según sea el sistema de actuación empleado. 
 
 
Artículo 134. Conservación de la urbanización. 
 
1. La conservación de las obras de urbanización y el mantenimiento de las dotaciones e 
instalaciones de los servicios públicos serán de cargo del ayuntamiento, una vez que se 
haya efectuado la cesión de aquéllas. 
 
2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, quedarán sujetas las personas 
propietarias de los terrenos comprendidos en la unidad de ejecución a la citada obligación 
de conservación, ya sea de forma temporal o indefinida, cuando así se imponga por el 
planeamiento, se alcance un convenio en tal sentido o resulte expresamente de 
disposiciones legales. 
 
3. En el supuesto de unidades de ejecución periféricas, en las que la utilización de la 
urbanización se produciría de manera prácticamente exclusiva por las propietarias de los 
terrenos objeto de la actuación urbanística y por quienes tuvieren causa en las mismas, el 
ayuntamiento a través del planeamiento establecerá la citada obligación de conservación 
por parte de las citadas propietarias de toda la urbanización del ámbito en cuestión. 
 
4. Cuando se establezca la obligación de conservación a que se refiere el presente 
artículo, las personas y entidades propietarias habrán de integrarse necesariamente en 
una junta o entidad de conservación que se preverá en el proyecto de reparcelación, en el 
que se establecerán sus estatutos que habrán de ser aprobados por el ayuntamiento 
inscribiéndose también en el Registro de la Propiedad junto con las fincas de remplazo y 
en el Registro administrativo de Agrupaciones de Interés Urbanístico. 
 
 
Artículo 135. Cuotas de participación. 
 
1. La participación de los propietarios en la obligación de conservación y mantenimiento 
de las obras de urbanización, dotaciones e instalaciones de los servicios públicos, cuando 
no esté a cargo del ayuntamiento, se determinará en función de la participación que 
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tuviesen fijada en la junta de concertación y en el proyecto de reparcelación, o en su caso, 
en la que se hubiere fijado en la entidad de conservación. 
 
2. Si sobre las parcelas se hubiesen constituido regímenes de propiedad horizontal, la 
contribución de los propietarios en la referida obligación de conservación y mantenimiento 
se determinará por la cuota de participación con relación al total del valor del inmueble 
que tenga asignada en cada comunidad. 
 
 
Artículo 136. Impago de cuotas. 
 
1. Cualquiera que fuese la persona a quien corresponda la obligación de mantenimiento 
a que se refieren los artículos precedentes, el ayuntamiento, en su condición de titular de 
los terrenos de dominio público, obras, dotaciones e instalaciones objeto de cesión 
obligatoria, podrá exigir por la vía de apremio las cuotas que se adeuden, ya sea de oficio, 
ya a instancia, en su caso, de la entidad urbanística colaboradora. 
 
2. El importe de la cuota será entregado por el ayuntamiento a la entidad encargada de 
la conservación, cuando la citada obligación no corresponda al mismo ayuntamiento. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 

SECCIÓN 1ª 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DE EJECUCIÓN URBANÍSTICA 

 
 
Artículo 137. Sujetos, modos y formas para la gestión. 
 
1. En la ejecución de los planes urbanísticos, los ayuntamientos y las entidades locales, 
en el ámbito de sus competencias, podrán utilizar todos los modos y formas previstas en 
la legislación de Régimen Local incluyendo las mancomunidades, gerencias, consorcios, 
sociedades públicas y convenios de colaboración que consideren pertinentes. 
 
2. Asimismo, las entidades locales podrán delegar en otras administraciones públicas o 
encomendar en los organismos y entidades dependientes de las mismas, la redacción de 
los instrumentos de ordenación y gestión así como la gestión urbanística y  la ejecución 
de las obras de urbanización  
 
3. Del mismo modo, y con absoluto respeto a las normas de publicidad y concurrencia, la 
gestión urbanística podrá realizarse por la iniciativa privada, siempre bajo la dirección del 
ayuntamiento correspondiente, a través de la figura del Agente Urbanizador o Agencia 
Urbanizadora o cualquiera otra que pueda actuar como concesionaria de la 
administración. 
 
4. Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, las personas o entidades propietarias 
de los terrenos objeto de la actuación cuando así se prevea en el planeamiento o en su 
ejecución, podrán constituirse en juntas de concertación, agrupaciones de interés 
urbanístico, o entidades de conservación de la urbanización, conforme a lo previsto en el 
presente reglamento. 
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Artículo 138. Presupuestos de la ejecución. 
 
Para la ejecución del planeamiento urbanístico se requerirá la previa aprobación de los 
siguientes instrumentos: 
 
a) El planeamiento urbanístico idóneo para establecer la ordenación pormenorizada en la 
clase de suelo de que se trate. 
b) En el caso de las actuaciones integradas, el programa de actuación urbanizadora 
correspondiente, de carácter potestativo a decisión municipal motivada, y que podrá 
contenerse en el planeamiento pormenorizado aprobándose conjuntamente con el mismo.  
c) El proyecto de urbanización, el proyecto de obras complementarias a la urbanización o 
el proyecto de obras de dotaciones públicas, según los casos y conforme a lo dispuesto 
en los artículos 194 y 195 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo. 
d) El proyecto de reparcelación referido a cada una de las unidades de ejecución en que 
se concrete la actuación integrada salvo que se trate de propietario único; se actúe por el 
sistema de expropiación forzosa o se ejecuten las dotaciones públicas de la red de 
sistemas generales y/o locales. 
e) El programa de edificación en el caso de actuaciones aisladas una vez transcurrido el 
plazo máximo establecido para realizar la edificación. 
 
 
Artículo 139. Actuaciones de las administraciones de la Comunidad Autónoma y de los 
territorios históricos. 
 
1. Las actuaciones que en suelo a su disposición, y para su transformación urbanística 
mediante la ejecución del planeamiento, lleven a cabo las administraciones de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco y de los órganos forales de sus territorios históricos 
deberán contar con la ordenación urbanística adecuada, ser conformes con ella y 
ejecutarse sobre la base de los pertinentes instrumentos de urbanización y ejecución 
previstos en la legislación urbanística. 
 
2. Cuando, a los efectos de lo dispuesto en el número anterior, fuera precisa la 
formulación, tramitación y aprobación de instrumentos de ordenación, urbanización y 
ejecución, los departamentos correspondientes de la Administración de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco y de los órganos forales de sus territorios históricos podrán: 
 
a) Por encomienda de los ayuntamientos afectados, formular y tramitar los instrumentos 
precisos, sin perjuicio de los acuerdos que en el marco de sus competencias deban 
adoptar aquéllos. 
b) Excepcionalmente, cuando razones de interés público, debidamente motivadas y 
justificadas, así lo requieran, y por habilitación del Consejo de Gobierno Vasco, formular, 
tramitar y aprobar los instrumentos necesarios conforme al procedimiento establecido por 
esta ley. 
 
3. La habilitación prevista en el apartado 2.b anterior requerirá el cumplimiento de los 
siguientes trámites previos: 
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a) Comunicación formal debidamente motivada, de los departamentos promotores a los 
ayuntamientos afectados, que en plazo máximo de tres meses habrán de manifestar su 
conformidad o disconformidad con la propuesta, motivando, en todo caso, su criterio. 
b) En caso de disconformidad o no respuesta en el citado plazo, apertura de un periodo 
de negociaciones y consultas por plazo de otros dos meses a fin de llegar a un acuerdo. 
En caso de no lograrse el acuerdo, a través del departamento competente en materia de 
ordenación del territorio se solicitará la habilitación al Consejo de Gobierno Vasco, previo 
informe favorable de la Comisión de Ordenación del Territorio. 
 
 
Artículo 140. Tipos de actuación. 
 
1. Las actuaciones urbanísticas se califican 
 
- Actuaciones aisladas. 
- Actuaciones de dotación. 
- Actuaciones integradas. 
- Actuaciones de ejecución sistemas generales y locales. 
 
2. Son aisladas las que se producen sobre un solar o parcela edificable sobre la que el 
planeamiento permite la edificación directa con la pertinente licencia o, en el caso de la 
parcela, la adquisición de su condición de solar con la realización, previa o simultánea a la 
edificación de las obras de urbanización complementarias. En supuestos de proindivisión 
en la propiedad del solar o parcela podrá ser objeto de reparcelación a instancia de 
cualquier persona propietaria que represente, como mínimo, el equivalente al cincuenta 
por ciento de la copropiedad. 
 
3. Son actuaciones integradas, las que se producen en suelo urbano no consolidado o en 
urbanizable sectorizado, en terrenos que precisan de un mayor grado de urbanización que 
las actuaciones aisladas, para dar lugar a uno o varios solares cuya gestión y ejecución se 
producirá a través de una o varias unidades de ejecución completas. 
 
4. Son actuaciones de dotación las que se producen en parcela o solar urbano al que el 
nuevo planeamiento otorga un incremento de su edificabilidad ponderada respecto de la 
previamente materializada.  
 
5. Son actuaciones de ejecución de dotaciones públicas de las redes de sistemas 
generales y locales, las que pueden ser objeto de ejecución directa sobre suelos que 
deben obtenerse por expropiación forzosa por no hallarse incluidos o adscritos para su 
obtención gratuita en actuaciones integradas o unidades de ejecución. 
 
 

SECCIÓN 2ª 
SISTEMAS DE ACTUACIÓN 

 
 
Artículo 141.  Sistemas de actuación. 
 
1. La ejecución de las unidades de actuación se realizará mediante cualquiera de los 
siguientes sistemas de actuación:   
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a) Concertación. 
b) Cooperación. 
c) Expropiación forzosa. 
 
2. El ayuntamiento elegirá entre los distintos sistemas de actuación con plena libertad, 
considerando criterios como el mejor cumplimiento de los fines del planeamiento, los 
plazos de ejecución, los medios económico-financieros, la capacidad de gestión con la 
que cuente la entidad municipal y la implicación por parte de la propiedad. 
 
3. La determinación del sistema de actuación se establecerá en el plan o en el programa 
de actuación urbanizadora o en expediente de delimitación de la unidad de ejecución o de 
manera autónoma siguiendo el mismo procedimiento para la delimitación de la unidad de 
ejecución correspondiente. La modificación del sistema de actuación ya establecido podrá 
realizarse también a través del referido procedimiento de delimitación de unidad de 
ejecución.  
 
4. Cuando el planeamiento fije como sistema de actuación el de concertación y las 
personas interesadas no promuevan su ejecución en el plazo máximo de seis meses el 
Ayuntamiento podrá proceder al cambio de sistema por el de cooperación o por el de 
expropiación forzosa. 
 
 

SECCIÓN 3ª 
EL SISTEMA DE CONCERTACIÓN 

 
 
Artículo 142. Sistema de concertación. 
 
1. El sistema de concertación tiene por objeto la gestión y ejecución de la urbanización de 
una unidad de ejecución por los mismos propietarios del suelo comprendido en su 
perímetro, con solidaridad de beneficios y cargas. 
 
2. Los propietarios de suelo incluidos en una unidad de ejecución por el sistema de 
concertación, y los de suelo exterior a la unidad ocupado para la ejecución de sistemas 
generales y/o locales, que deban participar en la unidad de que se trate, deberán 
constituirse en junta de concertación para poder aplicar el sistema. 
 
3. Se exceptúa del requisito del número anterior el supuesto de que todos los terrenos 
pertenezcan a un solo propietario. Si todos los terrenos perteneciesen a una comunidad 
pro indiviso, ésta se considerará como propietaria única a los efectos del sistema de 
concertación, si no existiese oposición por parte de ninguno de los condueños. 
 
En otro caso, será preciso, para aplicar el sistema, constituirse en junta de concertación, 
con arreglo a las normas generales, entendiéndose que la exigencia del porcentaje de 
superficie quedará cumplida cuando concurra el 50 por 100 de las cuotas de interés en el 
pro indiviso. Del mismo modo se procederá cuando apareciesen discrepancias entre los 
copropietarios en el curso de la aplicación del sistema para la ejecución del plan. 
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Artículo 143. Plazo para la presentación del proyecto de convenio, bases y estatutos. 
 
1. Cuando el sistema de concertación venga establecido en el plan para una determinada 
unidad de ejecución y transcurriesen seis meses desde su aprobación definitiva sin que 
las personas propietarias que representen al menos el 50 por 100 de la superficie de 
aquéllos hayan presentado el preceptivo convenio junto con el proyecto de estatutos y de 
bases de actuación, en los términos previstos en este reglamento, el ayuntamiento 
correspondiente, si no procede al cambio de sistema de actuación, requerirá a todos los 
propietarios afectados para que los presenten en el plazo de tres meses.  
 
2. Si, no obstante el requerimiento, los propietarios no presentaran los documentos 
expresados, la administración actuante procederá a sustituir el sistema de concertación 
por alguno de los también previstos en este Reglamento para la ejecución de los planes. 
 
 
Artículo 144. Sistema de actuación no previsto en el plan. Iniciativa de la propiedad y 
procedimiento. 
 
1. Cuando el sistema de concertación no estuviere determinado en el plan, la solicitud de 
aplicación del mismo se efectuará en el procedimiento de delimitación de la unidad de 
ejecución. 
 
2. La solicitud deberá ir suscrita por propietarios que representen al menos el 50 por 100 
de la superficie de la unidad de ejecución, y se trasladará mediante notificación personal o 
individualizada al resto de la personas propietarias, con derecho a formar parte de la junta 
de concertación, concediéndoles un plazo no inferior a quince días para que puedan 
formular las alegaciones que a su derecho convengan. 
 
Para el cómputo del expresado porcentaje se tendrán en cuenta las superficies ocupadas 
para sistemas generales y/o locales a propietarias y/o propietarios de suelo exterior a la 
unidad de ejecución, que hayan de hacer efectivos sus derechos en la misma. 
 
3. Las alegaciones versarán sobre el cómputo de la superficie de los terrenos de los 
solicitantes, la legalidad de sus títulos de propiedad o sobre cualquier otra causa que 
pudiera impedir la preceptiva aplicación del sistema. 
 
4. Recibidas las alegaciones se dará audiencia en término de otros quince días a los 
solicitantes iniciales. La administración actuante acordará la aplicación del sistema si 
resulta justificada la titularidad de la superficie requerida, y los litigios civiles entre las 
personas afectadas, caso de producirse, no suspenderán la ejecución urbanística. 
 
 
Artículo 145. Iniciativa de propiedad que no represente como mínimo el 50%. 
 
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los titulares de terrenos cuya superficie 
no represente el 50 por 100 o más de la unidad de ejecución podrán también instar la 
aplicación del sistema de concertación en el procedimiento de delimitación de la unidad de 
ejecución. 
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2. La administración actuante dará trámite a la solicitud en los términos del artículo 
anterior. 
 
3. Tramitada la solicitud y analizadas las alegaciones de todos los que comparecieren en 
el expediente, la Administración determinará la aplicación del sistema de concertación 
cuando durante el período de alegaciones se hubieran adherido a la solicitud propietarios 
de terrenos cuya superficie, unida a la de las peticionarias, sea superior al 50 por 100 del 
total de la unidad de ejecución. 
 
 
Artículo 146. Constitución de la junta de concertación. 
 
1. El procedimiento de constitución de la junta de concertación se iniciará mediante 
resolución de la alcaldía del ayuntamiento por el que se aprueben inicialmente y se 
sometan a información pública los proyectos de convenio, estatutos y bases de actuación. 
 
2. La redacción y formulación de los proyectos citados en el apartado anterior 
corresponderá a las personas propietarias interesadas que reúnan el porcentaje de 
superficie que da lugar a la aplicación del sistema de concertación. 
 
3. El acuerdo de aprobación inicial, con los proyectos de convenio, estatutos y de bases 
de actuación, se publicará en el boletín oficial del territorio histórico y se notificará además 
individualizadamente a todas las personas propietarias afectados por el sistema de 
actuación, en cuya notificación se hará mención del «Boletín Oficial» en el que se inserte 
el aludido acuerdo. Serán propietarios afectados tanto los de suelo comprendido en la 
unidad de ejecución como los de suelo destinado a sistemas generales y/o locales que 
hayan de hacer efectivo su derecho en la citada unidad de ejecución. 
 
 
Artículo 147. Plazo de alegaciones. 
 
1. Durante un plazo de veinte días hábiles, contados a partir del siguiente al de la 
notificación, las propietarias y los propietarios podrán formular ante el ayuntamiento las 
alegaciones que a su derecho convengan y, en su caso, solicitar su incorporación a la 
junta de concertación.. 
 
2. También podrán formularse alegaciones por quienes no sean propietarios afectados, 
durante el plazo de veinte días, contados desde la publicación en el boletín oficial del 
territorio histórico. 
 
3. Transcurridos los plazos de alegaciones a que se refieren los números anteriores, el 
ayuntamiento aprobará definitivamente el convenio, los estatutos y las bases de actuación 
con las modificaciones que, en su caso, procedieren y designará su representante en el 
órgano rector de la junta de concertación. 
 
4. El acuerdo de aprobación definitiva se publicará en el boletín oficial del territorio 
histórico, expresando, si las hubiere, las modificaciones introducidas en el convenio, en 
los estatutos o en las bases de actuación. Asimismo, se notificará individualmente con ese 
mismo contenido a los propietarios afectados y a quienes hubieren comparecido en el 
expediente. 
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5. En la notificación del acuerdo de aprobación definitiva se requerirá a quienes sean 
propietarios afectados, y no hubieren solicitado su incorporación a la junta, para que así lo 
efectúen, si lo desean, en el plazo de un mes, contado desde la notificación, con la 
advertencia de que su no incorporación conllevará la expropiación forzosa de sus fincas 
en beneficio de la junta de concertación. Este trámite de notificación del acuerdo de 
aprobación definitiva no tendrá lugar cuando la totalidad de los propietarios hubieran 
solicitado inicialmente o en el trámite previsto en el número 1 de este artículo su 
incorporación a la junta de concertación. 
 
 
Artículo 148. Escritura pública de constitución. 
 
1. Transcurridos los plazos a que se refiere el artículo anterior, el ayuntamiento requerirá a 
los interesados para que constituyan la junta de concertación, mediante escritura pública 
en la que designarán los cargos del órgano rector, que habrán de recaer necesariamente 
en personas físicas. 
 
2. La junta quedará integrada por los propietarios de terrenos que hayan aceptado el 
sistema, por las entidades públicas titulares de bienes incluidos en la unidad de ejecución, 
ya tengan carácter demanial o patrimonial, y, en su caso, por las empresas urbanizadoras 
que se incorporen. 
 
3. También tendrán derecho a formar parte de la junta de concertación los propietarios de 
suelo destinado a sistemas generales y/o locales, cuando hayan de hacerse efectivos sus 
derechos en la unidad de ejecución objeto de actuación por este sistema. 
 
4. En la escritura de constitución deberá constar como mínimo: 
 
a) Relación de los propietarios y, en su caso, empresas urbanizadoras. 
b) Relación de las fincas de las que son titulares. 
c) Personas que hayan sido designadas para ocupar los cargos del órgano rector. 
d) Acuerdo de constitución. 
 
5. Los propietarios o interesados que no otorguen la escritura podrán consentir su 
incorporación en escritura de adhesión, dentro del plazo que al efecto se señale. 
 
6. Copia autorizada de la escritura y de las adhesiones, en su caso, se trasladará al 
ayuntamiento, quien adoptará, si procede, acuerdo aprobatorio en plazo de treinta días. 
 
7. Aprobada la constitución, el ayuntamiento remitirá el acuerdo junto con la copia 
autorizada de la escritura al departamento competente en materia de urbanismo de la 
diputación foral, para su inscripción en el registro de agrupaciones de interés urbanístico. 
 
8. Una vez inscrita la junta de concertación, el órgano foral competente se lo notificará a la 
presidencia de la citada junta. 
 
 
Artículo 149. Comunicación de incidencias. 
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De las incidencias que se produzcan en la junta de concertación, tales como modificación 
de nombramientos en el órgano rector, incorporación de empresas urbanizadoras y 
cualesquiera otras que afecten a la composición de la Junta o de sus órganos directivos, 
se dará traslado al Registro de Agrupaciones de Interés Urbanístico, a través del 
ayuntamiento. 
 
 
Artículo 150. Naturaleza jurídica y funciones de la junta de concertación. 
 
1. La junta de concertación tendrá naturaleza administrativa, personalidad jurídica propia y 
plena capacidad de obrar y contra sus acuerdos podrá interponerse recurso administrativo 
de alzada en el plazo de quince días ante el ayuntamiento con carácter previo al acceso, 
en su caso, a la vía jurisdiccional contencioso administrativa. 
 
2. La junta de concertación asumirá la ejecución del planeamiento y será directamente 
responsable frente al ayuntamiento de la ejecución completa de la urbanización de la 
unidad de ejecución, así como del cumplimiento de las restantes cargas urbanísticas de la 
actuación, repercutiendo los gastos correspondientes a la totalidad de los propietarios 
adjudicatarios de parcelas resultantes en la proporción y modo establecidos en el proyecto 
de reparcelación. 
 
3. Para el cumplimiento de sus fines, la junta de concertación ostentará las siguientes 
facultades y prerrogativas públicas: 
 
a) Formular la reparcelación para la equidistribución de beneficios y cargas de la unidad. 
La reparcelación, que tendrá en todo caso el carácter de reparcelación forzosa, se 
aprobará inicialmente por la junta por la mayoría absoluta de las cuotas de propiedad 
incorporada y se expondrá al público mediante anuncio en el boletín oficial del territorio 
histórico correspondiente y se notificará a todos los propietarios. Corresponderá en todo 
caso al ayuntamiento la aprobación definitiva del proyecto, previa resolución de las 
alegaciones que en el periodo de información pública y audiencia puedan producirse. 
b) Exigir de los propietarios de la unidad las cantidades correspondientes, que podrán ser 
objeto de vía de apremio por el ayuntamiento. 
c) Las demás que correspondan conforme a la legislación urbanística a favor de la 
empresa urbanizadora, la concesionaria y/o el agente o agencia urbanizadora. 
 
4. Las juntas de concertación actuarán como fiduciarias con pleno poder dispositivo sobre 
las fincas incluidas en la unidad de ejecución, sin más limitaciones que las establecidas en 
la normativa aplicable. Cuando resultara necesario para la ejecución de las obras u otros 
trabajos relacionados con la ejecución del plan, la administración municipal podrá imponer 
a sus titulares de forma forzosa las servidumbres y ocupaciones temporales precisas. 
 
 
Artículo 151. Incorporación de empresas urbanizadoras. 
 
1. En cualquier momento, previo acuerdo con la propiedad,  podrán incorporarse a la junta 
de concertación empresas urbanizadoras que hayan de participar con los propietarios en 
la gestión urbanística de la unidad de ejecución. 
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2. Si la incorporación tuviese lugar después de constituida la junta, deberá realizarse 
conforme a las previsiones de los estatutos, y si éstos no contuvieran determinación 
bastante al respecto, se precisará su modificación, siguiéndose el mismo procedimiento 
que para la aprobación de los estatutos. 
 
 
Artículo 152. Determinaciones mínimas del convenio. 
 
1.-La actuación por el sistema de concertación requiere en todo caso la firma de un 
convenio en el que más del 50% de la propiedad del suelo, como mínimo, asuma los 
siguientes compromisos: 
 
a) Constituirse en junta de concertación conforme a lo previsto en el artículo siguiente. 
b) Formular a través de la citada junta el documento de reparcelación para la 
equidistribución de los beneficios y cargas de la actuación. 
c) Aportar los terrenos y bienes de cesión obligatoria y gratuita en los términos 
establecidos en la ley, el planeamiento o el propio convenio. 
d) Asumir la totalidad de las cargas de urbanización y ejecutar las obras de urbanización, 
infraestructuras y servicios atribuidas a la unidad por la ley, el planeamiento o el propio 
convenio. 
 
2.- Los compromisos asumidos por las personas propietarias ante el ayuntamiento serán 
garantizados por los firmantes del convenio mediante la formalización y entrega de aval 
del 7 % (siete por ciento) de la cuantía de las cargas de urbanización. 
 
 
Artículo 153. Estatutos. 
 
Los estatutos de las juntas de concertación contendrán, cuando menos, las siguientes 
circunstancias: 
 
a) Nombre, domicilio, objeto y fines. 
b) Ayuntamiento bajo cuya tutela se actúe. 
c) Expresión de la unidad de ejecución que constituye su objeto. 
d) Duración. 
e) Condiciones o requisitos para incorporarse a la junta, que no podrán ser más gravosas 
para unas propietarias que para otras. Los cotitulares de una finca o derecho habrán de 
designar una sola persona para el ejercicio de sus facultades como miembro de la junta, 
respondiendo solidariamente frente a ella de cuantas obligaciones dimanen de su 
condición. Si no designaren representante en el plazo que al efecto se señale, lo 
nombrará el ayuntamiento.. 
Cuando las fincas pertenezcan a menores o personas que tengan limitada su capacidad 
de obrar, estarán representados en la junta de concertación por quienes ostenten la 
representación legal de los mismos. 
f) Condiciones o requisitos para incorporarse a la junta empresas urbanizadoras si 
expresamente se previera la posibilidad de su participación Estas estarán representadas 
por una sola persona. 
g) Órganos de gobierno y administración, forma de designarlos y facultades de cada uno 
de ellos. 
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h) Requisitos de la convocatoria de los órganos de gobierno, y administración, requisitos y 
forma de la adopción de acuerdos, quórum mínimo y forma de computarse los votos, con 
expresión de los casos en que sean proporcionales al derecho o interés económico de 
cada miembro y aquellos otros en que el voto sea individualizado. 
i) Derechos y obligaciones de sus miembros. 
j) Medios económicos y reglas para la exacción de aportaciones que con carácter tanto 
ordinario o extraordinario pudieran acordarse. 
k) Expresión de los recursos que con arreglo a la normativa sean procedentes contra los 
acuerdos de la junta. 
l) Normas sobre su disolución y liquidación. 
 
 
Artículo 154. Las bases de actuación. 
 
1. Las bases de actuación contendrán las determinaciones siguientes: 
 
a) Criterios para valorar las fincas aportadas, que podrán ser distintos de los establecidos 
para la reparcelación en la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo, cuando así se acuerde por 
unanimidad. 
b) Criterios de valoración de derechos reales sobre las fincas, servidumbres prediales y 
derechos personales que pudieran estar constituidos en razón de ellas. 
c) Criterios de valoración de edificaciones, obras, plantaciones e instalaciones que 
deberán derruirse o demolerse. 
d) Criterios para valorar las aportaciones de empresas urbanizadoras. 
e) Procedimiento para contratar la ejecución de las obras en urbanización y, en su caso, 
las de edificación. 
f) Criterios de valoración de las fincas resultantes en función de la edificabilidad de la  
unidad de ejecución. 
g) Reglas para la adjudicación de fincas a los miembros de la Junta en proporción a los 
bienes o derechos aportados, expresando los criterios de adjudicación en comunidad, si 
procediere. 
h) Supuestos de incumplimiento de las obligaciones de los miembros de la junta de 
Concertación que darán lugar a la expropiación de sus bienes o derechos. 
i) Reglas para valorar los inmuebles que se construyan cuando la junta esté facultada 
para edificar y criterios para la fijación del precio de venta a terceras personas. 
j) Forma y plazos en que los propietarios de terreno o titulares de otros derechos han de 
realizar aportaciones a la junta, bien en metálico, bien en terrenos o en otras propiedades, 
en su caso. 
k) Reglas para la distribución de beneficios y pérdidas. 
l) Supuestos de concertación a metálico en las diferencias de adjudicación. 
m) Momento en que pudiera edificarse sobre solares aportados o adjudicados por la junta, 
por los propietarios o por las empresas urbanizadoras, sin perjuicio de la solicitud de 
licencia al ayuntamiento en cuyo territorio se efectúe la actuación. 
n) Forma de exacción de las cuotas de conservación, si procediere, hasta la disolución de 
la junta. 
 
2. Las bases de actuación podrán contener además las determinaciones complementarias 
que se consideren adecuadas para la correcta ejecución del sistema y de las obras de 
urbanización, incluso señalando las características técnicas mismas que deben recogerse 
en los proyectos de urbanización que se redacten. 
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Artículo 155. Efectos de la constitución de la junta de concertación. 
 
1. Constituida la junta de concertación, todos los terrenos comprendidos en la unidad de 
ejecución quedarán directamente afectados al cumplimiento de las obligaciones 
inherentes al sistema. 
 
2. Los terrenos propiedad de quienes no se hubieren incorporado a la junta serán 
expropiados, atribuyéndose a ésta el carácter de beneficiaria de la expropiación. 
 
 
Artículo 156. Anotación registral de la afección de los terrenos. 
 
1. La afección de los terrenos comprendidos en una unidad de ejecución al cumplimiento 
de las obligaciones inherentes al sistema de concertación se hará constar por nota 
marginal en el Registro de la Propiedad. 
 
2. La citada nota se extenderá a instancia de la junta de concertación, con aportación de 
certificación administrativa de haber quedado constituida la junta de concertación y de 
estar la finca incluida en la unidad de ejecución. 
 
3. La citada nota marginal solamente producirá el efecto de que los interesados que 
hagan constar su derecho en el Registro con posterioridad a ella no tendrán que ser 
citados preceptivamente en el expediente. No obstante, si se personaren en el mismo, se 
seguirán también con ellos las sucesivas actuaciones.  
 
 
Artículo 157. Bienes de dominio público e instrumentos de transmisión o agrupación de 
fincas. 
 
En los instrumentos que hayan de otorgarse para la transmisión del dominio de las fincas 
a favor de la junta o para las agrupaciones de fincas se harán constar los bienes de 
dominio público que pudieran existir en la unidad de ejecución, expresando su superficie y 
situación. 
 
 
Artículo 158. Exenciones fiscales. 
 
El régimen fiscal correspondiente a las aportaciones y transmisiones que se realicen a 
favor de las juntas de concertación por parte de las personas o entidades propietarias de 
terrenos de la unidad de ejecución correspondiente; las adjudicaciones que se efectúen a 
las citadas titulares dominicales por las propias juntas en proporción a los terrenos 
incorporados; y los mismos actos y contratos a que dé lugar la reparcelación será el 
previsto en la normativa foral y local correspondiente. 
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Artículo 159. Ejecución de las obras de urbanización. 
 
1. Los proyectos de urbanización que hayan de redactarse para la ejecución de las obras 
se harán por encargo de la junta de concertación pudiendo también realizarse por la 
administración actuante siempre de manera acordada con la citada junta o 
subsidiariamente para el caso de incumplimiento por parte de la misma. 
 
2. El pago de estos proyectos corresponderá, en todo caso, a la junta de concertación 
como gasto de urbanización. 
 
3. La administración actuante tendrá facultades para vigilar la ejecución de las obras e 
instalaciones. Si alguna obra o instalación, o parte de ella, no se ejecutare de conformidad 
con el proyecto, la administración podrá ordenar la demolición de la obra o el 
levantamiento de las instalaciones y la nueva ejecución con cargo a la junta de 
concertación, quien, a su vez, podrá repercutir sobre el contratista, si procede. 
 
 
Artículo 160. Contratación de las obras por parte de la junta de concertación, 
 
1. Las obras de urbanización que se ejecuten en la unidad de ejecución por el sistema de 
concertación serán a cargo de la junta. 
 
2. La contratación para la ejecución de las obras se llevará a cabo por la junta de 
concertación con la empresa o empresas que se determinen en virtud de acuerdo de los 
órganos de gobierno de aquélla. 
 
3. En el contrato de ejecución de las obras se harán constar, además de las cláusulas que 
constituyen su contenido típico, las siguientes circunstancias: 
 
a) El compromiso de la empresa constructora de realizar las obras de total conformidad 
con los proyectos de urbanización debidamente aprobados. 
b) La obligación de la empresa de facilitar la acción inspectora de la administración 
actuante. 
c) Aquellos supuestos de incumplimiento que puedan dar lugar a la resolución del 
contrato, así como las indemnizaciones que correspondan por inobservancia de las 
características técnicas de las obras o de los plazos de ejecución. 
d) La retención que, de cada pago parcial a cuenta, haya de efectuar la junta, en garantía 
de la correcta ejecución de las obras. Estas retenciones no serán devueltas hasta que no 
se haya recibido definitivamente la obra. 
e) El modo y plazos para abono por la junta de cantidades a cuenta en función de la obra 
realizada. 
 
4. Si a la junta de concertación se hubiera incorporado alguna empresa urbanizadora que 
aporte, total o parcialmente, los fondos necesarios para urbanizar el suelo, la ejecución de 
la obra podrá realizarse directamente por la citada empresa si las bases lo hubieran así 
previsto, en cuyo caso se garantizará el cumplimiento de las circunstancias exigidas en el 
número anterior. 
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Artículo 161. Enajenación de terrenos y concertación de créditos por la junta de 
concertación. 
 
1. Para hacer frente a los gastos de urbanización, la junta podrá disponer, mediante su 
enajenación, de los terrenos que se hubiesen reservado a tal fin en el proyecto de 
concertación. 
 
2. Las juntas de concertación podrán concertar créditos con garantía hipotecaria de las 
fincas pertenecientes a los propietarios miembros de aquéllas para la realización de las 
obras de urbanización. Si se emitieren títulos, se cumplirá lo dispuesto para la constitución 
de la hipoteca en garantía de los transmisibles por endoso o al portador, en los artículos 
154 y concordantes de la Ley Hipotecaria. 
 
3. Para realizar los actos señalados en los dos números anteriores, será necesario 
acuerdo del pleno de la junta de concertación, salvo que la constitución de gravámenes y 
la enajenación conste prevista en los estatutos como competencia de sus órganos 
rectores, en cuyo caso se entenderá que actúan en representación de aquélla, sin 
necesidad de acuerdo expreso. 
 
4. En cualquier caso, y aun cuando no estuviere previsto en los estatutos, la junta de 
concertación, a través de sus órganos rectores, podrá poner a disposición de quienes 
ejecuten la obra urbanizadora las superficies sobre las que se vayan a ejecutar las obras y 
aquellas otras que sea necesario ocupar durante su realización, sin que ello signifique 
merma alguna de los derechos de los propietarios en el resultado de la concertación. 
 
 
Artículo 162. Gravamen real de las fincas resultantes. 
 
1. Las fincas resultantes del proyecto de reparcelación quedarán gravadas, con carácter 
real, al pago de la cantidad que corresponda a cada finca, en el presupuesto previsto de 
los costes de urbanización de la unidad de ejecución a que se refiera, en su día al saldo 
definitivo de la cuenta de los citados costes. 
 
2. Esta afección tendrá la misma preferencia y duración que la señalada en el 
procedimiento reparcelatorio, y se podrá cancelar a instancia de parte interesada también 
por solicitud a la que se acompañe certificación de la junta de concertación de estar 
pagados totalmente los costes de urbanización correspondientes a la finca de que se 
trate, certificación que la Junta no podrá expedir hasta tanto no hayan sido recibidas las 
obras por el órgano actuante. 
 
 
Artículo 163. Terrenos de cesión obligatoria y gratuita. 
 
1. El acuerdo de aprobación del proyecto de reparcelación producirá la cesión de derecho 
a la administración actuante, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los terrenos que 
sean de cesión obligatoria y gratuita según el plan, para su incorporación al patrimonio 
municipal del suelo o su afectación a los usos previstos en el mismo. 
 
2. No obstante lo dispuesto en el número anterior, la junta de concertación y la empresa 
que tenga a su cargo la ejecución de las obras de urbanización podrán ocupar a este fin 
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los terrenos objeto de cesión hasta que finalizadas dichas obras sean recibidas por la 
administración actuante. 
 
 
Artículo 164. Recepción municipal de la urbanización. 
 
1. La cesión de las obras de urbanización e instalaciones y dotaciones cuya ejecución 
estuviere prevista en el plan de ordenación y proyecto de urbanización aplicables se 
efectuará por la junta de concertación en favor del ayuntamiento  dentro de un plazo no 
superior a tres meses, contado desde la recepción definitiva por la junta de concertación. 
En el caso de los concejos alaveses, cuando la urbanización corresponda a su término, el 
ayuntamiento negociará con los mismos los términos de la citada recepción con las 
contrapartidas económicas pertinentes para tal finalidad. 
 
2. La cesión a que alude el número anterior podrá referirse a una parte de la unidad de 
ejecución aun cuando no se haya completado la urbanización de ese ámbito territorial, 
siempre que el área ya urbanizada constituya una unidad funcional directamente utilizable 
y se haya producido respecto de la misma la recepción definitiva por parte de la junta de 
concertación. 
 
3. Las cesiones de obras, instalaciones y dotaciones a que se refiere este artículo serán 
formalizadas en actas que suscribirán el ayuntamiento y la junta de concertación. 
 
 
Artículo 165. Incumplimiento de obligaciones por los miembros de la junta de 
concertación. 
 
1. El incumplimiento por los miembros de la junta de concertación de las obligaciones y 
cargas impuestas por la Ley y desarrolladas en este Reglamento, incluso cuando el 
incumplimiento se refiera a los plazos para cumplir los citados deberes y cargas, habilitará 
a la administración actuante para expropiar sus respectivos derechos en favor de la junta 
de concertación, que tendrá la condición jurídica de beneficiaria. 
 
2. Cuando el incumplimiento consista en la negativa o retraso en el pago de las 
cantidades adeudadas a la junta, ésta podrá optar entre solicitar de la administración 
actuante la aplicación de la expropiación al miembro moroso o interesar de la misma el 
cobro de la deuda por la vía de apremio. 
 
Las cantidades percibidas aplicando este procedimiento se entregarán por el 
ayuntamiento a la junta de concertación. 
 
3. No podrá instarse ninguno de los procedimientos señalados en el número anterior hasta 
transcurrido un mes desde el requerimiento de pago efectuado por la junta de 
concertación. 
 
4. El pago de las cantidades adeudadas a la junta, con los intereses y recargos que 
procedan, realizado en cualquier momento anterior al levantamiento del acta de 
ocupación, dará lugar a la cancelación del expediente expropiatorio. 
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Artículo 166. Responsabilidad directa de la ejecución de la urbanización. 
 
1. La junta de concertación será directamente responsable, frente al ayuntamiento, de la 
urbanización completa de la unidad de ejecución y, en su caso, de la edificación de los 
solares resultantes, cuando así se hubiere establecido, y de las demás obligaciones que 
resulten del plan de ordenación, de las bases de actuación o del presente Reglamento. 
 
2. En cuanto a la obligación de urbanizar, la responsabilidad será exigible tanto en lo que 
afecte a las características técnicas de la obra de urbanización ejecutada como a los 
plazos en que ésta debió terminarse y entregarse a la administración. 
 
 
Artículo 167. Infracciones por parte de la junta de concertación. 
 
1. Cuando en el ejercicio de sus atribuciones la junta de concertación incurra en 
infracciones que hayan de calificarse de graves según lo preceptuado en la Ley, con 
independencia de la sanción económica que corresponda, el ayuntamiento podrá desistir 
de ejecutar el plan por el sistema de concertación y aplicar el de cooperación o el sistema 
de expropiación. 
 
2. En cualquier caso la junta de concertación podrá repercutir el importe de las multas 
impuestas a la misma, como consecuencia de las responsabilidades en que hubiese 
podido incurrir, a aquellos de sus miembros que directamente intervinieran en la comisión 
de la infracción o hubieren percibido el beneficio derivado de la misma. 
 
3. Para hacer efectiva la repercusión de las multas sobre los miembros de la junta de 
concertación responsables de los actos o acuerdos sancionados, podrá solicitarse de la 
administración la exacción por la vía de apremio. 
 
 
Artículo 168. Improcedencia de interdictos. 
 
Los miembros de la junta no podrán promover interdictos de retener y recobrar la 
posesión frente a resoluciones de la junta de concertación, adoptadas en virtud de la 
facultad fiduciaria de disposición sobre las fincas de aquéllos y de acuerdo con el 
procedimiento estatutariamente establecido. Tampoco procederá la acción interdictal 
cuando la junta de concertación ocupe bienes que sean precisos para la ejecución de las 
obras de urbanización, de conformidad con el plan que se ejecute. 
 
 

SECCIÓN 4ª 
EL SISTEMA DE COOPERACIÓN 

 
 
Artículo 169. El sistema de cooperación. 
 
1. En el sistema de cooperación, los propietarios de la unidad de ejecución aportan el 
suelo de cesión obligatoria, y el ayuntamiento ejecuta las obras de urbanización. 
 
2. Los costes de urbanización serán a cargo de los propietarios afectados.  
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3. La aplicación del sistema de cooperación exige la reparcelación de los terrenos 
comprendidos en la unidad de ejecución, salvo que ésta sea innecesaria de conformidad 
con lo previsto en el presente Reglamento. 
 
4. No podrán concederse licencias de edificación hasta que sea firme en vía 
administrativa el acuerdo aprobatorio de la reparcelación de la unidad de ejecución, 
cuando aquélla sea procedente. 
 
 
Artículo 170. Financiación obras de urbanización con inmuebles. 
 
1. La financiación del coste de las obras de urbanización, en caso de acuerdo entre el 
ayuntamiento y las personas y entidades propietarias afectadas, podrá ser total o 
parcialmente compensada mediante la adjudicación al ayuntamiento de solares, derechos 
reales, viviendas, locales o edificaciones construidas en la propia unidad de ejecución.  
 
2. No obstante, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 173.3 de la Ley 2/2006 de 
Suelo y Urbanismo, cuando la administración hubiera asumido o asuma el compromiso de 
promover viviendas de protección pública u otros usos de interés social dentro de la 
unidad de ejecución, podrá hacer prevalecer la compensación de las cargas de 
urbanización mediante la entrega de derechos reales o inmuebles que fueran precisos 
para materializar el citado compromiso.  
 
 
Artículo 171. Distribución de los costes de urbanización. 
 
1. Los costes de urbanización se distribuirán entre los propietarios en proporción al valor 
de las fincas que les sean adjudicadas en la reparcelación. 
 
2. Cuando la reparcelación sea innecesaria, los costes de urbanización se distribuirán 
entre los propietarios en proporción a la edificabilidad de sus respectivas fincas. 
 
3. En el supuesto del número anterior, la resolución municipal por la que se declare 
innecesaria la reparcelación producirá los siguientes efectos: 
 
a) Cesión de derecho al municipio en que se actúe en pleno dominio y libre de cargas de 
todos los terrenos de cesión obligatoria para su incorporación al patrimonio municipal del 
suelo o su afectación conforme a los usos previstos en el plan. 
b) Afectación real de las fincas al cumplimiento de las cargas y pago de los gastos 
inherentes al sistema de cooperación. 
 
 
Artículo 172. Pago anticipado de gastos de urbanización. 
 
1. El pago anticipado de las cantidades a cuenta de los gastos de urbanización, por el 
importe correspondiente a las inversiones a realizar en los seis meses siguientes, deberá 
efectuarse en el plazo de un mes desde el requerimiento que se formule por la 
administración actuante. 
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2. Transcurrido el citado plazo, el ayuntamiento podrá proceder a la exacción de las 
cuotas por la vía de apremio. 
 
 
Artículo 173. Fraccionamientos o aplazamientos de pago. 
 
1. El ayuntamiento podrá conceder fraccionamientos o aplazamientos del pago de los 
costes de urbanización a solicitud de los interesados. 
 
2. El aplazamiento que se conceda no podrá ser superior a cinco años y el beneficiario 
deberá prestar garantía suficiente a juicio del ayuntamiento. 
 
3. Los aplazamientos en el pago de las cuotas devengarán en favor del ayuntamiento  
anualmente el tipo de interés legal correspondiente. 
 
4. Los propietarios que soliciten licencia para edificar antes de la total terminación de las 
obras de urbanización no podrán obtener aplazamiento o fraccionamiento de sus cuotas. 
 
 
Artículo 174. Agrupaciones de interés urbanístico para colaborar en la cooperación. 
 
1. En el sistema de cooperación, los propietarios de las fincas de una unidad de ejecución 
podrán constituir asociaciones administrativas con la finalidad de colaborar en la ejecución 
de las obras de urbanización. 
 
2. Las asociaciones administrativas de cooperación se formarán por iniciativa de los 
propietarios o del ayuntamiento correspondiente. 
 
 
Artículo 175. Régimen jurídico de las agrupaciones de interés urbanístico. 
 
1. Las asociaciones administrativas de cooperación estarán constituidas por los 
propietarios de bienes que se incorporen a las mismas dentro de una unidad de ejecución. 
La pertenencia a una asociación será voluntaria pero no podrá constituirse más de una en 
cada unidad de ejecución. 
 
2. Las normas o estatutos por los que haya de regirse la asociación serán sometidos a la 
aprobación del ayuntamiento. Acordada, en su caso, la aprobación, se inscribirá en el 
registro de agrupaciones de interés urbanístico del correspondiente Territorio Histórico. 
 
Los propietarios constituidos en asociación elegirán de entre ellos un presidente, que 
tendrá la representación de todos y a través del cual se establecerán las relaciones con la 
administración actuante. 
 
4. Los acuerdos de la asociación administrativa de cooperación se adoptarán siempre por 
mayoría de los presentes, ejercitando voto personal. 
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Artículo 176. Funciones de las agrupaciones de interés urbanístico. 
 
Serán funciones de las agrupaciones de interés urbanístico constituidas para la 
colaboración en el sistema de cooperación las siguientes: 
 
a) Ofrecer al ayuntamiento, sugerencias referentes a la ejecución del plan en la unidad de 
ejecución de que se trate. 
b) Ayudar al ayuntamiento en la vigilancia de la ejecución de las obras y dirigirse a ella 
denunciando los defectos que se observen y proponiendo medidas para el correcto 
desarrollo de las obras. 
c) Colaborar con el ayuntamiento para el cobro de las cuotas de urbanización. 
d) Examinar la inversión de las cuotas de urbanización cuyo pago se haya anticipado, 
formulando ante el ayuntamiento los reparos oportunos. 
e) Gestionar la concesión de los beneficios fiscales que procedan. 
 
 

SECCIÓN 5ª 
EL SISTEMA DE EXPROPIACIÓN 

 
 
Artículo 177. La expropiación forzosa. 
 
La expropiación forzosa por razón de urbanismo se adoptará básicamente para el 
cumplimiento de alguna de estas finalidades: 
 
a) Para la ejecución de los sistemas generales o de alguno de sus elementos o para llevar 
a efecto actuaciones aisladas en suelo urbano. 
b) Para la urbanización de unidades de ejecución completas, mediante la aplicación del 
sistema de expropiación para la ejecución del plan de que se trate. 
 
 
Artículo 178. Expropiación forzosa por incumplimiento. 
 
El incumplimiento de las cargas y obligaciones de los propietarios en los sistemas de 
concertación y cooperación, en los supuestos previstos en este Reglamento, podrá dar 
lugar a la aplicación de la expropiación forzosa, en los términos que se establecen en el 
mismo. 
 
 
Artículo 179. Valoración bienes y derechos, y existencia de dominio público y vías 
rurales. 
 
1. En todo caso la valoración de los bienes y derechos expropiados se hará conforme a 
los criterios establecidos en la legislación del suelo y sus normas reglamentarias. 
 
2. Cuando en la superficie delimitada existan bienes de dominio público y el destino de los 
mismos según el planeamiento sea distinto del que motivó su afectación o adscripción al 
uso general o a los servicios públicos, se seguirá el procedimiento previsto en la 
legislación reguladora del patrimonio de la administración pública a la que corresponda la 
titularidad del citado dominio público. 
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3. Las vías rurales que se encuentren comprendidas en la superficie delimitada se 
entenderán de propiedad municipal o de la entidad concejil o entidad local menor de su 
demarcación, salvo prueba en contrario. En cuanto a las vías urbanas que desaparezcan, 
se entenderán transmitidas de pleno derecho a la sdministración municipal expropiante y 
subrogadas por las nuevas que resulten del planeamiento siempre que estas últimas sean 
de la misma extensión superficial o de la misma calidad o valor urbanístico. 
 
 
Artículo 180. Expropiación para la ejecución de sistemas generales. 
 
La expropiación forzosa para la adquisición de suelo y otros bienes o derechos, con el fin 
de ejecutar los sistemas generales o alguno de sus elementos, se regirá ya sea por el 
procedimiento de tasación conjunta o por el individualizado conforme a las normas de la 
Ley de Expropiación Forzosa.. 
 
 
Artículo 181. Repercusión de los costes de la expropiación. 
 
El coste de las expropiaciones cuando se refieran a bienes y derechos cuya privación y 
ocupación temporal sean necesarios para la ejecución de los sistemas generales o de 
alguno de sus elementos o para realizar actuaciones aisladas en suelo urbano podrá ser 
repercutido sobre los propietarios que resulten especialmente beneficiados por la 
actuación urbanística, mediante la imposición de contribuciones especiales. 
 
 
Artículo 182. Formulación de la relación de bienes y derechos. 
 
1. La ejecución del plan por el sistema de expropiación en una unidad de ejecución 
determinada requerirá que la administración actuante, además de proceder a la 
delimitación de su ámbito territorial, formule, conforme a lo previsto en la legislación de 
expropiación forzosa, una relación de los propietarios existentes en el citado ámbito, con 
la descripción de los bienes y derechos afectados. 
 
2. Para la determinación de los propietarios de bienes o titulares de derechos en un 
polígono de expropiación, a efectos de la relación señalada en el número anterior, se 
estará a lo que resulte de los registros públicos. 
 
3. El acuerdo de delimitación y la relación a que aluden los dos números anteriores serán 
sometidos a información pública por plazo de quince días. 
 
4. A la vista de las alegaciones formuladas por los interesados, y previas las 
comprobaciones pertinentes, se resolverá sobre la aprobación definitiva de la delimitación. 
 
5. Si con posterioridad a la aprobación de la delimitación se acreditare en legal forma que 
la titularidad de un bien o derecho corresponde a persona distinta de la que figura en el 
expediente, se entenderán con ella las diligencias posteriores, sin que se retrotraigan las 
actuaciones ni se dé lugar a la nulidad de lo actuado. 
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Artículo 183. Liberación de expropiación en el sistema de actuación expropiatoria. 
 
1. En las unidades de ejecución completas en las que se aplique el sistema de actuación 
por expropiación, y a instancia de sus titulares en solicitud cursada dentro del plazo de 
información pública previa a la formulación de la relación de bienes y derechos, el 
ayuntamiento correspondiente podrá liberar de la expropiación los mismos bajo condición 
y al objeto de que las citadas personas o entidades privadas, participen de manera 
directa, en la ejecución del planeamiento en lo que respecta a los citados bienes y 
derechos. 
 
2. A tal efecto, la solicitud de liberación habrá de comprender la totalidad de los 
correspondientes a la titular solicitante, que, una vez concedida en su caso y en las 
condiciones que se establezcan en la resolución administrativa, habrá de adherirse al 
correspondiente convenio urbanístico de ejecución en que se concreten las citadas 
condiciones y el modo de participación en la ejecución o gestión urbanística que, en todo 
caso, dirigirá el ayuntamiento. 
 
3. Caso de que la liberación de la expropiación sea solicitada por la totalidad de las 
personas o entidades titulares de las superficies de suelo afectadas dentro de una unidad 
de ejecución, siendo, en su caso, estimada por el ayuntamiento, por parte de éste se 
procederá al cambio de sistema de actuación por el de concertación o el de cooperación. 
 
4. Cuando en el seno de una unidad de ejecución, las titularidades de superficies 
liberadas supongan sólo una parte de la total superficie de la unidad, el órgano 
expropiante procederá a la expropiación de las fincas no liberadas y formulará el 
pertinente proyecto de reparcelación en el que actuará como propietaria de las fincas 
expropiadas equidistribuyendo las cargas y beneficios con las fincas liberadas de la 
expropiación. 
 
 
Artículo 184 Levantamiento de obras en suelos delimitados para su expropiación forzosa. 
 
1. Una vez delimitado un polígono de expropiación, no podrán levantarse construcciones 
sobre su superficie ni modificarse las existentes. 
 
2. No obstante, en supuestos concretos y excepcionales, la administración expropiante 
podrá autorizar expresamente alguna o algunas obras, de cuya autorización se dará 
cuenta al Ayuntamiento a los efectos de concesión de la oportuna licencia, en caso de que 
la Administración municipal no sea la expropiante. 
 
 
Artículo 185. Expropiación individualizada o por tasación conjunta. 
 
1. En el sistema de expropiación, el expropiante podrá optar entre seguir la expropiación 
individualmente para cada finca o aplicar el procedimiento de tasación conjunta. 
 
2. Si se optare por la expropiación individualizada para cada finca incluida en la unidad de 
ejecución, se seguirá el procedimiento de la Ley de Expropiación Forzosa, y los criterios 
de valoración serán los establecidos en la normativa de valoración contenida en la 
legislación del suelo. 
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3. Si la administración municipal optare por el procedimiento de tasación conjunta, se 
seguirá la tramitación regulada en los artículos siguientes. 
 
 
Artículo 186. Contenido del expediente de expropiación por tasación conjunta. 
 
1. Cuando se aplique el procedimiento de tasación conjunta, la administración expropiante 
formará el expediente de expropiación, que contendrá, al menos, los siguientes 
documentos: 
 
a) Determinación del ámbito, según la delimitación ya aprobada, con los documentos que 
lo identifiquen en cuanto a situación, superficie y linderos, acompañados de un plano de 
situación a escala 1:5.000 del término municipal y de un plano parcelario a escala 1:500 a 
1:2.000. 
b) Fijación de precios con la clasificación razonada del suelo, según su calificación 
urbanística. 
c) Hojas de justiprecio individualizado de cada finca, en las que se contendrán no sólo el 
valor del suelo, sino también el correspondiente a las edificaciones, obras, instalaciones y 
plantaciones. 
d) Hojas de justiprecio que correspondan a otras indemnizaciones. 
 
2. El proyecto de expropiación con los documentos señalados será expuesto al público 
por término de un mes, para que quienes puedan resultar interesados formulen las 
observaciones y reclamaciones que estimen convenientes, en particular en lo que 
concierne a titularidad o valoración de sus respectivos derechos. 
 
3. La información pública se efectuará mediante la inserción de anuncios en el boletín 
oficial del Territorio Histórico y en un periódico de los de mayor circulación de la provincia. 
 
4. Asimismo, las tasaciones se notificarán individualmente a los que aparezcan como 
titulares de bienes o derechos en el expediente, mediante traslado literal de la 
correspondiente hoja de aprecio y de la propuesta de fijación de los criterios de 
valoración, para que puedan formular alegaciones en el plazo de un mes, contado a partir 
de la fecha de notificación. 
 
5. Cuando el órgano expropiante no sea el ayuntamiento, se oirá a éste por igual término 
de un mes. El período de audiencia a la administración municipal podrá coincidir en todo o 
parte con el de los interesados. 
 
6. Informadas las alegaciones, se someterá el expediente a la aprobación del órgano 
expropiante correspondiente. 
 
7. La resolución aprobatoria del expediente se notificará a los interesados titulares de 
bienes y derechos que figuran en el mismo, confiriéndoles un término de veinte días 
hábiles durante el cual podrán manifestar por escrito ante el órgano expropiante 
correspondiente su disconformidad con la valoración establecida en el expediente 
aprobado. 
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8. La administración expropiante dará traslado del expediente y la hoja de aprecio 
impugnada al Jurado Territorial de Expropiación Forzosa que tenga competencia en el 
ámbito territorial a la que la expropiación se refiera, a efectos de fijar el justiprecio, que, en 
todo caso, se hará de acuerdo con los criterios de valoración establecidos en la legislación 
del suelo. 
 
9. Si los interesados no formularen oposición a la valoración en el citado plazo de veinte 
días, se entenderá aceptada la que se fijo en el acto aprobatorio del expediente, 
entendiéndose determinado el justiprecio definitivamente y de conformidad. 
 
 
Artículo 187. Declaración de urgencia de la ocupación. 
 
1. La administración expropiante o el propio ayuntamiento cuando sea quien procede a la 
expropiación forzosa, motivadamente, podrán declarar la urgencia de la ocupación a los 
efectos previstos en la legislación sobre expropiación forzosa. 
 
2. El pago o depósito del importe de la valoración establecida producirá los efectos 
previstos en los números 6, 7 y 8 del artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa, sin 
perjuicio de que puedan seguir tramitándose los recursos procedentes respecto a la 
fijación del justiprecio. 
 
 
Artículo 188. Errores no denunciados en la información pública. 
 
Los errores no denunciados y justificados en el plazo de información pública establecido 
en los artículos 181 y 185 de este Reglamento no darán lugar a nulidad o reposición de 
actuaciones, conservando, no obstante, los interesados el derecho a ser indemnizados en 
la forma que corresponda. 
 
 
Artículo 189. Pago del justiprecio. 
 
1. Llegado el momento del pago del justiprecio, sólo se procederá a hacerlo efectivo, 
consignándose en caso contrario, a aquellos interesados que aporten certificación 
registral a su favor en la que conste haberse extendido la nota del artículo 32 del 
Reglamento Hipotecario o, en su defecto, aporten los títulos justificativos de su derecho, 
completados por certificaciones negativas del Registro de la Propiedad referidas a la 
misma finca descrita en tales títulos. Si existieren cargas, deberán comparecer también 
los titulares de las mismas. 
 
2. Cuando existan pronunciamientos registrales contrarios a la realidad, podrá pagarse el 
justiprecio a quienes lo hayan rectificado o desvirtuado mediante cualquiera de los medios 
señalados en la legislación hipotecaria o con acta de notoriedad tramitada conforme al 
artículo 209 del Reglamento Notarial. 
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Artículo 190. Consignación en la Caja General de Depósitos. 
 
1. Si el expropiado no quisiera aceptar el justiprecio o no aportase títulos suficientes 
justificativos del dominio o existiere contienda respecto a la titularidad del bien o derecho 
expropiado o, en general, si concurriere alguno de los supuestos del artículo 51 del 
Reglamento de Expropiación Forzosa la Administración consignará el importe del mismo 
en la Caja General de Depósitos. 
 
2. La forma de consignación y los efectos, así como la facultad del expropiado de percibir 
la cantidad hasta el límite en que haya conformidad, sin perjuicio de proseguir las 
reclamaciones iniciadas, se regirá por los preceptos de la Ley de Expropiación Forzosa y 
su Reglamento. 
 
 
Artículo 191. Pago en efectivo o mediante permuta. 
 
1. El pago del justiprecio, tanto en las expropiaciones por aplicación del sistema de este 
nombre como en las individualizadas, se realizará en efectivo o bien de acuerdo con el 
expropiado, mediante permuta con otras parcelas de la beneficiaria de la expropiación. No 
obstante, no resultará preciso el consentimiento de la persona expropiada para el pago en 
especie en las actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas cuando 
el mismo se efectúe dentro del mismo ámbito de gestión así como del plazo temporal 
establecido para la terminación de las obras, todo ello conforme con lo previsto en la 
legislación sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana. 
 
2. En el caso de actuaciones urbanísticas de promoción pública en nuevas áreas, 
sectores o unidades de ejecución para la creación de suelo urbanizado, el pago del 
justiprecio de los bienes y derechos expropiados se podrá efectuar por la administración 
expropiante, siempre que exista conformidad de los expropiados, con parcelas resultantes 
de la propia actuación. 
 
 
Artículo 192. Pago en parcelas resultantes de la urbanización. 
 
1. El acuerdo de los administrados para el pago en parcelas resultantes de la urbanización 
requerirá ofrecimiento por escrito de la administración ó petición, también por escrito, del 
particular expropiado. 
 
2. En ambos casos el particular o la administración respectivamente, comunicará a la otra 
parte la decisión adoptada en plazo de quince días, contados a partir de la fecha del 
ofrecimiento o de la petición. 
 
3. Aceptado el pago mediante la entrega de parcelas resultantes de la urbanización, el 
ayuntamiento levantará acta en la que se hagan constar las circunstancias de la finca 
inicial y el valor asignado en el acuerdo aprobatorio del justiprecio. 
 
4. Finalizada la urbanización, se procederá al pago de la expropiación por entrega de la 
nueva finca por un valor equivalente al consignado en el acta. 
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5. La administración expropiante otorgará la correspondiente escritura pública, o título 
inscribible conforme a la normativa hipotecaria, en favor del expropiado, sin que para ello 
precise ninguna aprobación o autorización y los gastos notariales y registrales se 
abonarán conforme se estipule entre las partes. 
 
6. No se efectuará el pago del justiprecio en la forma que se regula en este artículo sin la 
previa petición del expropiado. 
 
7. La finca adjudicada en pago de la expropiada se entregará libre de cargas. 
 
8. El expropiado, si no estuviere conforme con la valoración de la finca que se le ofrece en 
pago de la expropiada, sin perjuicio de que se le adjudique, podrá acudir al Jurado 
Territorial de Expropiación Forzosa a fin de que se establezca el valor de la misma. Si la 
resolución fuera favorable a la petición del expropiado, la administración le compensará la 
diferencia en metálico. 
 
 
Artículo 193. Toma de posesión. 
 
1. Una vez efectuado el pago o consignación, se podrán levantar una o más actas de 
ocupación e inscribir, como una o varias fincas registrales, la totalidad o parte de la 
superficie objeto de su actuación, sin que sea necesaria la previa inscripción de todas y 
cada una de las fincas expropiadas. El hecho de que alguna de estas fincas no estuviese 
inmatriculada no será obstáculo para que pueda practicarse directamente aquella 
inscripción.  
 
2. Será título inscribible el acta o actas de ocupación acompañadas de las actas de pago 
o los justificantes de consignación del justiprecio de todas las fincas ocupadas, que 
habrán de ser descritas conforme a la legislación hipotecaria. El citado título, así como los 
que sean necesarios para practicar las inscripciones a que se refiere el artículo siguiente, 
deberán ir acompañados, en su caso, de los respectivos planos, una de cuyas copias se 
archivará en el Registro. 
 
3. Si al procederse a la inscripción surgiesen dudas fundadas sobre si dentro de la 
superficie ocupada existiese alguna finca registral no tenida en cuenta en el expediente 
expropiatorio, sin perjuicio de practicarse la inscripción, se pondrá tal circunstancia, a los 
efectos del artículo siguiente, en conocimiento del organismo expropiante. 
 
 
Artículo 194. Terceros interesados tras la toma de posesión. 
 
1. Finalizado el expediente expropiatorio, y una vez levantada el acta o actas de 
ocupación con los requisitos previstos en la legislación general de expropiación forzosa, 
se entenderá que la administración ha adquirido, libre de cargas, la finca o fincas 
comprendidas en el expediente. 
 
2. La administración será mantenida en la posesión de las fincas, una vez inscrito su 
derecho, sin que quepa ejercitar ninguna acción real o interdictal contra la misma. 
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3. Si con posterioridad a la finalización del expediente, una vez levantada el acta de 
ocupación e inscritas las fincas o derechos en favor de la administración, aparecieren 
terceros interesados no tenidos en cuenta en el expediente, éstos conservarán y podrán 
ejercitar cuantas acciones personales pudieren corresponderles para percibir el justiprecio 
o las indemnizaciones expropiatorias y discutir su cuantía. 
 
4. En el supuesto de que una vez finalizado totalmente el expediente aparecieren fincas o 
derechos anteriormente inscritos no tenidos en cuenta, la administración expropiante de 
oficio o a instancia de parte interesada o del propio Registrador, solicitará de éste que 
practique la cancelación correspondiente. Los titulares de tales fincas o derechos deberán 
ser compensados por la administración expropiante, que formulará un expediente 
complementario con las correspondientes hojas de aprecio, tramitándose según el 
procedimiento que se haya seguido para el resto de las fincas, sin perjuicio de que tales 
titulares puedan ejercitar cualquier otro tipo de acción que pudiera corresponderles. 
 
5. Si el justiprecio se hubiere pagado a quien apareciere en el expediente como titular 
registral, la acción de los terceros no podrá dirigirse contra la administración expropiante 
si éstos no comparecieron durante la tramitación, en tiempo hábil. 
 
 

CAPÍTULO V 
Concepto, objeto y clases de reparcelación 

 
SECCIÓN 1ª LA REPARCELACIÓN 

 
 
Artículo 195. Concepto y objeto. 
 
1. Se entiende por reparcelación la operación urbanística consistente en la agrupación 
material de fincas o parcelas existentes en el ámbito de una unidad de ejecución, continua 
o discontinua, delimitada para la gestión y ejecución del planeamiento urbanístico, con la 
finalidad de su división ajustada a éste y con adjudicación de las nuevas fincas o parcelas 
a la administración correspondiente, al agente o concesionario responsable de la 
ejecución, en su caso, en pago de su gestión y de los gastos de urbanización y/o de 
edificación y a las personas propietarias, en este caso en proporción a sus respectivos 
derechos. 
 
2. La reparcelación podrá tener uno o varios de los siguientes objetos: 
 
a) La justa distribución de los beneficios y las cargas derivados de la ordenación 
urbanística, incluidos los gastos de urbanización y gestión. 
b) La creación de las nuevas fincas resultantes del planeamiento urbanístico. 
c) La regularización de las fincas, parcelas o solares existentes. 
d) La localización de la edificabilidad urbanística en suelo apto para la edificación 
conforme al planeamiento. 
e) La adjudicación a la administración municipal de las fincas que, de conformidad a la 
legislación aplicable y al concreto instrumento de planeamiento, deban ser cedidas a 
aquélla para la implantación de dotaciones, equipamientos o servicios públicos. 
f) La adjudicación al ayuntamiento de las parcelas precisas para materializar el porcentaje 
que le corresponda de la edificabilidad ponderada, en virtud de la participación pública de 



 
 

121 

 

25/03/2015 

las plusvalías generadas por la acción urbanística, cuyo coste de urbanización para su 
conversión en solar será soportado por las personas propietarias de las fincas, parcelas o 
edificabilidades existentes. 
g) La adjudicación, en su caso, al agente o agencia responsable de la ejecución, de las 
parcelas que legalmente le correspondan en pago de su gestión y de la asunción, a su 
cargo, de los gastos de urbanización y, en su caso, de edificación, así como de las demás 
fincas resultantes que pudieran corresponderle conforme a la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo y a lo previsto en este Reglamento. 
h) La sustitución en el patrimonio de las personas propietarias, en su caso forzosa y en 
función de los derechos de éstos, de las fincas o parcelas originarias por las resultantes 
de la ejecución; y la adjudicación a éstas de las demás fincas resultantes que pudieran 
corresponderles conforme a la Ley 2/2006 y este Reglamento. 
 
3. La reparcelación podrá verificarse bien mediante agrupación instrumental de las fincas 
de origen o bien por sustitución de éstas por las fincas de resultado correspondientes, en 
los términos establecidos en la normativa hipotecaria, debiendo señalar el proyecto que al 
efecto se elabore la opción que adopte. 
 
4. Se aplicarán a la reparcelación supletoriamente las reglas de la expropiación forzosa y 
las contenidas en la legislación de suelo estatal a efectos de valoraciones. 
 
 
Artículo 196. Reparcelación voluntaria y forzosa. 
 
1. La reparcelación podrá ser voluntaria o forzosa. 
 
2. La reparcelación voluntaria será aquella realizada de común acuerdo por las personas 
propietarias de la totalidad de los terrenos de la unidad de ejecución, continua o 
discontinua, o, en su caso, por aquéllas en unión del agente responsable de la ejecución. 
En todo caso, la reparcelación voluntaria se formalizará en escritura pública y gozará de 
preferencia respecto de la reparcelación forzosa. 
 
3. La reparcelación será forzosa cuando el ayuntamiento lo establezca, de oficio o a 
instancia del agente al que se encomiende el desarrollo de la actuación, por ser necesaria 
para la ejecución del planeamiento, y en todos los casos en los que durante la tramitación 
como voluntaria ésta deje de reunir los requisitos precisos para ser considerada como tal. 
 
 
Artículo 197. Reparcelación económica. 
 
1. La reparcelación podrá ser económica: 
 
a) Cuando las circunstancias de edificación, construcción o de índole similar concurrentes 
en la unidad de ejecución hagan impracticable o de muy difícil realización la reparcelación 
material en la totalidad de su superficie o, de al menos, una cuarta parte de la superficie 
total de aquélla. 
b) Cuando, aun no concurriendo las circunstancias a que se refiere la letra anterior, así lo 
acepten las personas propietarias que representen al menos el sesenta por ciento de la 
superficie total de la unidad de ejecución. 
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2. La reparcelación económica se limitará a: 
 
a) La redistribución material de los terrenos en que no concurran las circunstancias 
justificativas de su carácter económico y a establecer las indemnizaciones sustitutorias 
entre los afectados, en el supuesto previsto en la letra a) del número anterior. 
b) El establecimiento de las indemnizaciones sustitutorias, con las rectificaciones en la 
configuración y linderos de las fincas iniciales que sean pertinentes y las adjudicaciones 
que procedan en favor del agente o agencia responsable de la ejecución, si es distinta de 
las personas propietarias, y del ayuntamiento. 
 
 
Artículo 198. Normalización de fincas. 
 
1. La reparcelación podrá limitarse a la regularización física de las fincas con la finalidad 
de adaptar su configuración a las exigencias del planeamiento. 
 
2. La normalización de fincas podrá hacerse previa delimitación a estos efectos de una 
unidad de ejecución en la forma prevista en el presente Reglamento. 
 
3. La normalización de fincas se limitará a definir los nuevos linderos de las fincas 
afectadas de conformidad con el planeamiento, siempre que no afecte al valor de las 
mismas en proporción superior al quince por ciento, ni a las edificaciones existentes. 
 
4. Las diferencias no superiores al quince por ciento se compensarán en metálico 
conforme a las normas de valoración de la legislación del suelo. 
 
 
Artículo 199. Supuestos en que es innecesaria la reparcelación. 
 
No será necesaria la reparcelación en los siguientes casos: 
 
a) Cuando el plan se ejecute por expropiación. 
b) Cuando se trate de terrenos de propietaria única y así se declare por el ayuntamiento 
con la formalización del documento sustitutorio correspondiente.  
c) Cuando se trate de la ejecución de un plan que afecte a una superficie anteriormente 
reparcelada, sin alterar el equilibrio económico entre las personas propietarias. 
 
 

SECCIÓN 2ª 
FORMALIZACIÓN DOCUMENTAL DE LA REPARCELACIÓN 

 
 
Artículo 200. Documentación del proyecto de reparcelación. 
 
1. La reparcelación, en cualquiera de sus variantes, se formalizará documentalmente en 
un proyecto expresivo de su contenido, objeto y determinaciones. 
 
2. El proyecto de reparcelación deberá constar como mínimo de los siguientes 
documentos: 
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a) Memoria justificativa que incluirá la referencia al planeamiento para cuya ejecución se 
realiza, la relación de personas propietarias e interesadas afectadas por la reparcelación, 
la descripción de las fincas y derechos por ellas aportados, la determinación de las fincas 
resultantes y una propuesta de adjudicación de las mismas. 
b) Memoria económica expresiva de la valoración de los derechos, edificaciones, 
construcciones o plantaciones que deban extinguirse o demolerse para la ejecución de las 
determinaciones del planeamiento, que deberá incluir la cuenta de liquidación provisional. 
c) Documentación gráfica compuesta, como mínimo, por los planos que se expresan en el 
artículo 206 del presente Reglamento. 
 
3. Del proyecto de reparcelación y sus sucesivas modificaciones, en su caso, se 
acompañará una copia en soporte papel y otra en soporte informático, en formato que 
contenga georeferenciadas las fincas de resultado y sea compatible con los habitualmente 
utilizados por el municipio, el Catastro y el Registro de la Propiedad. 
 
Una vez aprobado definitivamente, se aportarán tantas copias del documento final como 
exija la normativa hipotecaria para su inscripción en el Registro de la Propiedad. 
 
 

SECCIÓN 3ª 
MEMORIA JUSTIFICATIVA DEL PROYECTO DE REPARCELACIÓN 

 
 
Artículo 201. Contenido. 
 
La memoria justificativa del proyecto de reparcelación deberá referirse como mínimo a los 
siguientes extremos: 
 
a) Antecedentes del planeamiento para cuya ejecución se realiza y demás circunstancias 
o acuerdos que motiven la reparcelación y peculiaridades que en su caso concurran. En el 
caso de que sea promovida por particular, se expresará el título que le habilita para 
promoverlo y todos los datos que permitan su identificación. 
b) Descripción del área objeto de reparcelación, con expresión de la delimitación de las 
fincas originarias que lo integren y demás datos que permitan su correcta identificación en 
los términos exigidos por la normativa hipotecaria. 
c) Relación de personas interesadas afectadas por la reparcelación y criterios utilizados 
para definir y cuantificar los derechos de las mismas. Tales derechos habrán de ser 
proporcionales a la superficie de sus respectivas fincas que quede comprendida en la 
unidad reparcelable. 
d) En su caso, criterios de valoración de las superficies adjudicadas. 
e) Criterios y propuesta de adjudicación de las fincas resultantes. 
f) Criterios de valoración de los edificios y demás elementos que deban destruirse y de las 
cargas y gastos que correspondan a las personas adjudicatarias. 
g) Determinación de las cargas que gravan las fincas originarias y sean compatibles con 
la ordenación, las cuales deban ser objeto de traslado, por subrogación real, a las fincas 
de resultado, de conformidad con la normativa hipotecaria. 
h) En su caso, determinación y justificación de los coeficientes de ponderación utilizados 
de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35.4  de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo.  
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i) Criterios de valoración de la compensación que debe recibir la persona propietaria que 
decline participar en la actuación, renunciando a que se le adjudique la edificabilidad que 
en otro caso le correspondería. 
j) Determinación de las operaciones jurídicas que deban efectuarse de conformidad a la 
normativa hipotecaria. 
k) Cualquier otra circunstancia que contribuya a explicar los acuerdos que se propongan. 
 
 
Artículo 202. Relación de personas interesadas afectadas por la reparcelación. 
 
1. La memoria justificativa habrá de contener una relación de personas interesadas 
afectadas por la misma, comprensiva de los datos que permitan su correcta identificación 
en los términos establecidos por la normativa hipotecaria. 
 
2. Tendrán la consideración de personas interesadas afectadas por la reparcelación, 
aquellas que consten en registros públicos que produzcan presunción de titularidad o, en 
su defecto, las que aparezcan con tal carácter en registros fiscales en concepto de 
titulares de derechos de dominio sobre las fincas o derechos de edificabilidad afectados o 
de cualquier otro derecho real o personal inscrito en el Registro de la Propiedad y, en 
concreto, las siguientes personas: 
 
a) Las personas propietarias de los terrenos comprendidos en el área reparcelable y, en 
su caso, los de terrenos o edificabilidades afectadas que hayan de hacer efectivo su 
derecho en la unidad de ejecución de que se trate, debiéndose acreditar la titularidad que 
ostenten mediante certificación de dominio y cargas expedida por el Registro de 
Propiedad, cuando estuviere inscrito, y en su defecto por cualquier otro medio válido en 
Derecho. 
b) Las demás personas titulares de derechos reales sobre los terrenos, debiéndose 
acreditar la titularidad en la forma referida en la letra anterior. 
c) Las inquilinas y arrendatarios rústicos y urbanos. 
d) El ayuntamiento correspondiente en virtud de la cuota parte que le corresponda por el 
concepto de participación en las plusvalías derivadas de la actuación urbanizadora, 
edificadora o rehabilitadora. 
No obstante, podrán adjudicarse directamente las parcelas en las que se materialice la 
citada participación a cualquier persona jurídica de derecho público o privado 
perteneciente al sector público que designe el ayuntamiento actuante, adquiriendo la 
adjudicataria la condición de interesada. 
e) La administración a la que deban efectuarse las cesiones de terrenos para la 
implantación de dotaciones, equipamientos o servicios públicos, cuando fuera diferente 
del ayuntamiento actuante. 
f) El agente o agencia responsable de la ejecución por el concepto, cuando proceda, de 
pago en terrenos de los gastos de urbanización o, en su caso, edificación, en que incurra, 
los cuales deberán quedar gravados con condición resolutoria explícita que aseguren su 
retorno al propietario originario, en el caso de que éste así lo solicitara si se incumplieren 
las determinaciones del programa, acto de adjudicación o convenio urbanístico. No será 
preciso el establecimiento de la condición si se acredita haber alcanzado con la persona 
propietaria pacto diferente o que se ha prestado garantía financiera suficiente en los 
términos de la legislación de contratos del sector público. 
g) Las compañías suministradoras cuando sean adjudicatarias de cualquier derecho sobre 
parcelas que el planeamiento destine al uso de infraestructuras ó servicios urbanos. 
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h) Cualesquiera otras personas interesadas que comparezcan y justifiquen su derecho o 
interés legítimo. 
 
3. Las personas titulares de derechos reales que no se extingan con la reparcelación 
serán adjudicatarias de las fincas resultantes que correspondan a su derecho por el 
mismo título de adquisición, en virtud del principio de subrogación real. 
 
 
Artículo 203. Determinación de las fincas resultantes y propuesta de adjudicación. 
 
1. La memoria justificativa contendrá una propuesta de adjudicación de fincas resultantes 
expresiva de los siguientes extremos: 
 
a) Descripción conforme a la normativa hipotecaria de todas y cada una de las fincas de 
resultado, lucrativas o no, y designación de la persona adjudicataria o las adjudicatarias 
de las mismas de entre las personas referidas en el artículo anterior, con expresión, en su 
caso, del título en que se efectúa la adjudicación. 
Cuando las fincas que deban ser adjudicadas al ayuntamiento en virtud de su 
participación en las plusvalías derivadas de la actuación urbanística sean sustituidas por 
el abono de su valor económico de conformidad a lo dispuesto en este Reglamento, se 
harán constar las limitaciones, obligaciones, plazos o condiciones a que se haya sujetado 
la transmisión. 
b) Referencia, en su caso, a la finca o fincas o porciones de éstas aportadas a la 
reparcelación por la persona adjudicataria correspondiente que determine la adjudicación. 
c) Edificabilidad que corresponda a cada finca resultante y coeficiente de participación de 
la misma en la edificabilidad total y en los costes de urbanización de la actuación. En su 
caso, se hará constar igualmente la cuota de participación en los costes de conservación 
de aquélla. 
d) Cargas trasladadas, en su caso, a las fincas resultantes con referencia a la finca 
originaria aportada de la que procedan, en los casos previstos en el presente Reglamento 
y en la normativa hipotecaria correspondiente. 
e) Cargas que se impongan a las fincas de resultado por así disponerlo el planeamiento 
que se ejecuta o que resulten precisas para la funcionalidad de la edificación que se 
ejecute en las fincas de resultado. 
f) En los casos en que, por así preverlo el planeamiento que se ejecuta, se adjudiquen 
fincas cuya edificabilidad se sitúe en el subsuelo, suelo o vuelo y las personas 
adjudicatarias de cada uno de tales planos sean diferentes, el proyecto de reparcelación 
contendrá el régimen jurídico que regulará el ejercicio del derecho de propiedad por cada 
una de las personas adjudicatarias, determinando el modo de redacción del proyecto de 
edificación, el plazo para la solicitud de la licencia de obras, el plazo en que el proyecto de 
edificación deberá ser ejecutado, la asignación de las cuotas destinadas a sufragar la 
actuación, así como las reglas para la formulación de los estatutos de la comunidad de las 
personas propietarias resultante y la cuota de participación en la misma de cada una de 
ellas, cuando resulte precisa su constitución. 
El incumplimiento de los plazos que se establezcan legitimará al ayuntamiento para dictar 
la precisa orden de ejecución en los términos establecidos en el artículo 203 de la Ley 
2/2006 de Suelo y Urbanismo.  
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2. Las parcelas resultantes que se adjudiquen a las personas propietarias sustituirán a las 
fincas por ellas aportadas, sin solución de continuidad en las respectivas titularidades, a 
todos los efectos. 
 
 

SECCIÓN 4ª 
MEMORIA ECONÓMICA DEL PROYECTO DE REPARCELACIÓN 

 
 
Artículo 204. Indemnizaciones. 
 
1. La memoria económica contendrá una sección expresiva de la valoración de las 
indemnizaciones que en su caso proceda abonar. 
 
2. Será indemnizable el valor de los derechos, plantaciones, instalaciones y 
construcciones existentes en las fincas o parcelas originarias o iniciales que sean 
incompatibles con el planeamiento para cuya ejecución se redacta el proyecto. 
 
 
Artículo 205. Cuenta de liquidación provisional. 
 
1. La memoria económica contendrá una cuenta de liquidación provisional con la 
distribución a prorrata entre todas las personas adjudicatarias de fincas resultantes de los 
gastos de urbanización debidos a la actuación urbanística según lo previsto en el presente 
Reglamento. 
 
El importe final de las cuotas devengadas por cada parcela se determinará repartiendo 
entre todas las resultantes de la actuación, en directa proporción a su edificabilidad 
urbanística, las cargas totales de la actuación, aunque excepcionalmente podrá corregirse 
este criterio de reparto según reglas objetivas y generales, establecidas al aprobarse el 
proyecto reparcelación, para compensar las situaciones diferenciales que reporten para 
determinadas parcelas su proximidad respecto de equipamientos o servicios comunes de 
relevante apreciación social y que supongan una rentabilidad económica extraordinaria, 
siempre que ésta se calcule adecuadamente en el proyecto de reparcelación en función 
de un riguroso estudio de mercado avalado por sociedad de tasación independiente. 
 
2. En la cuenta de liquidación provisional del proyecto se incluirán las indemnizaciones a 
que se refiere el artículo anterior, así como las que correspondan a las diferencias de 
adjudicación que se hayan producido, tanto por defecto como por exceso, y cualquiera 
que sea su cuantía. 
 
3. Se incluirán también como diferencias de adjudicación los excesos de edificabilidad que 
queden atribuidos a determinadas personas propietarias conforme a lo previsto en el 
presente  Reglamento. 
 
4. La cuenta de liquidación establecerá el saldo correspondiente y de resultar una persona 
propietaria acreedora neta, su finca, parcela o solar inicial sólo podrá ser ocupada previo 
pago del saldo que a su favor prevea la cuenta de liquidación y a reserva de la liquidación 
definitiva. 
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Artículo 206. Ejercicio del derecho a declinar la participación en la actuación. 
 
1. La persona propietaria podrá declinar su participación en la actuación para lo que 
deberá renunciar de manera firme y definitiva a resultar adjudicataria de edificabilidad 
alguna en el proyecto de reparcelación del ámbito, de manera motivada, y siendo 
aceptada su renuncia por el ayuntamiento o por el resto de los propietarios y propietarias 
afectadas. 
 
La renuncia deberá formalizarse en documento público notarial o formularse ante persona 
funcionaria del ayuntamiento que actúe de fedataria, quien la reflejará en documento 
administrativo extendido con las debidas formalidades legales. 
 
En este caso la administración incoará, expediente para la determinación del justiprecio, y, 
en su defecto, se procederá conforme se establece en los números siguientes de este 
artículo. 
 
2. El proyecto de reparcelación se limitará a establecer la compensación que conforme a 
la legislación estatal de valoración corresponda, y adjudicará la edificabilidad que hubiera 
correspondido a esta persona propietaria de conformidad a las siguientes reglas: 
 
a) Al ayuntamiento en la proporción que éste decida, para su incorporación al patrimonio 
municipal de suelo. 
b) Al agente o agencia responsable de la ejecución, si así lo solicitare, en su totalidad o en 
la parte que no haya sido adjudicada al ayuntamiento, con el límite del cincuenta por 
ciento de ésta en el supuesto de que una o varias personas propietarias hayan solicitado 
participar en esta edificabilidad. 
c) En el supuesto de que una o varias personas propietarias hayan solicitado hacerse 
cargo de la edificabilidad de las personas propietarias que renuncien participar en el 
proceso, todas ellas serán adjudicatarias, en proporción a sus respectivos derechos, de la 
edificabilidad que no haya sido adjudicada al ayuntamiento o al agente o agencia 
responsable de la ejecución. 
d) Al ayuntamiento, en el caso de que ninguna de las personas propietarias haya 
mostrado interés en hacerse cargo del mismo, con carácter fiduciario y con objeto de 
proceder a su enajenación en los términos prevenidos en la legislación de bienes de las 
corporaciones locales. Esto mismo se efectuará cuando la persona adjudicataria incumpla 
su obligación de pago de la compensación que corresponda. 
 
3. La persona adjudicataria o adjudicatarias de las edificabilidades lo serán sujetas a la 
condición resolutoria explícita del pago de la compensación reconocida a la persona 
propietaria, salvo que consignen en el ayuntamiento el importe que les corresponda 
satisfacer antes de la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación. 
 
Con esta finalidad, en el proyecto se harán constar la finca o fincas que quedan gravadas 
con la condición resolutoria en garantía del pago de la compensación reconocida a la 
persona propietaria que hubiera declinado su participación en la actuación, con indicación 
del importe garantizado, que se distribuirá entre las fincas proporcionalmente a la 
edificabilidad correspondiente a cada una de ellas. 
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En otro caso, el pago de la compensación deberá realizarse en el plazo máximo de los 
treinta días hábiles siguientes a la aprobación definitiva del proyecto, salvo en el supuesto 
previsto en la letra d) del número anterior, en cuyo caso el pago se efectuará dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a aquél en que haya sido ingresado el precio de 
adjudicación en la tesorería del ayuntamiento. En este último supuesto, la ocupación de 
los terrenos para la ejecución de las obras podrá tener lugar una vez aprobado 
definitivamente el proyecto, aun cuando el pago no haya tenido lugar. 
 
4. Una vez aprobado definitivamente el proyecto de reparcelación no podrá ser ejercitado 
este derecho de renuncia.  
 
5. Se entenderá que las personas propietarias aceptan participar en el desarrollo, si 
expresamente no declinan hacerlo en la forma prevista en el número 1 de este artículo. 
 
 

SECCIÓN 5ª 
DOCUMENTACIÓN GRÁFICA DEL PROYECTO DE REPARCELACIÓN 

 
 
Artículo 207. Planos y otros documentos del proyecto de reparcelación. 
 
El proyecto de reparcelación deberá contener, como mínimo, los siguientes planos y 
documentación: 
 
a) Plano de situación de la unidad objeto de reparcelación en relación con el término 
municipal. 
b) Levantamiento topográfico de los terrenos integrantes de la unidad. 
c) Delimitación y descripción de la unidad objeto de reparcelación, con expresión de los 
linderos de las fincas aportadas, edificaciones y demás elementos existentes sobre el 
terreno. 
d) Plano de ordenación urbanística detallada de la unidad de ejecución incluyendo la 
calificación de las parcelas o fincas resultantes. 
e) Plano de adjudicación de las parcelas o fincas resultantes adjudicadas con expresión 
de sus linderos. 
f) Plano de superposición de las fincas aportadas y de las fincas adjudicadas. 
g) Fichas descriptivas y gráficas de cada finca de resultado, comprensivas de plano de la 
finca, definición de la zona susceptible de edificación, alineaciones obligatorias, 
retranqueos obligatorios, superficie, edificabilidad, uso, tipología, gravámenes y elementos 
arquitectónicos definitorios de la edificación que pueda ser construida, tales como número 
de plantas, volumen edificado y altura máxima. 
 
2. Los planos deberán: 
 
a) Elaborarse utilizando, cuando resulte posible, las bases gráficas catastrales, de modo 
que resulten compatibles con el Catastro y los demás instrumentos coordinados con éste, 
en especial el Registro de la Propiedad, sin perjuicio de la prevalencia de la realidad física 
plasmada en plano topográfico suscrito por técnico competente. 
b) Extenderse a la escala adecuada para la medición e identificación precisas de sus 
determinaciones, con la claridad suficiente para que puedan percibirse los linderos y 
demás grafismos. 
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c) Formalizarse en soporte tanto convencional como informático, de modo que las fincas 
de resultado queden debidamente georeferenciadas y sea accesible para ser tratada esta 
información por el Municipio, el Registro de la Propiedad y el Catastro. 
 
3. La simbología gráfica y la numeración de las parcelas deberán ser uniformes y 
unívocas en la totalidad del proyecto. No podrán utilizarse símbolos contrarios a los que 
sean comunes en la práctica usual ni que conduzcan a error o cuyo significado no se 
explique en debida forma. 
 
 

CAPÍTULO VI 
Procedimiento para la aprobación del proyecto de reparcelación 

 
SECCIÓN 1ª  

DISPOSICIONES GENERALES 
 
 
Artículo 208. Elaboración y tramitación del proyecto de reparcelación. 
 
El proyecto de reparcelación podrá ser redactado y formulado por el promotor de la 
urbanización, la propiedad afectada, la junta de concertación, la agrupación de interés 
urbanístico el agente o agencia urbanizadora, y, en todo caso, por el ayuntamiento. 
 
 
Artículo 209. Suspensión del otorgamiento de licencias. 
 
1. La delimitación de la unidad de ejecución, coloca los terrenos en situación de 
reparcelación, con prohibición del otorgamiento de licencias de parcelación y edificación 
hasta la firmeza en vía administrativa de la operación reparcelatoria. 
 
2. Se entenderán comprendidas en la suspensión todas las licencias de obras de nueva 
planta o reforma de las edificaciones existentes, movimientos de tierras y cualesquiera 
otras que afecten a la configuración física de las fincas afectadas por el programa de 
actuación o puedan perturbar el resultado de la reparcelación. 
 
3. Los peticionarios de licencias solicitadas con anterioridad a la colocación de los 
terrenos en situación de reparcelación tendrán derecho a ser resarcidos en los términos y 
por los conceptos previstos en la legislación general aplicable. 
 
 
Artículo 210. Revisión de licencias concedidas con anterioridad al inicio del expediente de 
reparcelación. 
 
1. Las licencias concedidas con anterioridad al paso de los terrenos a la situación de 
reparcelación podrán ser revisadas y dejadas sin efecto por la administración que las 
otorgó, cuando sean incompatibles con la ejecución del planeamiento.  
 
2. Cuando se estime que las obras autorizadas por la licencia pueden prejuzgar el 
resultado de la reparcelación o perjudicar el derecho de terceras personas interesadas, se 
podrá dejar sin efecto la licencia, previa indemnización de daños y perjuicios con cargo al 
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proyecto en concepto de gastos de urbanización. En el supuesto de que las obras 
autorizadas estén en curso de ejecución, el ayuntamiento determinará, en su caso, los 
términos y condiciones en que las obras ya iniciadas pueden ser terminadas o los usos 
que venían desarrollándose pueden continuar.  
 
3. En todo caso, la anulación de la licencia se hará mediante acuerdo motivado y previa 
audiencia de las personas interesadas. 
 
 
Artículo 211. Actuaciones preparatorias de averiguación de las circunstancias de las 
fincas y edificabilidades afectadas. 
 
1. Las personas propietarias de inmuebles y las titulares de derechos afectados por la 
reparcelación están obligadas a exhibir los títulos que posean y declarar las situaciones 
jurídicas que conozcan y afecten a sus fincas. Del mismo modo, estarán obligadas a 
facilitar cuantos datos resulten necesarios para la valoración de los bienes y derechos que 
resulten incompatibles con la ordenación. 
 
2. La omisión, el error o la falsedad en las declaraciones a que se refiere el número 
anterior no podrán afectar al resultado objetivo de la reparcelación.  
 
3. En caso de discordancia entre los títulos y la realidad física de las fincas, prevalecerá 
ésta sobre aquéllos en el procedimiento de reparcelación. 
 
4. Cuando existan litigios civiles respecto a la titularidad de bienes y derechos que se 
pongan de manifiesto en el procedimiento de reparcelación, el proyecto deberá calificar la 
titularidad de dudosa o litigiosa, según proceda, debiendo el ayuntamiento velar por la 
adecuada representación de los derechos e intereses en disputa o litigio a los solos 
efectos de la tramitación y resolución del procedimiento. Los gastos que sean imputables 
a las titularidades referidas podrán hacerse efectivos por la vía de apremio en caso de 
impago. 
 
5. Cuando en la unidad de ejecución existan bienes de dominio público no obtenidos por 
cesión gratuita, la edificabilidad urbanística correspondiente a su superficie pertenecerá a 
la administración titular de aquéllos. 
 
Las superficies de los bienes de dominio y uso público ya existentes, y obtenidos por 
entrega gratuita en cumplimiento de deberes legales, se entenderán sustituidas por las 
que resulten como consecuencia de la ejecución del planeamiento urbanístico, si aquéllas 
fueren iguales o inferiores a éstas. Si fueran superiores, la administración percibirá el 
exceso, en la proporción que corresponda, en parcelas edificables. 
 
 
Artículo 212. Actuaciones preparatorias de determinación de personas titulares afectadas 
y publicidad frente a terceros. 
 
1. Desde el momento en que se inicie la reparcelación conforme a lo previsto en este 
Reglamento, el ayuntamiento o la persona que lo promueva deberá interesar del Registro 
de la Propiedad correspondiente, mediante la comunicación pertinente, la práctica, de 
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acuerdo con la normativa hipotecaria vigente, de nota al margen de cada finca afectada 
por el proyecto, así como la expedición de certificado registral de dominio y cargas. 
 
2. No podrá tramitarse reparcelación alguna sin acreditar haber solicitado lo previsto en el 
número anterior. 
 
3. La nota marginal tendrá la vigencia y producirá los efectos establecidos en la normativa 
hipotecaria aplicable. 
 
4. Quien hubiera promovido la práctica de la nota marginal vendrá obligado a cancelar a 
su costa la misma, en los supuestos en que desista de la tramitación que le hubiere 
legitimado para solicitar su práctica o hubiere sido rechazada por el ayuntamiento. Si así 
no lo hiciere, se ejecutará por la administración a su costa. 
 
 

SECCIÓN 2ª 
TRAMITACIÓN Y APROBACIÓN DEL PROYECTO DE REPARCELACIÓN FORZOSA 

 
 
Artículo 213. Tramitación del proyecto de reparcelación forzosa. 
 
1. La tramitación del proyecto de reparcelación podrá seguir el procedimiento ordinario o, 
cuando proceda, un procedimiento simplificado, con arreglo a las siguientes reglas: 
 
A) Procedimiento ordinario. 
 
1. El proyecto de reparcelación forzosa, formulado por la administración municipal, la 
Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco o el Territorio Histórico en sus 
respectivas competencias sectoriales, las juntas de concertación y, en su caso, por el 
agente responsable de la ejecución, será objeto con carácter previo a su aprobación 
definitiva de los trámites previstos en este artículo. 
 
2. Las solicitudes de aprobación de proyectos de reparcelación forzosa de iniciativa 
particular únicamente podrán ser objeto de un requerimiento de subsanación de 
deficiencias o de aportaciones documentales. 
 
3. La alcaldía del ayuntamiento correspondiente o la junta de concertación cuando se 
actúe a través de este sistema, si considera que el proyecto reúne los requisitos 
establecidos en este Reglamento, acordará su sometimiento a información pública por un 
plazo mínimo de un mes. Con anterioridad a la primera publicación se notificará 
formalmente la incoación del procedimiento de aprobación del proyecto de reparcelación 
individualmente a las personas interesadas en la reparcelación haciendo constar que, en 
el plazo del trámite, deberá declararse formalmente la voluntad de no participar en la 
ejecución de la actuación en régimen de equidistribución de beneficios y cargas en el 
ejercicio de la facultad legalmente conferida a tal efecto, según lo previsto en el presente 
Reglamento. 
 
La información pública se anunciará por edicto publicado en el boletín oficial del territorio 
histórico y, en uno de los periódicos de mayor difusión en el municipio, sin perjuicio de la 
utilización de otros medios electrónicos. 
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Cuando se actúe a través de agente o agencia urbanizadora o concesionaria, en la 
notificación y edictos que se efectúen se señalará que la persona propietaria, previamente 
a la finalización de la información pública del proyecto de reparcelación, deberá asegurar 
el pago a la mencionada urbanizadora mediante la prestación de garantía financiera o real 
proporcional  a la prestada por la misma urbanizadora, con la advertencia de que, si la 
garantía no fuere presentada en plazo la entidad urbanizadora, podrá optar por percibir su 
retribución mediante la cesión de terrenos edificables cuando así lo prevea el programa de 
actuación urbanizadora, o exigir al ayuntamiento a que proceda a la exacción de la 
cantidad que deba garantizarse mediante apremio administrativo sobre los bienes de la 
persona propietaria incumplidora. 
 
El plazo de un mes comenzará a computarse desde el día siguiente de la última 
publicación del edicto y durante este plazo, el proyecto de reparcelación deberá: 
 
a) Estar depositado, para consulta de la ciudadanía, en las dependencias municipales. 
b) Ser accesible, para consulta, a través de las nuevas tecnologías de la información, 
cuando ello resulte posible de acuerdo a la capacidad del ayuntamiento correspondiente. 
 
4. Dentro del plazo de información pública regulado en el punto 3º anterior: 
 
a) Cualesquiera personas interesadas podrán formular las alegaciones, sugerencias, 
observaciones y reclamaciones que estimen oportunas. 
b) Las personas propietarias deberán, además y en ejercicio de la facultad legalmente 
atribuida a tal fin, expresar o, en su caso, confirmar su voluntad en relación a la 
participación en la ejecución de la actuación, en los términos consignados en el artículo 
205 de este Reglamento. 
c) Las personas propietarias, el agente responsable de la ejecución y el ayuntamiento 
podrán hacerse fehacientemente requerimientos recíprocos para determinar si les 
corresponde pagar o cobrar la indemnización sustitutoria a la que se refiere el número 2 
del artículo 205 del presente Reglamento. 
 
B) Procedimiento simplificado. 
 
La entidad responsable de la ejecución podrá impulsar la tramitación del proyecto de 
reparcelación forzosa por medio de procedimiento simplificado, llevado a cabo con 
intervención y bajo la responsabilidad de notaría, de acuerdo a las siguientes 
peculiaridades: 
 
1ª. El documento a depositar en el ayuntamiento correspondiente y a protocolizar será el 
proyecto de reparcelación. 
 
2ª. Durante la exposición pública del proyecto, la entidad  responsable de la ejecución 
llevará a cabo las actuaciones establecidas en el apartado 3º de la letra A) del número 1 
del presente artículo, indicando claramente el objeto y las características de su iniciativa, 
la notaría donde esté protocolizado el proyecto de reparcelación, los datos que permitan 
identificar el ejemplar depositado en el ayuntamiento y accesible, siempre que resulte 
posible a través de las nuevas tecnologías de la ainformación, y la advertencia de que 
dentro del período de exposición pública desde la última publicación del anuncio, 
cualquier persona podrá comparecer en la notaría para obtener copia del acta de 
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protocolización del proyecto de reparcelación o solicitar que se le exhiba la misma. En 
caso de que solicite copia, los honorarios notariales devengados por su expedición serán 
satisfechos por la persona solicitante. 
 
Asimismo se hará constar la posibilidad de formular alegaciones por cualquier persona 
interesada, así como la de consultar en el ayuntamiento las actuaciones derivadas de la 
documentación depositada en éste. 
 
3ª. El resto de la tramitación del proyecto de reparcelación, hasta su aprobación definitiva, 
se regirá por lo dispuesto en los artículos siguientes desde el momento en que la entidad 
responsable de la ejecución acredite el cumplimiento de lo dispuesto en la regla 2ª 
anterior. 
 
 
Artículo 214. Supuestos en que debe otorgarse nuevo trámite de audiencia. 
 
1. Si tras la finalización del plazo de información pública aparecieran titulares registrales 
no tenidos en cuenta al elaborar el proyecto de reparcelación expuesto al público, la 
alcaldía les otorgará audiencia por plazo que no podrá ser inferior a un mes, dependiendo 
de la complejidad de la operación reparcelatoria de que se trate, sin necesidad de nueva 
información pública. 
 
2. Lo mismo se hará respecto de aquellos que resulten afectados por modificaciones 
acordadas a resultas de la información pública. 
 
Artículo 215. Terminación de la tramitación y aprobación del proyecto de reparcelación 
forzosa. 
 
1. Concluidos los trámites a que se refieren los dos artículos anteriores y evacuado el 
informe de los servicios técnicos y jurídicos municipales sobre el conjunto de las 
actuaciones y las alegaciones presentadas durante el período de información pública, el 
órgano municipal competente procederá a la aprobación definitiva del proyecto de 
reparcelación forzosa. 
 
2. La aprobación podrá producirse: 
 
a) Pura y simplemente. 
b) Con rectificaciones que se expresen inequívocamente y queden definitivamente 
incorporadas al proyecto. 
 
3. El acuerdo de aprobación definitiva surtirá plenos efectos desde su adopción debiendo 
procederse a su inscripción sin dilación alguna, en los términos previstos en la normativa 
hipotecaria aplicable. 
 
Artículo 216. Plazo máximo para resolver sobre proyectos de reparcelación forzosa de 
iniciativa privada. 
 
1. Cuando el proyecto de reparcelación forzosa sea de iniciativa privada, la notificación de 
la resolución expresa sobre su aprobación definitiva deberá tener lugar dentro del plazo 
máximo de seis meses. 
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2. La falta de notificación de resolución expresa dentro del indicado plazo máximo 
autorizará para entender aprobado el proyecto por silencio administrativo. 
 
3. Lo dispuesto en los números precedentes de este artículo no será de aplicación en los 
casos en que el proyecto de reparcelación se tramite conjuntamente con el programa de 
actuación urbanizadora, edificadora o rehabilitadora, debiendo dictarse por el 
ayuntamiento resolución expresa, sin cuyo requisito no podrá entenderse aprobada. 
 
 
Artículo 217. Publicidad del acuerdo de aprobación definitiva e inscripción del proyecto de 
reparcelación forzosa. 
 
1. El acuerdo de aprobación definitiva del proyecto de reparcelación será notificado 
personalmente a todos los afectados por el proyecto y se publicará en el Boletín Oficial del 
Territorio Histórico correspondiente  y en uno de los periódicos de mayor difusión en el 
municipio. 
 
2. Cumplido lo dispuesto en el apartado anterior, el ayuntamiento procederá a expedir 
título inscribible que reúna los requisitos exigidos por la normativa hipotecaria aplicable y 
lo inscribirá en el Registro de la Propiedad, a cuyo fin podrá facilitar la documentación 
precisa a la entidad responsable de la ejecución para que cuide de su presentación en el 
mismo. 
 
3. El título inscribible acreditará el cumplimiento de lo dispuesto en los números 1 y 2 
anteriores mediante certificación expedida por el ayuntamiento, que asimismo contendrá 
la manifestación de que el acuerdo de aprobación es firme en vía administrativa, pudiendo 
acceder desde entonces al Registro de la Propiedad. 
 
4. El ayuntamiento podrá aprobar las operaciones jurídicas complementarias que no se 
opongan al proyecto de reparcelación ni al plan que se ejecute, formalizándolas con los 
requisitos previstos en este artículo. Además podrá realizar en cualquier momento 
cuantas subsanaciones sean precisas en el título inscribible que traigan causa de errores 
materiales de hecho o aritméticos. 
 
Las demás modificaciones en el proyecto de reparcelación para su adecuación a la 
calificación del Registro de la Propiedad no podrán dictarse sin que previamente se haya 
dado audiencia a todas las personas titulares de derechos reales afectados por la 
subsanación requerida. 
 
 

SECCIÓN 3ª 
PROCEDIMIENTO PARA LA APROBACIÓN DEL PROYECTO DE REPARCELACIÓN 

VOLUNTARIA 
 
 
Artículo 218. Tramitación y aprobación del proyecto de reparcelación voluntaria. 
 
1. El procedimiento ordinario de tramitación se ajustará a las siguientes reglas: 
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1ª. La propuesta de reparcelación voluntaria formalizada en escritura pública deberá 
formularse por las personas propietarias que representen la totalidad de la superficie del 
área objeto de reparcelación y demás titulares de derechos reales, en unión, en su caso, 
del agente o agencia responsable de la ejecución. 
 
2ª. Una vez presentada la propuesta de reparcelación voluntaria, la alcaldía la someterá a 
información pública y a informe de los servicios técnicos municipales por plazo de un mes. 
 
3ª. Concluidos los trámites a que se refiere el número anterior, el órgano municipal 
correspondiente procederá a la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación 
voluntaria. 
 
4ª. La aprobación podrá producirse en los mismos términos previstos en el número 2 del 
artículo 215 del presente Reglamento. 
 
5ª. Recaída la aprobación municipal, para la inscripción de la reparcelación en el Registro 
de la Propiedad bastará con la presentación en éste de la correspondiente escritura 
pública en unión de certificación del acuerdo municipal aprobatorio, acreditando haber 
dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo precedente. 
 
2. En el supuesto de aplicación del procedimiento simplificado de tramitación municipal, se 
procederá de acuerdo con lo dispuesto en la letra B del número 1 del artículo 213 de este 
Reglamento. 
 
 

SECCIÓN 4ª 
PROCEDIMIENTO PARA LA APROBACIÓN DE LA NORMALIZACIÓN DE FINCAS 

 
 
Artículo 219. Tramitación y aprobación del proyecto de normalización de fincas. 
 
Los proyectos de normalización de fincas se tramitarán y aprobarán por el procedimiento 
regulado en la Sección segunda o tercera anterior según se formule de manera forzosa o 
voluntaria. 
 
 

CAPÍTULO VII 
Reglas de la reparcelación  

 
 
Artículo 220. Criterios de adjudicación de parcelas resultantes. 
 
1. Toda superficie de suelo, aun si no es edificable de forma independiente, que con 
arreglo al planeamiento sea objeto de clasificación como urbano o urbanizable, ya vacante 
o ya sirva de soporte a un uso urbanístico, deberá ser objeto de adjudicación en el 
proyecto de reparcelación. 
 
2. La edificabilidad urbanística susceptible de ser materializada en el solar resultante 
adjudicado a una persona propietaria, habrá de ser proporcional a la edificabilidad 
privativa a la que éste tenga derecho por razón de la superficie de su finca originaria, sin 
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perjuicio de que la totalidad de los propietarios adopten por unanimidad un criterio distinto 
en los términos previstos en el artículo 44.1 de la Ley 2/2006 de Suelo y Urbanismo. 
 
3. La adjudicación de fincas, parcelas o solares se producirá, con arreglo a los criterios 
empleados para la reparcelación, en cualquiera de los siguientes términos: 
 
a) La superficie precisa para servir de soporte a la edificabilidad urbanística a que tenga 
derecho la persona propietaria, quedando afecta al pago de los costes de urbanización y 
gestión correspondientes. 
 
b) La superficie precisa para servir de soporte a la parte de la edificabilidad urbanística 
correspondiente a la persona propietaria, que reste una vez deducida la correspondiente 
al valor de la totalidad de los gastos de urbanización. 
 
4. Siempre que resulte acorde con las determinaciones de la ordenación establecida por 
el correspondiente planeamiento, las fincas adjudicadas deberán tener la misma o más 
próxima localización a la de las correspondientes fincas originarias. Esta regla no será 
necesariamente aplicable en el caso de que el suelo de la finca originaria en cuestión esté 
destinado, en más de un cincuenta por ciento de su superficie, a dotaciones públicas u 
otros usos incompatibles con la propiedad privada. 
 
Cuando la localización sea distinta, la adjudicación podrá corregirse mediante 
ponderación de los valores, según su localización, de las fincas originarias y las parcelas 
resultantes, siempre que la diferencia entre ellos sea superior al quince por ciento del que 
la tenga mayor y así se justifique mediante riguroso estudio del valor de mercado de las 
fincas así ponderadas. 
 
5. En el supuesto de inexistencia, pérdida de vigencia o falta de actualización de 
coeficientes correctores de uso y tipología establecidos en el artículo 35.4 de la Ley 
2/2006 de Suelo y Urbanismo y con la exclusiva finalidad de la equitativa distribución de 
beneficios y cargas, se podrán aplicar coeficientes de ponderación concretos y 
actualizados para cada uno de los productos inmobiliarios dotados de rendimientos 
económicos diferenciados que vayan a ser realizados conforme a la ordenación detallada 
del programa de actuación urbanizadora y rehabilitadora o del proyecto de edificación del 
programa de actuación edificadora. 
 
Para ello, se aplicará a los metros cuadrados construidos que tengan igual uso y tipología 
el coeficiente de ponderación que corresponda, determinado según riguroso estudio de 
mercado para equiparar los rendimientos económicos de las fincas resultantes, 
procediéndose ulteriormente a la adjudicación de las edificabilidades así ponderadas y 
actualizadas a las diferentes personas adjudicatarias de acuerdo a sus respectivos 
derechos. 
 
En este caso, los coeficientes tendrán la consideración de determinaciones 
condicionantes del contenido del proyecto de reparcelación y se aprobarán de manera 
conjunta con éste. 
 
6. La adjudicación de los solares correspondientes a la participación pública de las 
plusvalías, podrá realizarse directamente a favor de cualquier persona jurídica, de 
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derecho público o privado perteneciente al sector público que designe el ayuntamiento, 
para su destino a los fines propios del patrimonio municipal de suelo. 
 
A este efecto, si la aceptación del ayuntamiento no se ha recabado antes de la 
formulación del proyecto, ésta podrá interesarse formalmente durante el período de 
información pública. 
 
7. En ningún caso podrá procederse a la adjudicación como solares y fincas 
independientes de superficies que no tengan ni la dimensión ni las características exigidas 
a la parcela mínima edificable. Si se diera el caso de que el planeamiento no determine la 
parcela mínima edificable, ni pudiera deducirse de su contexto o así lo estableciese 
mediante expresa remisión, será el propio proyecto de reparcelación el que la establecerá 
razonadamente a los solos efectos de la redacción del proyecto, de acuerdo a las 
características relativas a los usos y tipologías edificatorias a implantar según el 
planeamiento. En este sentido, se procurará acomodar la dimensión de la parcela mínima 
edificable a los derechos derivados de la mayoría de las dimensiones de las parcelas 
originarias con la finalidad de evitar los proindivisos o las indemnizaciones en su caso. 
 
8. Cuando la cuantía del derecho de una persona propietaria no alcance o supere la 
necesaria para la adjudicación de uno o varios solares resultantes como fincas 
independientes, el defecto o el exceso en la adjudicación podrán satisfacerse en dinero. 
La adjudicación se producirá en todo caso en exceso cuando se trate de mantener la 
situación de la persona propietaria de finca, parcela o solar en que existan construcciones 
compatibles con el planeamiento en ejecución, sin perjuicio, en su caso, de la 
correspondiente regularización de linderos e imponiéndose en tal caso la compensación 
monetaria correspondiente. 
 
Las personas propietarias y el agente o agencia  responsable de la ejecución, cuando sea 
distinto a éstas, así como unas, otras y el propio ayuntamiento, podrán formularse 
requerimientos recíprocos fehacientes para determinar a quién corresponde pagar o 
percibir las indemnizaciones sustitutorias de defectos o excesos en la adjudicación. En el 
caso de no atención, en un plazo máximo de un mes,  a un requerimiento debidamente 
formulado se entenderá que la persona o entidad requerida prefiere cobrar y la 
reparcelación se aprobará en consecuencia. 
 
9. Los terrenos en que existan edificios no acordes con el planeamiento por resultar 
parcialmente incompatibles con el mismo, se adjudicarán íntegramente a sus primitivos 
propietarios, sin perjuicio de la regularización de linderos y de las compensaciones 
pertinentes, siempre que concurran todas y cada una de las siguientes circunstancias: 
 
a) Que no sea necesaria su demolición para ejecución de las obras de urbanización 
previstas en el plan. 
b) Que no estén destinados a usos radicalmente incompatibles con la ordenación. 
c) Que no esté decretada su demolición en virtud de expediente de infracción urbanística. 
d) Que la superficie ocupada por la edificación no sea inferior a la parcela mínima 
edificable, a menos que quede comprendida en una finca resultante de mayores 
dimensiones, que corresponda a la persona adjudicataria, con arreglo a su derecho. 
 
10. No serán objeto de nueva adjudicación, conservándose la propiedad primitiva, los 
terrenos que se encuentren edificados acordes con el planeamiento que se ejecuta, sin 



 
 

138 

 

25/03/2015 

perjuicio, en su caso, de la regularización de linderos y de las compensaciones 
económicas que procedan. 
 
 
Artículo 221. Criterios de valoración de derechos y bienes a efectos indemnizatorios. 
 
1. En una reparcelación voluntaria, para la definición y valoración de los bienes y 
derechos aportados y para la definición, valoración y adjudicación de las fincas resultantes 
se aplicarán, en primer lugar, los criterios acordados y expresados por las personas 
interesadas, siempre que no sean contrarios a la ley o al planeamiento, ni ocasionen 
perjuicio al interés público o a tercero. En todo caso, deberán utilizarse criterios objetivos y 
generales para toda el área reparcelable. 
 
2. En otro caso y en general para cualquier tipo de reparcelación, en los casos en que 
proceda indemnizar a sus titulares, para la valoración de bienes y derechos aportados se 
aplicarán los criterios previstos por la legislación del suelo en materia de valoraciones. Lo 
mismo se hará para la definición, valoración y adjudicación de las fincas resultantes. 
 
3. El valor de los bienes y derechos aportados a la reparcelación se expresará en dinero o 
en unidades convencionales que determinarán la cuantía de la indemnización 
correspondiente. 
 
4. La valoración referida en los números anteriores se referirá a la fecha de iniciación del 
proyecto de reparcelación, salvo que en la Ley o en este Reglamento se disponga otra 
cosa. 
 
 

CAPÍTULO VIII 
Efectos de la reparcelación 

 
SECCIÓN 1ª 

 EFECTOS JURÍDICO-REALES 
 
 
Artículo 222. Ocupación de los terrenos. 
 
Desde la aprobación definitiva, firme en vía administrativa, del proyecto de reparcelación 
o, en su caso, de normalización de fincas, el ayuntamiento  o el agente o agencia 
responsable de la ejecución podrán ocupar los terrenos a los efectos de llevar a cabo las 
obras de urbanización correspondientes, sin perjuicio de que cuando de la cuenta de 
liquidación provisional resultara una persona propietaria en condición de acreedora, la 
ocupación exigirá el previo pago del saldo previsto a su favor en la mencionada 
liquidación o a reserva de la definitiva. 
 
 
Artículo 223. Subrogación real de las antiguas parcelas por las nuevas. 
 
1. La aprobación de la reparcelación producirá, por sí misma, la subrogación, con plena 
eficacia real, de las antiguas fincas o parcelas por las nuevas resultantes, siempre que 
quede claramente establecida la correspondencia entre unas y otras. 
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2. Cuando opere la subrogación real, los derechos y las cargas no incompatibles 
existentes sobre las antiguas fincas o parcelas quedarán referidas, sin solución de 
continuidad, a las correlativas fincas resultantes adjudicadas, en su mismo estado y 
condiciones, sin perjuicio de la extinción de los derechos y las cargas incompatibles con el 
planeamiento. 
 
3. Cuando no haya una exacta correspondencia entre las fincas adjudicadas y las fincas 
aportadas, el acuerdo constituirá un título de adquisición originaria a favor de las personas 
adjudicatarias y éstas recibirán la plena propiedad de aquéllas, libre de toda carga que no 
se derive del propio acuerdo. 
 
Esta misma regla se aplicará en los casos de adjudicaciones «pro indiviso» o con 
modificación sustancial de las condiciones de la primitiva titularidad. 
 
 
Artículo 224. Subsistencia de derechos y cargas existentes sobre las parcelas. 
 
1. En los casos de subrogación real, si existiesen derechos o cargas que se estimen 
incompatibles con el planeamiento, el acuerdo de reparcelación deberá declararlo así y 
fijar la indemnización correspondiente. 
 
2. Cuando se trate de fincas sobre las que no opere el principio de subrogación real, la 
extinción de los derechos y cargas se producirá por virtud del acuerdo de reparcelación. 
 
3. Respecto de los derechos y cargas que deban extinguirse y de las plantaciones, obras, 
edificaciones, instalaciones y mejoras que deban destruirse o demolerse, el acuerdo de 
reparcelación tendrá el mismo efecto que el acta de ocupación a efectos expropiatorios. 
 
 
Artículo 225. Entregas obligatorias de suelo a la administración. 
 
1. La aprobación definitiva del proyecto de reparcelación determinará la cesión de pleno 
derecho al ayuntamiento, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los terrenos que 
sean de entrega obligatoria, según el plan, para su incorporación al patrimonio municipal 
del suelo o su afectación a los usos previstos en aquél. 
 
2. Los terrenos dotacionales que el plan contemple como de dominio público quedarán 
afectados al destino propio de éste. 
 
 
Artículo 226. Afección con carácter real de los terrenos al pago de las cargas de 
urbanización. 
 
Las fincas resultantes que deban responder del pago de los gastos de urbanización 
quedarán afectadas, con carácter real y en los términos previstos por la normativa 
hipotecaria, al pago del saldo deudor que a cada una de ellas se asigne en la cuenta de 
liquidación provisional del proyecto de reparcelación aprobado y al pago del saldo de la 
cuenta de liquidación definitiva que, en su día, se practique si resultara preciso. 
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No será preciso afectar las fincas al pago de los costes de urbanización cuando del 
proyecto de reparcelación resulte que la obligación de urbanizar se ha asegurado 
íntegramente mediante otro tipo de garantías, que deberán depositarse ante el 
ayuntamiento y ser aprobadas por éste. Asimismo, podrá cancelarse la afección siempre 
que se acredite, en los términos de la normativa hipotecaria y mediante certificación 
expedida por el ayuntamiento, la recepción de las obras de urbanización que afecten a la 
parcela de que se trate y el haber sido íntegramente satisfechos los gastos de 
urbanización correspondientes. 
 
 

SECCIÓN 2ª 
 EFECTOS ECONÓMICOS 

 
 
Artículo 227. Compensaciones en la cuenta de liquidación. 
 
1. Las partidas de distinto signo que, para una misma persona interesada, contenga la 
cuenta de liquidación, deberán ser compensadas entre sí, siendo exigible únicamente el 
saldo resultante. 
 
2. Los saldos de la cuenta de liquidación del proyecto de reparcelación se entenderán 
provisionales y a buena cuenta, hasta que se apruebe la liquidación definitiva de la citada 
reparcelación. 
 
Los errores y omisiones que se adviertan, así como las rectificaciones que se estimen 
procedentes, se tendrán en cuenta en la liquidación definitiva, pero no suspenderán la 
exigibilidad de los saldos provisionales aprobados con el proyecto. 
 
3. Cuando así lo disponga el acuerdo de aprobación del Programa o si media acuerdo del 
agente responsable de la ejecución con las personas interesadas, los saldos deudores 
podrán compensarse con la cesión de terrenos edificables en la proporción establecida en 
el programa de actuación urbanizadora o rehabilitadora aprobado. 
 
4. Los saldos deudores resultantes de la reparcelación tendrán, en todo caso, la condición 
de cantidades líquidas y exigibles. En caso de impago, procederá la vía de apremio. 
 
 
Artículo 228. Liquidación definitiva. 
 
1. La liquidación definitiva de la reparcelación tendrá lugar cuando se concluya la 
urbanización de la unidad objeto de aquélla. 
 
2. La liquidación definitiva tendrá exclusivamente efectos económicos y no podrá afectar a 
la titularidad real sobre los terrenos. 
 
3. En la liquidación definitiva se tendrán en cuenta: 
 
a) Los gastos de urbanización, prorrateables entre las personas adjudicatarias de fincas 
resultantes, que se hayan producido con posterioridad al acuerdo de reparcelación. 
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b) Los ajustes que hayan de practicarse en la cuenta de liquidación provisional para la 
correcta adecuación de ésta al acuerdo de aprobación definitiva del programa de 
actuación. 
c) Las rectificaciones impuestas por resoluciones administrativas o judiciales posteriores 
al mismo acuerdo de reparcelación. 
 
4. Si con posterioridad a la liquidación definitiva se produjeran nuevas resoluciones 
administrativas o judiciales con efectos sobre los intereses económicos de los afectados, 
la ejecución de las mismas habrá de producirse en procedimiento nuevo y distinto. 
 
5. No será necesario practicar la cuenta de liquidación definitiva si no se producen las 
circunstancias referidas en el número 3 de este artículo, en cuyo caso la cuenta de 
liquidación provisional se tendrá por definitiva a todos los efectos. No obstante, si se 
practicare, el saldo de la cuenta de liquidación definitiva podrá hacerse constar en el 
Registro de la Propiedad de conformidad con la normativa hipotecaria. 
 
 
Artículo 229. Procedimiento para la aprobación de la liquidación definitiva  
 
La liquidación definitiva se redactará por el ayuntamiento, de oficio o a instancia del 
agente o agencia responsable de la ejecución o de la junta de concertación ó de cualquier 
otra persona interesada, quien la notificará a las personas titulares afectadas por la 
reparcelación y a las que, con posterioridad, hubieren hecho valer derechos inscritos ante 
la referida administración, otorgándoles un plazo de audiencia de un mes. Transcurrido 
éste, previa la obtención de los informes técnicos y jurídicos que procedan, se dictará la 
resolución que corresponda, la cual, de ser aprobatoria, deberá publicarse en la misma 
forma que el acuerdo de aprobación definitiva del proyecto de reparcelación. 
 
Cuando se redacte a instancia de persona interesada, ésta deberá precisar qué 
circunstancia o circunstancias de las previstas en el número 3 del artículo anterior hacen 
necesaria su tramitación, justificándolas documentalmente. 
 
 
Artículo 230. Régimen fiscal de la reparcelación. 
 
Las aportaciones y adjudicaciones de terrenos y las indemnizaciones sustitutorias a que 
dé lugar la reparcelación gozarán, cuando se efectúen en favor de las personas 
propietarias, del agente o agencia responsable de la ejecución, de la junta de 
concertación o de las titulares de otros derechos comprendidos en la correspondiente 
unidad de ejecución, de las exenciones y bonificaciones fiscales que para los tributos que 
graven, por cualquier concepto, los actos jurídicos documentados y las transmisiones 
patrimoniales, prevea la legislación general, autonómica, foral y local. 
 
En todo caso, forman parte de las operaciones de reparcelación para el cumplimiento de 
los principios de justa o equitativa distribución de beneficios y cargas y de participación de 
la comunidad en las plusvalías generadas por la acción pública urbanística, siéndoles de 
aplicación todas las disposiciones relativas a la reparcelación, incluidas, en su caso, las 
de carácter fiscal a que se refiere el párrafo anterior: 
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a) Las aportaciones de fincas o parcelas originarias sin urbanizar que hagan sus 
propietarios a los agentes urbanizadores y las agrupaciones de interés urbanístico 
constituidas en los términos de este reglamento para el desarrollo de la actividad de 
ejecución de la ordenación urbanística. 
b) La obtención por las personas propietarias a que se refiere la letra anterior de solares 
resultantes de la ejecución de la ordenación urbanística como consecuencia de las 
aportaciones realizadas a la misma. 
c) La obtención por el ayuntamiento del suelo o de la cantidad en metálico equivalente a 
su valor que proceda por las cesiones establecidas en esta Ley o convenidas en 
aplicación de la misma. 
 
 
 

TÍTULO III 
 

DISCIPLINA URBANÍSTICA 
 

CAPÍTULO I 
Actuaciones de conservación de urbanización pública por particulares 

y rehabilitación de edificios 
 

SECCIÓN 1ª 
DEBER DE CONSERVACIÓN DE LAS URBANIZACIONES  
E INSTALACIONES PÚBLICAS POR LOS PROPIETARIOS 

 
 

Artículo 231. El deber de mantenimiento y conservación de las obras de urbanización de 
titularidad pública por los propietarios. 
 
1. Los propietarios de los terrenos comprendidos en una unidad de ejecución están 
obligados a asumir los costes de la conservación de las obras de urbanización e 
instalaciones públicas de la unidad cuando así se establezca de forma justificada por el 
planeamiento o por el programa de actuación urbanizadora o resulte expresamente de 
disposiciones generales, para lo que se deberán constituir en junta de conservación e 
inscribirse en el registro de agrupaciones de interés urbanístico del Territorio Histórico 
correspondiente. 
 
2. Todos los propietarios de terrenos incluidos en la unidad de ejecución deberán formar 
parte de la junta de conservación, que tendrá la consideración de entidad urbanística 
colaboradora de naturaleza administrativa y constitución obligatoria, siendo su objeto la 
conservación y mantenimiento de la urbanización e instalaciones públicas de la unidad de 
ejecución. 
 
3. Los adquirentes de terrenos comprendidos en la unidad de ejecución con obligación de 
conservación de la urbanización e instalaciones públicas quedarán subrogados en los 
derechos y obligaciones del transmitente, entendiéndose su incorporación como miembro 
de la junta de conservación desde el momento de la transmisión, sin perjuicio de las 
acciones que procedan contra el transmitente.  
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Artículo 232. Constitución de la junta de conservación. 
 
1. La junta de conservación se deberá constituir en escritura pública en la que se incluirán 
los estatutos y la designación de los cargos de gobierno y administración con los 
requisitos establecidos en el artículo 148 del presente Reglamento, adaptados al objeto 
y funciones que corresponden a la junta de conservación cuya adscripción es obligatoria. 
 
2. Se inscribirá en el registro de agrupaciones de interés urbanística dependiente del 
departamento competente en materia de urbanismo del territorio histórico 
correspondiente, tanto el acuerdo de aprobación de la constitución de la junta de 
conservación, como los nombramientos y ceses de las personas responsables de la 
administración y gobierno de la junta y los acuerdos del ayuntamiento que aprueben 
modificaciones de los estatutos. 
 
3. La junta de conservación se podrá constituir mediante la transformación de la junta de 
concertación o agrupación de interés urbanístico previamente constituida por los 
propietarios de los terrenos comprendidos en la unidad de ejecución. En este caso, se 
deberá presentar ante el ayuntamiento el acuerdo de modificación de estatutos, en 
documento público para su aprobación por el ayuntamiento, siguiendo el mismo 
procedimiento previsto para la aprobación de los estatutos. Si la transformación en junta 
de conservación ya está prevista en los estatutos, la misma se produce automáticamente, 
dejando constancia en el acta de recepción de la urbanización pública por el ayuntamiento 
y puesta a disposición de la misma a la nueva entidad para su conservación y 
mantenimiento. El ayuntamiento comunicará la transformación al registro de agrupaciones 
de interés urbanístico del Territorio Histórico que corresponda para su debida inscripción.  
 
4. Sin perjuicio de lo anterior el procedimiento de de constitución así como los estatutos 
de la junta de conservación seguirán y contendrán los mismos trámites y circunstancias 
previstas para los estatutos de las juntas de concertación si bien adaptadas a sus 
funciones y objeto de conservación de la urbanización, 
 
 
Artículo 233. Naturaleza jurídica y funcionamiento de la junta de conservación. 
 
1. La junta de conservación ostenta la condición de entidad de derecho público, de 
adscripción obligatoria y tendrá personalidad jurídica propia que se entenderá adquirida 
desde su inscripción en el registro de agrupaciones de interés urbanístico. Su actuación 
está sometida a la tutela del ayuntamiento, que podrá exigir por vía de apremio a las 
personas propietarias las cuotas de conservación no satisfechas por éstas. 
 
2. Frente a los acuerdos adoptados por la junta de conservación se podrá interponer 
recurso administrativo de alzada en el plazo de quince días ante el ayuntamiento, con 
carácter previo al acceso, en su caso, a la vía jurisdiccional contencioso-administrativa.  
 
3. La junta de conservación exigirá las cuotas de conservación a todas las personas 
propietarias de la unidad, incluidas las que no se hayan adherido. En caso de impago de 
las cuotas de conservación las mismas podrán ser objeto de vía de apremio por el 
ayuntamiento. 
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Artículo 234. Anotación registral de la afección de los terrenos. 
 
La afección de los terrenos de la unidad de ejecución a las obligaciones de costear la 
conservación de la urbanización e instalaciones públicas de la misma, debiendo 
constituirse en junta de conservación por el tiempo establecido y sufragar los costes en 
proporción a su cuota de participación se harán constar en nota marginal en el Registro de 
la Propiedad. 
 
 
Artículo 235. Incumplimiento de las obligaciones de conservación y mantenimiento de la 
urbanización e instalaciones públicas. 
 
1.- En caso de que las personas propietarias no se constituyan en junta de conservación, 
el ayuntamiento, sin perjuicio de la adopción de las órdenes de constitución e incoación 
del procedimiento sancionador que corresponda, asumirá la conservación de las obras de 
urbanización a cargo de los obligados, exigiéndoles las correspondientes cuotas de 
conservación.  
 
2.- En caso de que la junta de conservación no de debido cumplimiento a su obligación de 
mantenimiento y conservación de la urbanización e instalaciones públicas, el 
ayuntamiento podrá ejecutar subsidiariamente y con cargo a los propietarios de la unidad, 
las labores de mantenimiento y conservación que resulten procedentes. 
 
 
Artículo 236. Disolución de la junta de conservación. 
 
1. La disolución de la junta de conservación exigirá la adopción de acuerdo por el 
ayuntamiento que autorice la misma y se podrá acordar una vez que se haya dado 
cumplimiento al objeto para el que fue constituida y transcurrido el plazo fijado en su 
constitución. 
 
2. El ayuntamiento no autorizará la disolución de la junta de conservación si la 
urbanización e instalaciones públicas no se encuentran en el debido estado de 
mantenimiento y conservación, exigiendo con carácter previo a autorizar la disolución que 
se adopten las medidas necesarias para que la urbanización e instalaciones públicas 
puedan ser recepcionadas sin observaciones. En caso de incumplimiento de la adopción 
de las medidas requeridas, el ayuntamiento podrá ejecutar las mismas con carácter 
subsidiario y a costa de los obligados.  
 
 

SECCIÓN 2ª 
EL DEBER DE CONSERVACIÓN Y REHABILITACIÓN DE LOS EDIFICIOS 

 
 
Artículo 237. Actuaciones que comprenden el deber de conservación y rehabilitación de 
los edificios. 
 
1. Los propietarios de terrenos, construcciones, instalaciones y edificios tienen el deber de 
dedicarlos a usos que sean compatibles con la ordenación territorial y urbanística y 
conservarlos en las condiciones legales para servir de soporte al citado uso, y en todo 
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caso, en las de seguridad, salubridad, accesibilidad universal y ornato legalmente 
exigibles, así como realizar obras adicionales por motivos turísticos o culturales, o para la 
mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, hasta donde alcance el deber legal 
de conservación. 
 
2. En el caso de edificaciones el deber legal de conservación comprende, la realización de 
los trabajos y las obras necesarias para satisfacer, con carácter general, los requisitos 
básicos de la edificación establecidos en el artículo 3.1  de la Ley 38/1999, de 5 de 
noviembre, de Ordenación de la Edificación, y para adaptarlas y actualizar sus 
instalaciones a las normas legales que les sean explícitamente exigibles en cada 
momento.  
 
3. Las obras adicionales para la mejora de la calidad y sostenibilidad a que hace 
referencia el apartado primero de este artículo podrán consistir en la adecuación parcial o 
completa a todas, o a algunas de las exigencias básicas establecidas en el Código 
Técnico de la Edificación, debiendo fijar el ayuntamiento, de manera motivada, el nivel de 
calidad que deba ser alcanzado para cada una de ellas. 
 
 
Artículo 238. Límite del deber de conservación y rehabilitación. 
 
1. El límite del deber de conservación de los propietarios de construcciones o edificios se 
establece en base al importe de los trabajos y obras de conservación o rehabilitación 
necesarias, con los siguientes límites porcentuales: 
 
a) En el supuesto de actuaciones aisladas, el importe de los trabajos y obras necesarias 
para dar cumplimiento al deber de mantenimiento y conservación de los inmuebles no 
podrá rebasar el límite del 60 % del coste de reposición del edificio, no incluyendo en la 
valoración el valor del suelo. 
b) En el supuesto de actuaciones integradas, el importe de los trabajos y obras 
necesarias para dar cumplimiento al deber de mantenimiento y conservación de los 
inmuebles no podrá rebasar el límite del 50 % del coste de reposición del edificio, no 
incluyendo en la valoración el valor del suelo. 
 
2. El coste de reposición del edificio se calculará en base al valor actual de construcción 
de un inmueble de nueva planta, equivalente al original en relación con las características 
constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones necesarias para que su 
ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente 
destinado al uso que le sea propio, sin incluir el valor del suelo. 
 
3. Cuando la administración ordene la ejecución de obras a costa de los propietarios  por 
motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio 
urbano, el límite del deber de conservación y por tanto de las obras que deben ejecutarse, 
se establece en la mitad del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta, 
equivalente al original en relación con las características constructivas y la superficie útil, 
realizado con las condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o, en su 
caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio.  
 
4. Cuando la orden de ejecución de obras de conservación o rehabilitación supere los 
límites señalados en los apartados precedentes, la administración deberá sufragar el 



 
 

146 

 

25/03/2015 

exceso. En todo caso, la administración podrá establecer ayudas públicas, en las 
condiciones que estime oportunas, mediante convenio u otros instrumentos en que pueda 
contemplarse la explotación conjunta del inmueble. 
 
 
Artículo 239. Anotación registral del deber de conservación. 
 
La orden administrativa firme de ejecución de obras de conservación o rehabilitación 
sobre un inmueble determinará la afección real directa e inmediata, por determinación 
legal, del inmueble, al cumplimiento de la obligación del deber de conservación. La citada 
afección real se hará constar, mediante nota marginal, en el Registro de la Propiedad, con 
referencia expresa a su carácter de garantía real y con el mismo régimen de preferencia y 
prioridad establecido para la afección real, al pago de cargas de urbanización en las 
actuaciones de transformación urbanística. 
 
 

SECCIÓN 3ª. SITUACIÓN LEGAL DE RUINA 
 
 
Artículo 240. La declaración de situación legal de ruina. 
 
1. El ayuntamiento declarará la situación legal de ruina total o parcial de una construcción 
o edificación en alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Ruina económica, cuando el coste de reparaciones necesarias para devolver la 
estabilidad, seguridad, estanqueidad y consolidación estructural a un edificio o 
construcción supere el límite del deber normal de conservación establecido en el artículo 
236 del presente Reglamento. 
b) Ruina urbanística, cuando las reparaciones necesarias para devolver la estabilidad, 
seguridad, estanqueidad y consolidación estructural a un edificio o construcción no 
puedan ser autorizadas por encontrarse el edificio en situación de fuera de ordenación o, 
en su caso, en situación de disconforme con la ordenación. 
 
2. Se podrá declarar la ruina parcial de un inmueble cuando la situación de ruina afecta a 
una parte que tenga independencia constructiva respecto al resto del edificio, pudiendo 
eliminarse sin que el resto del inmueble se vea afectado, al ostentar plena autonomía 
estructural y funcional. 
 
 
Artículo 241. Procedimiento en caso de ruina física inminente. 
 
1. Cuando la amenaza de una ruina física inminente de un inmueble ponga en peligro la 
seguridad de las personas o de los bienes, la alcaldía adoptará las medidas urgentes y 
necesarias para prevenir, evitar o minimizar los riesgos o peligros inminentes derivados de 
la situación del inmueble, sin la audiencia previa de las personas interesadas y bajo la 
dirección de los servicios técnicos municipales. 
 
2. La alcaldía deberá adoptar las medidas urgentes y necesarias, acordando el 
apuntalamiento y ordenando el desalojo, así como ordenando la demolición parcial o total 
del edificio. Estas medidas se podrán adoptar antes del acuerdo de incoación del 
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procedimiento de declaración de la situación legal de ruina o en cualquier fase de su 
tramitación. 
 
3. En caso de que la situación de ruina física inminente con peligro para la seguridad de 
bienes o personas se deduzca de un escrito de solicitud de situación legal de ruina, la 
alcaldía o la concejalía delegada ordenará la emisión urgente de informe por los servicios 
técnicos para verificar la situación objeto de la petición. La alcaldía o concejalía delegada, 
sin audiencia previa de las personas interesadas, ordenará la adopción de las medidas de 
seguridad necesarias para evitar peligro o daño alguno a la seguridad de personas o 
bienes. 
 
4. En caso de que la situación afecte a un bien de interés cultural así calificado o 
inventariado con arreglo a la legislación del patrimonio cultural, el ayuntamiento deberá 
comunicar inmediatamente a la diputación foral correspondiente las obras o actuaciones 
que pretenda llevar a cabo sobre el bien. Si por razones de fuerza mayor fuera necesaria 
la realización de obras sobre el inmueble, el ayuntamiento deberá prever en las mismas la 
reposición de los elementos que hayan de ser retirados, continuándose la tramitación de 
conformidad a lo establecido para la ruina no inminente. 
 
5. La adopción de las medidas señaladas en este artículo conllevará la incoación del 
procedimiento para la declaración de la situación legal de ruina, sustanciándose el 
procedimiento por los trámites establecidos para la declaración de situación legal de ruina 
sobre los inmuebles en los que no se aprecia amenaza de ruina física inminente. 
 
6. En caso de que los informes técnicos consideren la posibilidad de habitar el inmueble 
mediante la adopción de las medidas procedentes, el ayuntamiento podrá autorizar a la 
propiedad o a los ocupantes legales del inmueble la ejecución de las mismas para permitir 
el retorno en las debidas condiciones de seguridad. 
 
7. El derecho de retorno de los inquilinos con cargo a la propiedad se podrá ejercitar por 
éstos ante la Jurisdicción Civil de conformidad con lo dispuesto en la normativa de 
arrendamientos urbanos. 
 
 
Artículo 242. Procedimiento para la declaración de la situación legal de ruina. 
 
1. El procedimiento de declaración de la situación legal de ruina de un inmueble podrá 
iniciarse de oficio, tanto por iniciativa propia como por denuncia de cualquier persona, o a 
instancia de cualquier interesado, que alegue la existencia de un daño o peligro en sus 
intereses legítimos derivados del estado de la construcción o edificación. 
 
2. La incoación del procedimiento de oficio deberá acordarse por la alcaldía o la concejalía 
delegada  motivadamente  en base a informe de los servicios técnicos en el que se 
justifique la posible concurrencia de una situación de ruina, con señalamiento, de los 
siguientes extremos: 
 
a) Descripción del estado físico del inmueble, justificando la causa de instar la declaración 
de situación legal de ruina.  
b) Indicación de las obras de reparación necesarias para devolver la estabilidad, 
seguridad, estanqueidad y consolidación estructural al edificio o construcción. 



 
 

148 

 

25/03/2015 

c) Señalamiento de las medidas necesarias que deben acometerse con urgencia para 
garantizar la seguridad de bienes y personas, debiendo señalar si considera que el 
inmueble reúne las condiciones de seguridad y habitabilidad suficientes que permitan a 
sus ocupantes la permanencia en él hasta que se adopte el acuerdo que proceda. 
d) En caso de ruina económica, cuantificación con presupuesto económico desglosado 
por partidas, de las obras de reparación necesarias y del coste de reposición del edificio.  
e) En caso de ruina urbanística, justificación de la imposibilidad de ejecución de las obras 
de reparación necesarias por ser las mismas disconformes con la ordenación urbanística 
al estar el edificio en situación de fuera de ordenación o disconforme con el planeamiento. 
 
3. En el caso de presentación de denuncias, la alcaldía o la concejalía delegad en su 
caso, solicitará la emisión de informe de los servicios técnicos municipales, acordando de 
conformidad con el mismo, la incoación del procedimiento de situación legal de ruina, la 
emisión de orden de ejecución o el archivo de la denuncia sin más trámite. 
 
4. Las solicitudes de declaración de un inmueble en situación legal de ruina, presentadas 
a instancia de parte, deberán incluir los siguientes extremos: 
 
a) Datos identificativos del solicitante motivando su condición de persona interesada y, en 
su caso, acreditando su condición de titular del inmueble. 
b) Datos identificativos del inmueble, debiendo adjuntar informe emitido por técnico 
competente en el que se incluyan los extremos señalados en el apartado 2 de este 
artículo. 
 
5. El expediente se someterá al trámite de audiencia a las personas o entidades  
interesadas, poniendo el mismo en conocimiento de los propietarios, moradores y titulares 
de derechos reales sobre el inmueble, así como del órgano competente de Patrimonio 
Cultural del Gobierno Vasco y la diputación foral correspondiente en caso de bienes de 
interés cultural calificados o inventariados, dándoles traslado de los informes para que en 
un plazo no inferior a diez días ni superior a quince aleguen y presenten cuantos 
documentos y justificaciones estimen convenientes. 
 
6. Transcurrido el plazo de audiencia, la oficina técnica municipal emitirá un informe en el 
que se deberá justificar la concurrencia, en su caso, de una situación legal de ruina y las 
medidas necesarias de protección que considera deben adoptarse.  
 
 
Artículo 243. Resolución del procedimiento para la declaración de la situación legal de 
ruina. 
 
1. El órgano municipal competente para la resolución del procedimiento de declaración del 
inmueble en situación legal de ruina emitirá resolución con alguno de los siguientes 
pronunciamientos: 
 
a) Declarar el inmueble en estado de ruina. 
b) Declarar el estado de ruina parte del inmueble que tenga independencia constructiva 
del resto. 
c) Declarar que no se cumplen los requisitos para la declaración de ruina, ordenando la 
ejecución de las obras necesarias para garantizar el deber de conservación del inmueble. 
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2. La resolución por la que se declara la situación legal de ruina dispondrá las medidas 
necesarias para evitar daños a personas y bienes y establecerá las siguientes 
obligaciones para el propietario: 
 
a) Cuando se trate de una construcción o una edificación no catalogada ni protegida por 
sus valores, ni sujeta a algún procedimiento dirigido a la catalogación o al establecimiento 
de un régimen de protección integral, proceder o no, a su completa rehabilitación o a su 
demolición. 
b) Cuando se trate de una construcción o una edificación catalogada, protegida por sus 
valores o sujeta a algún procedimiento dirigido a la catalogación o al establecimiento de 
un régimen de protección integral, adoptar las medidas urgentes y realizar los trabajos y 
las obras necesarias para mantener y, en su caso, recuperar la estabilidad y la seguridad. 
En este caso, la administración podrá convenir con el propietario los términos de la 
rehabilitación definitiva o, de no alcanzarse acuerdo, asumir la carga de la conservación 
del inmueble mediante su expropiación.  
c) Se deberá señalar el plazo máximo para el cumplimiento de los términos de la 
resolución. 
 
3. En caso de incumplimiento de las obligaciones derivadas de la declaración de la 
situación legal del inmueble, el ayuntamiento podrá, con independencia de las multas 
impuestas como sanción, dar cumplimiento al contenido de la resolución en ejecución 
subsidiaria con cargo a las personas obligadas o bien imponer las multas coercitivas que 
correspondan por desobediencia o incumplimiento de las órdenes de la administración de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 2/2006, de Suelo y Urbanismo. En caso de 
construcciones o edificaciones no catalogadas ni protegidas declaradas en situación legal 
de ruina, la ejecución subsidiaria consistirá en la demolición del inmueble. 
 
 

CAPÍTULO II 
Licencias urbanísticas 

 
 
Artículo 244. Actos sujetos a licencia. 
 
1. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y 
Urbanismo, están sujetos a la obtención de licencia urbanística, sin perjuicio de las demás 
autorizaciones que sean procedentes con arreglo a la legislación sectorial aplicable, los 
siguientes actos: 
 
a) Las parcelaciones y segregaciones o cualquier otro acto de división de fincas o predios 
en cualquier clase de suelo, no incluidos en proyecto de reparcelación. 
b) Las obras de construcción, edificación e implantación de instalaciones de toda clase de 
nueva planta. 
c) Las obras de ampliación de construcciones, edificios e instalaciones de toda clase 
existentes. 
d) Las obras de modificación o reforma que afecten a la estructura o a la configuración 
arquitectónica del edificio o al aspecto exterior de las construcciones, los edificios y las 
instalaciones de toda clase. 
e) Las obras que modifiquen la disposición interior o vayan dirigidas a la rehabilitación de 
las edificaciones, cualquiera que sea su uso, incluidas aquéllas que supongan la división 
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de la vivienda preexistente en dos o más viviendas. 
f) Las obras que hayan de realizarse con carácter provisional. 
g) Las obras de urbanización complementarias a la edificación y las no incluidas en un 
proyecto de urbanización. 
h) La demolición total o parcial de edificios, construcciones e instalaciones, salvo en los 
casos declarados de ruina inminente. 
i) Los movimientos de tierra y las obras de desmonte y explanación en cualquier clase de 
suelo. 
j) La extracción de áridos y la explotación de canteras. 
k) La acumulación de vertidos y el depósito de materiales ajenos a las características 
propias del paisaje natural que contribuyan al deterioro o degradación del mismo. 
l) El cerramiento de fincas mediante la ejecución de muros y vallados. 
m) La apertura de caminos, así como su modificación o pavimentación. 
n) La ubicación de casas prefabricadas y de instalaciones con destino a cualquier uso de 
carácter similar, tanto provisionales como permanentes. 
ñ) La instalación de invernaderos. 
o) La colocación de carteles y vallas de propaganda visibles desde la vía pública cuando 
estén levantadas o apoyadas en un elemento que sirva de soporte estructural. 
p) Las instalaciones que se ubiquen o afecten al subsuelo. 
q) La instalación de tendidos eléctricos, telefónicos u otros similares y de redes de 
telecomunicaciones o transporte de energía y la colocación de antenas de cualquier clase. 
r) La primera utilización de obras o partes de ellas, así como su modificación y el cambio, 
total o parcial, de usos de la edificación o instalación. 
s) La apertura de todo tipo de establecimientos incluidos los industriales, comerciales, 
profesionales y asociativos cuando concurran razones de orden, seguridad o salud 
pública. 
t) La constitución o modificación de un régimen de propiedad horizontal, simple o 
compleja, y la formalización de otras operaciones jurídicas que comporten un incremento 
del número de viviendas, establecimientos u otros elementos susceptibles de 
aprovechamiento privativo independiente respecto de los autorizados en una licencia 
urbanística anterior. 
u) La tala de árboles y vegetación arbustiva que se encuentren sometidos a protección por 
el planeamiento territorial o urbanístico. 
v) La construcción de presas, balsas u obras de defensa y corrección de cauces públicos 
y de vías públicas o privadas, y, en general, cualquier tipo de obras o usos que afecten a 
la configuración del territorio. 
w) Las construcciones en suelo no urbanizable reguladas en esta Ley. 
x) Los actos de construcción, edificación e instalación que realicen los particulares en 
terrenos de dominio público, sin perjuicio de las autorizaciones o concesiones que otorgue 
el ente titular del dominio público. 
 
2. No están sujetos a licencia las obras de urbanización totales o parciales, así como 
cualquiera de las actuaciones previstas en las letras anteriores, que se hallen incluidas en 
un proyecto de urbanización legalmente aprobado conforme a lo dispuesto en la Ley 
2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo. 
 
3. Cuando los actos de construcción, edificación e instalación sean promovidos por los 
ayuntamientos en su propio término municipal, el acuerdo que los autorice o apruebe está 
sujeto a los mismos requisitos y produce los mismos efectos que la licencia urbanística a 
los efectos de esta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación de régimen local. En 
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este caso las actuaciones quedarán autorizadas por el acuerdo de aprobación del 
proyecto, previa acreditación del cumplimiento de la normativa de ordenación territorial y 
urbanística y del planeamiento urbanístico de aplicación. 
 
4. En el supuesto de edificaciones de nueva planta de promoción municipal cuyo proyecto 
y dirección de obra se realice por los propios servicios técnicos municipales, no será 
exigible licencia, pero sí un certificado de los servicios técnicos municipales que 
manifieste la conformidad de la construcción al proyecto aprobado. 
 
 

Artículo 245. Relación entre licencias. 
 
1. Las licencias de actividad, de apertura, las autorizaciones sectoriales y las licencias de 
obra, uso y urbanísticas son independientes entre sí por lo que su otorgamiento no lleva 
aparejado el otorgamiento de las demás licencias o títulos jurídicos habilitantes exigidos 
por la normativa sectorial. 
 
2. Cuando para una misma actuación sea exigible más de una licencia o título jurídico 
correspondiente a la administración municipal, todos los títulos jurídicos habilitantes 
podrán ser objeto de una sola resolución, sin perjuicio de la formación y tramitación 
simultánea de piezas separadas para cada intervención administrativa. Mediante 
ordenanza local se regulará, en su caso, el procedimiento integrado para el otorgamiento 
unificado de las mencionadas licencias. 
 
3. En el caso de las licencias de demolición de edificios con medianeras o paredes 
comunes con edificaciones colindantes, las mencionadas licencias de derribo se 
condicionarán o supeditarán a la simultánea concesión de la licencia que garantice la 
seguridad y estabilidad de las edificaciones  colindantes. 
 
 

Artículo 246. Prestación de servicios por compañías suministradoras. 
 
1. Las empresas suministradoras de servicios de energía eléctrica, agua, saneamiento, 
gas y telefonía exigirán, para la contratación provisional de los respectivos servicios, la 
acreditación de la licencia urbanística, y fijarán como plazo máximo de duración del 
contrato el establecido en ella para la ejecución de las obras o la realización de los 
trabajos, transcurrido el cual no podrá continuar la prestación del servicio. 
 
2. Las empresas citadas en el apartado anterior exigirán, para la contratación definitiva de 
los suministros o servicios respectivos, la siguiente documentación: 
 
a) La licencia de usos y actividades cuando la edificación fuera nueva o se hubieran 
realizado actos u operaciones sujetas a la misma. 
b) Licencia municipal de primera utilización en todo caso y además el acto por el que se 
otorga calificación definitiva cuando se trate de viviendas de protección pública.. 
 
3. Las empresas suministradoras de servicios de energía eléctrica, agua, saneamiento, 
gas y telefonía podrán mantener los suministros con carácter excepcional durante un 
plazo de doce meses desde la finalización de las obras correspondientes, previa solicitud 
a instancia de parte interesada en la que conste las causas de la citada prórroga y el 
consentimiento del correspondiente ayuntamiento. 
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4. Las entidades prestadoras de servicios podrán realizar con el promotor contratos 
provisionales mediante la aportación por este último de la solicitud de la correspondiente 
licencia y del consentimiento municipal expreso. La obtención de las licencias necesarias 
convertirá el contrato provisional en definitivo, previa su acreditación ante las entidades 
prestadoras de servicios. Si las licencias fuesen denegadas por parte del respectivo 
Ayuntamiento, éste lo comunicará a las entidades prestadoras de servicios a los 
oportunos efectos. 
 
 
Artículo 247. Transmisión de las licencias urbanísticas. 
 
1. Las licencias urbanísticas serán transmisibles, entendiéndose producida la transmisión, 
salvo pacto en contrario, junto con la de la superficie de suelo o la construcción o 
edificación correspondiente. No obstante, el transmitente y el adquirente deberán 
comunicar la transmisión por escrito al ayuntamiento, sin lo cual ambos quedarán sujetos 
a todas las responsabilidades que se derivaran para la persona que figura como titular de 
la licencia. 
 
2. La comunicación exigida al transmitente y al adquirente del inmueble podrá ser 
sustituida por la aportación de documento que acredite la transmisión intervivos o mortis 
causa bien de la propia licencia o bien de la propiedad o posesión del inmueble, siempre 
que en esta transmisión se incluya, suficientemente identificada, la transmisión de la 
licencia. 
 
 
Artículo 248. Procedimiento de concesión de licencias urbanísticas. 
 
1. La iniciación, instrucción y resolución del procedimiento para el otorgamiento de la 
licencia urbanística se regulará por las correspondientes ordenanzas municipales, las 
cuales, como mínimo deberán respetar las reglas contenidas en los números siguientes. 
 
2. El procedimiento de otorgamiento de licencia se iniciará a instancia del interesado, a 
cuya solicitud deberá acompañarse: 
 
a) El proyecto que proceda, firmado por técnico competente y visado por el 
correspondiente colegio profesional, cuya memoria deberá especificar las 
determinaciones urbanísticas de aplicación a las que responda, en el caso de obras que 
legalmente precisen de proyecto técnico, o, en otro caso, el presupuesto orientativo de las 
obras a realizar. 
Si los colegios profesionales que tuvieran encomendado el visado de los proyectos 
estimaran, con ocasión de tal trámite interno, el incumplimiento de la legislación 
urbanística, pondrán su criterio en conocimiento de la administración competente 
mediante denegación del visado a efectos urbanísticos. 
 
b) Las autorizaciones concurrentes exigidas por la legislación que en cada caso fuera 
aplicable. 
 
c) La concesión correspondiente cuando el acto pretendido suponga la ocupación o 
utilización del dominio público. 
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3. En los supuestos en los que durante la instrucción del procedimiento sea preceptiva la 
emisión de informe de otras administraciones públicas afectadas por la licencia, incluidos 
los concejos, el ayuntamiento les comunicará la presentación de la solicitud, para que en 
el plazo de un mes emitan informe sobre los aspectos de su competencia. Si en el plazo 
de un mes no se emite informe alguno, se podrá continuar con el procedimiento de 
concesión de la licencia municipal. 
 
4. Con carácter previo al otorgamiento de licencia, se emitirá por los servicios municipales 
informe preceptivo sobre la conformidad de la licencia solicitada a la legalidad urbanística. 
 
5. La resolución denegatoria deberá ser motivada, con referencia explícita a la norma o 
normas de la ordenación territorial y urbanística, o de otro carácter con las que el acto, la 
operación o la actividad sometida a licencia esté en contradicción. 
 
6. Se entenderá concedida por el transcurso del plazo máximo para resolver desde la 
presentación de la solicitud sin notificación de resolución alguna. En defecto de regulación 
del plazo máximo para resolver, la notificación de la resolución expresa deberá producirse 
dentro de los tres meses desde al fecha de presentación de la solicitud. 
 
 
Artículo 249. Actos sujetos a comunicación previa  
 
1. Las ordenanzas municipales podrán sustituir la necesidad de obtención de licencia por 
la presentación de una comunicación previa, por escrito, del interesado al ayuntamiento, 
cuando se trate de la ejecución de obras de escasa entidad técnica, para las cuales no 
sea necesaria la presentación de proyecto técnico, y para aquellas otras actuaciones que 
prevean las propias ordenanzas.  
 
2. Las ordenanzas municipales que prevean el sometimiento al régimen de comunicación 
previa de la ejecución de obras y otras actuaciones, deberán establecer los efectos de la 
presentación de la comunicación con indicación de los plazos en que se pueden llevar a 
cabo las actuaciones solicitadas y el alcance del reconocimiento de la facultad de llevar a 
cabo las mismas. 
 
3. Deberá adjuntarse a la comunicación previa la documentación que la correspondiente 
ordenanza municipal determine que, como mínimo, deberá exigir: 
 
a) En caso de que el objeto de la comunicación previa sea la realización de obras de 
escasa entidad técnica deberán describirse con detalle las obras a ejecutar con indicación 
del emplazamiento de la actuación y presupuesto de las obras. 
b)  Indicación del plazo previsto para la ejecución de la actuación. El ayuntamiento podrá 
conceder prórrogas en los términos previstos para las licencias urbanísticas. 
c) La presentación junto a la comunicación de las autorizaciones previas de carácter 
sectorial que legalmente sean exigibles. 
 
4. El ayuntamiento podrá ejercitar las facultades de comprobación, control e inspección 
que le competen para garantizar el cumplimiento de la ordenación urbanística. La alcaldía 
deberá ordenar la suspensión y requerir la restauración de la legalidad urbanística de las 
obras o actuaciones cuando se compruebe que la actuación pretendida está sujeta al 
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régimen de licencias o que carece de las autorizaciones sectoriales correspondientes o 
bien que incumple los parámetros establecidos en la normativa urbanística, el 
planeamiento urbanístico o las ordenanzas municipales de aplicación.  
 
 

CAPÍTULO III 
Intervención para restablecer la legalidad urbanística vulnerada 

 
SECCIÓN 1ª 

INSPECCIÓN URBANÍSTICA 
 
 
Artículo 250. Inspección urbanística. Actuaciones obstructoras. 
 
1. La inspección urbanística es una potestad dirigida a comprobar que todos los actos, las 
operaciones y las actividades sometidos a licencia o a control administrativo se sujetan a 
la legalidad y la ordenación territorial y urbanística aplicables comprendiendo las 
siguientes facultades: 
 
a) Velar por el cumplimiento de los fines, objetivos y principios proclamados en la 
normativa urbanística. 
b) Vigilar e investigar los actos, las operaciones y las actividades que pudieran vulnerar la 
normativa urbanística. 
c) Denunciar cuantas anomalías observe en la ejecución y aplicación de los instrumentos 
para la ordenación ambiental, territorial y urbanística. 
d) Informar y proponer a las administraciones y autoridades competentes sobre la 
adopción de las medidas cautelares, correctoras y sancionadoras que juzgue 
convenientes para la conservación ambiental y el cumplimiento de la ordenación territorial 
y urbanística. 
e) Instruir los expedientes sancionadores que se le encomienden. 
f) Colaborar con los juzgados y tribunales de justicia y las administraciones competentes 
en materia ambiental y de ordenación territorial y urbanística. 
g) Desempeñar cuantas otras funciones asesoras, inspectoras y de control le sean 
encomendadas. 
 
2. La inspección urbanística será ejercida por el Gobierno Vasco, las diputaciones forales 
y los ayuntamientos de acuerdo con sus competencias y de lo previsto en la Ley 2/2006 
de Suelo y Urbanismo de Euskadi y este reglamento.   
 
3. Las actuaciones de inspección urbanística, se practicarán de oficio: 
 
a) Por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia 
de orden superior o a petición razonada de otros órganos o por denuncia. 
b) Por propia iniciativa del personal inspector, cuando así lo exija la efectividad y 
oportunidad de la actuación inspectora. 
 
4. Toda persona tiene el deber de colaborar en el ejercicio de la función inspectora, 
facilitando los documentos y la información que en relación con la actuación urbanística 
objeto de inspección, les soliciten los inspectores. Este deber de colaboración incluye la 
obligación de permitir el acceso a todos los inmuebles objeto de inspección, que en caso 
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de negativa dará lugar a la solicitud de autorización judicial para la entrada en domicilios y 
restantes lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular u ocupante.  
 
5. Se entenderá como obstrucción a la actuación inspectora, toda conducta no fundada, 
que deniegue la debida colaboración, para facilitar los documentos y la información 
solicitados, que impida  o dificulte la entrada de las personas inspectoras a los terrenos 
vallados, edificios, instalaciones, construcciones, locales, y obras, con objeto de dilatar o 
entorpecer su labor.. 
 
6. La negativa no fundada a colaborar con la inspección urbanística, constituirá 
obstaculización del ejercicio de la potestad de inspección a los efectos de su 
consideración como infracción urbanística. 
 
 
Artículo 251. Función inspectora. 
 
1. El ejercicio de la función inspectora comprende las siguientes facultades: 
 
a) Investigación y acceso a registros y archivos para el ejercicio de sus funciones. 
b) Extensión de actas de inspección, que gozarán de presunción de veracidad respecto a 
los hechos que en ellas se consignen. 
c) Requerimiento y obtención del auxilio de los cuerpos de policía, cuando sea necesario. 
 
2. El personal al servicio de las administraciones competentes, a quien corresponda o se 
encomiende expresamente el ejercicio de las labores de inspección, tiene a los efectos 
previstos en la Ley 2/2006 de 30 de Junio del Suelo y Urbanismo y este Reglamento, la 
condición de agente de la autoridad. Sus actos de inspección gozarán de la presunción de 
veracidad y acierto, y podrán realizar todas las actuaciones conducentes a la 
comprobación del cumplimiento de la normativa urbanística. 
 
3. Las administraciones públicas, podrán otorgar determinadas facultades de vigilancia y 
control en materia de inspección, siempre que no comporte ejercicio de autoridad, a 
entidades públicas o a personas físicas o jurídicas privadas, debidamente acreditadas, 
que justifiquen que quienes van a efectuar las mencionadas funciones, disponen de la 
titulación profesional habilitante, según corresponda, conforme a la Ley 38/1999 de 5 de 
octubre, de Ordenación de la Edificación.  
 
 
Artículo 252. Facultades. 
 
1. El personal con funciones de inspección urbanística está facultado para: 
 
a) Entrar en las fincas, edificaciones  e instalaciones, que sean objeto de inspección, tras 
su debida identificación, y con el correspondiente consentimiento del titular u ocupante o 
bien con autorización judicial, y permanecer el tiempo necesario para realizar su función. 
 
b) Practicar cualquier diligencia de investigación, examen o prueba que considere 
necesaria, y en particular: 
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1) Reclamar que las personas presentes en el lugar inspeccionado se identifiquen o 
justifiquen los motivos de su presencia e informen sobre cualquier circunstancia  
relacionada con el cumplimiento de la legalidad urbanística. 
2) Solicitar la comparecencia de la persona propietaria y otras personas presuntamente 
responsables, en el lugar inspeccionado o en la oficina pública designada por la persona 
inspectora. 
3) Examinar los títulos administrativos habilitantes de que disponga la persona promotora 
de la actuación inspeccionada o que consten en los archivos de la administración que los 
haya otorgado. 
4) Realizar mediciones y obtener fotografías relativas a la actuación inspectora. 
 
c) Informar y proponer al órgano competente, en supuestos de urgencia, la adopción de 
las medidas provisionales que considere oportunas al objeto de impedir que 
desaparezcan, se alteren, oculten, o destruyan pruebas, documentos, material 
informatizado y demás antecedentes sujetos a examen, en orden al buen fin de la 
actuación inspectora, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72.2 de la Ley 30/92 
de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común.  
 
2. En todo caso, cuando el objeto de la inspección sea un inmueble, cuyo acceso 
precise el consentimiento de su titular u ocupante, se debe obtener su consentimiento 
para entrar, o en su defecto  la oportuna  autorización judicial.  
 
3. Los inspectores requerirán expresamente a la persona propietaria, o en su caso, a la 
ocupante del inmueble para que facilite el acceso, y en caso de negativa no fundada, sin 
perjuicio de la imposición de multas coercitivas, y de considerar la negativa, como 
obstaculización del ejercicio de la potestad de inspección, a los efectos de su calificación 
como infracción urbanística, se procederá al efectivo acceso o entrada, previa 
autorización judicial, solicitando, si se considera necesario, el auxilio policial. 
 
4. Los gastos derivados de la entrada en ejecución subsidiaria, así como el importe de los 
daños y perjuicios que se ocasionen, correrán  a cargo de la persona obligada al deber de 
colaborar con la función inspectora. Podrá acudirse a la liquidación provisional de los 
mismos, antes de la ejecución, y a reserva de la liquidación definitiva y se acudirá a  la vía 
de apremio, sobre el  patrimonio del obligado al pago, si fuese necesario. 
 
 
Artículo 253. Actas  de inspección. 
 
1. Las actas de inspección son documentos públicos en los que las personas inspectoras 
hacen constar los hechos comprobados directamente en sus actuaciones. 
 
2. Las actas deben reflejar, como contenido mínimo, los siguientes datos, sin perjuicio de 
los que estimen oportunos las  personas inspectoras: 
 
a) Lugar y fecha de la actuación inspectora. 
b) Identificación de la persona inspectora que la suscribe y de otras personas presentes 
en la actuación. 
c) Identificación de la finca o la obra objeto de la inspección, con concreción de la 
referencia catastral. 
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d) Descripción de los hechos constatados en la actuación. 
e) Manifestaciones efectuadas por las personas presentes en la actuación, y en su caso 
la negativa, el obstáculo o resistencia  por parte de la persona inspeccionada, su 
representante o personas que tenga empleadas, con expresión de las circunstancias en 
las que aquella se produce. 
 
3. A las actas se les pueden adjuntar los planos, las fotografías y cualquier documento 
público o privado relacionados con el objeto de la inspección. 
 
4. Las actas se extenderán por triplicado y serán firmadas por la persona inspectora, y en 
su caso por las personas ante las que se extiendan, quedando las mismas notificadas en 
dicho acto mediante entrega de copia del acta, con levantamiento de la correspondiente 
diligencia de notificación. 
 
5. La firma del acta no implica la aceptación de su contenido, ni de la responsabilidad en 
la que pueda haber incurrido la persona presuntamente infractora, excepto cuando así lo 
hubiera reconocido expresamente y de manera voluntaria en el acta. En el supuesto de 
que la persona ante quien se cumplimente el acta se niegue a firmarla, o a recibir su 
copia, se hará constar este hecho mediante diligencia en la misma, con expresión de los 
motivos aducidos, especificando las circunstancias del intento de notificación, y en su 
caso de la entrega. La falta de firma de la diligencia de notificación del acta no exonerará 
de responsabilidad ni destruirá su valor probatorio.  
 
6. Los cuerpos de policía, deben prestar su auxilio y colaboración a las personas 
inspectoras. Esta colaboración se debe ajustar a lo que establece su legislación específica 
y se puede reclamar con antelación, cuando se prevea la obstrucción a la tarea 
inspectora. 
 
 
Artículo 254. Informes de inspección. 
 
1. Si como consecuencia de la formalización de un acta de inspección, se considera que 
se han cometido actuaciones susceptibles de ser tipificadas como infracciones 
urbanísticas, la persona inspectora, elaborará un informe de inspección. 
 
2. Los informes de inspección, reflejarán, además del contenido de las actas de 
inspección: 
 
a) La referencia a la clasificación y calificación urbanística de los terrenos afectados y el 
resto de determinaciones de la legalidad urbanística que se consideren aplicables. 
b) La descripción de las obras o actuaciones ejecutadas o en trámite de ejecución, 
constatadas en la inspección, 
c) Si consta la existencia de título habilitante para su ejecución. 
d) El planeamiento vigente de aplicación y si las obras o actuaciones, pueden 
considerarse, en principio, legalizables o ilegalizables. 
e) La tipificación de la infracción urbanística en la que se pudiera incurrir, y la 
identificación de las personas presuntamente infractoras, con referencia a la razón de su 
responsabilidad. 
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Artículo 255. Resolución sobre archivo de actuaciones o incoación de procedimiento 
protección de la legalidad urbanística. 
 
1. Las labores de inspección conllevarán la apertura del procedimiento de protección de 
la legalidad urbanística correspondiente cuando de las mismas se deduzca que las 
actuaciones objeto de inspección puedan ser tipificadas como infracción urbanística. 
 
2. El órgano competente resolverá, bien  el archivo de las actuaciones cuando no se 
estime concurrente ninguna vulneración de la normativa urbanística o infracción, o bien  la 
adopción de las medidas cautelares que, en su caso, se estimen oportunas y la incoación 
del procedimiento de protección de la legalidad urbanística y procedimiento sancionador. 
 
 

SECCIÓN 2ª 
PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA VULNERADA 

 
 
Artículo 256. Deber de inicio del procedimiento de protección de la legalidad urbanística 
vulnerada. 
 
1. Cuando la alcaldía tenga conocimiento por cualquier medio, de la existencia o 
realización en su término municipal de cualesquier actuación sometida a licencia que se 
realice o se haya realizado sin contar con los correspondientes permisos, autorizaciones o 
comunicaciones, o de cualquier acción u omisión que presuntamente vulnere la  
ordenación urbanística, iniciará de oficio el procedimiento de protección de la legalidad 
urbanística vulnerada, bien por propia iniciativa; a petición razonada de otros órganos, o 
por denuncia. 
 
2. Antes del inicio de un procedimiento de protección de la legalidad urbanística, la 
alcaldía podrá llevar a cabo las actuaciones previas necesarias para conocer las 
circunstancias del caso, obtener información sobre la identidad de las personas 
presuntamente responsables, coordinar su actuación con otras administraciones 
competentes, para determinar a quién corresponde iniciar el procedimiento en función de 
la normativa sectorial de aplicación, y en función del resultado de las investigaciones, 
resolver motivadamente sobre si procede iniciar el procedimiento o proceder al archivo de 
las actuaciones. 
 
 
Artículo 257. Suspensión previa. 
 
1. Cuando la alcaldía tenga conocimiento de que se está desarrollando cualquier obra o 
acto de uso del suelo, sujeto a licencia o comunicación previa, sin disponer de ellos, sin 
orden de ejecución, o contraviniendo las condiciones de los mismos, deberá ordenar, en 
todo o en la parte que proceda, la inmediata suspensión, hasta que finalice el 
procedimiento, o se legalice la obra o el uso contrario a la legalidad.  
 
Asimismo, se ordenará la suspensión de los suministros de agua, gas, electricidad y 
telecomunicaciones, salvo que los inmuebles tuvieran la condición legal de domicilio. 
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2. La resolución por la que se ordene la suspensión tendrá carácter inmediatamente 
ejecutivo, y contendrá la advertencia expresa de que su incumplimiento dará lugar, 
mientras persista a sucesivas multas coercitivas legalmente previstas, así como al 
traslado del testimonio pertinente al Ministerio Fiscal, en el supuesto de existir indicios de 
que los hechos pudieran ser constitutivos de delito de desobediencia. 
 
3. La resolución, se notificará, a las personas que consten en las diligencias practicadas 
como promotoras o directamente responsables de las obras o usos clandestinos, y a 
cualquier persona que se encuentre en el lugar de ejecución, realización o desarrollo de la 
obra o uso, y esté relacionada con el mismo. Se notificará, igualmente, a quienes 
aparezcan como propietarias en registros públicos a disposición del ayuntamiento, que 
otorguen presunción de titularidad. También se notificará a las empresas suministradoras 
de servicios públicos, identificando el inmueble afectado y requiriéndoles para que en el 
plazo máximo de cinco días hábiles desde la notificación procedan a interrumpir la 
prestación de los servicios, que se mantendrá hasta que se les notifique expresamente el 
levantamiento de la orden de suspensión. 
 
Cada uno de ellos debe cumplir la orden desde la recepción de la misma, en el ámbito de 
sus respectivas responsabilidades. No será preceptivo para la adopción de esta medida 
cautelar el trámite de audiencia previa, sin perjuicio de que en el procedimiento de 
protección de la legalidad urbanística, puedan presentarse las alegaciones que se estimen 
pertinentes. 
 
4. Practicada la notificación, podrá procederse al precintado de las obras, instalaciones o 
usos, extendiéndose acta por el funcionario actuante presente en el acto y se fijará un 
escrito o adhesivo que describa el acto y las consecuencias de su incumplimiento. Para la 
ejecución material del precinto se podrá recabar la asistencia y cooperación de la policía. 
 
5. Las personas promotoras de las obras o actuaciones suspendidas, serán responsables 
de adoptar las medidas estrictamente necesarias para garantizar la seguridad de las 
personas y de los bienes, así como la estabilidad y debida conservación de las obras o 
instalaciones objeto de la orden de suspensión. 
 
6. La alcaldía, podrá dirigir a los interesados, órdenes directamente ejecutivas, con el fin 
de asegurar estos extremos. En caso de incumplimiento, el alcalde podrá ordenar su 
ejecución subsidiaria a costa del patrimonio del obligado a su adopción, y de su 
incumplimiento se dará cuenta, en su caso, al Ministerio Fiscal, a los efectos de la 
exigencia de la responsabilidad que proceda. 
 
 
Artículo 258. Otras medidas cautelares. 
 
1. En cualquier otro momento, de la tramitación del procedimiento de protección de la 
legalidad urbanística, así como en los supuestos en los que se constate el incumplimiento 
de la orden de suspensión, la alcaldía podrá adoptar motivadamente las medidas 
cautelares que considere necesarias para garantizar la efectividad de la resolución que 
ponga fin al procedimiento, entre otras: 
 
a) Acordar la retirada de los materiales y de la maquinaria afectos a las obras. 
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b) Cuando se trate de una demolición, acopio y preservación la retención de todos los 
materiales y restos de la misma, que deban conservarse para su reconstrucción, todo ello 
a costa de la persona promotora, propietaria o responsable del acto, a quienes 
corresponderá asimismo abonar los gastos de transporte, depósito y custodia que se 
produzcan. 
c) El desalojo y precinto de los inmuebles y de las instalaciones de  obras. 
 
2. Las medidas cautelares serán inmediatamente ejecutivas y les será de aplicación lo 
dispuesto en el párrafo 2 del artículo anterior, respecto a las consecuencias de su 
incumplimiento. 
 
Asimismo, les será de aplicación lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo anterior, respecto 
a las personas a quien ha de notificase la resolución y la posibilidad de acudir a la 
ejecución subsidiaria y sus consecuencias, en caso de incumplimiento. 
 
3. La resolución por la que se ordene la retirada o acopio de materiales señalará el lugar 
de depósito o las medidas de protección del material acopiado. La retirada de materiales y 
maquinaria requerirá la realización de un inventario con carácter individualizado que se 
incorporará  a la diligencia o acta que se extienda, al efecto. 
 
4. El precinto y desalojo mediante desahucio administrativo de los inmuebles se podrá 
llevar a cabo incluso en los finalizados, si bien no podrá afectar a edificios que tengan la 
condición de domicilio, salvo que se disponga de la debida autorización judicial. 
 
5. En el supuesto de realización de actividades contrarias a la legalidad urbanística, la 
suspensión cautelar de las mismas exigirá la apertura de un trámite previo de audiencia a 
las personas interesadas, por término de 10 días hábiles, en relación a su posible 
clausura, transcurrido el cual, y a la vista, en su caso, de las alegaciones formuladas, se 
dictará la orden de clausura correspondiente, que se instrumentará a través de acta que 
irá suscrita por el servicio de inspección y el destinatario de la medida cautelar, que se 
entenderá notificado de la misma. 
 
El trámite de audiencia no se abrirá en el supuesto de concurrencia de peligro inminente, 
lo que se motivará debidamente en el acta de inspección correspondiente. 
 
Si el destinatario de la notificación se negare a firmar la misma, se hará constar así por 
diligencia en la propia acta, y se tendrá por cumplido el trámite conforme determina la 
normativa sobre régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento 
administrativo común. 
 
6. Si fuera necesario se podrá recabar el auxilio de la policía, para hacer efectiva la 
medida cautelar adoptada.  
 
 
Artículo 259. Inicio del procedimiento de protección de la legalidad urbanística. 
 
1. La resolución de inicio del procedimiento, que tenga por objeto obras o actuaciones 
ejecutadas sin disponer del título administrativo legitimador requerido por la normativa 
urbanística, o sin ajustarse las condiciones del mismo, ha de tener el siguiente contenido 
mínimo: 
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a) Orden de suspensión inmediata de las obras que estén en curso de ejecución, o de 
los usos no autorizados, como medida cautelar. 
b) Descripción de los hechos u omisiones que causan el inicio del procedimiento, 
incorporando las actas e informes de inspección correspondientes. 
c) Información urbanística en la que se indique si de acuerdo con la legalidad y el 
planeamiento, vigentes en el momento de iniciar el procedimiento, la obra o actuación, es 
manifiestamente ilegalizable, o si ha sido objeto de la denegación previa del título 
administrativo legitimador correspondiente, o si por el contrario pudiera ser, en principio 
legalizable, en cuyo caso se adjuntará la información urbanística que deba tenerse en 
cuanta para la legalización. 
d) Comunicación de las operaciones de restauración de la ordenación urbanística 
vulnerada y reposición de la realidad física alterada, que procede adoptar en caso de que 
el acto no sea legalizable o no se legalice de conformidad con el requerimiento que se 
haya de efectuar. 
e) Ofrecimiento de un plazo de audiencia, no superior a 15 días hábiles, ni inferior a 10, 
para la formulación de las alegaciones, o la presentación de la documentación que 
considere oportuna. 
 
2. El inicio del procedimiento se notificará a las personas que consten en las diligencias 
practicadas como promotoras o directamente responsables de las obras o usos 
clandestinos, y a quienes aparezcan como propietarias en registros públicos a disposición 
del ayuntamiento, que otorguen presunción de titularidad.  
 
Sin perjuicio de ello, durante el curso del procedimiento, podrán personarse o deberán ser 
citadas, en su caso, otras personas que ostenten intereses legítimos, y que puedan 
resultar afectadas por la resolución. 
 
 
Artículo 260. Tramitación del procedimiento de protección de la legalidad urbanística. 
 
1. Pasado el plazo de alegaciones, a la vista de la documentación obrante en el 
expediente, y en su caso de los nuevos informes técnicos que se emitan, para dar 
respuesta a las alegaciones presentadas, si las obras o usos pudieran ser, en principio, 
compatibles con la ordenación urbanística vigente, se emitirá resolución, por la que se 
requiera a los interesados, para que en el plazo de un mes, procedan a ajustar las obras o 
usos a la licencia, comunicación previa u orden de ejecución, o soliciten la legalización de 
la obra o uso clandestinos, presentando la documentación oportuna. 
 
El plazo de un mes, podrá ser ampliado por una sola vez, hasta un máximo de otro mes, 
en atención a la complejidad de la actuación. 
 
2. Transcurrido el plazo concedido, sin haberse ajustado las obras o usos a la licencia u 
orden de ejecución, o sin haberse instado formalmente su legalización, la alcaldía 
resolverá el expediente de protección de la legalidad, determinando en su caso, las 
operaciones de restauración de la ordenación urbanística que procedan. 
 
3. Cuando a la vista de la documentación obrante en el expediente, y en su caso, de los 
nuevos informes técnicos emitidos para dar respuesta a las alegaciones presentadas, se 
compruebe, que las obras o usos son manifiestamente incompatibles con la ordenación 



 
 

162 

 

25/03/2015 

urbanística se emitirá, en el mismo plazo de un mes, resolución por la que se declare la 
causa de incompatibilidad manifiesta con la ordenación urbanística, determinando, en su 
caso, las operaciones de restauración de la ordenación urbanística que procedan. 
 
 
Artículo 261. Efectos de la resolución de la solicitud de legalización. 
 
1. Para la solicitud, tramitación y resolución de la legalización de las actuaciones 
realizadas sin licencia o contraviniendo sus condiciones, regirán las reglas establecidas en 
este Reglamento para las solicitudes de licencias, que deban ser otorgadas, con las 
particularidades establecidas en el presente artículo. 
 
2. El expediente de legalización se resolverá, acordando, según proceda, y sin perjuicio 
del oportuno procedimiento sancionador: 
 
a) La legalización  de las obras o actuaciones, si fuese otorgada  la correspondiente 
licencia, por ser adecuada a la ordenación urbanística, o se declarase que las actuaciones 
realizadas se ajustan a la licencia, comunicación previa u orden de ejecución, 
correspondientes.  
Como consecuencia de la legalización, se acordará la finalización  del procedimiento de 
protección de la legalidad urbanística vulnerada dejando, sin efectos la suspensión, y en 
su caso, las medidas cautelares, que se hubiesen adoptado. Y podrán continuar las obras 
o actuaciones, conforme a las condiciones del correspondiente título legitimador. 
b) Que no procede la legalización, por ser contrario a la ordenación urbanística, o por no 
poder ajustar las actuaciones realizadas  a la licencia o autorización. 
 
En este caso, se resolverá sobre la adopción de las operaciones de restauración de la 
ordenación urbanística vulnerada, que procedan en la forma prevista en el artículo 267 
de este Reglamento. 
 
 
Artículo 262. Supuesto excepcional. Legalización de actuaciones en supuestos de 
disconformidades no sustanciales con la ordenación urbanística. 
 
1. Con carácter excepcional, y en aplicación del principio de proporcionalidad, se podrá 
solicitar y acordar la legalización de las actuaciones contrarias a la legalidad urbanística, 
que aún incurriendo en disconformidades con la ordenación urbanística aplicable, no sean 
sustanciales, siempre que se acredite que resulta imposible o muy difícil la restauración 
de la ordenación urbanística con reposición de la situación física alterada.  
 
2. Como criterios a considerar para determinar si la disconformidad con la ordenación 
urbanística es sustancial o no, habrán de ser valorados entre otros, los siguientes: 
 
a) Superficie que exceda de lo autorizado 
b) Visibilidad desde la vía pública 
c) Incidencia de la obra edificada en el resto del conjunto edificatorio 
d) Solidez de la obra ejecutada 
e) Afección a barreras arquitectónicas 
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3. La resolución que ponga fin al procedimiento de protección de la legalidad urbanística, 
se dictará previo informe técnico  que valore el grado de disconformidad existente, y la 
edificabilidad materializada sin licencia. El informe deberá de motivar la aplicación del 
principio de proporcionalidad y establecer la indemnización sustitutoria que corresponda, 
en compensación a la edificabilidad urbanística materializada sin licencia. 
 
La indemnización deberá abonarse, con independencia de las sanciones  urbanísticas 
que, en su caso, procedan, sin que, en ningún caso la aplicación de lo dispuesto en este 
apartado, pueda reportar a las personas infractoras de la legalidad urbanística la 
posibilidad de beneficiarse de la reducción del treinta por ciento de la sanción en los 
supuestos de que el infractor muestre su conformidad con la sanción impuesta 
renunciando expresamente a su impugnación e inicie los trámites de legalización con aval 
o fianza equivalente al cincuenta por ciento del importe de las obras  de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 232.2 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo. 
 
3. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a los usos, parcelaciones, y 
construcciones, edificaciones e instalaciones que se realicen en los siguientes supuestos: 
 
a) Los ejecutados en suelo no urbanizable. 
b) Los ejecutados sobre terrenos calificados en el planeamiento como dotaciones públicas 
de la red de sistemas generales. 
c) Los ejecutados en dominio público o en las zonas de servidumbre del mismo. 
d) Los que afecten a bienes catalogados por el ayuntamiento o declarados de interés 
cultural en los términos de la legislación sobre patrimonio histórico, cultural y artístico. 
 
4. No podrán beneficiarse de lo dispuesto en este artículo los responsables de la 
infracción que hayan sido sancionados previamente por una infracción urbanística grave o 
muy grave, impuesta por resolución firme. 
 
 
Artículo 263. Obras o usos manifiestamente incompatibles con la ordenación urbanística. 
 
Se entenderá que las obras o usos son manifiestamente incompatibles con la ordenación 
urbanística; 
 
a) Cuando exista una previa resolución administrativa denegatoria de la licencia, para la 
ejecución de las obras objeto del procedimiento. 
b) Cuando la ilegalidad de las obras o usos resulte evidente de la propia clasificación o 
calificación urbanística, y en cualquier caso, las actuaciones de parcelación o 
urbanización sobre suelos no urbanizables, y cualesquiera otras que se desarrollen sobre 
terrenos destinados por el planeamiento a sistemas generales o dotaciones públicas. 
c) En los supuestos de actos sujetos a licencia urbanística realizados sobre terrenos de 
domino público sin haber obtenido previamente la correspondiente concesión o 
autorización demanial. 
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Artículo 264. Plazo de resolución del procedimiento de legalización. Caducidad. 
Suspensión. 
 
1. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución expresa que ponga fin al 
procedimiento de protección de la legalidad urbanística vulnerada es de seis meses desde 
la resolución de su iniciación de oficio. Transcurrido este plazo sin que se haya notificado 
la resolución expresa  se produce la caducidad del procedimiento. 
 
2. No computará el plazo de caducidad, cuando se dicte requerimiento de legalización, por 
el tiempo que transcurra entre la notificación del requerimiento y la resolución que otorgue 
o deniegue el título administrativo solicitado. 
 
En el supuesto de que la persona interesada no atienda al requerimiento efectuado, 
volverá a computar el plazo de caducidad, cuando finalice el plazo concedido para cumplir 
el requerimiento. 
 
3. Tampoco computará el plazo de caducidad, cuando se deban practicar notificaciones 
por edictos, por el tiempo que transcurra entre la diligencia que acuerde la notificación por 
edictos y la publicación oficial, en los diarios oficiales correspondientes, de conformidad 
con los requisitos legales.  
 
4. No computará el plazo de caducidad, durante el tiempo transcurrido como 
consecuencia de las dilaciones o suspensiones del procedimiento que sean imputables al 
presunto responsable.  
 
 
Artículo 265. Intervención supramunicipal. 
 
1. En aras al principio de lealtad institucional y respeto de la autonomía municipal, las 
denuncias o escritos de particulares que se reciban en el departamento competente en 
materia de ordenación del territorio del Gobierno Vasco en relación a actos de uso del 
suelo o de construcción contrarios a la legalidad o al planeamiento urbanístico, serán 
trasladadas, sin más trámite, al ayuntamiento correspondiente a todos los efectos 
oportunos. 
 
2. La intervención del departamento competente en materia de ordenación del territorio 
del Gobierno Vasco a que se refiere el artículo 222 de la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo del País Vasco, sólo podrá producirse cuando la actuación u omisión municipal 
tenga por objeto actos de uso del suelo o de construcción contrarios a las disposiciones 
vinculantes de las Directrices de Ordenación del Territorio del País Vasco, planes 
territoriales parciales o planes territoriales sectoriales. 
 
3.- La intervención prevista en el número anterior de este artículo se producirá, en su 
caso, por requerimiento expreso en los términos y con las consecuencias previstas al 
efecto en el artículo 44 de la Ley 29/1998 reguladora de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa y que se entenderá desestimado si no se responde en el plazo de un mes 
desde su recepción quedando, en tal caso, expedita la vía jurisdiccional contencioso 
administrativa. 
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Artículo 266. Legalización de actuaciones revocadas por sentencia. 
 
1. La revocación firme de un acto de aprobación definitiva de un plan ya sea por causa de 
nulidad o por causa de anulabilidad, conllevará la vigencia del planeamiento precedente 
en lo que respecta al ámbito objeto de la anulación. 
 
2. Los actos de uso de suelo y de construcción declarados como contrarios a la 
ordenación urbanística, sólo podrán ser legalizados previa la pertinente modificación o, en 
su caso revisión del planeamiento urbanístico. 
 
3. La intervención del Consejo de Gobierno, previo informe favorable de la Comisión de 
Ordenación del Territorio del País Vasco en el caso de modificación o revisión de 
planeamiento para legalizar actuaciones anuladas por resolución judicial firme, sólo se 
producirá en los casos de expresa declaración judicial de incompatibilidad con la 
ordenación urbanística en vigor entendiéndose por tal aquélla cuya legalización exigiría 
una solución extraordinaria o desproporcionada desde el punto de vista del interés 
general. 
 
 
Articulo 267. Restauración  de la ordenación urbanística.  
 
1. Si la obra o  acto clandestino es manifiestamente ilegalizable, se ha incumplido el 
requerimiento de legalización efectuado, o solicitada licencia, en cumplimiento del 
requerimiento de legalización, se ha denegado o no puede amparar el acto ejecutado, la 
resolución que ponga fin al procedimiento de protección de la legalidad urbanística, 
ordenará las medidas de restauración de la ordenación urbanística vulnerada, detallando 
las medidas concretas a adoptar y los plazos de ejecución, así como en su caso, la 
documentación, proyectos técnicos o autorizaciones de otras administraciones sectoriales, 
que deberán ser aportados por los sujetos obligados, a la ejecución de dichas medidas de 
restauración. 
 
2. La resolución podrá ordenar, algunas de las siguientes medidas, que no tienen 
carácter excluyente: 
 
a) Demolición de las obras ilegales y correcta gestión de los residuos derivados de la 
misma. 
b) Eliminación de los elementos que materialicen la parcelación, con roturación de 
caminos desmantelamiento de los servicios, infraestructuras u otras instalaciones ilegales. 
c) Reposición de plantas, árboles o arboledas. 
d) Desmontaje  y retirada de carteles o vallas. 
e) Reposición de la configuración de los terrenos a su estado anterior, con restauración 
de la cubierta vegetal, en supuestos de movimientos de tierras. 
f) Restauración de la cubierta vegetal preexistente con las mismas especies y en la 
misma densidad a las especies dañadas, en caso de talas e incendios de masas 
arbóreas, salvo que  el órgano competente en materia forestal  determine otro modo de 
restablecimiento.  
g) Reconstrucción de edificaciones protegidas por el planeamiento municipal o 
catálogos, derribadas de manera ilegal.  
h) Reconstrucción de partes de edificios, instalaciones y otras construcciones, que 
habiéndose demolido de forma ilegal, sean necesarias para el funcionamiento de los 
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servicios públicos, constituyan partes estructurales de los edificios o garanticen la 
seguridad de las personas. 
i) Cese inmediato de usos u actos, y en su caso, desalojo, clausura y precinto de 
edificaciones, establecimientos o sus dependencias. 
j) En el caso de parcelaciones urbanísticas en terrenos clasificados como suelo no 
urbanizable, se ordenará la demolición de las edificaciones ilegales construidas y la 
reagrupación de las parcelas, a través de una agrupación forzosa de las que han sido 
objeto de los actos de previa parcelación.  
En estos supuestos, la alcaldía estará facultada para instar la constancia de la agrupación 
forzosa en el Catastro y en el Registro de la Propiedad, en la forma y a los efectos 
previstos en la legislación correspondiente, sin perjuicio de las responsabilidades que 
procedan. 
 
3. La resolución comunicará a la persona obligada, que dispone de un plazo de un mes, 
desde su notificación, para  ejecutar voluntariamente las medidas ordenadas, con la 
advertencia de que pasado ese plazo, se acordará la imposición de las correspondientes 
multas coercitivas y se ordenará la ejecución forzosa.  
 
4. Si las operaciones de restauración, comportan la ejecución de obras, que requieran la 
redacción de un proyecto  técnico, la persona obligada a la adopción de las mismas, 
deberá presentarlo, y en su caso, solicitar y obtener la licencia  correspondiente, 
previamente a la ejecución de los actos ordenados. Todo ello sin perjuicio de que cuando 
el ayuntamiento sea competente para autorizar la obra o actuación,  la resolución que 
ordene las operaciones de restauración,  puede adjuntar el proyecto técnico, en aras a la 
eficacia. En todo caso, la elaboración del proyecto técnico de obras es a cargo de la 
persona obligada. 
 
5. Cuando la orden de ejecución de las operaciones de restauración no se contuviera ya 
en la resolución del procedimiento de protección de la ordenación urbanística, podrá 
dictarse de forma independiente, previo procedimiento, en el que se concederá un plazo 
de audiencia al interesado no superior a 15 días hábiles, ni inferior a 10 días, en el que se 
concretarán, si fuera necesario, a través de los correspondientes informes técnicos, las 
obras o actuaciones necesarias para la restauración y reposición del terreno, edificio o 
instalación, a su estado original, o para la reconstrucción de lo indebidamente demolido, y 
la documentación que debe presentarse para que se ejecuten con las debidas medidas de 
seguridad. 
 
El plazo máximo para emitir la resolución será de seis meses desde su inicio. 
 
 
Artículo 268. Personas obligadas. Carácter real de las medidas de protección de la 
legalidad urbanística. 
 
1. Están obligadas a cumplir las órdenes de restauración las personas físicas o jurídicas 
responsables de las obras, actuaciones o usos que han ocasionado el inicio del 
procedimiento de protección de la legalidad, o las propietarias de los terrenos o inmuebles 
afectados, a menos que de acuerdo con la naturaleza propia de las medidas adoptadas, 
su cumplimiento corresponda a las compañías suministradoras de servicios públicos, a  
personas usuarias no propietarias, o a otros sujetos. 
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2. De conformidad con el artículo 19 del Real Decreto Legislativo 2/2008 de 20 de junio, 
Texto Refundido de la Ley del Suelo, las medidas de protección de la legalidad urbanística 
tienen carácter real y alcanzan a los terceros adquirentes de los inmuebles, dada su 
condición de subrogados por Ley en las responsabilidades contraídas por el causante de 
la ilegalidad urbanística. En consecuencia, el nuevo titular queda subrogado en la 
obligación de la persona propietaria anterior, en relación con las medidas de restauración 
que haya que se ordene adoptar. 
 
Sin perjuicio de que la orden de restauración se haya dirigido a la persona propietaria 
anterior, debe cumplirla la persona que sea propietaria en el momento en que se dicte la 
resolución por la que se ordena la restauración de la ordenación urbanística, que ha de 
disponer del periodo de ejecución voluntaria correspondiente. 
 
 
Artículo 269. Ejecución voluntaria de las medidas de restauración. 
 
1. Las órdenes de restauración de la ordenación urbanística son ejecutivas desde que se 
dictan y son debidamente notificadas. 
 
2. La persona obligada a la restauración de la ordenación urbanística, puede, en cualquier 
momento anterior al inicio de la ejecución forzosa, instar su ejecución voluntaria, 
presentando ante el ayuntamiento, la oportuna solicitud, fijando justificadamente el plazo 
necesario para su ejecución, y en su caso, la documentación necesaria. 
 
3. Cuando el ayuntamiento lo considere oportuno, podrá requerir a la persona interesada 
para que garantice la ejecución voluntaria de las medidas de restauración, por alguna de 
las formas admitidas en la legislación vigente en materia de contratos del sector público, 
por un importe que puede alcanzar hasta el 100% del presupuesto de ejecución.  
 
Esta garantía se ha de constituir a disposición del ayuntamiento, que deberá liberarla 
cuando se cumpla la medida de restauración, en todos los términos, y ejecutarla si se 
produce su incumplimiento en el plazo concedido para su ejecución voluntaria.  
 
4. No se podrá ordenar la ejecución forzosa de la medida de restauración de la 
ordenación urbanística de que se trate, mientras no se produzca el incumplimiento de los 
plazos concedidos al aprobar la ejecución voluntaria. 
 
5. La aprobación de la medida de restauración voluntaria, con conocimiento de la persona 
interesada, interrumpe el plazo de prescripción de la orden de restauración urbanística. 
 
 
Artículo 270. Ejecución forzosa. Multas coercitivas y ejecución subsidiaria. 
 
1. Efectuada la advertencia previa y transcurrido el plazo de ejecución voluntaria, se 
procederá a la ejecución forzosa de las órdenes de restauración urbanística dictadas, 
optando bien por imponer hasta diez multas coercitivas, con periodicidad mensual, y  
acometiendo las operaciones de restauración urbanística, en ejecución subsidiaria, tras la 
décima multa coercitiva, o bien por ordenar directamente a la ejecución subsidiaria, lo que 
se decidirá en cada supuesto, atendiendo al principio de proporcionalidad. En el caso de 
que se opte inicialmente por la imposición de multas coercitivas, podrá cambiarse el 
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medio de ejecución forzosa, en cualquier momento, anterior a la imposición de la décima 
multa coercitiva, cuando se entienda que no resultan efectivas.  
 
2. El inicio del procedimiento de ejecución forzosa, con conocimiento de la persona 
interesada, interrumpe el plazo de prescripción de las órdenes de restauración 
urbanística. 
 
3. Los gastos, y daños y perjuicios, que origine la  ejecución forzosa serán a  cargo de 
las personas obligadas a adoptar las medidas de restauración urbanística. Se podrá 
liquidar provisionalmente el importe de los gastos, y los daños y perjuicios que 
previsiblemente se tengan que soportar, sin perjuicio de lo que resulte de su liquidación 
definitiva. Si la persona obligada no satisface voluntariamente las cantidades liquidadas,  
se  exigirán mediante la vía de apremio sobre su patrimonio. 
 
La liquidación comprenderá el coste total  de la misma, tanto los gastos por ejecución 
material de las obras, como, en su caso, los honorarios por la redacción del proyecto de 
obras, el estudio de seguridad y salud, la dirección facultativa, la gestión de residuos, y 
cuantas actuaciones sean necesarias. Cuando la reposición la efectuase el ayuntamiento 
con sus propios medios, el coste se determinará mediante informe de los servicios 
técnicos municipales, que habrá que especificar cada una de las partidas de la actividad 
administrativa realizada. 
 
4. En el caso de que la ejecución forzosa, exija el desalojo de un edificio o instalación, 
se entenderá incluido el deber de retirar cuantos bienes muebles y semovientes se hallen 
en el inmueble, teniendo, de lo contrario, los mismos el carácter de bienes abandonados, 
a los efectos de proceder a la ejecución de la resolución sin mayores dilaciones, 
pudiendo, disponerse de ellos libremente, incluso para entregarlos a un vertedero 
autorizado. Los gastos ocasionados, correrán en todo caso, a cargo de las personas 
propietarias. 
 
 
Artículo 271. Plazo para el ejercicio de acciones. Determinación del momento en que se 
produce la total terminación de las obras, a efectos  del cómputo del plazo. 
 
1. A efectos del cómputo del transcurso de los cuatro años a partir de los cuales resulta 
improcedente la intervención municipal conforme a lo dispuesto en el artículo 224.4 de la 
Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, se considerará que las obras, 
construcciones, edificaciones o instalaciones, están totalmente concluidas o terminadas, 
cuando queden dispuestas para su destino final sin necesidad de una actuación material 
sustantiva posterior. 
 
2. Se entenderá que están dispuestas para su destino final, sin necesidad de ninguna 
actuación material sustantiva posterior: 
 
a) Cuando se trate de obras amparadas por licencia: 
 
1) Las obras que cuenten con proyecto técnico, a partir de la fecha del visado del 
certificado final de las obras, suscrito por el facultativo competente, y a falta de este 
documento, desde la fecha de notificación de la licencia de ocupación o utilización. 



 
 

169 

 

25/03/2015 

Cuando se trate de obras promovidas por las administraciones públicas, a partir de la 
fecha del acta de recepción de las obras. 
2) En los demás casos, desde que el titular de la licencia comunique al ayuntamiento la 
finalización de las obras. 
 
b) Cuando se trate de obras sin licencia, a partir de la fecha en la que accedan a  registros 
públicos gestionados por las administraciones competentes, como el Catastro. 
 
La carga de la prueba de su definitiva terminación corresponderá a la persona promotora 
de las obras, quien, en su caso, deberá desvirtuar las conclusiones que resulten de las 
comprobaciones realizadas por los servicios técnicos correspondientes. Será admisible 
para determinar su fecha  de terminación, cualquier medio de prueba, admitido en 
derecho. 
 
3. En el caso de actos de mero uso del suelo o edificaciones o instalaciones, la 
utilización de los mismos, a efectos del cómputo del plazo para el ejercicio de acciones, se 
considerará  uso continuado.  
 
 
Artículo 272. Sujeción al régimen de fuera de ordenación de las edificaciones, 
instalaciones y construcciones contrarias a la legalidad urbanística respecto a las cuales 
no se pueda ordenar la demolición por el transcurso del plazo legalmente previsto. 
 
1. El transcurso del plazo de cuatro años a que se refiere el artículo 224.4 de la Ley 
2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, sin que el ayuntamiento hubiera adoptado 
resolución alguna en orden a la restauración de la ordenación urbanística vulnerada, no 
conlleva sin más la legalización de lo realizado, sino que las edificaciones, instalaciones o 
construcciones, quedarán sujetas al régimen de fuera de ordenación. 
 
2. Una vez constatada la existencia de instalaciones, construcciones o edificaciones 
terminadas, respecto a las que ya no proceda adoptar medidas de restablecimiento de la 
legalidad urbanística que impliquen demolición, la alcaldía, de oficio o a instancia de parte, 
iniciará procedimiento para emitir la oportuna declaración particularizada de la situación al 
régimen de fuera de ordenación, previo informe de los servicios administrativos 
correspondientes, en los que se concrete la situación urbanística de los mismos. 
 
La resolución que ponga fin a este procedimiento, que se dictará previo plazo de 
audiencia de 15 días hábiles, deberá identificar suficientemente la instalación, 
construcción o edificación afectada, indicando su localización geográfica, mediante 
referencia catastral o en su defecto, mediante cartografía oficial georreferenciada y habrá 
de acreditar, la fecha de terminación de la instalación, construcción o edificación, la 
situación urbanística y las limitaciones para la propiedad.  
 
3. Si a lo largo del expediente, se tuviera noticia de que el inmueble se encuentra  
inscrito en el Registro de la Propiedad, la resolución incorporará la referencia registral, 
indicando la finca, folio, tomo y libro correspondientes, y se solicitará al Registrador que 
haga constar  por nota al margen de la inscripción de la declaración de obra nueva la 
concreta situación urbanística de la misma, con la delimitación de su contenido e 
indicación expresa de las limitaciones que imponga al propietario. 
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4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el registrador de la 
propiedad dé cuenta al ayuntamiento respectivo de las inscripciones realizadas en los 
supuestos comprendidos en el artículo 20.4 del RDL 2/2008 de 20 de junio Texto 
Refundido de la Ley del Suelo, la alcaldía estará obligada a emitir la resolución necesaria 
para hacer constar en el Registro de la Propiedad, por nota al margen de la inscripción de 
la declaración de obra nueva, la concreta situación urbanística, en los términos y con los 
efectos, previstos en ese precepto legal.  
 
 
Artículo 273. Obras y usos permitidos en edificaciones, instalaciones y construcciones 
sujetas al régimen de fuera de ordenación, por el transcurso de los plazos para ordenar su 
demolición.  
 
1. Podrán autorizarse las obras permitidas en edificios en situación de fuera de 
ordenación, según lo dispuesto en el artículo 101 de la ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo 
y Urbanismo y en los artículos 83 y siguientes de este Reglamento. 
 
2. Cualquier acto que implique su reforma, ampliación o consolidación requerirá la 
aprobación de un proyecto de legalización, si éste fuera posible, según las prescripciones 
del planeamiento vigente. En ese proyecto se contemplará el conjunto de las medidas 
necesarias para la eliminación, o en todo caso, reducción del impacto en los servicios 
urbanísticos, dotación de espacios públicos u otros análogos.  
 
3. Podrán desarrollarse los actos y usos compatibles con la normativa urbanística, que 
estén contemplados como permisibles en el planeamiento urbanístico de aplicación, y no 
conlleve la ejecución de obras no autorizables en el edificio, según la calificación, mientras 
no se produzca la desaparición de los edificios declarados en situación de fuera de 
ordenación. 
 
El uso podrá ser dejado sin efecto, cuando en atención al interés público que demanda la 
ejecución del planeamiento, haya de eliminarse, sin derecho a indemnización. 
 
4. Lo dispuesto en los apartados anteriores, se entiende sin perjuicio de lo que se 
acordare en el correspondiente instrumento de planeamiento general respecto del 
desarrollo, ordenación y destino de las obras, instalaciones, construcciones o 
edificaciones afectadas por la declaración de situación fuera de ordenación. 
 
 
Artículo 274. Inscripción en el Registro de la Propiedad. 
 
1. Serán inscribibles en el Registro de la Propiedad, de acuerdo con la legislación 
aplicable en la materia, tanto el inicio de los procedimientos de protección de la legalidad 
urbanística y de aquéllos que tengan por objeto el apremio administrativo para garantizar 
el cumplimiento de las sanciones impuestas, como las resoluciones para restablecer el 
orden urbanístico infringido. 
 
2. En todo caso, la alcaldía que incoe un expediente de protección de la legalidad 
urbanística, que afecte a actuaciones que comporten la creación de nuevas fincas 
registrales por vía de parcelación, reparcelación, en cualquiera de sus modalidades, 
declaración de obra nueva o constitución de régimen de propiedad horizontal, instará la 
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práctica de la anotación preventiva, a que se refiere el artículo 53.2 del RDL 2/2008 de 20 
de junio por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo. 
 
 

SECCIÓN 3ª 
REVISIÓN DE LOS TÍTULOS ADMINISTRATIVOS  

HABILITANTES NULOS Y ANULABLES 
 
 
Artículo 275. Anulación de licencias urbanísticas u otros actos administrativos de 
autorización  
 
1. Las licencias urbanísticas, las ordenes de ejecución y cualquier otro acto 
administrativo de autorización previsto en la normativa urbanística, cuyo contenido 
constituya infracción del ordenamiento jurídico o alguna de las infracciones urbanísticas 
definidas en la misma, deberán ser objeto de revisión en vía administrativa, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 102 y 103 de la Ley 30/92 de 26 de 
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 
2. Los procedimientos de revisión de actos en vía administrativa serán independientes, a 
todos los efectos de los procedimientos  sancionadores. 
 
 
Artículo 276. Suspensión de la ejecutividad. 
 
En la resolución por la que se inicie un procedimiento de revisión de oficio o de 
declaración de lesividad de una licencia o un acto administrativo de autorización, se 
ordenará la suspensión de la ejecutividad de la licencia o acto administrativo. 
 
En el caso de las obras en curso de ejecución, o usos en desarrollo, se ordenará la 
paralización inmediata de las obras o de los usos. Y en el caso de obras acabadas,  se 
prohibirá la primera utilización y ocupación de los edificios y construcciones, si todavía no 
se hubieren efectuado, así como la prestación de los servicios, que con carácter 
provisional, hayan sido contratados con las empresas suministradoras, a las que deberá 
darse traslado del acuerdo. 
 
 
Artículo 277. Restablecimiento de la legalidad urbanística vulnerada. 
 
Cuando los actos ejecutados al amparo de una licencia o acto administrativo de 
autorización, nulo de pleno derecho sean ilegalizables de acuerdo con la legislación 
urbanística vigente en el momento de declarar su nulidad, la resolución administrativa que 
ponga fin al procedimiento de revisión de oficio ordenará las medidas apropiadas para 
restaurar la legalidad vulnerada. Si la resolución no se pronuncia sobre esta cuestión, 
deberá incoarse el correspondiente procedimiento de restauración de la ordenación 
urbanística.  
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CAPÍTULO IV 
Infracciones y sanciones urbanísticas 

 
SECCIÓN 1ª 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
 
Artículo 278. Infracciones urbanísticas. 
 
1. Son infracciones urbanísticas las acciones u omisiones que vulneren lo establecido en 
la normativa urbanística o en los instrumentos de planeamiento en vigor, y estén 
tipificadas en la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo y en este Reglamento. 
 
2. Las infracciones urbanísticas deben ser objeto de sanción, previa tramitación del 
correspondiente procedimiento sancionador, en cuya resolución, deberá calificarse 
expresamente la infracción, como leve, grave o muy grave, según la tipificación regulada 
en la normativa urbanística. 
 
3. Toda acción u omisión tipificada como infracción urbanística, además de dar lugar a la 
adopción de las medidas oportunas para la protección de la legalidad urbanística 
vulnerada, con las correspondientes operaciones de restauración, y la exigencia de 
responsabilidad sancionadora, conllevará la adopción de las medidas pertinentes para el 
resarcimiento de los daños y la indemnización de los perjuicios a cargo de quienes sean 
declarados responsables. 
 
4. En los casos en que, como consecuencia de actos constitutivos de infracción 
urbanística, se causen daños y perjuicios a bienes o intereses públicos, y no se incluya la 
exigencia de indemnización de daños y perjuicios, en el oportuno  procedimiento 
sancionador, deberá instruirse un procedimiento para el resarcimiento de los daños o 
perjuicios, que habrá de ajustarse a la tramitación establecida en la legislación aplicable 
en materia de procedimiento administrativo común, y en la legislación de patrimonio de las 
administraciones públicas. 
 
 
Artículo 279. Personas responsables. 
 
1. Podrán ser sujetos responsables de las infracciones urbanísticas, además de las 
personas o entidades promotoras, los empresarios o empresarias de las obras, la 
propiedad de los inmuebles, la dirección de las obras y beneficiarias de las mismas según 
lo señalado en el artículo 228 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, las 
entidades y uniones sin personalidad jurídica, tales como comunidades de bienes o 
herencias yacentes, cuando la infracción consista en la transgresión de deberes o 
prohibiciones cuyo cumplimiento les corresponda. 
 
2. Las resoluciones sancionadoras que declaren la existencia de varios responsables de 
una misma infracción, deberán establecer la sanción correspondiente a cada uno de ellos. 
 
Las multas que se impongan a las personas responsables de una misma infracción 
urbanística, son independientes entre si, a menos que el cumplimiento de las obligaciones 
legales corresponda a varias personas conjuntamente, supuesto en el cual estas 
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personas responden solidariamente de la infracción que comentan y de la multa que les 
corresponda. 
 
3. Cuando la responsabilidad sea susceptible de individualización, los responsables por 
acción u omisión de la infracción de que se trate responderán individualmente de la 
misma. Si la infracción administrativa es imputable a una persona jurídica, o a una 
comunidad de propietarios, el juicio de culpabilidad se hará respecto a las personas 
físicas que formen o hayan formado la voluntad de aquélla en la concreta actuación u 
omisión que constituye la infracción. 
 
Si en la instrucción de un expediente sancionador no resulta posible delimitar las 
responsabilidades individuales, éstas se considerarán concurrentes de manera solidaria. 
 
4. Sin perjuicio de que la muerte de la persona física extinga su responsabilidad por las 
infracciones urbanísticas previstas en la Ley, el ayuntamiento podrá adoptar las medidas 
no sancionadoras que procedan y en su caso, exigir de los sucesores mortis causa, o de 
quien se haya beneficiado o lucrado con la infracción el beneficio ilícito obtenido de su 
comisión. 
 
 
Artículo 280. Concurso de infracciones y concurso de normas. 
 
1. Al responsable de dos o más infracciones tipificadas en la Ley 2/2006 de Suelo y 
Urbanismo, se le impondrán las sanciones correspondientes a cada una de ellas.  
 
En la imposición de las sanciones, se podrá tener en cuenta la debida proporción  con la 
situación económica del responsable, a efectos de permitir el fraccionamiento o 
suspensión de pago o la reducción de la cuantía de la multa o sustitución por otra sanción, 
en el marco de las sanciones previstas para la infracción o categoría de infracción de que 
se trate, a los efectos previstos en el artículo 15 de la Ley 2/1998 de 27 de febrero de 
Potestad sancionadora de las Administraciones Públicas en el País Vasco. 
 
2. Si la pluralidad de infracciones proviniese de un solo hecho o de varios realizados 
aprovechando idéntica ocasión, o una de las infracciones fuese medio necesario para la 
comisión de otra, y atendidas las circunstancias del caso, ello manifestara una menor 
reprochabilidad en la conducta del responsable, la regla establecida en el apartado 
anterior se aplicará imponiendo las sanciones menos graves de las establecidas para 
cada infracción. 
 
3. Cuando concurran hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más 
preceptos tipificadores de infracciones, reguladas en la Ley 2/2006 de 30 de junio de 
Suelo y Urbanismo, o en ésta y en otra norma sancionadora sectorial, y para cubrir la 
totalidad del significado antijurídico del hecho, baste con la aplicación de uno de los 
preceptos considerados, bien porque todos ellos protegen el mismo bien jurídico frente al 
mismo riesgo, bien porque aun habiendo diferencias, se entienda que no hay fundamento 
suficiente como para concluir la existencia de varias infracciones, en atención a la poca 
importancia de tales diferencias y a la escasa reprochabilidad del hecho, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 1, se impondrá una sanción atendiendo a las siguientes reglas: 
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a) Las infracciones previstas en el régimen especial, sancionarán con carácter 
preferente respecto a las previstas en el régimen general, y las sanciones aplicables por 
las mismas nunca podrán ser inferiores a las establecidas en el régimen general 
sancionador. 
b) El precepto subsidiario se aplicará sólo en defecto del principal, ya se declare 
expresamente la subsidiariedad, ya sea ésta tácitamente deducible. 
c) En defecto de los criterios anteriores, el precepto que tipifique la infracción penada 
con la sanción más grave excluirá a los que tipifiquen infracciones penadas con sanción 
menor. 
 
4. En cualquier caso no podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados 
penal o administrativamente, en los casos en los que se aprecie identidad de sujeto, 
hecho y fundamento, en los términos señalados en el artículo 18 de la Ley 2/98 de 20 de 
febrero de Potestad sancionadora de las Administraciones Públicas del País Vasco. 
 
 
Artículo 281. Prejudicialidad. 
 
1. Cuando con ocasión de los procedimientos administrativos que se instruyan por 
infracción urbanística, de las actuaciones, de los documentos aportados o de la propia 
infracción, resulten indicios racionales de comisión de un delito o falta penal, la alcaldía, 
por sí o a propuesta de la persona instructora del expediente, lo pondrá en conocimiento 
del Ministerio Fiscal, a los efectos de exigir las responsabilidades del orden penal en que 
hayan podido incurrir los infractores.  
 
2. Cuando se tenga conocimiento de que se está siguiendo un proceso penal sobre los 
hechos a los que se refiere el procedimiento administrativo sancionador, se solicitará al 
órgano judicial, comunicación sobre las actuaciones y resoluciones adoptadas. 
 
Recibida la comunicación del órgano judicial, y si se estima que existe identidad de sujeto, 
hecho y fundamento entre la infracción administrativa y la infracción penal que pudiera 
corresponder, la alcaldía, acodará su suspensión hasta que recaiga resolución judicial. 
 
3. La suspensión del procedimiento sancionador no comporta la suspensión del 
procedimiento de protección de la legalidad urbanística vulnerada respecto de las 
medidas de restauración de la ordenación urbanística que haya que adoptar en relación 
con los mismos hechos, ni afecta a las medidas provisionales que se pueden haber 
adoptado, ni impide adoptar motivadamente otras nuevas. 
 
4. En el acto en que se acuerde la suspensión, se ordenará la comunicación del mismo al 
órgano judicial correspondiente, solicitando la comunicación de la resolución que éste 
emita en el proceso correspondiente. Cuando, se archiven por el órgano jurisdiccional las 
actuaciones, la alcaldía acordará el levantamiento de la suspensión del procedimiento 
sancionador y su normal continuación. 
 
En todo caso, los hechos declarados probados por resolución judicial firme vinculan a los 
órganos administrativos respecto de los procedimientos sancionadores que sustancien. 
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SECCIÓN 2ª 
DE LAS DIFERENTES INFRACCIONES Y SUS SANCIONES 

 
 
Artículo 282. Infracciones específicas en materia de urbanización y ejecución de la 
programación de actuaciones. 
 
1. Las obras consistentes en la urbanización e implantación de servicios que se realicen 
con carácter clandestino en cualquier tipo de suelo se sancionarán con multa equivalente 
al importe de las mismas. La cuantía mínima de estas sanciones será en todo  caso 
de…..(5.000) euros. 
 
2. El incumplimiento de los compromisos contraídos en relación con la programación de 
actuaciones dará lugar, con independencia de la ejecución de las respectivas garantías 
previstas en el programa de actuación urbanizadora, y los programas de edificación, a la 
imposición de las siguientes sanciones: 
 
a) Multa de…..(5.000 euros a 50.000 euros). 
b) Inhabilitación para participar en el procedimiento de licitación y resultar adjudicatario de 
la ejecución de actuaciones urbanizadoras y edificatorias por un mínimo de tres años y un 
máximo de diez años. 
 
 
Artículo 283. Infracciones específicas en materia de parcelación. 
 
1. Las actuaciones que infrinjan lo dispuesto en la normativa urbanística en materia de 
parcelación se sancionará con multa del 20% al 25% del valor de los terrenos afectados 
en las operaciones de parcelación o división. 
 
2. Para el cálculo del valor de los terrenos, se emitirá informe técnico de valoración, en 
el que se justifique el cálculo, en función del valor de terrenos de similares características 
y emplazamiento, y se dará audiencia a las personas responsables de la infracción, por 
plazo de 15 días hábiles.  
 
 
Artículo 284. Infracciones específicas en materia de edificación. 
 
1. Se impondrá multa del 50% del total del presupuesto del proyecto, o en su defecto, 
del valor de la obra ejecutada, a quienes realicen o hayan realizado obras de construcción 
o edificación en cualquiera de las siguientes condiciones: 
 
a) Sin correspondencia con el uso del suelo. 
b) Superando la altura, la superficie y el volumen edificable, excediendo la ocupación en 
planta permitida o la distancia mínima a linderos o contraviniendo los retranqueos. 
c) Infringiendo la prohibición de obras de modernización, consolidación o aumento de 
volumen en edificios declarados fuera de ordenación. 
d) Continuando las obras a pesar de haberse adoptado medida suspensiva por la 
administración actuante. 
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2. El valor de la obra ejecutada se fijará por la administración  previa emisión del 
oportuno informe técnico, en el que se justifique el valor estimado de la obra ejecutada, y 
que para su estimación se ha tenido en cuenta el valor en venta de otros de similares 
características y emplazamiento, y tras un plazo de audiencia a las personas 
responsables de la infracción, por plazo de 15 días hábiles. 
 
3. Se sancionará con multa del 100% al 200% del valor del suelo afectado, o del 
presupuesto del proyecto, o en defecto de éste, del valor de las obras ejecutadas, a 
quienes lleven a cabo obras, instalaciones o cualesquiera otras acciones en terrenos 
destinados por el planeamiento a sistemas generales, espacios naturales protegidos y sus 
zonas periféricas de protección que impidan o perturben su destino, incluso si las mismas 
resultaran ser legalizables. La cuantía mínima de estas sanciones, será en todo caso de 
….. (5.000 euros). 
 
Para el cálculo del valor de las obras ejecutadas, se estará a lo dispuesto en el párrafo 
anterior. 
 
4. Cuando la infracción se realice sobre bienes no susceptibles de valoración, por estar 
excluidos de modo permanente y total del tráfico jurídico, la multa podrá oscilar entre … 
(los 5.000 y los 50.000 euros) en función de la gravedad del perjuicio causado. 
 
5. La alteración del uso del edificio, planta, local o dependencia a que estén destinados 
por la ordenación o las ordenanzas será sancionada con el 100% del beneficio obtenido 
con la alteración del uso. Para el cálculo del beneficio obtenido se emitirá informe técnico 
en el que se tenga en cuenta el valor en venta de otros edificios, plantas, locales o 
dependencia de características, usos y emplazamiento similares, del que se dará 
audiencia a las personas responsables de la infracción, por plazo de 15 días hábiles. 
 
Cuando el beneficio no fuese susceptible de valoración, la multa podrá oscilar entre los 
….(500 y los 50.000 euros) en función del perjuicio causado al interés público y al interés 
de los terceros afectados. 
 
6. Se sancionará con multa de … (500 euros a 5.000 euros) a las empresas anunciantes 
que coloquen, sin contar con licencia, los carteles y vallas de propaganda visibles desde 
la vía pública cuando estén levantadas o apoyadas en un elemento que sirva de soporte 
estructural.  
 
Se tendrá en cuenta para graduar la sanción, la localización, el tamaño y la incidencia en 
el medio físico y en el entorno. La sanción se aplicará en su grado máximo cuando se 
incumpla la resolución de la administración requiriendo la retirada del cartel instalado sin 
la pertinente autorización. 
 
 
Artículo 285. Infracciones específicas en materia de medio ambiente y patrimonio cultural 
y natural. 
 
1. Se sancionará con arreglo a lo establecido en la legislación protectora de patrimonio 
cultural a quienes derriben o desmonten total o parcialmente, bienes que sean objeto de 
protección especial por el planeamiento, por su carácter monumental, histórico, artístico, 
arqueológico, cultural, típico o tradicional. 
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2. Se sancionará con multa del 75% del valor de la obra ejecutada, la realización de 
construcciones en lugares inmediatos o que formen parte de un grupo de edificios de 
carácter histórico, artístico, arqueológico, típico o tradicional que infrinjan las 
correspondientes normas o régimen jurídico de protección, quebranten la armonía del 
grupo o produzcan el mismo efecto en relación con algún edificio de gran importancia o 
calidad de los caracteres indicados. La cuantía mínima de la sanción será de ….(5.000 
euros), y la graduación de la multa se realizará en atención al carácter grave o leve de la 
discordancia producida. 
 
3. Las talas y los derribos de árboles que infrinjan las disposiciones de aplicación en 
terrenos que el plan de ordenación urbanística o la ordenación territorial haya calificado 
como espacio forestal a preservar, estén o no sometidos a un régimen forestal especial, 
serán sancionados con una multa equivalente al valor en venta del arbolado talado o 
destruido. 
 
4. Para la graduación de la sanción, se tendrá en cuenta la mayor o menor afección o 
transcendencia de la actuación infractora, y la entidad del daño causado a los valores 
objeto de protección. 
 
 
Artículo 286. Infracciones  específicas en materia de patrimonios públicos de suelo. 
 
1. Los miembros de las corporaciones locales, los funcionarios y las autoridades con 
competencia en materia de patrimonios públicos de suelo que tomen parte en acciones u 
omisiones que supongan la no incorporación de bienes o recursos que deban integrarse 
en dichos patrimonios, a tenor de la normativa urbanística, u omitan la advertencia de 
ilegalidad en los informes preceptivos, serán sancionados, cada uno de ellos, con multa 
de …..(5.000) euros. 
 
Además del pago de la multa, se exigirá como sanción accesoria, y con carácter solidario, 
el reintegro del valor real del menoscabo sufrido en el patrimonio público de suelo. Para el 
cálculo del importe del valor real del menoscabo, se emitirá el oportuno informe técnico en 
el que se calcule el valor, del que se dará traslado a las personas responsables de la 
infracción, con un plazo de audiencia, de 15 días hábiles, para que puedan presentar las 
alegaciones que estimen oportunas y los informes de valoración que consideren 
conveniente. 
 
2. Los miembros de las corporaciones locales, los funcionarios y las autoridades que 
participen en actuaciones que supongan la enajenación de los bienes integrantes del 
patrimonio público del suelo contraviniendo las disposiciones de esta ley u omitan la 
advertencia de ilegalidad en los informes preceptivos, serán sancionados, cada uno de 
ellos, con multa de ….(5.000) euros. 
 
 
Artículo 287. Infracciones especificas en suelo no urbanizable. 
 
1. La ejecución en suelo no urbanizable de construcciones, edificaciones o 
instalaciones, que excedan, defrauden o contravengan lo dispuesto en la Ley 2/2006 de 
30 de junio de Suelo y Urbanismo, y en este Reglamento, será sancionada con multa del 
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100% del coste de la obra ejecutada. El importe mínimo de la sanción será de …. (500) 
euros. 
 
 
Artículo 288. Infracciones urbanísticas generales. 
 
1. Son infracciones muy graves: 
 
a) Las conductas tipificadas como graves que afecten a suelos calificados como 
sistemas generales o que se lleven a cabo en suelo no urbanizable objeto de algún 
régimen de protección o en suelos que tengan la consideración de dominio público 
conforme a la legislación sectorial correspondiente o se ubiquen en las zonas de 
servidumbre del mismos. 
b) La destrucción de bienes catalogados por el ayuntamiento o declarados de interés 
cultural en los términos de la legislación sobre el patrimonio histórico, cultural y artístico. 
c) Los actos de parcelación urbanística que se realicen en suelo no urbanizable 
protegido por el planeamiento general o especial. 
 
2.- Son infracciones graves: 
 
a) Las que constituyan incumplimiento de las normas sobre parcelación en suelo urbano, 
urbanizable o no urbanizable, no sujeto a régimen alguno de protección, o sobre uso del 
suelo, altura, superficie y volumen edificable, densidad residencial y situación de las 
edificaciones y ocupación permitida de la superficie de fincas, parcelas o solares. 
b) La realización de obras que, por afectar a elementos estructurales, precisen proyecto 
técnico y no estén amparadas por licencia, salvo que por la escasa alteración del paisaje 
urbano, rural o natural, o por la escasa afección a la seguridad y salud de bienes y 
personas, merezcan la consideración de leves. 
c) Los usos no amparados por licencia e incompatibles con la ordenación urbanística 
aplicable. 
d) El exceso de edificación sobre la edificabilidad física permitida por la ordenación, 
entendiéndose por la misma tanto la superficie construida como el volumen edificado. 
e) La edificación de sótanos, semisótanos, áticos o entreplantas, cualquiera que sea el 
uso a que se dedicaran, no permitidos por el planeamiento. 
f) La ejecución de obras de consolidación, o modernización, o que originen incremento de 
su valor, en edificios, construcciones e instalaciones declaradas en situación de fuera de 
ordenación. 
g) En todo caso, los movimientos de tierras y las extracciones en el subsuelo no 
amparados por licencia o proyecto de urbanización, o en su caso, autorización de la 
administración competente cuando proceda. 
h) El vertido de escombros y otros residuos, así como el depósito de materiales que 
deterioren el paisaje natural o rural por ser ajenos al mismo, salvo que por su escaso 
impacto en el paisaje merezca la consideración de leve. 
i) Los incumplimientos en materia de ejecución, salvo que se subsanen tras el primer 
requerimiento de la administración, en cuyo caso tendrán la consideración de leves. 
j) El incumplimiento por el agente o agencia urbanizadora de los compromisos suscritos 
en el correspondiente convenio urbanístico, salvo que se demostrase la escasa entidad 
del daño producido a los intereses públicos o a terceros. 
k) El incumplimiento de las normas relativas a bienes y recursos integrantes de los 
patrimonios públicos de suelo y su destino. 
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l) La obstaculización de la actividad inspectora. 
m) La no paralización de las obras o usos en el plazo de setenta y dos horas, contado 
desde que se reciba el correspondiente requerimiento suspensivo de la administración, 
salvo en su caso, las estrictamente necesarias, previa su autorización, para garantizar la 
seguridad de las personas. 
 
3. Son infracciones leves las operaciones y actividades urbanísticas realizadas en 
disconformidad, o sin contar con el preceptivo proyecto de urbanización, licencia, 
autorización o informe urbanístico, no contempladas en los números anteriores, y en todo 
caso, cuantas infracciones tipificadas en la normativa urbanística, no tengan la 
consideración de graves o muy graves. 
 
4. Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a los anteriores artículos, en 
los que se tipifican las infracciones específicas, y con arreglo a los tres párrafos anteriores 
de este artículo, que regula las infracciones genéricas se sancionarán aplicando con 
preferencia el precepto especial sobre el general. 
 
 

SECCIÓN 3ª 
REGLAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS SANCIONES 

 
 
Artículo 289. Criterios para  graduar la responsabilidad. 
 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 231.4 de la Ley 2/2006 de 30 de junio 
de Suelo y Urbanismo, en la graduación de las sanciones, se observarán las siguientes 
reglas: 
 
a) Si concurre, sólo una circunstancia atenuante, la sanción se impondrá en su mitad 
inferior. Cuando sean varias, en la cuantía mínima de esa mitad. 
b) Si no concurren circunstancias atenuantes, ni agravantes, se impondrá la sanción en 
la cuantía máxima de la mitad inferior. 
c) Si concurren tanto circunstancias atenuantes como agravantes, se valorarán 
conjuntamente, imponiendo la sanción dentro de los límites máximo y mínimo que 
correspondan según la gravedad de la infracción. 
d) Si concurre sólo una circunstancia agravante, la sanción se impondrá en su mitad 
superior. Cuando sean varias o una muy cualificada, podrá alcanzar la cuantía máxima de 
esa mitad. 
 
2. No se tendrán en cuenta, a los efectos previstos en este artículo, aquellas 
circunstancias agravantes o atenuantes que sean elementos constitutivos del tipo de la 
infracción, o que hayan sido tenidas en cuenta para calificar la gravedad de la misma. 
 
 
Artículo 290. Reducción de la multa por restauración e indemnización voluntarias. 
 
1. Podrá aplicarse una reducción del 60% de la cuantía de la sanción que corresponda, 
en el caso de que los responsables de la infracción urbanística, de manera voluntaria, 
antes de que transcurran los plazos concedidos al efecto en el procedimiento de 
protección de la legalidad urbanística, para la legalización o para adoptar medidas de 
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restauración de la ordenación urbanística, soliciten la correspondiente legalización, si 
procede, o inicien la ejecución las medidas de restauración, con reposición de la realidad 
física alterada y reparación de los daños causados, si no es legalizable, siempre que se 
cumplan la totalidad de los siguientes requisitos:  
 
a) Que muestre por escrito su conformidad con la resolución del procedimiento de 
legalización y renuncie expresamente al ejercicio de la acción de impugnación. 
b) Que muestre por escrito su conformidad con la multa que le corresponde,  
renunciando expresamente al ejercicio de la acción de impugnación y abone  el resto de la 
multa en el plazo de un mes  contado a partir de la notificación de la sanción. 
c) Que presente fianza por el 50% del importe de las obras o actuaciones necesarias 
para la efectiva legalización, o para la efectiva restauración de la realidad física alterada. 
 
2. Pasados esos plazos, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 232 de la Ley 2/2006 
de 30 de junio del Suelo y Urbanismo, podrá reducirse un 15% de la cuantía de la 
sanción, en supuestos de infracciones  por actividades, construcciones o usos 
ilegalizables, en cualquier momento anterior al transcurso de un mes desde la notificación 
de la sanción correspondiente, si las personas responsables solicitan la reducción de la 
multa que les correspondería, y se cumplan la totalidad de las siguientes condiciones: 
 
a) Se abone el resto de la multa en el plazo máximo de un mes contado a partir de la 
notificación de la sanción. 
b) El infractor muestre por escrito su conformidad con la sanción impuesta y renuncie 
expresamente al ejercicio de la acción de impugnación en el referido plazo. 
c) El infractor, asuma la obligación de restaurar la ordenación urbanística con reposición 
de la situación física alterada, e indemnización de daños y perjuicios causados e inicie los 
trámites para la efectiva restauración, y preste fianza por el 50% del importe de las obras 
o actuaciones necesarias. 
 
3. En caso de que la restauración y la indemnización voluntarias, sean sólo parciales, la 
reducción de la multa  a que hace referencia el apartado anterior, será proporcional al 
grado de restauración e indemnización alcanzado. 
 
 
Artículo 291. Medidas sancionadoras accesorias. 
 
1. Las infracciones tipificadas en la normativa urbanística podrán sancionarse, con multa 
e incautación del beneficio o del resultado económico obtenido. 
 
2. Las infracciones urbanísticas graves y muy graves, además podrán dar lugar, cuando 
proceda,  a la imposición de las siguientes sanciones accesorias, de manera motivada y 
respetando el principio de proporcionalidad: 
 
a) Inhabilitación para participar en el procedimiento de licitación para la adjudicación de 
actuaciones urbanizadoras o edificatorias. 
b) Publicidad de la infracción, sanción y medidas de legalización. 
 
 
Artículo 292. Incautación del beneficio o del resultado económico obtenido. 
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1. La comisión de una infracción urbanística, en ningún caso puede resultar más 
beneficiosa para la persona infractora que el cumplimiento de las normas infringidas, ni 
reportar a sus responsables un beneficio económico. Cuando  la suma del importe de la 
multa y del coste de las operaciones de restauración de la legalidad urbanística vulnerada, 
y la indemnización por daños y perjuicios causados, arroje una cifra inferior al beneficio, 
se incrementará la cuantía de la multa hasta alcanzar el importe del mismo. 
 
2. En los supuestos en los que se imponga como medida de restauración urbanística,  el 
derribo de la obra ejecutada ilegalmente, no se computará su valor como beneficio 
económico obtenido por la persona infractora a efectos de lo dispuesto en el apartado 
anterior. Si bien, si se ha llegado a la ocupación o utilización efectiva de lo construido 
ilegalmente, el beneficio se calculará sobre la base del valor de uso o alquiler a precios de 
mercado, fijado de conformidad con la normativa de valoración inmobiliaria, a computar 
desde la conclusión de las obras y su utilización efectiva, hasta el momento de su 
demolición. 
 
3. No se procederá al incremento de la multa cuando las obras y actuaciones que se 
sancionen, sean legalizables, por ser conformes con las normas y planes urbanísticos, 
con independencia de que éstas hayan sido efectuadas sin licencia. 
 
4. El incremento de la multa al amparo de lo dispuesto en este artículo se habrá de 
motivar por el órgano competente, indicando los criterios y bases que hayan sido 
empleados para calcular el beneficio económico. 
 
 
Artículo 293. Inhabilitación para participar en el procedimiento de  licitación para la 
adjudicación de actuaciones urbanizadoras o edificatorias. 
 
1. En los supuestos de infracciones tipificadas, a tenor del artículo 235.2 de la Ley 
2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, por incumplimiento de los compromisos 
contraídos en relación con la programación de actuaciones, se impondrá en todo caso 
además de la multa que corresponda, la sanción accesoria de inhabilitación para 
participar en el procedimiento de licitación para la adjudicación de actuaciones 
urbanizadoras o edificatorias, por un plazo mínimo de tres años y un máximo de diez 
años, que se computarán a  partir de la firmeza de la resolución sancionadora. 
 
2. En el resto de infracciones, esta sanción accesoria será potestativa, y podrá ser 
impuesta por un plazo máximo de un año en las infracciones graves y de tres años en las 
muy graves.  
 
3. Serán de aplicación para la determinación del tiempo de duración de esta medida 
accesoria, las reglas previstas en el artículo 231 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo 
y Urbanismo y en el artículo 289 de este Reglamento para la graduación de las 
sanciones en función de la existencia de circunstancias agravantes o atenuantes.  
 
4. La resolución administrativa en la que se imponga la sanción, se  publicará, en el 
Boletín Oficial del País Vasco, y será de obligado cumplimiento en todos los municipios de 
la Comunidad Autónoma. También se notificará al Registro Oficial de Contratistas de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi, y en su caso, a otros registros de contratistas de 
ámbito foral o municipal, dentro del ámbito de Euskadi. 
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Artículo 294. Operaciones que tengan por objeto la constitución de elementos privativos. 
 
La constitución de un régimen de propiedad horizontal o de un complejo inmobiliario 
privado, o su modificación, cuando comporte un incremento del número de viviendas o de 
establecimientos, y también las operaciones que tengan por objeto constituir más 
elementos susceptibles de aprovechamiento independiente de los que se hayan hecho 
constar en una declaración de obra nueva precedente, se considerarán infracción grave a 
los efectos de lo previsto en el artículo 225.2 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y 
Urbanismo, si se efectúan sin licencia urbanística previa, o en contra de la licencia 
otorgada, cuando vulnere las determinaciones del planeamiento urbanístico vigente. 
 
 
Artículo 295. Ejecutividad de la sanción y pago.  
 
1. Las resoluciones por las que se imponen sanciones urbanísticas son ejecutivas, 
cuando pongan fin a la vía administrativa. En los supuestos en los que se interponga, en 
plazo, recurso potestativo de reposición, resultará necesario para poder ejecutar la 
sanción que el recurso sea resuelto de manera expresa, concediendo plazo voluntario de 
pago, desde la notificación de la resolución del recurso. 
 
2. Efectuada la advertencia previa y transcurrido el plazo de pago voluntario, el órgano 
competente podrá ordenar la ejecución forzosa de las sanciones mediante el apremio 
sobre el patrimonio de las personas infractoras, para lo que debe seguir el procedimiento 
que establecen las normas reguladoras del procedimiento recaudatorio en la vía ejecutiva. 
 
 

SECCIÓN 4ª 
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

 
 
Artículo 296. Inicio del procedimiento sancionador. 
 
1. Los procedimientos sancionadores se iniciarán: 
 
a) De oficio, por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa, o como 
consecuencia de petición razonada de otros órganos, o denuncia. 
b) A instancia de parte interesada. 
 
2. La denuncia no convierte, por si sola a la persona denunciante en interesada en el 
procedimiento sancionador, sino que, ésta no tendrá más participación en el 
procedimiento, que el derecho a recibir comunicación sobre la apertura o no de aquél, y 
en su caso, de la resolución que le ponga fin, salvo que tenga legitimación en los términos 
establecidos en el artículo 30 de la Ley 2/98 de 20 de febrero de Potestad sancionadora 
de las Administraciones Públicas del País Vasco, y solicite la apertura del procedimiento. 
 
3. La resolución por la que se inicie el procedimiento sancionador, tendrá  como mínimo 
el siguiente contenido: 
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a) Identificación  de la persona o personas presuntamente responsables. 
b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación 
jurídica y las sanciones que pudieran corresponder. 
c) El instructor del procedimiento, con expresa indicación del régimen de recusación del 
mismo. 
d) El órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya la 
competencia. 
 
4. El acuerdo de inicio se comunicará al instructor y se notificará a las personas 
presuntamente responsables  y a las demás interesadas, concediéndoles un plazo de 15 
días hábiles para aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones estimen 
convenientes y para solicitar, si lo consideran oportuno, la apertura de un periodo 
probatorio y proponer los medios de prueba que consideren adecuados. 
 
Al acuerdo de inicio se acompañarán los documentos y pruebas que se hayan tenido en 
cuenta para iniciar el procedimiento. 
 
5. Se abrirá periodo probatorio en los supuestos previstos en el artículo 37 de la Ley 
2/98 de 20 de febrero de Potestad sancionadora de las Administraciones Públicas del 
País Vasco, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 30/92 de 26 de 
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común.  
 
6. La persona instructora podrá motivadamente acortar la duración del periodo 
probatorio, o prorrogar los plazos de los tramites de alegaciones y del periodo de prueba 
en los términos previstos en el artículo 40 de la Ley 2/98 de 20 de febrero de Potestad 
sancionadora de las Administraciones Públicas del País Vasco. 
 
 
Artículo 297. Determinación del instructor o instructora del expediente sancionador. 
 
1. En aquellos ayuntamientos en los que exista personal administrativo, responsable de 
la inspección urbanística o responsable  de la asistencia jurídica, al servicio de la 
concejalía o área de urbanismo, la concejalía del área nombrará en cada caso, una 
persona funcionaria de los mismos, como instructora del procedimiento sancionador. 
 
2. En el resto de municipios, se designará como persona instructora a un funcionario 
municipal, que ostente la condición de funcionario de carrera de las entidades locales, y 
esté en posesión del título de licenciado en derecho, y en su defecto a la persona titular 
de la secretaría. 
 
3. Del mismo modo, en los municipios de pequeña entidad el órgano competente podrá 
recabar la colaboración de la Diputación Foral correspondiente al objeto de la designación 
como persona instructora de un funcionario o funcionaria del citado organismo foral. 
 
 
Artículo 298. Propuesta de resolución. 
 
1. Concluido, en su caso, el periodo probatorio, la persona instructora formulará propuesta 
de resolución, en los siguientes términos: 
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a) Propuesta de absolución, sobreseimiento y archivo, debidamente motivada, si estima 
que no existe infracción urbanística o responsabilidad, ha prescrito la infracción, no 
pueden determinarse las personas que sean responsables, o se ha extinguido su 
responsabilidad. 
b) Propuesta de resolución, si estima que existe infracción y responsabilidad, en la que 
como mínimo se deberán recoger los siguientes extremos: 
 
1) Los hechos que considera probados y la valoración de la prueba en la que se funde tal 
consideración. 
2) Las personas que considere responsables, los preceptos y la valoración de la prueba 
en que tal consideración se funde. 
3) Los preceptos tipificadores de infracciones en que considere subsumidos los hechos y 
las razones de tal consideración, su calificación, y en su caso la concurrencia de 
circunstancias modificativas de la responsabilidad. 
4) Las sanciones y consecuencias accesorias que estime procedentes, los preceptos en 
que se determinen, las circunstancias que a tal efecto haya considerado, los preceptos y 
valoración probatoria en que se funde tal consideración, así como en su caso, la 
proposición de fraccionamiento, suspensión, reducción o sustitución de la sanción, y las 
razones de tal proposición. 
5) Y en su caso, la alteración de la situación precedente que considere ocasionada por la 
infracción y los daños y perjuicios derivados de la misma que considere acreditados, las 
razones de tales consideraciones, las actividades de reparación o indemnizaciones que se 
propongan y las razones de esta proposición. 
 
 
Artículo 299. Audiencia. 
 
1. La propuesta de resolución se notificará a las personas interesadas, concediéndoles 
un plazo mínimo de quince días hábiles para formular alegaciones. En la notificación se 
comunicará que durante ese plazo el expediente estará a su disposición en las oficinas 
municipales, y  se les pondrá de manifiesto si lo solicitan, a fin de que puedan consultarlo 
y obtener copias de los documentos que obren en los mismos. 
 
2. Se puede prescindir del trámite de audiencia, cuando no figuren en el procedimiento, 
ni se  tengan en cuenta en la propuesta de resolución otros hechos, alegaciones y 
pruebas que los aducidos por las personas infractoras. 
 
3. Finalizado el trámite de audiencia, la persona instructora remitirá  inmediatamente su 
propuesta a la alcaldía, junto con los documentos, alegaciones e informaciones que obren 
en el expediente. 
 
 
Artículo 300. Resolución del procedimiento. 
 
1. Antes de dictar resolución la alcaldía, mediante acuerdo motivado, podrá decidir, la 
realización de las actuaciones complementarias que considere necesarias para la 
resolución del procedimiento en los términos y con los efectos previstos en el artículo 42 
de la ley 2/98 de 20 de febrero de Potestad sancionadora de las Administraciones 
Públicas del País Vasco. 



 
 

185 

 

25/03/2015 

 
2. La resolución sancionadora deberá tener el contenido mínimo señalado en el artículo 
296 de este Reglamento.  
 
3. Si la alcaldía, estimase que no procede admitir la absolución propuesta por la 
instrucción o que debe imponerse una sanción más grave, o debe establecerse una 
reparación o indemnización por daños mayor que la recogida en la propuesta de 
resolución, deberá antes de resolver, dictar una diligencia en la que se conceda un plazo 
de 10 días a fin de que las personas interesadas aleguen lo que estimen  pertinente, o en 
su caso, propongan práctica de prueba, sobre los hechos que se hubieren tomado en 
cuenta en la variación fáctica, expresando con precisión y motivadamente la concreta 
variación respecto de la propuesta de resolución, que entiende necesario introducir.  
 
Concluido este trámite se dictará resolución y se notificará a las partes. 
 
 
Artículo 301. Plazos de prescripción de infracciones y sanciones. Interrupción de los 
plazos. 
 
1. Los plazos de prescripción de las infracciones, de cinco años para las muy graves, de 
cuatro años para las graves y de dos años para las leves, previstos en el artículo 229 de 
la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, se interrumpirán si se lleva a cabo 
cualquier actuación administrativa que conduzca al inicio, tramitación o resolución del 
procedimiento sancionador, realizada con conocimiento formal del inculpado ya sea por 
notificación personal o por edictos. 
 
2. El cómputo de los plazos de prescripción de las sanciones previstos en el artículo 230 
de la Ley 2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo, comenzará a contarse desde el 
día siguiente a aquel en que la resolución por la que se imponga la sanción adquiera 
firmeza en vía administrativa. 
 
3. Interrumpirá la prescripción de la sanción, cualquier actuación administrativa dirigida a 
ejecutar la sanción, con el conocimiento formal de los sancionados, ya sea por notificación 
personal o por edictos, La prescripción  se reanudará por la totalidad del plazo, desde el 
día siguiente a aquél en que se cumpla un mes de paralización del procedimiento por 
causa no imputable al sancionado. 
 
La realización de cualquier actuación encaminada al logro de la finalidad del 
procedimiento de ejecución y razonablemente proporcional a la finalidad impedirá 
considerar paralizado el procedimiento, aunque tal actuación no esté expresamente 
prevista en la norma procedimental, siempre que la misma haya sido acordada por el 
órgano competente y se encuentre debidamente documentada. 
 
4. También interrumpirá la prescripción de la sanción la suspensión judicial de su 
ejecutividad, comenzándose a contar de nuevo la totalidad del plazo correspondiente 
desde el día siguiente a aquel en el que la suspensión judicial quede levantada. 
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Artículo 302. Caducidad del expediente sancionador. 
 
1. El procedimiento sancionador caducará, en los términos y con las consecuencias, que 
establece la Ley 30/92 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y Procedimiento Administrativo Común, si no se notifica la resolución en el plazo 
de seis meses desde el inicio del procedimiento. 
 
No computará el plazo de caducidad, además de en los casos en que así se establece en 
los artículos 40.2 y 42.3 de  Ley 2/98 de 20 de febrero de Potestad sancionadora de las 
Administraciones Públicas del País Vasco, y en los supuestos contemplados en la 
legislación de procedimiento administrativo, mientras el procedimiento se encuentre 
paralizado por causas imputables a los interesados, y  por todo el tiempo que sea 
necesario para efectuar las notificaciones mediante edictos, si así procede. 
 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 242 de la Ley 2/2006 de 30 de junio de 
Suelo y Urbanismo, si en el momento de formularse la propuesta de resolución en el 
procedimiento sancionador, aún no hubiera recaído resolución en el procedimiento de  
legalización, se podrá suspender el primero, en tanto se resuelva en el segundo, con 
objeto de conocer si es o no legalizable la actuación ejecutada sin licencia o acto 
administrativo autorizante, para la debida tipificación de la infracción urbanística, sin que 
compute el plazo de caducidad del expediente sancionador. 
 
 
 
 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
 
 
 
Primera.  Actuaciones de interés público en los núcleos rurales. 
 
Las obras, instalaciones y actuaciones de carácter dotacional previstos en el artículo 28.5 
de la Ley 2/2006y el artículo 12 de este reglamento que se hallen previstas en los 
planes forales de obras y servicios, planes extraordinarios de inversión o programas de 
financiación foral, cuando las mismas se ubiquen dentro de la delimitación de los núcleos 
rurales, llevarán implícita la declaración de utilidad pública a efectos de su autorización y 
ejecución. 
 
 
 
Segunda. Cómputo de población a efectos de cumplimiento de obligaciones legales. 
 
1. El cómputo de la población municipal, a los efectos del cumplimiento de estándares, 
para determinar la competencia para aprobación definitiva del planeamiento urbanístico, y 
para el resto de las determinaciones de la Ley 2/2006 de suelo y urbanismo, que se hagan 
depender de la entidad poblacional del respectivo municipio, se realizará en el momento 
de aprobación inicial del documento que recoja dichas determinaciones y se acreditará 
según la población certificada por el servicio del padrón municipal. 
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2. En municipios de estructura concejil, del Territorio Histórico de Álava, el cómputo de la 
población, a efectos del cumplimiento de los estándares de vivienda protegida, se 
realizará por cada núcleo de población o concejo, y no por el valor agregado de la 
población en el municipio.  
 
El planeamiento municipal de los ayuntamientos de estructura concejil, deberá establecer 
las reservas de vivienda protegida, únicamente en aquellos concejos, que superen el 
número de habitantes legalmente establecido para exigir la obligación de reserva. 
 
 
Tercera. Modo de adaptación de las edificabilidades previstas en el planeamiento.  
 
1. A efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en la disposición transitoria segunda de la 
Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo, respecto al carácter automático de la 
aplicabilidad de los límites máximos y mínimos de la edificabilidad urbanística, el 
documento de adaptación de la ordenación urbanística estructural, siguiendo para ello las 
determinaciones de la ordenación territorial y de la legislación urbanística, podrá proceder 
de alguno de los modos siguientes: 
a) Ordenando el incremento o la reducción de la edificabilidad urbanística. 
b) Reduciendo o ampliando la superficie del ámbito de ordenación. 
c) Reduciendo la extensión de los suelos destinados a sistemas generales previstos 
dentro del ámbito o adscritos al mismo al objeto de su obtención. 
 
2. Esta adaptación podrá realizarse de dos maneras: 
 
a) Automática. Sin necesidad de redactar y tramitar un nuevo documento de planeamiento 
de ordenación estructural y siendo precisa la justificación de la solución adoptada en el 
documento de ordenación pormenorizada. 
b) Documento de adaptación. A través de la redacción y tramitación de un documento de 
ordenación estructural que puede afectar bien a la totalidad bien a parte del municipio. 
 
 
Cuarta. Cálculo de la edificabilidad. 
 
Los espacios que requieran la realización de obras al objeto de la reducción, al menos en 
un treinta por ciento, de la demanda energética anual de calefacción o refrigeración no 
computarán edificabilidad ni serán considerados a efectos del cálculo de las distancias 
mínimas a linderos, a otras edificaciones, a la vía pública o a alineaciones, ya sea en 
obras de nueva planta o de rehabilitación, cuando consistan en alguna de las siguientes: 
 
a) La instalación y aislamiento térmico o fachadas ventiladas por el exterior del edificio, o 
el cerramiento o acristalamiento de las terrazas ya techadas. 
b) La instalación de dispositivos bioclimáticos adosados a las fachadas o cubiertas. 
c) La realización de las obras y la implantación de las instalaciones necesarias para la 
centralización o dotación de instalaciones energéticas comunes y de captadores solares u 
otras fuentes de energía renovables, en las fachadas o cubiertas cuando consigan reducir 
el consumo anual de energía primaria no renovable del edificio, al menos, en un treinta 
por ciento. 
d) La realización de obras en zonas comunes o viviendas que logren reducir, al menos en 
un treinta por ciento, el consumo de agua en el conjunto del edificio. 
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Quinta. Reserva de suelo para equipamiento público escolar.  
 
1. Dentro de la red dotacional de sistemas generales, las Administraciones Municipales 
preverán, a través del planeamiento general, la reserva necesaria de suelo para 
equipamiento público escolar de la Escuela Pública Vasca, necesario tanto para 
enseñanza infantil y primaria como para la enseñanza secundaria obligatoria y bachillerato 
conforme al mapa escolar y los planes del Departamento de Educación, Universidades e 
Investigación del Gobierno Vasco. 
 
2. En defecto de plan territorial sectorial que ordene las necesidades de esta reserva 
escolar o educativa, la misma se estimará en una parcela de cuatro mil quinientos metros 
cuadrados de suelo para la enseñanza infantil y primaria y otra parcela de la misma 
superficie para la enseñanza secundaria obligatoria y bachiller tomándose por referencia 
la circunscripción escolar. 
 
 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
 
Primera. Régimen transitorio de cumplimiento de los estándares dotacionales a través del 
Patrimonio Municipal del Suelo. 
 
La aplicación de las normas previstas en el artículo 37 y concordantes de este 
reglamento, en relación al cumplimiento de los estándares de dotaciones y equipamientos 
de la red de sistemas generales a través del Patrimonio Municipal del Suelo, así como las 
establecidas en el artículo 40 y concordantes en relación tanto a los estándares 
dotaciones de sistemas generales como locales a través de las agrupaciones dotacionales 
que se prevén al efecto, precisarán de la previa revisión o modificación de la ordenación 
estructural que les sirva de adecuación. 
 
La aplicación de la normativa de este reglamento correspondiente a los estándares de 
sistemas locales podrá realizarse a través de la adaptación o modificación de la 
ordenación pormenorizada en vigor. 
 
 
Segunda. Procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de este Reglamento. 
 
El presente Reglamento será de aplicación a todos los procedimientos que se incoen con 
posterioridad a su entrada en vigor pudiendo, no obstante, los interesados, acogerse 
voluntariamente a las disposiciones contenidas en el mismo. En el caso del planeamiento, 
se entenderán incoados los procedimientos que a la entrada en vigor de este reglamento 
dispusieran ya de la aprobación inicial. 
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
 
 
Quedan derogadas las siguientes disposiciones: 
 
a) El Decreto 105/2008 de 3 de junio de medidas urgentes en desarrollo de la Ley 
2/2006 de 30 de junio de Suelo y Urbanismo. 
b) El Decreto 123/2012 de 3 de julio de Estándares urbanísticos. 
c) Cuantos otras disposiciones normativas de rango igual o inferior se opongan o 
contradigan  lo dispuesto en este Reglamento. 
 
 
 
 
 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
 
 
Primera. Entrada en vigor. 
 
El presente Reglamento entrará en vigor, a los veinte días hábiles a contar desde el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del País Vasco. 
 
 
 
 


